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9 de agosto de 2013 
 
 
Carta Circular Núm. 112-13 
 
 
Secretarios, Jefes de Agencia, Directores de Oficina y de Corporaciones Públicas  
 
 

 
Carlos D. Rivas Quiñones 
Director 
 
DISPOCICIONES SOBRE RECLUTAMIENTO DE EMPLEADOS PÚBLICOS EN AGENCIAS CUYOS GASTOS DE 
FUNCIONAMIENTO SE SUFRAGAN DEL FONDO GENERAL, COMO RESULTADO DEL PATRÓN DE RETIRO 
DE EMPLEADOS PÚBLICOS AL AMPARO DE LA LEY 3-2013 
 
 
Trasfondo 
La recién promulgada Ley 3-2013 estableció una nueva estructura de beneficios para los pensionados 
cobijados por los Sistemas de Retiro de los Empleados del Gobierno y la Judicatura.  Este nuevo diseño 
aseguró determinados beneficios a los pensionados mediante el Programa Híbrido de Contribución 
Definida, y atendió de forma decidida y duradera la salud fiscal del Sistema y un reto a la estabilidad 
crediticia de la Isla.    
 
Como parte de los cambios implantados, ciertos empleados que se retirasen previo a junio 30 de 2013, 
fecha de efectividad de la Ley 3-2013, tendrían una estructura de beneficios distinta a los que retirasen 
posterior a dicha fecha.  Esto ha resultado un patrón inusualmente elevado de jubilación para el año 
fiscal 2013-2014 que comenzó el 1 de julio de 2013; inclusive, un patrón que excedió lo anticipado 
durante la confección y evaluación del presupuesto.    
 
Este número de jubilaciones tiene implicaciones importantes presupuestarias y gerenciales que 
requieren acción a corto plazo.   Por un lado, una porción de los empleados jubilados son sin duda 
esenciales para el funcionamiento de las agencias y para el servicio directo al ciudadano.  Por otro lado, 
el balance presupuestario requiere una tasa de remplazo limitada, ya que (i) es necesario cumplir con las 
liquidaciones de los balances de licencias acumuladas de enfermedad y vacaciones dentro de las 
partidas presupuestarias asignadas; y (ii) las asignaciones presupuestarias ya, de por sí, contemplaban 
una reducción neta – aunque más moderada – en la nómina total. 
 
La Constitución del ELA requiere que las asignaciones presupuestarias se ajusten a los recursos totales 
disponibles, y la legislación vigente requiere que cada agencia termine su presupuesto sin sobregiro 
contra sus asignaciones presupuestarias.   Esta importantísima responsabilidad recae personalmente 
sobre cada jefe de agencia, según establecido claramente en la Ley de Reforma Fiscal, Ley 103-2006, la 
cual impone sanciones de carácter penal por razón del incumplimiento de sus directrices.  La Ley 
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Orgánica de la Oficina de Gerencia y Presupuesto, Ley 147-1980, así como las Órdenes Ejecutivas 
emitidas a su amparo, otorgan a nuestra oficina amplias facultades en el monitoreo y control 
presupuestario, las cuales ha descargado a través de normativa que establece claramente procesos de 
aprobación previa para ciertas acciones, incluyendo diversas transacciones de personal – véase, por 
ejemplo, la Carta Circular 93-11 de la OGP, Normas Sobre la Administración Presupuestaria y Aspectos 
Organizacionales de las Agencias de la Rama Ejecutiva.   Existe además legislación importante de 
aplicación específica relacionada con transacciones de personal, según citadas en adelante.  En fin, la 
ejecución de cada jefe de agencia de su Autoridad Nominadora está legalmente enmarcada y limitada 
por la asignación presupuestaria y el control fiscal de esta OGP. 
 
En vista de todo lo anterior es necesario que se emitan directrices de efecto inmediato y carácter 
paliativo que aseguren que se cumplan las metas presupuestarias y se cumplan con las diversas leyes 
fiscales que imponen límites a los márgenes del gasto gubernamental.    En el futuro cercano, una vez se 
tenga un cuadro final de los empleados públicos que se jubilarán – incluyendo aquellos que solicitaron 
cotización de servicio o aquellos que se jubilarán a 31 de diciembre – se podrán emitir directrices 
adicionales.  Igualmente, se podrán emitir criterios más específicos en cuanto a los parámetros que se 
deberán seguir para la priorización de cuáles puestos particulares se remplazarán y bajo qué 
condiciones. 
 
Objetivo 
Mediante esta Carta Circular se (i) sintetizan y subrayan elementos importantes del marco legal sobre 
control presupuestario, en particular lo relacionado con transacciones de personal y reclutamientos 
aplicables a todas las agencias; (ii) se dispone como medida preventiva de carácter inmediato la 
congelación y extracción de la partida de nómina de cada una de las Agencias cuyos gastos de 
funcionamiento provengan en todo o en parte del Fondo General, de una cantidad estimada del costo 
del pago de la liquidación de empleados retirados de cada una de ellas, que será reservada por la OGP y 
autorizada de forma individual para esos propósitos.      
 
Base Legal 
 
Esta Orden se emite al amparo de las siguientes leyes y normas de aplicación general1:  

a. Ley Orgánica de la Orgánica de la Oficina de Gerencia y Presupuesto, Ley 147-1980, según 
enmendada, la cual dispone en lo pertinente que esta oficina  
 

“Artículo 3(a) – “La Oficina de Gerencia y Presupuesto […] velará por que la ejecución y 
administración del presupuesto por parte de los organismos públicos se conduzcan de 
acuerdo con las leyes y resoluciones de asignaciones, con las más sanas y adecuadas 
normas de administración fiscal y gerencial […]”.  

 
“Artículo 3(b)(2)(C) – “[Tendrá la facultad de] eliminar todos aquellos puestos vacantes o 
que vacaren como resultado de reorganizaciones, eliminación de funciones, reducción en 

                                                           
1 Este resumen de leyes no pretende ser exhaustivo, y solamente se presenta para propósitos de fácil referencia.  Además, no sintetiza las 
disposiciones de las Órdenes Ejecutivas emitidas sobre el tema de control de gastos y reclutamiento. 
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el volumen de trabajo, consolidación de programas o funciones, o cuando se considere 
necesario por razones fiscales o de control presupuestario”. 
 
“Artículo 3(b)(2)(F) – “[Tendrá la facultad de] verificar la disponibilidad de fondos para 
cubrir las reasignaciones de personal, los aumentos de sueldos dentro del grado, y 
cualquier otra transacción de personal que conlleve efecto presupuestario, con carácter 
previo a la autorización final por la [OCALARH] o por los Administradores Individuales 
cuyos gastos de funcionamiento dependen de asignaciones legislativas”. 
 
“Artículo 3(b)(2)(H) – “[Tendrá la facultad de] verificar la disponibilidad de fondos para el 
empleo de personal irregular en aquellas agencias que dependen de asignaciones 
legislativas para sus gastos de funcionamiento.”  
 
 “Artículo 4(e)(4)– “[Tendrá la facultad, por delegación del Gobernador, de] determinar 
qué puestos vacantes o que puedan vacar luego, no deben cubrirse durante el periodo 
que sea necesario”.  
 
“Artículo 4(e)(5)– “[Tendrá la facultad, por delegación del Gobernador, de] establecer 
reservas presupuestarias y restringir los recursos a disposición de los organismos en la 
forma que [el Director de la OGP] crea pertinente cuando en la ejecución y control del 
presupuesto lo estime necesario […]”.  
 
Las delegaciones al amparo del Artículo 4(e) de la Ley 47-1980 se hicieron explícitas por 
el Hon. Alejandro García Padilla en el Boletín Administrativo 2013-14, Orden Ejecutiva 
que establece en el sexto Por Tanto que:  “A los fines de lograr el control de gastos 
necesarios para el sano y eficiente funcionamiento de las agencias del Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico, por la presente se delega en el Director de la OGP las 
herramientas y facultades contenidas en el Artículo 4(e) de la Ley Orgánica de la [OGP], 
para realizar todos los ajustes pertinentes a las asignaciones presupuestarias cuando la 
ejecución y control del presupuesto lo estime necesario”. 
 

b. La Carta Circular 93-2011, Normas sobre la Administración Presupuestaria y Aspectos 
Organizacionales de las Agencias de la Rama Ejecutiva, emitida el 25 de octubre de 2011, 
establece en su Guía Número 9, Nombramientos de Puestos Regulares, Duración Fija, e 
Irregulares que:  

 
Guía 9.1: “Todos los puestos regulares, de duración fija (transitorios y contrato) e 
irregulares que se encuentren vacantes, permanecerán vacantes indefinidamente”. 
 
Guía 9.2: “Ninguna agencia podrá llenar dichos puestos vacantes por cualquier método 
(nombramiento, ascenso, traslado u otros) sin la previa autorización escrita de la Oficina 
de Gerencia y Presupuesto”. 
 

c. Ley de Reforma Fiscal de 2006, Ley Núm. 103-2006  la cual establece en lo pertinente  
 
 “Artículo 8 – Prohibición a Exceder el Presupuesto Asignado – Ninguna agencia del 
Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico ni las Ramas Judicial y Legislativa 
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están autorizadas a gastar en exceso de lo asignado en el Presupuesto General de 
Gastos, según lo dispuesto en esta Ley […] [c]ualquier violación a este Artículo se 
sancionará de acuerdo a los dispuesto en el Artículo [23] de esta Ley”. 

 
“Artículo 13 – Puestos Vacantes – Cualquier puesto de personal de carrera que esté 
vacante al momento de entrar en vigor esta ley o que quede vacante con posterioridad a 
la aprobación de la misma y cuyo costo se sufrague con cargo al Fondo General, 
permanecerá vacante.  Luego de un plazo que nunca será menor de seis (6) meses, si 
fuera necesario ocupar el puesto, deberá mediar una justificación de la agencia para la 
ocupación del puesto y autorización por escrito de la Oficina de Gerencia y Presupuesto. 
[…] 
 “Artículo 13(d)(5) […]quedarán exentos de las disposiciones de este artículo los 
reclutamientos para los siguientes puestos: (1) policías; (2) maestros de salón de clases; 
(3) profesionales de la salud; (4) bomberos; (5) oficiales de corrección; (6) trabajadores 
sociales; (7) guardias nacionales, de aplicarse y (8) puestos técnicos del Instituto de 
Ciencias Forenses”.   

 
“Artículo 23 – Penalidades – (a) Toda persona que intencionalmente viole cualesquiera 
de las disposiciones de esta Ley y/o de aquellas leyes, reglamentos o normas aprobadas 
en virtud de ésta, será acusada de delito menos grave y convicta que fuere será 
castigada con multa de mil (1,000) hasta cinco mil (5,000) dólares, por cada violación de 
cada disposición de esta Ley […]” 

 
d. Otras Leyes que eliminan, congelan, o limitan puestos 

 
(i) Ley 7-2009 – Ley Especial Declarando Estado de Emergencia Fiscal 

 “Artículo 37 – Se establece, como Fase II, un plan de cesantías involuntarias para la 
eliminación de puestos el cual aplicará a todas las Agencias y a todo empleado que no 
esté excluido por el Artículo 37.02 de este Capítulo”. 

 
(ii) Ley 70-2010 – Ley del Programa de Incentivos, Retiro y Readiestramiento 

 “Artículo 18 – Puestos Vacantes – Todos los puestos de empleados que se acojan al 
Programa y que no sean cubiertos mediante traslados, se declararán vacantes y el 
Director de la OGP tendrá discreción para eliminarlos, en consulta con las agencias, 
basado en el criterio de necesidad del servicio y la situación fiscal de la Agencia. Aquellos 
puestos que queden vacantes debido al retiro de empleados bajo el Art. 4 (c), y que no 
sean eliminados, podrán ser ocupados, luego de transcurrido un año fiscal previa 
certificación de la agencia concernida y la OGP de que ello es necesario para el buen 
funcionamiento de la agencia y de que existen los fondos necesarios.” 

 
Aplicabilidad 
Esta normativa aplicará a todas las instrumentalidades públicas cuyos gastos de funcionamiento se 
sufraguen total o parcialmente por asignaciones del Fondo General, incluyendo Asignaciones Especiales, 
con excepción de la Rama Judicial, la Rama Legislativa, la UPR, la Oficina del Contralor, la Comisión 
Estatal de Elecciones, la Oficina del Contralor Electoral, la Oficina de Ética Gubernamental, y cualquier 
otra agencia o entidad pública que esté exenta por legislación específica y expresa de congelaciones 
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presupuestaria y medidas análogas.  Se eximen las corporaciones públicas cuyos gastos se sufragan 
parcialmente del Fondo General, incluyendo a modo ilustrativo y no exhaustivo la AMA, la ATM, ASEM, 
la Administración de Desperdicios Sólidos, el Centro Cardiovascular y otros; sin que se entiendan 
derogados los controles establecidos en otras Cartas Circulares o normativa de la OGP. 
 
Esta Carta Circular no aplicará al Departamento de Educación, que por sus particularidades, incluyendo 
tamaño, complejidad administrativa, estacionalidad del reclutamiento, naturaleza de los servicios y 
estrechez presupuestaria se regirá por normativa particular emitida separadamente. 
 
Disposiciones 

1. Autorización para Nombramiento de Puestos  
 
a. En base al marco legal antes descrito, se reitera que todos los puestos regulares (carrera), 

los de duracion fija (transitorios) y los irregulares que se encuentren vacantes, 
permaneceran vacantes indefinidamente.  Ninguna agencia podrá llenar dichos puestos 
vacantes por cualquier metodo (nombramiento, promocion, traslado u otros) sin la previa 
autorizacion escrita de la OGP. 

 
b. Cada jefe de agencia será responsable además de cumplir con las disposiciones de la Ley de 

Reforma Fiscal y otra legislación, reglamentación o normativa aplicable, incluyendo Órdenes 
Ejecutivas. 2   

 
2. Transferencia de Balance de Nómina a Reserva Bajo la Custodia de la OGP 

a. Se restringen los recursos a disposición de las Agencias por las cantidades que se detallan 
respectivamente en el Anejo Núm. 1.  Los balances serán extraídos de las partidas de 
nómina correspondientes a la Resolución Conjunta del Presupuesto General y serán 
transferido a una cuenta bajo la custodia directa de la OGP.    
 

b. Las cantidades representan el estimado actual del costo de las liquidaciones de los 
empleados que se jubilarán durante el año fiscal.  La OGP podrá realizar ajustes a las 
respectivas reservas para conciliar con información actualizada o un estimado más preciso, 
sea extrayendo o devolviendo balances adicionales; esto, sin la necesidad de una carta o 
normativa adicional. 

 
c. Las agencias deberán someter para aprobación de la OGP, a través de la Plataforma para 

Procesamiento de Planteamientos (PP), las liquidaciones que le surjan por razón de 
jubilación de empleados.   La OGP transferirá balances para esos propósitos, hasta las 
cantidades originalmente extraídas, y a cuentas correspondientemente designadas y 
restrictas. 

                                                           
2 Quedarán exentos de las disposiciones de este Artículo los reclutamientos para los siguientes puestos: (1) policías; (2) maestros de 

salón de clases; (3) profesionales de la salud; (4) bomberos; (5) oficiales de corrección; (6) trabajadores sociales; (7) guardias nacionales, de 

aplicarse y (8) puestos técnicos del Instituto de Ciencias Forenses. También estarán excluidos los nombramientos que debe realizar el 

Gobernador en la Oficina del Gobernador o de conformidad con la legislación correspondiente tales como jueces, fiscales, procuradores de 

menores y de familia, registradores de la propiedad, miembros de juntas, entre otros. 
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d. En caso que se paguen, cumpliendo con la reglamentación y derecho aplicable, liquidaciones 

con fondos federales para empleados jubilados cuyo origen de recursos era fondos 
federales, la OGP procederá a reembolsar las liquidaciones a la partida de nómina estatal.  
Se someterá un planteamiento específico a esos propósitos.  
 

3. Guías para Remplazo de Empleados Jubilados durante el Año Fiscal 2013 – 2014 
 
a. Cuando consideren los empleados a ser remplazados, cada jefe de agencia tomará como 

criterio primordial la necesidad de terminar con un presupuesto sin sobregiro al final del año 
fiscal, según requerido por la ley. 
 

b. Cada jefe de agencia deberá evaluar, en un inicio, el impacto global de las bajas, la estrategia 
holística de remplazo, y el impacto presupuestario en el año completo.  Decisiones 
individualizadas ad hoc podrían conllevar el riesgo de no contar con balance presupuestario 
en un momento posterior, cuando surja una urgencia real o se manifieste el efecto de una 
necesidad de remplazo urgente.  Se debe aprovechar para evaluar oportunidades de re-
ingeniería, mejoras organizacionales, automatización de procesos y otras estrategias 
gerenciales. 

 
c. Como guía general, una proporción de remplazo de un 40% de los empleados jubilados es 

un rango razonable para terminar con un balance presupuestario; con este porcentaje 
llegando hasta 50% dependiendo del sueldo de remplazo con relación al de la persona 
jubilada, las clasificaciones que se estén llenando en comparación con los jubilados, el 
efecto en el servicio directo y la misión programática de la agencia, y el efecto de los otros 
movimientos o componentes que influyen en la nómina de la agencia.   
 

d. La OGP tomará en consideración, al evaluar una aprobación, no solamente la proyección 
presupuestaria del año en curso, sino el efecto recurrente del remplazo del empleado en 
años futuros.  En otras palabras, la dilación del remplazo de los empleados a un momento 
posterior en el año fiscal cuando no quede tanto gasto proporcionalmente remanente, no 
resultará en una probabilidad mayor de aprobación del puesto.   

 
e. En algunos casos o agencias específicas, se incrementó la partida de nómina en antelación a 

un aumento en el número neto de empleados en algunas funciones, por ejemplo, 
trabajadores sociales u oficiales de custodia correccional.  Este factor se tomará en 
consideración al momento de que la OGP evalúe la aprobación de los puestos, y pueden 
llevar a una tasa de remplazo mayor. 
 

f. Estas guías son solamente para ayudar en los procesos de análisis, y no sustituyen la 
aprobación específica de la OGP para cada nombramiento.   
 

 
4. Informes Periódicos a OGP y Revisión Continua 

a. La OGP podrá requerir informes mensuales de evolución en nombramientos de puestos, 
incluyendo para cada mes balance de puestos ocupados a principio de mes, puestos 
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ocupados durante el mes, puestos desocupados durante el mes, y puestos ocupados al fin 
del mes.   
 

b. El personal del Área de Auditoría Operacional, Gerencial y Administrativa de la OGP 
verificará el cumplimiento con las disposiciones de esta Carta Circular, y conforme sus 
deberes y facultades en ley, podrá verificar cumplimiento con los requisitos de autorización, 
balance global de puestos ocupados en comparación con puestos autorizados, reconciliación 
de autorizaciones específicas con nombramientos particulares, y otros asuntos pertinentes. 
 

c. Los auditores de la OGP podrán realizar auditorías en sitio y ejercerán, para el cumplimiento 
de sus objetivos, la plenitud de las facultades dispuestas en la Ley 147-1980, según 
enmendada por la Ley 62-2013, para auditorías operacionales, gerenciales y administrativas; 
incluyendo, entre otras, la citación de testigos, requerimiento por subpoena o recurso 
judicial, o referidos a agencias fiscalizadoras y de ley y orden. 

 

d. Cada jefe de agencia es responsable por el cumplimiento de la normativa vigente con 
respecto a los temas aquí cubiertos, incluyendo legislación, reglamentos, órdenes ejecutivas 
y cartas circulares.  Esta Carta Circular no se podrá interpretar como relevando el 
cumplimiento de otra normativa aplicable, más allá de obligaciones que nazcan 
exclusivamente a raíz de las Cartas Circulares previas emitidas por la OGP y cuyas 
disposiciones sean inconsistentes con la misma. 

 
5. Vigencia 

Esta Carta Circular tendrá vigencia inmediata. 
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Oficina de Gerencia y Presupuesto
Carta Circular Núm. 112-13

Codigo Agencia Total $$

132 Administración de Asuntos Energéticos 30,354                                        
29 Administración de Asuntos Federales de Puerto Rico 26,176                                        

127 Administración de Desarrollo Socioeconómico de la Familia 4,530,223                                   
123 Administración de Familias y Niños 3,797,490                                   
89 Administración de la Industria y el Deporte Hípico 81,208                                        

126 Administración de Rehabilitación Vocacional 1,665,449                                   
95 Administración de Servicios de Salud Mental y Contra la Adicción 1,986,584                                   

241 Administración para el Cuidado y Desarrollo Integral de la Niñez (ACUDEN) 969,781                                      
124 Administración para el Sustento de Menores 588,399                                      
21 Agencia Estatal para el Manejo de Emergencias y Administración de Desastres 292,427                                      

184 Autoridad de Desperdicios Sólidos 39,433                                        
257 Colegio Universitario de Justicia Criminal 31,876                                        
65 Comisión de Servicio Público 241,208                                      

233 Compañía de Parques Nacionales de Puerto Rico 646,139                                      
191 Corporación de las Artes Musicales 56,026                                        
196 Corporación de Puerto Rico para la Difusión Pública 115,039                                      
192 Corporación del Centro de Bellas Artes de Puerto Rico 58,173                                        
42 Cuerpo de Bomberos de Puerto Rico 1,679,190                                   

221 Cuerpo de Emergencias Médicas de Puerto Rico 66,039                                        
55 Departamento de Agricultura 511,590                                      
69 Departamento de Asuntos del Consumidor 385,559                                      

137 Departamento de Corrección y Rehabilitación 9,571,348                                   
23 Departamento de Estado 447,034                                      
24 Departamento de Hacienda 4,516,922                                   
38 Departamento de Justicia 5,420,577                                   
78 Departamento de la Vivienda 996,089                                      
87 Departamento de Recreación y Deportes 889,253                                      
50 Departamento de Recursos Naturales y Ambientales 1,660,341                                   
71 Departamento de Salud 14,769,843                                 
49 Departamento de Transportación y Obras Públicas 2,930,942                                   
67 Departamento del Trabajo y Recursos Humanos 3,611,360                                   

109 Escuela de Artes Plásticas 92,708                                        
43 Guardia Nacional de Puerto Rico 744,749                                      

189 Instituto de Ciencias Forenses 200,523                                      
82 Instituto de Cultura Puertorriqueña 318,142                                      
14 Junta de Calidad Ambiental 205,023                                      

139 Junta de Libertad bajo Palabra 44,981                                        
18 Junta de Planificación 489,914                                      
68 Junta de Relaciones del Trabajo 28,522                                        

280 Oficina de Administración de las Procuradurías 177,998                                      
12 Oficina de Asuntos de la Juventud 51,967                                        
27 Oficina de Capacitación y Asesoramiento en Asuntos Laborales y de Administración de Recursos Humanos (OCALARH) 201,741                                      

273 Oficina de Gerencia de Permisos 316,225                                      
16 Oficina de Gerencia y Presupuesto 600,294                                      
36 Oficina del Comisionado de Asuntos Municipales 223,487                                      

274 Oficina del Inspector General de Permisos 154,679                                      
272 Oficina del Inspector General del Gobierno de Puerto Rico 125,646                                      
151 Oficina del Procurador de las Personas con Impedimentos 51,150                                        
152 Oficina del Procurador de las Personas Pensionadas y de la Tercera Edad 10,886                                        
120 Oficina del Procurador de los Veteranos 66,368                                        
60 Oficina del Procurador del Ciudadano 138,038                                      

155 Oficina Estatal de Conservación Histórica 88,999                                        
40 Policía de Puerto Rico 18,010,613                                 

220 Salud Correccional 675,077                                      
122 Secretariado del Departamento de la Familia 2,574,977                                   
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“Ley de Relaciones del Trabajo para el Servicio Público de Puerto Rico” 

 
Ley Núm. 45 de 25 de Febrero de 1998, según enmendada 

 

(Contiene enmiendas incorporadas por las siguientes leyes: 

Ley Núm. 96 de 7 de Agosto de 2001 

Ley Núm. 184 de 3 de Agosto de 2004  

Ley Núm. 109 de 26 de Mayo de 2006  

Ley Núm. 182 de 1 de Septiembre de 2006  

Ley Núm. 112 de 15 de Agosto de 2007  

Ley Núm. 60 de 12 de Mayo de 2008 

Plan de Reorganización Núm. 2 de 26 de Julio de 2010 

Ley Núm. 206 de 24 de Agosto de 2012 

Ley Núm. 22 de 29 de Mayo de 2013)  

 

 

Para conceder el derecho a organizarse en sindicatos y a negociar colectivamente a los 

empleados del sector público en las agencias tradicionales del gobierno central a quienes 

no aplique la Ley Núm. 130 de 8 de mayo de 1945, según enmendada, conocida como 

"Ley de Relaciones del Trabajo de Puerto Rico" ; crear la Comisión de Relaciones del 

Trabajo del Servicio Público; establecer los poderes, deberes, responsabilidades, 

facultades y funciones de esta Comisión; enmendar la Sección 3.1; y adicionar el inciso 

(5) al segundo párrafo de la Sección 3.3 del Artículo 3 de la Ley Núm. 5 de 14 de octubre 

de 1975, según enmendada, conocida como "Ley de Personal del Servicio Público de 

Puerto Rico", a fin de renominar la Oficina Central de Administración de Personal con el 

nombre de Oficina Central de Asesoramiento Laboral y de Administración de Recursos 

Humanos; adicionar funciones a esta Oficina; disponer que la Junta de Apelaciones del 

Sistema de Administración de Personal, creada por la Ley Núm. 5, antes citada, y la Junta 

de Apelaciones del Sistema de Educación, creada por la Ley Núm. 78 de 28 de agosto de 

1991, tendrán jurisdicción en aquellos casos en que a los empleados afectados no les 

aplique esta Ley; establecer un sistema de negociación colectiva para los empleados del 

sector público en las agencias tradicionales del gobierno central a quienes no aplique la 

Ley Núm. 130, antes citada; asignar fondos; y establecer penalidades. 

 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

 La Ley Núm. 130 de 8 de mayo de 1945, según enmendada, conocida como "Ley de 

Relaciones del Trabajo de Puerto Rico", concedió el derecho a organizar sindicatos y a negociar 

colectivamente a los trabajadores de las instrumentalidades corporativas del gobierno que se 

dedican o puedan dedicarse en el futuro a negocios lucrativos o a actividades que tengan por 

objeto un beneficio pecuniario.  

 En el año 1952, se dispuso en el Artículo II, Sección 17 de la Constitución del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico, que: "Los trabajadores de empresas, negocios y patronos 

privados y de agencias o instrumentalidades corporativas de gobierno que funcionen como 

http://www.oslpr.org/2005-2008/leyes/pdf/ley-109-26-May-2006.pdf
http://www.oslpr.org/2005-2008/leyes/pdf/ley-182-01-Sep-2006.pdf
http://www.oslpr.org/2005-2008/leyes/pdf/ley-112-15-Ago-2007.pdf
http://www.oslpr.org/2005-2008/leyes/pdf/ley-60-12-May-2008.pdf
http://www.oslpr.org/2009-2012/planes/doc/Plan-2-26-Jul-2010.doc
http://www.oslpr.org/2009-2012/leyes/pdf/ley-206-24-Ago-2012.pdf
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empresas o negocios privados tendrán el derecho a organizarse y a negociar colectivamente con 

sus patronos por mediación de representantes de su propia y libre selección para promover su 

bienestar". La Constitución, al igual que la Ley Núm. 130, antes citada, guardaron silencio en 

cuanto a los empleados de las agencias del gobierno central, absteniéndose igualmente de 

formular prohibición expresa o tácita que impidiera la eventual concesión de similares garantías 

a este importante sector de nuestra fuerza laboral.  

 La Ley Núm. 134 de 19 de julio de 1960, según enmendada, y la Ley Núm. 139 de 30 de 

junio de 1961, concedieron a los empleados públicos el derecho a organizarse en asociaciones 

"bona fide" a fin de procurar su progreso social y económico, y con el propósito de promover la 

eficiencia en los servicios públicos; autorizando también el descuento de cuotas a los integrantes 

de tales agrupaciones.  

 En su desarrollo y funcionamiento, estas organizaciones "bona fide" funcionan de manera 

disímil, en ocasiones y en casos determinados negocian "de facto", suscriben cartas 

contractuales, efectúan actividades concertadas y asumen un perfil similar al de una unión 

tradicional, aun cuando carecen de la autorización legal necesaria para ello. 

 Al señalar esta realidad, no intentamos desmerecer la función de estas organizaciones 

sindicales. Deseamos, más bien, destacar la urgencia de proveer una base legal adecuada al 

ejercicio de unos derechos laborales que al presente se ejercen en precario en agencias del 

gobierno central de Puerto Rico. 

 La citada Ley Núm. 134, como las opiniones emitidas al efecto por el Secretario de 

Justicia, la jurisprudencia del Tribunal Supremo de Puerto Rico y las decisiones administrativas 

de la Junta de Apelaciones del Sistema de Administración de Personal, han reconocido 

expresamente la ilegalidad de dichas prácticas. A iguales conclusiones ha llegado la Oficina del 

Contralor, al auditar erogaciones municipales y estatales basadas en obligaciones incurridas por 

vía de cartas contractuales. En sus señalamientos, la Oficina del Contralor ha determinado que 

estas erogaciones constituyen serias irregularidades administrativas por carecer de base legal. 

 La situación actual presenta un cuadro confuso y desarticulado en la actividad sindical. 

Alrededor de 45,000 empleados de instrumentalidades corporativas del gobierno disfrutan del 

derecho a organizar sindicatos y a negociar colectivamente. En cambio, alrededor de 170,000 

empleados del gobierno central no se les otorga ese derecho expresamente en la Constitución, ni 

por delegación estatutaria. 

 Para corregir esa situación se adopta la presente Ley. Su propósito es conferirle a los 

empleados públicos en las agencias tradicionales del gobierno central, a quienes no aplica la Ley 

de Relaciones del Trabajo de Puerto Rico, el derecho a organizarse para negociar sus 

condiciones de trabajo dentro de los parámetros que se establecen en esta Ley. Esos parámetros 

se remiten a tres criterios esenciales, a saber:  

1) acomodar, dentro de las realidades fiscales en que se desenvuelve el Gobierno, el costo 

correspondiente al mejoramiento de las condiciones de trabajo de los empleados públicos;  

2) evitar interrupciones en los servicios que prestan las agencias gubernamentales; y,  

3) promover la productividad en el servicio público.  

 Esta Ley también está predicada en el principio de mérito de modo que el sistema de 

relaciones obrero patronales que se establezca responda a nuestra decisión de no discriminar por 

razón de raza, color, sexo, nacimiento, origen o condición social, ideas religiosas, ideas políticas, 

edad, condición de veterano, ni condición física o mental alguna. 
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Decrétase por la Asamblea Legislativa de Puerto Rico: 

 

Artículo  1. — Título. (3 L.P.R.A. § 1451 nota) 

 

   Esta ley  se conocerá como "Ley de Relaciones del Trabajo para el Servicio Público de Puerto 

Rico".  

 

Artículo  2. — Declaración de Política Pública. (3 L.P.R.A. § 1451) 

 

   La política pública del Gobierno de Puerto Rico sobre el derecho a la organización sindical y a 

la negociación colectiva en el servicio público es la que se expresa a continuación:   

 

Sección  2.1 — La organización de sindicatos de empleados del sector público y la negociación 

colectiva deberán orientarse por criterios de productividad y de mejoramiento de los servicios al 

pueblo al menor costo posible.   

 

Sección  2.2 — La organización de sindicatos de empleados del sector público y la negociación 

colectiva deberán realizarse en armonía con el principio de mérito expresado en esta Ley.   

 

Sección  2.3 — La organización de sindicatos de empleados del sector público y la negociación 

colectiva deberán equiparar la responsabilidad indelegable que tienen las agencias de servir al 

pueblo y el poder que esta Ley le concede a los empleados públicos, en las determinaciones de 

salarios, beneficios marginales y términos y condiciones de empleo.   

 

Sección  2.4 — La organización de sindicatos de empleados en el servicio público y la 

negociación colectiva deberá estar fundamentada en la obligación de mantener 

ininterrumpidamente los servicios esenciales al pueblo de Puerto Rico y en la consecución del 

bienestar general de la ciudadanía.   

 

Sección  2.5 — La organización de sindicatos de empleados en el servicio público y la 

negociación colectiva deberán alentar y promover la solución de disputas mediante mecanismos 

de quejas y arbitraje.   

 

Artículo  3. — Definiciones. (3 L.P.R.A. § 1451a) 

 

   Para fines de interpretación y aplicación de esta Ley, los siguientes términos tendrán el 

significado que a continuación se expresa, a menos que del contexto surja claramente otro 

significado:   

(a) Administrador — Administrador de la Oficina Central de Asesoramiento Laboral y de 

Administración de Recursos Humanos.   

(b) Agencia — Cualquier subdivisión de la Rama Ejecutiva del Gobierno de Puerto Rico, tales 

como departamentos, juntas, comisiones, administraciones, oficinas, bancos y corporaciones 

públicas que no funcionen como negocios privados; o cualquiera de sus respectivos jefes, 

directores, ejecutivos o personas que actúen en su representación. 
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(c) Año de elecciones — Comprende el período del año en que se celebran elecciones generales y 

que transcurre del 1ro de enero al 31 de diciembre.   

(d) Arbitraje — Procedimiento mediante el cual las partes, luego de agotar los remedios 

provistos en el convenio colectivo, someten una controversia ante la consideración de un árbitro 

designado por la Comisión de Relaciones del Trabajo del Servicio Público, para que éste decida 

la controversia.   

(e) Arbitraje obligatorio — Procedimiento mediante el cual las partes, luego de agotar el 

procedimiento de conciliación establecido en esta Ley, vienen obligados a someter la 

controversia sobre la negociación de un convenio colectivo ante la consideración de un árbitro 

designado por la Comisión de Relaciones del Trabajo del Servicio Público, para que éste decida 

la controversia.   

(f) Beneficios marginales — Constituye cualquier acreencia, ventaja o derecho no salarial 

otorgado al empleado por disposición de ley, reglamento o convenio colectivo, que conlleve un 

costo para la agencia. Tales son, por ejemplo, las aportaciones para planes médicos, para 

sistemas de retiro, para seguros de vida, así como licencias, bonificaciones, reembolsos por 

gastos incurridos en el desempeño de labores.   

(g) Cargo por servicio — Pago hecho al representante exclusivo por empleados de la unidad 

contratante que han optado por la no afiliación al sindicato de su agencia. Representa el costo de 

aquellas actividades sindicales necesarias para realizar y administrar un convenio colectivo y su 

posterior administración, lo que incluye, entre otros, los procedimientos para ventilar quejas, 

agravios y arbitraje cuyos beneficios aplican a la totalidad de los empleados de la unidad 

contratante.   

(h) Cláusulas económicas — Constituye un área de negociación mandatoria que las partes 

deberán discutir durante el proceso conducente a un convenio colectivo. El término incluye 

salarios, licencias, bonificaciones, aportaciones y cualquiera otro beneficio o compensación cuyo 

costo a la agencia pueda ser precisado por depender su importe de las horas trabajadas por los 

empleados.   

(i) Cláusulas no económicas — Constituye un área de negociación mandatoria que las partes 

deberán discutir durante el proceso conducente a un convenio colectivo. El término incluye 

deducción de cuotas, disposiciones sobre ingreso a los sindicatos, quejas, agravios y arbitraje, 

unidad apropiada, reconocimiento de las partes, subcontratación, áreas esenciales al principio del 

mérito y cualquiera otra cuyo costo no es determinable económicamente.   

(j) Comisión — Comisión Apelativa del Servicio Público.   

(k) Conciliador — Persona designada por la Comisión para ejercer funciones de mediación y 

conciliación entre las partes, con el propósito de ayudar a resolver estancamientos en el proceso 

de negociación colectiva.   

(l) Condiciones de trabajo — Constituye un área de negociación mandatoria que las partes 

deberán discutir durante el proceso conducente a un convenio. El término incluye asuntos 

relacionados con horario de trabajo, turnos rotativos, medidas de seguridad para evitar accidentes 

del trabajo, por ejemplo.   

(m) Convenio — Acuerdo suscrito por las partes sobre salarios, beneficios marginales, términos 

y condiciones de empleo y otras disposiciones relativas a la forma y manera en que se 

desenvolverán las relaciones obrero-patronales en una agencia.   

(n) Empleado — Persona que rinde servicios a una agencia mediante nombramiento en un puesto 

regular de carrera o en un puesto transitorio, irregular o por jornal.   
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(o) Empleado de confianza — Persona que rinde servicios a una agencia mediante nombramiento 

en un puesto de confianza.   

(p) Empleado confidencial — Toda persona que tuviera conflicto de intereses o que participe 

significativamente en la formulación e implantación de política pública o que realice labores 

directas o indirectas en torno a las relaciones obrero-patronales.   

(q) Estancamiento — Tranque que se produce en un proceso de negociación de un convenio 

cuando una de las partes, o ambas, no ceden ni modifican sus posiciones y requiere la 

intervención de un conciliador para la búsqueda de una solución satisfactoria del asunto en 

controversia.   

(r) Fraccionamiento de tareas — Se refiere a la división o separación de las funciones 

correspondientes a un puesto o una clasificación determinada con el propósito de crear otro 

puesto.   

(s) Huelga — Acción concertada de un grupo de empleados con el propósito de interrumpir, 

paralizar, detener u obstruir las labores y servicios de una agencia durante un tiempo 

determinado, breve o prolongado, o un tiempo indefinido. La huelga puede producirse por la 

ausencia de los empleados a su lugar de trabajo o por asumir éstos una actitud de brazos caídos.   

(t) Negociación de buena fe — Actitud que observan las partes en el proceso de negociación de 

un convenio que les permite hacer esfuerzos razonables para llegar a acuerdos sobre salarios, 

beneficios marginales y condiciones de trabajo.   

(u) Oficina Central — Oficina Central de Asesoramiento Laboral y de Administración de 

Recursos Humanos.   

(v) Organización sindical u obrera — Una organización de empleados de cualquier agencia que 

actúe con el fin de representación exclusiva para la negociación colectiva en lo referente a quejas 

y agravios, salarios, beneficios marginales, tipos de paga, horas de trabajo, o cualesquiera otras 

condiciones y términos de trabajo de los empleados. 

(w) Partes — Se refiere, por un lado, a la agencia y, por otro lado, al representante exclusivo de 

los trabajadores de una agencia en determinada situación o controversia.   

(x) Patrono — Se refiere a una agencia, según este término ha sido definido en esta sección.   

(y) Período de prohibición — Período comprendido entre los cuatro (4) meses anteriores a los 

dos (2) meses posteriores a la fecha de una elección general o los tres (3) meses anteriores a 

cualquier consulta sobre el status político de Puerto Rico, durante el cual no se podrán llevar a 

cabo negociaciones de convenios colectivos.   

(z) Práctica ilícita de trabajo — Significa toda práctica ilícita de trabajo, según se dispone en el 

Artículo 9 de esta Ley (3 L.P.R.A. § 1452).   

(aa) Principio de mérito — Compromiso de gestión pública que asegura transacciones de 

personal donde todos los empleados de carrera deben ser seleccionados, adiestrados, ascendidos 

y retenidos en su empleo en consideración al mérito y a la capacidad, sin discrimen por razón de 

raza, color, sexo, nacimiento, edad, orientación sexual, identidad de género, origen o condición 

social, incapacidad física, incapacidad mental, condición de veterano, ni por sus ideas o 

afiliación política o religiosa. La antigüedad será un factor en casos de igual capacidad e 

idoneidad.  

(bb) Productividad — Capacidad de producción de los empleados de un organismo durante un 

período determinado, conforme al plan de trabajo establecido y los objetivos trazados para lograr 

unos resultados con el menor costo posible.   
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(cc) Representante exclusivo — Organización sindical que haya sido certificada por la Comisión 

para negociar en representación de todos los empleados comprendidos en una unidad apropiada.   

(dd) Supervisor — Cualquier empleado que, ejerciendo su discreción, tenga autoridad para hacer 

recomendaciones efectivas sobre la imposición de medidas disciplinarías; o que tenga la 

responsabilidad habitual de asignar o dirigir el trabajo, si tales responsabilidades surgen de una 

ley, de un reglamento o de la descripción de deberes de su puesto, independientemente de que su 

nombramiento sea uno de carrera, confianza, transitorio, probatorio, provisional, irregular, por 

jornal o por contrato.   

(ee) Taller Cerrado — Significa una cláusula que requiera que un empleado tenga que 

pertenecer o mantenerse en una organización sindical como requisito indispensable para obtener 

y retener su empleo.   

(ff) Taller Unionado — Significa una cláusula que requiera que un empleado tenga que ingresar 

a una organización sindical dentro de determinado período de tiempo después de haber 

comenzado a trabajar para la agencia, el cual no podrá ser mayor de treinta (30) días, como 

requisito indispensable para retener su empleo.   

 

Artículo  4. — Derechos de Afiliación, Proceso de Elección y Certificación del 

Representante Exclusivo. (3 L.P.R.A. § 1451b) 

 

Sección  4.1 — Derecho a Organizar Sindicatos de Trabajadores y de Afiliarse a Éstos. (3 

L.P.R.A. § 1451b) 

 

   Los empleados de las agencias del gobierno central, tendrán derecho a organizarse y afiliarse a 

organizaciones sindicales, la cual deberá ser certificada por la Comisión como la representante 

exclusiva de los empleados, de conformidad con las disposiciones que más adelante se 

establecen y a tono con la reglamentación que adopte la Comisión.   

 

Sección  4.2 — Inclusiones y Exclusiones. (3 L.P.R.A. § 1451d) 

 

(a)  Podrán organizarse y afiliarse a organizaciones sindicales los empleados con nombramientos 

en un puesto regular de carrera, de cualquier agencia del gobierno central.   

(b)  Los siguientes funcionarios y empleados quedarán excluidos de todas las unidades 

apropiadas para fines de negociación colectiva certificadas por la Comisión:   

(1) Empleados con nombramientos de confianza, transitorios, irregulares, por jornal y 

empleados confidenciales.   

(2) Funcionarios sujetos a confirmación legislativa.   

(3) Los supervisores de todas las agencias, según este término ha sido definido en esta Ley.   

(4) Los empleados de la Comisión.   

(5) Los empleados de la Oficina Central.   

(6) Los empleados de la Oficina Propia del Gobernador y de unidades administrativas u 

oficinas adscritas que ejercen funciones confidenciales u ocupan puestos de confianza.   

(7) Los empleados de la Oficina de Gerencia y Presupuesto.   

(8) Los empleados que presten servicios para el Gobierno de Puerto Rico o para cualquiera 

de sus agencias o instrumentalidades en oficinas fuera de Puerto Rico.   

(9) Los empleados de la Comisión Estatal de Elecciones.   
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(10) Los miembros de la Policía, los empleados y funcionarios civiles estatales de la Guardia 

Nacional de Puerto Rico y los agentes, empleados y funcionarios del Departamento de 

Justicia.   

(11) Los empleados de la Oficina de Etica Gubernamental.   

(12) Organismos creados con un propósito específico por un término fijo.   

(c)  Los empleados de la Universidad de Puerto Rico quedan excluidos de las disposiciones de 

esta Ley.   

 

Sección  4.3 — Unidades Apropiadas para Fines de Negociación Colectiva. (3 L.P.R.A. § 

1451e) 

 

   La Comisión determinará las unidades apropiadas que existirán en las agencias, en 

consideración, entre otros, a los siguientes criterios:   

(a) Comunidad de intereses entre los empleados.   

(b) Evitar el fraccionamiento excesivo de las unidades.   

(c) Patrones actuales de organización formal e informal de los empleados.   

(d) Protección del pleno disfrute de los derechos reconocidos en esta Ley.   

(e) Viabilidad de las negociaciones.   

(f) Similitud funcional en requerimiento o condiciones del trabajo;   

(g) Sistema de personal establecido y planes de clasificación y retribución implantados en la 

agencia.   

(h) Acuerdo entre las partes.   

 

Sección  4.4 — Representación Exclusiva. (3 L.P.R.A. § 1451f) 

 

   Una vez certificada una unidad apropiada para fines de negociación colectiva por parte de la 

Comisión, no podrá haber más de una organización sindical que represente a los empleados 

incluidos en la unidad apropiada.  De existir un convenio colectivo vigente, el mismo podrá ser 

prorrogado por acuerdo entre las partes, siempre que se acuerde un plazo definido y limitado 

para la prórroga.  Esta extensión en ningún momento podrá interrumpir los términos de cualquier 

petición de certificación o descertificación y las peticiones de clasificación  promulgados en esta 

Ley.  

   Sólo será permitido el descuento de cuotas de organizaciones bonafides para empleados no 

afiliados al representante exclusivo y a los empleados no incluidos en la Unidad Apropiada.  Se 

autoriza el descuento automático de cuotas y cargos por servicios a través del representante 

exclusivo u organización bona fide. 

 

Sección  4.5 — Solicitud para Certificación de Organización Sindical. (3 L.P.R.A. § 1451g) 

 

   Las organizaciones sindicales interesadas en ser certificadas como representantes exclusivos de 

una unidad apropiada para fines de negociación colectiva someterán ante la Comisión prueba 

demostrativa de que un treinta por ciento (30%) del total de empleados en dicha unidad 

apropiada ha endosado una petición para que se lleve a cabo una votación para determinar si 

desean estar representados por una organización sindical.   
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   Una vez la Comisión certifique la petición, la Comisión ordenará una votación entre los 

empleados de la unidad apropiada. Cualquier organización sindical que desee participar en esta 

votación deberá someter ante la Comisión el endoso de por lo menos el veinte por ciento (20%) 

del total de empleados de la unidad apropiada.   

   La Comisión certificará como el representante exclusivo de los empleados aquella 

organización sindical que obtenga mediante votación secreta el apoyo de la mayoría del total de 

los empleados que participen en la elección.   

   Si ninguna de las organizaciones sindicales que participen en esta elección obtuviere el voto de 

la mayoría del total de los empleados que participen en la elección, la Comisión realizará una 

elección final mediante votación secreta entre las dos organizaciones sindicales que hubieren 

obtenido el mayor número de votos y la que de éstas obtenga la mayoría de los votos, será 

certificada como el representante exclusivo de los empleados.   

 

Sección  4.6 — Reglamento para la Elección del Representante Sindical. (3 L.P.R.A. § 

1451h) 

 

   La Comisión estará facultada para aprobar un Reglamento para la elección del representante 

sindical en el que se establezcan los procedimientos a ser observados por las organizaciones 

obreras y los patronos. Dicho Reglamento requerirá que las elecciones se lleven a cabo mediante 

la emisión de una papeleta diseñada por la Comisión. En todo proceso electoral se garantizará el 

derecho al voto secreto. La Comisión supervisará el proceso electoral y certificará la opción 

ganadora, de conformidad con las disposiciones que establezca su Reglamento y esta Ley. La 

Comisión deberá celebrar vistas públicas para la adopción del Reglamento de Elecciones del 

Representante Sindical y además deberá cumplir con las disposiciones aplicables de la Ley 170 

de 12 de Agosto de 1988, según enmendada (3 L.P.R.A. § 2101 et seq.), conocida como "Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme del Estado Libre Asociado de Puerto Rico". En la 

preparación de dicho Reglamento, la Comisión deberá considerar los procedimientos 

establecidos en la Sección 9 de la Ley Núm. 198 de 5 de Julio de 1935, 49 Stat. 453 (29 L.P.R.A. 

§ 61 et seq.), conocida como la "Ley Nacional de Relaciones del Trabajo".  

 

Sección  4.7 — Proceso de Descertificación. (3 L.P.R.A. § 1451i) 

 

(a)  Cualquier grupo de empleados de una unidad apropiada podrá solicitar a la Comisión la 

descertificación de su representante exclusivo, acompañando su solicitud con prueba 

demostrativa de que tiene el apoyo de por lo menos el treinta por ciento (30%) de los empleados 

de la unidad. No procederá una solicitud de descertificación bajo este inciso dentro del período 

de un año a partir de la certificación del representante exclusivo o cuando haya convenio 

colectivo vigente.   

(b)  Sometida una petición de descertificación bajo el inciso (a) de esta sección, la Comisión hará 

la investigación correspondiente y si concluye que la solicitud cumple con los requisitos 

establecidos en dicho inciso y en el Reglamento de Elecciones del Representante Sindical, 

ordenará la celebración de una elección por votación secreta para determinar la preferencia de los 

empleados. Si la mayoría absoluta de los empleados de la unidad apropiada que voten, votaren 

en favor de la descertificación de su representante exclusivo, así deberá certificarlo y ordenarlo 

la Comisión con notificación a la agencia, al representante exclusivo y a la Oficina Central.   
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(c)  La Comisión descertificará una organización sindical como representante exclusivo a 

solicitud de la agencia o de cualquier persona, de incurrir en cualesquiera de las siguientes:   

(1) Promover, decretar o realizar huelgas o paros, o cualesquiera otras actividades que 

conlleven la interrupción del trabajo o los servicios, o negarse a realizar sus funciones o 

labores, o disminuir la frecuencia o cantidad de trabajo incluyendo la llamada "huelga de 

brazos caídos" en cualquier agencia, oficina o programa del Gobierno de Puerto Rico.   

(2) Promover o realizar actos de sabotaje o la destrucción de instalaciones, equipos o 

materiales de una agencia, oficina o programa del Gobierno de Puerto Rico.   

(3) Promover que se cometan o cometer delitos graves de violencia contra la persona o contra 

la propiedad o delito contra la reputación y la integridad moral, de funcionarios directivos de 

una agencia del Gobierno de Puerto Rico o de los representantes de ésta en una negociación.   

(4) Contribuir directa o indirectamente con fondos o propiedad de la organización obrera a la 

elección o rechazo de un partido político o de un candidato a un puesto público de elección. 

Tampoco podrán utilizarse fondos o propiedad o recursos de un representante exclusivo para 

respaldar o rechazar instituciones, partidos políticos o candidatos que sustenten o defiendan 

alternativas o posiciones en cualquier evento electoral. Se excluyen de esta prohibición 

referéndum convocados en relación con enmiendas constitucionales que incidan directamente 

en los derechos laborales consagrados en la Carta de Derechos de la Constitución de Puerto 

Rico. Cualquier representante exclusivo que incurra en una violación a este inciso estará 

sujeto a una multa que no excederá de cinco mil (5,000) dólares por cada violación o el doble 

del importe de la aportación de fondos, o la que sea mayor, a discreción de la Comisión y 

luego de ésta haber celebrado una vista administrativa en la que se le ofrezca oportunidad a la 

organización obrera de controvertir los hechos y presentar prueba a su favor. La imposición 

de estas penalidades no excluye cualesquiera otras sanciones que puedan imponerse de 

conformidad con la ley.   

   En la eventualidad de que un sindicato de empleados públicos entrase en un estado de paro 

o de huelga, o efectuara alguna de las actividades prohibidas por esta Ley, la Comisión, a 

petición de la agencia o de cualquier persona, investigará la ocurrencia de tales hechos y 

determinará si en efecto existe tal estado de huelga.   

   Este pronunciamiento deberá hacerse dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a 

la radicación de la solicitud o querella a esos efectos. Hecha la determinación de que tal 

estado de huelga existe, la Comisión iniciará de inmediato los procedimientos conducentes a 

descertificación.   

(d)  Recibida una solicitud de descertificación bajo el inciso (c) de esta sección, la Comisión 

realizará la investigación correspondiente y si encontrare que existen razones para creer que los 

hechos imputados a la organización sindical han sido cometidos, señalará prontamente una vista 

formal en la cual las partes deberán tener amplia oportunidad de ser escuchadas, de presentar 

cualquier clase de evidencia y de controvertir la de la parte contraria. Si concluyere que los 

hechos imputados han sido cometidos, la Comisión descertificará al representante exclusivo e 

impondrá además el pago de una suma como indemnización, tomando en consideración los 

daños materiales causados y los perjuicios ocasionados al servicio público.   

(e)  Al descertificarse un representante exclusivo bajo el inciso (c) de esta sección, cualquier 

organización sindical podrá solicitar ser certificada como nuevo representante exclusivo, 

iniciando de inmediato los procedimientos establecidos en esta sección para la certificación del 

representante exclusivo.   
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(f)  Los miembros de la directiva de una organización descertificada bajo el inciso (c) de esta 

sección y cualquier otra persona que haya estado involucrada en un acto que motive la 

descertificación de un representante exclusivo bajo dicho inciso, estarán impedidos de ocupar 

puestos en la directiva de cualquier organización sindical que solicite ser certificada como 

representante exclusivo de una unidad apropiada de empleados públicos por el término de cinco 

(5) años a partir de la fecha de la descertificación.   

(g)  Al descertificarse un representante exclusivo, los derechos y obligaciones de los empleados 

y de la agencia que surjan de un convenio colectivo continuarán en vigor por la vigencia del 

convenio en todo lo que sea aplicable.   

(h)  De elegirse un nuevo representante exclusivo antes de la expiración del convenio, éste 

último regirá las relaciones entre la agencia y el nuevo representante exclusivo hasta la fecha de 

su expiración.   

 

Artículo  5. — La Negociación de Convenios Colectivos. (3 L.P.R.A. § 1451j)  

  

Sección  5.1 — Derecho y Obligación de Negociar. (3 L.P.R.A. § 1451j) 

 

   Los empleados disfrutarán del derecho a negociar con la agencia un convenio colectivo, a 

través de su representante exclusivo, en el que se discutan y acuerden disposiciones sobre 

salarios, beneficios marginales, términos y condiciones de empleo y taller unionado. La agencia 

viene obligada a negociar con el representante exclusivo las mencionadas disposiciones, de 

conformidad con lo dispuesto en la siguiente Sección. Nada de lo contenido en los incisos 

anteriores impedirá a la agencia y al representante exclusivo de negociar los procedimientos que 

la gerencia deberá observar en el ejercicio de su autoridad bajo este inciso, incluyendo 

procedimientos para resolver:   

(1) Apelaciones relacionadas con acciones disciplinarias o remoción de personal, o   

(2) alegaciones de violaciones al convenio colectivo, ley, reglamento o cualquier otra 

disposición relacionada a lo establecido en este inciso.   

   No serán negociables los siguientes asuntos:   

(a) La formulación de política pública y decisiones inherentes a las facultades y prerrogativas 

del Gobernador, la Asamblea Legislativa y la Gerencia Gubernamental.   

(b) Todo asunto que niegue o defraude el principio de mérito o el de no discriminación en las 

transacciones de personal en el servicio público de carrera.   

(c) Los procedimientos y contenidos de exámenes de solicitantes de empleo y el 

requerimiento de que no se discrimine contra éstos, por las razones expuestas en el 

ordenamiento jurídico vigente. 

(d) La creación y clasificación de los puestos y su ubicación dentro de la organización del 

patrono, la descripción de los deberes y responsabilidades de los puestos.   

(e) La dirección y supervisión de los empleados.   

(f) El contenido, alcance y participación en adiestramientos de iniciativa patronal.   

(g) La función administrativa y gerencial de las condiciones de trabajo.   

(h) La administración y contratación de beneficios de retiro y asociación.   

(i) Las facultades y prerrogativas adscritas a posiciones gerenciales 

(j) El fraccionamiento de tareas. 

(k) El taller cerrado.   
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Sección  5.2 — Comités de Negociaciones. (3 L.P.R.A. § 1451 l) 

 

   Las partes podrán designar comités de negociaciones para que les representen durante el 

referido proceso. Las agencias podrán estar representadas o asesoradas por integrantes de la 

Oficina Central y de la Oficina de Gerencia y Presupuesto. Las organizaciones sindicales podrán 

estar representadas por aquellas personas que sus organismos directivos designen.   

 

Sección  5.3 — Ratificación de Convenios Colectivos. (3 L.P.R.A. § 1451m) 

 

   Ningún convenio colectivo entrará en vigor hasta ser ratificado en votación secreta por la 

mayoría de los empleados que participen en dicho proceso.   

 

Sección  5.4 — Procedimiento en Caso de No Ratificación. (3 L.P.R.A. § 1451n) 

 

(a)  En caso de que los empleados no ratifiquen un convenio colectivo, el mismo será 

nuevamente sometido a las partes para negociaciones adicionales. Una vez las partes hayan 

llegado a nuevos acuerdos, se procederá conforme a la Sección anterior 5.3 (3 L.P.R.A. § 

1451m).   

 

Sección  5.5 — Prohibición de Negociar durante el Período de Prohibición. (3 L.P.R.A. § 

1451 o) 

 

   No se podrán llevar a cabo negociaciones durante el período de prohibición.   

 

Artículo  6. — Solución de Estancamiento en las Negociaciones. (3 L.P.R.A. § 1451p) 

 

Sección  6.1 — Procedimiento de Conciliación y Arbitraje. (3 L.P.R.A. § 1451p) 

 

a)  La agencia o el representante exclusivo podrán notificar a la Comisión la existencia de un 

estancamiento durante el proceso de la negociación de un convenio colectivo. La notificación de 

la existencia de un estancamiento deberá hacerse por escrito, con copia a la otra parte y a la 

Oficina Central.  

b)  Una vez recibida la notificación de la existencia de un estancamiento en las negociaciones del 

convenio colectivo, la Comisión designará un Conciliador. El Conciliador podrá ser un miembro 

del Panel de Conciliadores y Árbitros, adscrito a la misma. De inmediato, el Conciliador iniciará 

sus gestiones dirigidas a resolver el estancamiento, debiendo citar a ambas partes para que 

comparezcan ante éste y le expresen sus respectivas posiciones en cuanto a los asuntos objeto del 

estancamiento.  

c)  Si el estancamiento continuare durante el término de treinta (30) días desde la fecha en que se 

designó al Conciliador, éste podrá recomendar que se designe un árbitro para que dilucide de 

forma final y obligatoria el estancamiento. 

d)  La Comisión designará un panel de tres (3) árbitros, de los cuales la agencia y la organización 

sindical eliminarán uno cada una, y el resultante quedará seleccionado y actuará como árbitro 

para la solución del estancamiento. 
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e)  Las partes vendrán obligadas a someterse al procedimiento de arbitraje obligatorio y a 

presentar ante el árbitro la información, documentos, posiciones, presupuesto, cifras, alternativas 

y toda aquella otra evidencia relevante que éste les solicite.  

f)  Aquella parte que, luego de aceptar este procedimiento, no acuda ante el árbitro o que no 

presente la información que le fuere requerida, vendrá obligada a acatar el laudo emitido por 

éste.  

g)  La decisión o laudo del árbitro será final y firme conforme a derecho y deberá ajustarse a los 

parámetros contenidos en la Sección 5.2 de esta Ley. Solamente podrán impugnarse los laudos 

de arbitraje por errores de derecho y aquéllos que sean contrarios a la disposición constitucional 

que prohíbe que las asignaciones hechas para un año económico excedan los recursos totales 

calculados para dicho año, mediante acción judicial ante el Tribunal de Apelaciones, el cual 

deberá actuar en torno a la misma dentro de un término no mayor de treinta (30) días. 

h)  Los árbitros de la Comisión tendrán amplia facultad para diseñar remedios en la adjudicación 

de controversias que les fueren planteadas por las partes, incluyendo entre otras, la imposición de 

costas, gastos, honorarios de abogado e intereses. 

i)  Todo laudo de arbitraje sobre aspectos económicos de la negociación de un convenio 

colectivo será final y firme."  

 

Artículo  7. — Prohibiciones. (3 L.P.R.A. § 1451q) 

 

Sección  7.1 — Prohibición de Realizar Huelgas. (3 L.P.R.A. § 1451q) 

 

   Se prohíbe participar, decretar o inducir a los miembros de una organización sindical o 

cualquier otro grupo de empleados del sector público, ya fuere por una persona en su carácter 

individual o por una organización sindical, a que decreten o participen en una huelga.   

   Aquellos empleados que participen en una huelga, podrán ser destituidos conforme a las 

disposiciones reglamentarias que sobre acciones disciplinarías haya promulgado la Agencia.   

 

Sección  7.2 — Prohibiciones de Realizar Cierres Forzosos. (3 L.P.R.A. § 1451r) 

 

   Se prohíbe efectuar un cierre forzoso total o parcial, temporero o permanente, con el propósito 

de forzar al representante exclusivo a llegar a un acuerdo en la negociación del convenio 

colectivo o con el propósito de ejercer presión indebida sobre los empleados, o como represalia 

por alguna actuación del representante exclusivo o de los empleados que forman parte de la 

unidad apropiada.   

 

Sección  7.3 — Prohibición de representar más del 35% de los empleados autorizados a 

formar sindicatos. (3 L.P.R.A. § 1451t) 

 

   Ninguna organización sindical en el sector público, podrá ser representante exclusivo de una 

proporción mayor del treinta y cinco por ciento (35%) de los empleados en la nómina del 

Gobierno Central autorizado a formar sindicatos.   
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Sección  7.4 — Prohibición de Representar Empleados Encargados de la Protección y 

Seguridad Pública. (3 L.P.R.A. § 1451u) 

  

   Los empleados de la Defensa Civil, el Departamento de Corrección y Rehabilitación y los 

empleados civiles de la Policía, no podrán tener como representantes exclusivos a organizaciones 

sindicales con filiales en el sector privado de la economía.   

 

Sección 7.5 — Prohibición de Negociar Cláusulas que Representen Compromisos 

Económicos más Allá de los Recursos Disponibles. (3 L.P.R.A. § 1451v) 

 

   Ningún convenio colectivo podrá elevar, en ninguno de los años de su vigencia, la proporción 

del presupuesto funcional que una agencia ha destinado, en promedio, para sueldos y beneficios 

marginales de los empleados cubiertos por la negociación, durante los cuatro (4) años anteriores 

al convenio. A los efectos de estimar los ingresos adicionales futuros de la agencia y hacer los 

cálculos de costos correspondientes a la negociación para cada año, se utilizará el incremento 

porcentual promedio presupuestario de los cuatro (4) años anteriores al año del convenio. En 

caso de no ocurrir un incremento presupuestario en una agencia durante los cuatro (4) años 

anteriores al año del convenio, la negociación colectiva podrá realizarse como excepción con la 

autorización del gobernador, dentro de los parámetros correspondientes al por ciento promedio 

del crecimiento que hubiese tenido el presupuesto del fondo general de Puerto Rico durante los 

cuatro (4) años anteriores, multiplicado el mismo por el factor punto sesenta (.60). El resultado 

de esta última operación matemática se aplicará al presupuesto de la agencia concernida.   

   Se faculta a la Oficina de Gerencia y Presupuesto a promulgar la reglamentación necesaria para 

la implantación de las disposiciones de esta sección. 

   Las economías que se realicen como resultado de la eliminación o consolidación de puestos en 

una Agencia podrán utilizarse, hasta un setenta y cinco por ciento (75%) del importe de los 

sueldos asignados a las plazas suprimidas o consolidadas, para mejorar las condiciones de trabajo 

y las compensaciones de los empleados de la Agencia.  
 

Sección  7.6 — Prohibición de Negociar con Carácter Retroactivo. (3 L.P.R.A. § 1451w) 

 

   Ningún convenio suscrito al amparo de esta Ley podrá tener vigencia con carácter retroactivo. 

Ningún convenio o acuerdo que se suscriba podrá ser efectivo antes de la fecha de su firma.   

 

Sección  7.7 — Término y Prórroga de los Convenios. (3 L.P.R.A. § 1451x) 

 

   Los convenios colectivos suscritos en virtud de esta Ley no podrán tener un término de 

vigencia original de más de tres (3) años. La vigencia de un convenio podrá ser prorrogada 

durante la renegociación, por acuerdo entre las partes o conforme a los términos que disponga el 

propio convenio incluyendo el Procedimiento de Quejas y Agravio pero excluyendo aquellas 

disposiciones de impacto económico, siempre que sea por un plazo definido y limitado.  Esta 

extensión en ningún momento podrá interrumpir los términos de cualquier petición de 

certificación o descertificación y las peticiones de clasificación promulgados en esta Ley. 

Cualquier cláusula que sea contraria a esta prohibición será nula. 
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Artículo  8. — Arbitraje de Quejas y Agravios. (3 L.P.R.A. § 1452) 

 

(a)  Toda controversia surgida al amparo de un convenio colectivo negociado entre las partes, 

será dirimida a través de los mecanismos pactados en el convenio colectivo para el ajuste de 

quejas y agravios.   

(b)  Todo convenio entre el representante exclusivo y la agencia deberá incluir procedimientos 

para resoluciones de quejas y agravios, incluyendo el arbitraje, que pueda surgir durante la 

vigencia de un convenio, incluyendo controversias sobre la aplicación e interpretación de sus 

cláusulas.   

(c)  Las partes vendrán obligadas a acogerse al servicio de arbitraje provisto por la Comisión de 

Relaciones del Trabajo en el sector público.   

 

Artículo  9. — Prácticas Ilícitas. (3 L.P.R.A. § 1452b) 

 

Sección  9.1 — Prácticas Ilícitas de la Agencia. (3 L.P.R.A. § 1452b) 

 

   Será práctica ilícita de la agencia o de cualquiera de sus representantes realizar o intentar 

realizar cualquiera de los siguientes actos:   

(a) Intervenir, coartar o restringir a uno o más de sus empleados en relación con su decisión 

de ejercer o no los derechos reconocidos en esta Ley.   

(b) Negarse a negociar de buena fe con un representante exclusivo debidamente certificado 

por la Comisión.   

(c) Violar los términos de un convenio colectivo. Sin embargo, la Comisión podrá desestimar 

cualquier formulación de cargos en la que se impute una violación de este inciso si el 

representante exclusivo con quien se firmó el convenio a su vez es hallado incurso en una 

violación del convenio o no ha cumplido con una orden de la Comisión relativa a alguna 

práctica ilícita.   

(d) No aceptar o no cumplir el laudo de un árbitro o panel de árbitros después de haberse 

sometido al procedimiento de arbitraje. Sin embargo, la Comisión podrá desestimar cualquier 

formulación de cargos en la que se impute una violación de este inciso si el representante 

exclusivo con que se llegó al acuerdo de someter la controversia a arbitraje a su vez es 

hallado incurso en una violación del laudo o no ha cumplido con una orden de la Comisión 

relativa a alguna práctica ilícita.   

(e) Negarse a seguir y cumplir los procedimientos que establece la ley cuando surge un 

estancamiento.   

(f) Negarse a someter las quejas, agravios y otras controversias que surjan con el 

representante exclusivo a los procedimientos dispuestos en un convenio o en esta Ley, 

excepto en casos extraordinarios en que la Comisión puede entender directamente.   

(g) Despedir o discriminar en cualquier forma contra un empleado porque éste haya 

formulado una querella, dado información o prestado testimonio, o se proponga realizar 

alguno de esos actos al amparo de esta Ley.   

(h) Intervenir o participar en la formación o administración de cualquier organización de 

empleados, o contribuir a la misma con ayuda económica o de otra clase, excepto en cuanto 

al descuento de cuotas autorizado por esta Ley.   
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(i) Estimular o desalentar a los empleados a unirse a cualquier organización sindical o a 

participar en las actividades de la misma mediante discriminación al emplear, despedir, 

conceder permanencia en el empleo o en relación a otros términos o condiciones de trabajo.   

(j) Deje de mantener una actitud neutral antes o durante cualquier elección para determinar el 

representante para negociar colectivamente.   

(k) Suspenda los pagos por conceptos de seguros, planes médicos de los empleados y 

dependientes de éstos, mientras se esté negociando un nuevo convenio colectivo.   

 

Sección  9.2 — Prácticas Ilícitas de las Organizaciones Sindicales o de sus Miembros. 

 

   Será práctica ilícita el que una organización de empleados o alguno de sus miembros, actuando 

individualmente o en concierto con otros, realice o intente realizar cualesquiera de los siguientes 

actos:   

(a) Intervenir, coartar o restringir a uno o más empleados en relación con su decisión de 

ejercer o no los derechos reconocidos en esta Ley.   

(b) Negarse a negociar de buena fe con la agencia luego de obtener la certificación como 

representante exclusivo.   

(c) Violar los términos de un convenio colectivo. Sin embargo, la Comisión podrá desestimar 

cualquier formulación de cargos en la que se impute una violación de este inciso si la agencia 

con quien se firmó el convenio a su vez es hallada incursa en una violación del convenio o no 

ha cumplido con una orden de la Comisión relativa a alguna práctica ilícita.   

(d) No aceptar o no cumplir el laudo de un árbitro o panel de árbitros después de haberse 

sometido al procedimiento de arbitraje. Sin embargo, la Comisión podrá desestimar cualquier 

formulación de cargos en la que se impute una violación de este inciso si la agencia con 

quien se llegó al acuerdo de someter la controversia a arbitraje a su vez es hallada incursa en 

una violación del laudo o no ha cumplido con una orden de la Comisión relativa a alguna 

práctica ilícita.   

(e) Negarse a seguir y cumplir los procedimientos que establece esta Ley cuando surge un 

estancamiento en las negociaciones.   

(f) Negarse a someter las quejas, agravios y otras controversias que surjan con la agencia o 

con otras organizaciones de empleados a los procedimientos dispuestos en un convenio o en 

esta Ley, excepto en casos extraordinarios en los que la Comisión acepte entender 

directamente.   

(g) Inducir a la agencia a despedir, o a discriminar en cualquier forma contra un empleado 

porque éste haya formulado una querella, dado información o prestado testimonio, o se 

proponga realizar algunos de esos actos al amparo de esta Ley, o porque dicho empleado se 

haya unido o rehusado unirse a alguna organización sindical.   

 

Sección  9.3 — Procedimiento para Ventilar Alegaciones sobre Prácticas Ilícitas. (3 

L.P.R.A. § 1452c) 

 

   Cualquier agencia, representante exclusivo o persona interesada podrá, mediante la radicación 

de una querella ante la Comisión, imputar la existencia de una práctica ilícita. Para ventilar tales 

cargos ante la Comisión se seguirá el siguiente procedimiento:   
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(a) La Comisión llevará a cabo una investigación de los cargos imputados y preparará un 

informe sobra la misma. Si la Comisión determina que no hay base para imputación de 

prácticas ilícitas, cerrará y archivará el caso mediante orden a esos efectos.   

(b) Si la Comisión determina que probablemente el imputado está incurriendo en una práctica 

ilícita y está causando grave daño a alguna parte afectada, podrá emitir una orden provisional 

de cesar y desistir y prescribir en ésta los términos y condiciones correctivos que considere 

necesarios. Dentro de los cinco (5) días siguientes a la emisión de una orden de tal 

naturaleza, la Comisión deberá celebrar una audiencia en la que se resolverá si la orden 

emitida se hace permanente o se deja sin efecto. Las órdenes emitidas bajo este apartado 

serán notificadas a las partes en su sitio de negocio o por correo certificado a su última 

dirección conocida.   

(c) Si la Comisión determina que hay base suficiente para la imputación de una práctica 

ilícita, pero que no se está causando grave daño a alguna de las partes, notificará al imputado 

la querella conteniendo todos los cargos conjuntamente con una citación para comparecer a 

una audiencia que habrá de celebrarse dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha de 

notificación. La citación a audiencia deberá contener el sitio, fecha y hora en que se llevará a 

cabo la misma. Copia de la notificación le será enviada a la persona, agencia o representante 

exclusivo que haya formulado los cargos ante la Comisión.   

(d) La Comisión podrá delegar en cualquiera de sus miembros o en cualquiera de sus 

funcionarios o empleados para que lleve a cabo la investigación de una querella, rinda un 

informe, presida la audiencia y tome declaraciones a las partes, a sus testigos o a cualquier 

persona que considere necesario.   

(e) El querellado deberá contestar la querella dentro del término de diez (10) días a partir de 

la fecha en que le fue notificada. Todas las alegaciones contenidas en la querella que no sean 

negadas por el imputado se considerarán admitidas y la Comisión podrá en virtud de ellas 

hacer determinaciones de hechos y conclusiones de derecho. Tanto el querellado como la 

persona, agencia o representante exclusivo que haya formulado los cargos podrán presentar 

evidencia testifical o documental en la audiencia. La Comisión podrá permitir a su 

discreción, que cualquier otra persona intervenga y que presente prueba en la audiencia. El 

orden de presentación de evidencia en la audiencia será determinado por la persona que 

presida.   

(f) Las reglas de evidencia no serán de aplicación mandatoria en la audiencia.   

(g) Si la Comisión determina, a base de la evidencia presentada ante ella, que el imputado no 

incurrió en la práctica ilícita emitirá una resolución que contenga sus determinaciones de 

hechos, conclusiones de derecho y una orden desestimando la querella, la cual será notificada 

a las partes. 

(h) Si la Comisión determina, de acuerdo a la evidencia presentada ante ella, que el 

querellado incurrió en la práctica ilícita imputada en la querella, emitirá una resolución que 

contenga sus determinaciones de hechos, conclusiones de derecho y una orden para que cese 

y desista de dicha práctica y tome cualquier acción afirmativa que la Comisión considere 

necesaria. Dicha orden le será notificada a las partes. La orden podrá requerir también que se 

le rinda un informe periódico a la Comisión que demuestre en qué forma se ha cumplido o se 

cumple con la misma.   

(i) Cualquier parte adversamente afectada por una orden de la Comisión podrá solicitar su 

reconsideración dentro del término de veinte (20) días a partir de la fecha de su notificación. 
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Transcurrido un término de quince (15) días, si la Comisión no entendiera en la 

reconsideración, se entenderá que la ha rechazado de plano. Si la Comisión decidiera entrar 

en los méritos de la reconsideración, deberá resolver la misma dentro de un término de 

noventa (90) días.   

(j) Cualquier parte adversamente afectada por una orden final de la Comisión podrá solicitar 

revisión de la misma ante el Tribunal de Apelaciones radicando en dicho Tribunal una 

petición escrita solicitando que la orden de la Comisión sea modificada o revocada. La 

solicitud de revisión deberá ser radicada dentro del término de treinta (30) días a partir de la 

fecha en que la orden advino final. Una copia de dicha revisión deberá ser radicada en la 

Comisión el mismo día de su radicación en el Tribunal. La solicitud de revisión deberá 

incluir una relación del caso, los errores imputados a la Comisión y los fundamentos de 

hecho y de derecho que justifican la modificación o revocación de la resolución. Además, 

deberá acompañarle a la petición copia de la resolución y orden de la Comisión. Cuando la 

parte considere que es esencial para sus alegaciones el elevar al Tribunal la transcripción 

completa de los procedimientos ante la Comisión, deberá solicitar al Tribunal que dicte una 

orden a esos efectos. La Comisión expedirá la transcripción certificada libre de todo pago o 

derecho cuando el solicitante fuere insolvente.      Ninguna evidencia que no se haya 

presentado ante la Comisión será tomada en consideración por el Tribunal a menos que la 

omisión o descuido en la presentación de dicha evidencia fuere excusada por razón de 

circunstancias extraordinarias. Las determinaciones de la Comisión en cuanto a los hechos, si 

estuviesen respaldadas por la evidencia serán concluyentes. Si el peticionario solicita al 

Tribunal permiso para presentar evidencia adicional y demuestra a satisfacción de éste que 

dicha evidencia es material y que la misma no estaba disponible para ser presentada en la 

audiencia celebrada ante la Comisión, el Tribunal podrá ordenar la devolución del caso a la 

Comisión para que ésta considere la nueva evidencia. La Comisión podrá modificar sus 

determinaciones en cuanto a los hechos o llegar a nuevas determinaciones, las cuales si están 

respaldadas por la evidencia serán concluyentes. La Comisión radicará ante el Tribunal las 

recomendaciones que tuviere para la modificación o revocación de su orden original.   

(k) Transcurridos los términos de reconsideración ante la Comisión y de revisión ante el 

Tribunal de Apelaciones, las órdenes de la Comisión serán finales y firmes.   

(l) Independientemente de su propia facultad para hacerlo, la Comisión podrá recurrir al 

Tribunal de Primera Instancia en solicitud de que se ponga en vigor cualquier orden de cesar 

y desistir por ella emitida o en solicitud de que se expida cualquier orden provisional de 

remedio o prohibición que considere necesaria. Conjuntamente con su solicitud, la Comisión 

deberá certificar y radicar ante el tribunal una relación del caso y una copia certificada de su 

expediente, incluyendo una copia de la resolución conteniendo las determinaciones de hecho, 

conclusiones de derecho y orden. Una vez hecha la radicación, el Tribunal notificará la 

solicitud a la persona a quien vaya dirigida la orden, adquiriendo de esta forma jurisdicción 

para dictar la orden provisional de remedio o prohibición que crea justa y adecuada, y dictará 

a base de las alegaciones, declaraciones y procedimientos expresados en la transcripción, una 

sentencia poniendo en vigor, modificando o revocando en todo o en parte la orden de la 

Comisión. 

(m) Los procedimientos dispuestos en los incisos (j) y (m) de esta sección no suspenderán el 

cumplimiento de una orden de la Comisión a menos que expresamente así lo ordene el 

tribunal correspondiente.   



“Ley de Relaciones del Trabajo para el Servicio Público de Puerto Rico” [Ley 45-1998, enmendada] 

 
 

Revisado 03 de junio de 2013 www.ogp.pr.gov  Página  18 de 23  

(n) Hasta que la copia certificada del expediente de un caso se radique en un Tribunal, la 

Comisión podrá en cualquier momento, previo aviso razonable y en la forma que crea 

adecuada, modificar o anular en todo o en parte cualquier conclusión o cualquier orden hecha 

o expedida por ella.   

(o) Las solicitudes para poner en vigor órdenes de la Comisión radicadas bajo esta sección 

ante el Tribunal de Primera Instancia, tendrán preferencia sobre cualquier causa civil de 

naturaleza distinta pendiente ante dicho Tribunal y serán despachadas dentro de los diez (10) 

días siguientes a la fecha en que sean radicadas.   

 

Artículo  10. — Jurisdicción del Tribunal de Apelaciones y del Tribunal de Primera 

Instancia de Puerto Rico. (3 L.P.R.A. § 1452e)  

 

Sección  10.1 — Tribunal de Apelaciones. (3 L.P.R.A. § 1452e) 

 

   El Tribunal de Apelaciones, a solicitud de parte, tendrá jurisdicción para entender 

discrecionalmente en los recursos de revisión de órdenes y resoluciones finales de la Comisión 

según los términos que dispone la Ley Núm. 170 de 12 de Agosto de 1988, según enmendada (3 

L.P.R.A. § 2101 et seq.), conocida como "Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme". Los 

recursos de revisión serán competencia de los Paneles de la Región Judicial de San Juan.   

   El Tribunal de Apelaciones, vendrá obligado a dictar una orden, en aquellos casos, en que la 

Comisión habiendo impuesto una multa solicite mediante una moción ex-parte una orden para 

congelar de los fondos de la organización sindical una cantidad de dinero igual a la cantidad de 

la multa impuesta.   

 

Sección  10.2 — Tribunal de Primera Instancia. (3 L.P.R.A. § 1452e) 

 

   El Tribunal de Primera Instancia tendrá jurisdicción para:   

(a) Ordenar que se pongan en vigor la órdenes y resoluciones finales de la Comisión, una vez 

revisadas por el Tribunal de Apelaciones, en aquellos casos en que se haya recurrido a ese 

Tribunal de conformidad con lo dispuesto en esta Ley.   

(b) Ordenar que se pongan en vigor las órdenes y resoluciones finales de la Comisión de las 

que no se haya recurrido ante el Tribunal de Apelaciones, una vez transcurridos los términos 

de reconsideración ante la Comisión y de revisión ante el Tribunal Supremo.   

(c) Expedir cualquier orden provisional de remedio o prohibición que la Comisión considere 

necesaria.   

 

Artículo  11. —  Se enmienda la Sección 3.1 de la Ley Núm. 5 de 14 de octubre de 1975, según 

enmendada  , para que se lea como sigue: 

 

   "Sección 3.1-Creación.- 

      Se crea la Oficina Central de Asesoramiento Laboral y de Administración de Recursos 

Humanos." 
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Artículo  12. —  Se adiciona el inciso (5) al párrafo 2 de la Sección 3.3 de la Ley Núm. 5 de 14 

de octubre de 1975, según enmendada (3 L.P.R.A. § 1323), para que se lea como sigue: 

 

   "Sección 3.3- Funciones de la Oficina y del Director. 

      El Director tendrá las siguientes funciones:  

      La Oficina tendrá las siguientes funciones: 

(1) . . . 

(5) La Oficina podrá representar en el área laboral a las agencias de la Rama Ejecutiva 

que así se lo soliciten, en todo lo que tenga que ver con los procedimientos de elección y 

certificación de organizaciones sindicales, en cuanto a la negociación y administración de 

convenios colectivos y en todas aquellas áreas relacionadas con los asuntos laborales de 

la agencia. En el descargo de las funciones de asesoramiento en torno a la negociación 

colectiva, la Oficina coordinará y supervisará la creación y funcionamiento de un Comité 

de Negociación compuesto por su personal y aquéllos que designe la Oficina de Gerencia 

y Presupuesto. La Oficina realizará estudios comparativos de convenios colectivos y 

ofrecerá adiestramientos en el área laboral a aquellas agencias que se lo soliciten. 

(6) La Oficina llevará a cabo la realización de estudios e investigaciones dirigidos a 

ofrecer asesoramiento a las agencias, de modo que los supervisores y el personal 

directivo de las mismas estén preparados y adiestrados para trabajar en un ambiente 

donde los trabajadores estén organizados en sindicatos." 

 

Artículo  13. — Jurisdicción de Mecanismos Administrativos Apelativos. (3 L.P.R.A. § 

1453) 

 

Sección  13.1 — Junta de Apelaciones del Sistema de Administración de Personal. (3 

L.P.R.A. § 1453) 

 

   La Junta de Apelaciones del Sistema de Administración de Personal, creada por el Artículo 7 

[7.1] de la Ley Núm. 5 de 14 de Octubre de 1975, según enmendada (3 L.P.R.A. § 1381 a 1398) 

conocida como "Ley de Personal del Servicio Público de Puerto Rico"  , mantendrá su 

jurisdicción actual para aquellos casos en que los empleados afectados no estén cubiertos por 

esta Ley.   

   La Junta reducirá su personal gradualmente en la medida en que vayan reduciéndose los casos 

presentados ante la misma. La Junta podrá hacer transferencias de personal a la Comisión para 

aquellos puestos que éstos cualifiquen y sujeto a que los empleados afectados acepten dicha 

transferencia.   

 

Sección  13.2 — Junta de Apelaciones del Sistema de Educación. (3 L.P.R.A. § 1453a) 

 

   La Junta de Apelaciones del Sistema de Educación, creada al amparo de la Sección 9 de la Ley 

Núm. 78 de 28 de Agosto de 1991 (18 L.P.R.A. § 274e), mantendrá su jurisdicción actual para 

aquellos casos en que los empleados afectados no estén cubiertos por esta Ley.   

   La Junta reducirá su personal gradualmente en la medida en que vayan reduciéndose los casos 

presentados ante la misma. La Junta podrá hacer transferencias de personal a la Comisión para 
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aquellos puestos que éstos cualifiquen y sujeto a que los empleados afectados acepten dicha 

transferencia.   

 

Artículo  14. — Disposiciones Transitorias. (3 L.P.R.A. § 1453b) 

 

Sección  14.1  — Inicio de Operaciones de la Comisión de Relaciones del Trabajo del 

Servicio Público. (3 L.P.R.A. § 1453b) 

 

   La Comisión iniciará sus operaciones a partir del día 1ro. de julio de 1998, de modo que pueda 

prepararse para administrar las disposiciones de esta Ley a partir del día 1ro. de enero de 1999. 

Durante el período del 1ro. de julio de 1998 al 31 de diciembre de 1998, la Comisión deberá 

aprobar los reglamentos que sean necesarios para administrar esta Ley; deberá haber establecido 

sus oficinas en la ciudad de San Juan; deberá haber redactado los procedimientos a ser 

observados ante la misma; deberá haber diseñado los formularios y documentos necesarios para 

ejercer sus funciones, y deberá haber reclutado y seleccionado el personal mínimo necesario para 

comenzar a operar con normalidad a partir del día 1ro. de enero de 1999.   

 

Sección  14.2 — Empleados que No Estén Organizados en Sindicatos. (3 L.P.R.A. § 1453c) 

 

   Los empleados que no se hayan organizado en sindicatos, según las disposiciones de esta Ley, 

continuarán cubiertos en cuanto a todos sus derechos y obligaciones en su empleo por la Ley de 

Personal en el Servicio Público, supra, así como por cualquier otra ley que le conceda algún 

derecho o beneficio en particular.   

   Las condiciones de empleo, salario u otros beneficios de los empleados que no se hayan 

organizado en sindicatos, serán establecidos por la Asamblea Legislativa.   

 

Artículo  15. — Deberes y Derechos de los Representantes Exclusivos y de sus Miembros 

 

Sección  15.1 — Informes a la Comisión. (3 L.P.R.A. § 1453d) 

 

   Todo representante exclusivo deberá someter ante la consideración de la Comisión lo 

siguiente:   

(a) Dentro del término de treinta (30) días a partir de la fecha en que sea certificada, un 

informe conteniendo la siguiente información:   

(1) Nombre y dirección de la organización;   

(2) nombre y dirección de sus oficiales y de la persona autorizada para recibir 

notificaciones y emplazamientos;   

(3) la suma exigida a sus miembros en concepto de cuotas de iniciación, cuotas 

periódicas, o cargos por servicios a empleados no afiliados, y   

(4) copias de su constitución, reglamentos internos y convenios colectivos otorgados.   

(b) Anualmente, enviará copia de sus informes financieros debidamente auditados y 

certificados por un contador público autorizado, contador o por el Negociado de Servicios a 

Uniones Obreras del Departamento del Trabajo y Recursos Humanos. Estos informes 

deberán enviarse dentro del término de ciento veinte (120) días a partir de la fecha del cierre 
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de sus operaciones anuales. Dichos informes se radicarán ante la Comisión y se les entregará 

copia de los mismos a los miembros de la organización sindical.   

(c) Después de cada elección y dentro del término de treinta (30) días a partir de ésta, enviará 

a la Comisión un informe que contenga el nombre y dirección de los oficiales y de la persona 

autorizada para recibir notificaciones y emplazamientos.   

(d) Cualquier cambio en la información a la que se refieren los incisos anteriores tan pronto 

éste ocurra.   

 

Sección  15.2 — Libros de Contabilidad e Informes Financieros. (3 L.P.R.A. § 1453e) 

 

   Todo representante exclusivo llevará y conservará libros de cuentas que reflejen exacta y 

fielmente sus transacciones según los principios de contabilidad generalmente aceptados y 

conservará por el término de cinco (5) años los comprobantes y documentos que evidencien tales 

transacciones.   

   En aquellos casos en que el representante exclusivo, también represente empleados que no 

estén cubiertos por esta Ley, dichos representantes exclusivos vendrán obligados a mantener un 

sistema de contabilidad separado que permita únicamente la fiscalización de los ingresos, 

cuentas y desembolsos recibidos por la aplicación de esta Ley.   

 

Sección  15.3 — Deber de Aprobar Constitución y Reglamento. (3 L.P.R.A. § 1453f) 

 

   Todo representante exclusivo que en el momento en que es certificado tendrá que haber 

promulgado una constitución y un reglamento para sus miembros estableciendo los principios 

fundamentales dentro de los cuales funcionará. La constitución y el reglamento de todas las 

organizaciones sindicales deberán cumplir con todo lo dispuesto en esta Ley.   

 

Sección  15.4 — Capacidad para Demandar o ser Demandado. (3 L.P.R.A. § 1453g) 

 

   Todo representante exclusivo debidamente certificado podrá demandar o ser demandado y 

comparecer como querellante o querellado ante la Comisión, los tribunales de justicia y ante 

cualquier otro organismo administrativo, como una entidad o como representante de sus 

miembros.  

 

Sección  15.5 — Derechos de los Miembros de una Organización Sindical. (3 L.P.R.A. § 

1453h) 

 

   La constitución y el reglamento que deberán ser aprobados por todo representante exclusivo 

establecerán los derechos que tendrán sus miembros. Entre uno y otro documento deberá 

proveerse por lo menos lo siguiente:   

(a) Elecciones periódicas a intervalos no mayores de tres (3) años, por voto directo, 

individual y secreto, para la elección de sus oficiales.   

(b) Garantías que aseguren el derecho a aspirar a cualquier puesto electivo en igualdad de 

condiciones con otros miembros y oficiales.   

(c) El derecho a nominar candidatos a los puestos electivos y a participar en las 

correspondientes elecciones.   
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(d) El derecho a participar efectivamente en los asuntos y actividades de la organización 

sindical.   

(e) El derecho a determinar las cuotas de iniciación y las periódicas, la modificación de éstas, 

mediante el voto secreto de la mayoría de los miembros.   

(f) El derecho a un procedimiento disciplinario que asegure a los miembros afectados la 

notificación de cargos específicos por escrito, tiempo para preparar su defensa y una 

audiencia justa y razonable con amplia oportunidad para defenderse adecuadamente.   

(g) El derecho a recibir copia de la constitución y reglamento de la organización sindical, así 

como de los convenios colectivos que le sean aplicables y examinar los libros e informes 

financieros de la organización en tiempo y lugar razonables, previa notificación.   

(h) Garantía de que se circule anualmente entre la matrícula un informe general de las 

operaciones del representante exclusivo, así como su hoja de balance, certificados por un 

contador público autorizado o un contador o por el Negociado de Servicios a Uniones 

Obreras del Departamento del Trabajo y Recursos Humanos dentro de los ciento veinte (120) 

días siguientes al cierre de sus operaciones anuales.   

(i) El derecho a entablar acciones judiciales o procedimientos ante la Comisión, los tribunales 

de justicia o las agencias administrativas, aun cuando en los mismos aparezcan como 

demandados o querellados la propia agencia o representante exclusivo o cualquiera de sus 

oficiales.   

(j) El derecho a comparecer como testigos en cualquier procedimiento judicial, 

administrativo o legislativo y hacer peticiones a la Asamblea Legislativa o comunicarse con 

cualquier legislador, sin exponerse a sanción o penalidad alguna por el representante 

exclusivo.   

 

Sección  15.6 — Acciones Disciplinarias. (3 L.P.R.A. § 1453i) 

 

   Los representantes exclusivos podrán tomar acciones disciplinarías contra sus miembros 

siguiendo solamente los procedimientos previamente establecidos en su constitución o 

reglamento, cuando los miembros afectados hayan violado normas válidas contenidas en alguno 

de dichos documentos.   

 

Sección  15.7 — Querellas de Empleados Directamente a la Agencia. (3 L.P.R.A. § 1453j) 

 

   Cualquier empleado podrá presentar una querella contra su agencia directamente a ésta cuando 

su representante exclusivo se haya negado manifiesta o implícitamente a hacerlo, pero el 

representante exclusivo tendrá derecho a ser notificado y a estar presente e intervenir en la 

discusión de la querella. Sin embargo, ningún ajuste o remedio que conceda la agencia estará en 

conflicto con los términos de un convenio colectivo vigente.   

 

Artículo  16. — Opción de No Afiliarse. (3 L.P.R.A. § 1454) 

 

Sección  16.1 — Opción de No Afiliarse. (3 L.P.R.A. § 1454) 

 

   Aquellos empleados que formen parte de una unidad apropiada para fines de negociación 

colectiva debidamente certificada por la Comisión, que opten por no afiliarse ni ser 
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representados por la organización obrera debidamente certificada, podrán solicitar ser excluidos 

de la misma mediante presentación de una notificación al efecto al jefe de la agencia, con copia 

al representante exclusivo, dentro de los treinta (30) días siguientes a la notificación de la 

certificación del representante exclusivo.   

 

Sección  16.2 — Cargo por Servicio. (3 L.P.R.A. § 1454a) 

 

   Los miembros de la unidad apropiada que opten por no afiliarse pagarán al representante 

exclusivo un cargo por servicio hasta un máximo de cincuenta por ciento (50%) de la cuota 

regular establecida para los afiliados al representante exclusivo. También tendrán que observar 

las disposiciones del convenio colectivo en cuanto a los procedimientos para ventilar quejas, 

agravios y arbitraje, siéndole aplicables, en igual medida, las disposiciones del convenio 

colectivo referentes a salarios, beneficios marginales y condiciones de empleo.   

 

Artículo  17. — Asignación de Fondos y Presupuesto. (3 L.P.R.A. § 1451 nota) 

 

Sección  17.1 — Asignación de Fondos y Presupuesto de la Comisión y la Oficina Central. 

(3 L.P.R.A. § 1451 nota) 

 

   La Oficina de Gerencia y Presupuesto recomendará los fondos que estime necesarios para las 

operaciones de la Comisión a partir del año fiscal 1998-99 en la Resolución Conjunta del 

Presupuesto General de Gastos de Funcionamiento del Gobierno de Puerto Rico. Asimismo, la 

Oficina de Gerencia y Presupuesto recomendará a partir de ese año fiscal los fondos necesarios 

para que la Oficina Central pueda cumplir con las funciones dispuestas en esta Ley. 

 

Artículo  18. — Vigencia y Cláusula de Separabilidad. (3 L.P.R.A. § 1451 nota) 

 

Sección  18.1 — Cláusula de Separabilidad. (3 L.P.R.A. § 1451 nota) 

 

   Si cualquier parte, párrafo o sección de esta Ley fuese declarada nula por un Tribunal con 

jurisdicción competente, la sentencia dictada a tal efecto sólo afectará aquella parte, párrafo o 

sección cuya nulidad haya sido declarada.  

 

Sección  18.2 — Vigencia. —  Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su 

aprobación. 

 

 

 

Nota.  Este documento fue compilado por personal de la Oficina de Gerencia y Presupuesto del 

Gobierno de Puerto Rico. Aunque hemos puesto todo nuestro esfuerzo en la preparación del 

mismo, este no es una compilación oficial y podría no estar completamente libre de errores.  En el 

mismo se han incorporado todas las enmiendas hechas a la Ley  a fin de facilitar su consulta. 

Para exactitud y precisión, refiérase a los textos originales de dicha ley. Compilado por la 

Biblioteca de la Oficina de Gerencia y Presupuesto.  
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“Ley para la Reforma Fiscal de 2006” 

 
Ley Núm. 103 de 25 de mayo de 2006, según enmendada 

 

(Contiene enmiendas incorporadas por las siguientes leyes: 

Ley Núm. 29 de 18 de Marzo de 2008  

Ley Número 2 de 14 de Enero de 2009 

Ley Núm. 153 de 19 de Octubre de 2010 

Ley Núm. 95 de 16 de Junio de 2011 

Ley Núm. 130 de 2 de Julio de 2012 

Ley Núm. 44 de 30 de Junio de 2013 

Ley Núm. 67 de 22 de Julio de 2013) 

 

 

Para implantar la Reforma Fiscal del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 

2006, que incluya, entre otros asuntos, reestructurar el proceso presupuestario del 

Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, prohibir la utilización de deudas, 

préstamos o cualquier mecanismo de financiamiento para cubrir gastos operacionales y 

para balancear el Presupuesto General de Gastos del Gobierno del Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico, establecer controles para la reducción del gasto público, hacer cumplir el 

requerimiento constitucional de que el Presupuesto General esté balanceado, reforzar la 

prohibición legal de que los gastos del Poder Ejecutivo y de cada una de las agencias del 

Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico no pueden exceder las asignaciones 

presupuestarias; asignar responsabilidades, establecer penalidades, prohibir el uso de 

fondos públicos para ciertos gastos y disponer el uso de los ahorros producto de esas 

prohibiciones, limitar el uso de fondos públicos para sufragar el pago por uso de 

teléfonos celulares, prohibir el uso de fondos públicos para sufragar la utilización de 

vehículos de motor para uso personal o ilimitado de funcionarios, limitar el uso de fondos 

públicos para sufragar el costo de servicios profesionales de cabildeo, establecer  la 

prohibición de gastos de difusión pública del Gobierno del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico, establecer los mecanismos sobre exactitud en los gastos, y la creación de un 

sistema de contabilidad uniforme y organización fiscal para el Gobierno de Puerto Rico, 

y para otros fines. 

 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

 En nuestro sistema de gobierno, el pueblo es el dueño de la cosa pública. Los fondos y la 

propiedad que manejan los gobernantes, pertenecen al pueblo y sólo para su estricto beneficio es 

que pueden utilizarse. El Gobierno maneja los fondos públicos como una fiducia, lo cual obliga a 

que éstos sean utilizados con mayor escrúpulo y responsabilidad conforme la naturaleza y los 

fines de tales bienes.  

 Lamentablemente, con frecuencia el Gobierno amplía la definición y alcance de lo que es el 

"bien común", para incluir su autopreservación y expansión. Esto aumenta de forma desmedida y 

drástica los gastos del Gobierno en áreas que no están directamente relacionadas con sus 

http://www.oslpr.org/2005-2008/leyes/pdf/ley-29-18-Mar-2008.pdf
http://www.oslpr.org/2009-2012/leyes/pdf/ley-2-14-Ene-2009.pdf
http://www.oslpr.org/2009-2012/leyes/pdf/ley-153-19-Oct-2010.pdf
http://www.oslpr.org/2009-2012/leyes/pdf/ley-95-16-Jun-2011.pdf
http://www.oslpr.org/2009-2012/leyes/pdf/ley-130-02-Jul-2012.pdf
http://www.oslpr.org/2013-2016/leyes/pdf/ley-44-30-Jun-2013.pdf
http://www.oslpr.org/2013-2016/leyes/pdf/ley-67-22-Jul-2013.pdf
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funciones y responsabilidades constitucionales, lo cual resulta en el uso desmedido y 

desproporcionado de los fondos públicos. 

 Todo lo anterior hace necesario e imprescindible una Reforma Fiscal de nuestro sistema de 

gobierno, para hacerlo realmente efectivo y que cumpla con las responsabilidades que justifican 

su existencia.  

 El Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico atraviesa por la peor crisis fiscal en 

toda su historia.  Esta situación pone en peligro la calidad de los servicios que debe recibir la 

ciudadanía y puede continuar afectando la calidad crediticia de los valores emitidos por el 

Gobierno de Puerto Rico y sus agencias e instrumentalidades.  Esto definitivamente representa 

un peligro para el desarrollo económico de la Isla. 

 Debido a las consecuencias adversas, es sumamente importante y altamente prioritario que 

esta crisis fiscal se resuelva lo antes posible.  Sin embargo, para lograr esta meta es 

imprescindible definir el problema adecuadamente, lo cual requiere un entendimiento claro de la 

crisis y de los factores que contribuyeron a la misma. 

 La deuda extraconstitucional que alcanzaba los $1,809.0 millones en 1984, que aumentó a 

$3,699.5 millones en 1992, se redujo a $3,042.2 en el 2000, según los documentos de la Oficina 

de Gerencia y Presupuesto, se agudiza en los años 2003 y 2004, durante los cuales se gastaron 

más de $1,000 millones en exceso de los ingresos recurrentes que tenía disponible el fisco.  A 

esto hay que añadirle los más de $1,200 millones que se desembolsaron del Fondo 

Presupuestario durante los años 2001-2004, incluyendo las siguientes erogaciones, aprobadas 

mediante órdenes ejecutivas y realizadas para cuadrar los presupuestos de los Años Fiscales 

2001-2002, 2002-2003 y 2003-2004: 

 

 

Orden Ejecutiva Fecha Cantidad Cuadre del Año 

Fiscal 

    

OE-2002-60 30 de septiembre de 2002 $140.0 millones 2001-2002 

OE-2003-64 22 de octubre de 2003 $145.0 millones 2002-2003 

OE-2004-83 17 de noviembre de 2004 $151.2 millones 2003-2004 

 

 

 Para que el Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico pudiera gastar en exceso de 

sus ingresos recurrentes, se utilizaron varios mecanismos, incluyendo el uso de deudas.  Estos 

métodos de financiamiento para cubrir desembolsos de gastos operacionales y para balancear 

presupuestos contribuyeron a erosionar los mecanismos de control consagrados en nuestra 

Constitución.  Esto pudiera tener como consecuencia, entre otras cosas, el poner en entredicho la 

constitucionalidad de las leyes que autorizaron estas acciones. 

 Por otro lado, el Fondo Presupuestario fue creado mediante la Ley Núm. 89 de 18 de agosto 

de 1994, según enmendada, con el propósito de crear una reserva presupuestaria que sirviera para 

cubrir asignaciones cuando los recaudos del Gobierno de Puerto Rico fuesen menores de los 

estimados.  El propósito del Fondo Presupuestario no fue el proveer un mecanismo para cubrir 

gastos en exceso de lo asignado.  Aún así, y como hemos atestiguado, en la realidad se ha 

utilizado este Fondo Presupuestario para cubrir gastos en exceso de los autorizados por la 
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Asamblea Legislativa.  Esto sirvió para permitirle al Gobierno del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico posponer y evitar la toma de decisiones necesarias para controlar el gasto público, 

aparte de que puso en duda la legalidad de las acciones tomadas para utilizar este Fondo 

Presupuestario para un uso contrario al que se autorizó por ley. 

 Por lo tanto, es sumamente importante que se reestructure el proceso presupuestario del 

Gobierno de Puerto Rico, para detener estas prácticas de gastar en exceso de los ingresos 

disponibles, restaurar los controles fiscales establecidos en la Constitución de Puerto Rico y 

establecer los mecanismos adecuados para evitar que lo ocurrido en los últimos dos años se 

vuelva a repetir. 

 Esto incluye, además, fortalecer los procesos administrativos y contables de forma tal, que se 

les asigne mayor responsabilidad a los jefes de agencias, y a sus directores de finanzas, por las 

operaciones fiscales y administrativas que están bajo su responsabilidad. 

 Como parte de todo este proceso de búsqueda de solución al problema de la crisis fiscal, 

también es importante reducir o eliminar gastos en las agencias o instrumentalidades del 

Gobierno de Puerto Rico.  En ese sentido, es muy importante controlar el gasto de nómina, el 

cual  fue uno de los renglones de gastos que más aumentó durante los últimos años.  De hecho, el 

incremento en el gasto de nómina del Gobierno de Puerto Rico con cargo al Fondo General 

durante los tres (3) años más recientes guarda una estrecha correlación con la cifra de 

insuficiencia presupuestaria de alrededor de $600 millones que ha ofrecido la Oficina de 

Gerencia y Presupuesto, como se ilustra a continuación: 

 

(En $ millones) 

 

 2002 2003 2004 2005 2006 

Gastos de Nómina y Costos relacionados 3,864 4,252 4,373 4,940 5,526* 

      

  Aumento (en dólares) 116 388 121 567 587 

 Aumento (en por ciento)  10% 3% 13% 12% 

 

 

p = petición presupuestaria 

* incluye $566 millones incluidos como "otros gastos operacionales" 

Fuente = Oficina de Gerencia y Presupuesto 

 

 De igual forma, se deben limitar los gastos de anuncios y de servicios profesionales de 

cabildeo que también se han salido de toda proporción razonable durante los años recientes.  Se 

debe limitar, además, el uso de fondos públicos para cubrir el pago de teléfonos celulares, pues 

su uso se ha esparcido a través de la ciudadanía en general de tal forma que ya no se justifica que 

se usen fondos públicos para sufragar el costo de los mismos.  Además, se debe prohibir el uso 

de fondos públicos para sufragar la utilización de vehículos de motor para uso personal e 

ilimitado de funcionarios, lo cual no es razonable ante la necesidad del uso de fondos para otros 

asuntos más apremiantes. 

 Por todo lo anterior, esta Asamblea Legislativa entiende que es de suma prioridad implantar 

una Reforma Fiscal que incluya, entre otras cosas, reestructurar el proceso presupuestario del 
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Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, prohibir la utilización de deudas, préstamos 

o cualquier mecanismo de financiamiento para cubrir gastos operacionales y para balancear el 

Presupuesto General de Gastos del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 

establecer controles para lograr la reducción del gasto público, hacer cumplir el requerimiento 

constitucional de que el Presupuesto General esté balanceado, reforzar la prohibición legal de 

que los gastos del Poder Ejecutivo y de cada una de las agencias, instrumentalidades, 

departamentos y organismos del Gobierno de Puerto Rico, no pueden exceder las asignaciones 

presupuestarias; asignar responsabilidades, establecer penalidades, prohibir el uso de fondos 

públicos para ciertos gastos, y disponer el uso de los ahorros producto de esas prohibiciones, 

limitar el uso de fondos públicos para sufragar el uso de teléfonos celulares, prohibir el uso de 

fondos públicos para sufragar la utilización de vehículos de motor para uso personal o ilimitado 

de funcionarios, limitar el uso de fondos públicos para sufragar el costo de servicios 

profesionales de cabildeo, establecer la prohibición de gastos de difusión pública del Gobierno 

del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, establecer los mecanismos sobre exactitud en los 

gastos y la creación de un sistema de contabilidad uniforme y organización fiscal para el 

Gobierno de Puerto Rico, y para otros fines. 

 Con la aprobación de esta importante pieza legislativa comenzamos a dar los pasos 

necesarios para devolver a nuestros ciudadanos la fe perdida durante los últimos años en el 

Gobierno. 

 

 

Decrétase por la Asamblea Legislativa de Puerto Rico: 

 

Artículo 1. — Título. (3 L.P.R.A. § 8751 nota) 

 

   Esta Ley se conocerá como la "Ley para la Reforma Fiscal del Gobierno del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico de 2006". 

 

Artículo 2. — Aplicabilidad. (3 L.P.R.A. § 8751 nota) 

 

   Esta Ley será de aplicación a todas las agencias del Gobierno del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico, cuyo presupuesto se sufraga, en todo o en parte, con cargo al Fondo General. Para 

efectos de esta Ley, el término "Agencias", significa todos los organismos o instrumentalidades y 

entidades de la Rama Ejecutiva del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, tales como 

departamentos, juntas, comisiones, administraciones, oficinas, subdivisiones y corporaciones 

públicas que estén bajo el control de dicha Rama. Esta Ley también será de aplicabilidad a la 

Asamblea Legislativa en lo que respecta a una congelación estricta de su gasto operacional hasta 

el 2008, a la no aprobación de iniciativas legislativas que tengan un impacto fiscal adverso sobre 

una agencia, al uso de los fondos públicos para gastos de teléfonos celulares, a la limitación en la 

contratación de servicios profesionales de cabilderos, en la restricción de los gastos de difusión 

pública y en la implantación de otras medidas de ahorro de su propia iniciativa. 

   Igualmente, esta Ley también aplicará a la Oficina de Etica Gubernamental de Puerto Rico y la 

Oficina del Contralor de Puerto Rico en lo que respecta a política pública, reforma fiscal, 

prohibición del uso de deudas, límite al uso de excesos de recaudos, aprobación del Presupuesto 
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General de Gastos, erogación de fondos públicos luego de aprobado el Presupuesto General de 

Gastos, prohibición a exceder el presupuesto asignado, uso del Fondo Presupuestario y del 

Fondo de Emergencias, fondos públicos para el pago de teléfonos celulares, uso de fondos 

públicos para el pago de vehículos de motor, uso de fondos públicos para el pago de servicios 

profesionales de cabildeo, gastos de difusión pública del Gobierno, transacciones electrónicas, 

legalidad y exactitud de gastos, prerrogativa legislativa y penalidades.  

 

Artículo 3. — Política Pública. (3 L.P.R.A. § 8752) 

 

   Será política pública del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, establecer un 

sistema fiscal que incorpore mecanismos efectivos de control, disminución y rendimiento del 

gasto público, utilizando como parámetros los siguientes principios generales: 

1) Disminuir el gigantismo de gastos gubernamentales al mismo tiempo que se garantiza 

calidad y acceso a los servicios. 

2) Promover la eliminación o consolidación  de agencias para evitar la duplicidad y 

burocracia dentro del Gobierno. 

3) Disminuir la nómina de forma que no ocasione despidos de empleados públicos de carrera 

o aumentar el déficit actuarial de los sistemas de retiro. 

4) Eliminar la utilización de fondos públicos para gastos innecesarios, extravagantes, 

excesivos, en las tres Ramas del Gobierno de Puerto Rico. 

5) Limitar los gastos de relaciones y difusión pública a aquellos expresamente autorizados 

por ley.  

6) Cualesquiera otras medidas que contribuyan a la reducción de gastos del Gobierno, que no 

conlleven reducción del sueldo de los empleados públicos ni el despido de empleados 

públicos de carrera o la disminución de servicios indispensables al Pueblo, en las tres Ramas 

del Gobierno de Puerto Rico.  Disponiéndose, que lo antes expuesto es con sujeción a lo 

dispuesto en la Ley Núm. 184 de 3 de agosto de 2004, según enmendada, conocida como 

"Ley para la Administración de los Recursos Humanos en el Servicio Público del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico", y sin menoscabo de las facultades administrativas al amparo 

de dicho estatuto.  

7) Establecer medidas encaminadas al control y uso eficiente de los donativos e incentivos 

provenientes del Fondo General.  Además, revisar e implantar mecanismos que promuevan la 

eficiencia en los procesos de adquisición y pagos por bienes y servicios.  

 

Artículo 4. — Reforma Fiscal. (3 L.P.R.A. § 8753) 

 

   En adición a la presente Ley, se denomina como Reforma Fiscal el conjunto de leyes vigentes 

o que se aprueben en el futuro dirigidas al cumplimiento con las directrices y política pública 

plasmada en esta legislación. 

 

Artículo 5. — Prohibición del Uso de Deudas. (3 L.P.R.A. § 8754) 

 

   Se prohíbe la utilización de deudas, préstamos o cualquier mecanismo de financiamiento para 

cubrir gastos operacionales y para balancear el Presupuesto General de Gastos del Gobierno de 
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Puerto Rico.  Los ahorros por concepto de refinanciamientos no podrán ser utilizados para cubrir 

los gastos operacionales y/o balancear el presupuesto de gastos, salvo disposición en contrario 

mediante Resolución Conjunta.  Esta prohibición no incluirá aquellos refinanciamientos que 

tengan por efecto reducir el costo de la deuda, sin aumentar la cantidad original ni deuda 

aprobada por la Asamblea Legislativa con anterioridad a la vigencia de esta Ley.  Este Artículo 

no aplicará a los instrumentos emitidos de conformidad con la Ley Núm. 1 de 26 de junio de 

1987, según enmendada, conocida como “Ley para Emitir Pagarés en Anticipación de 

Contribuciones sobre Ingresos del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”.  Las disposiciones de 

este Artículo 5 quedan suspendidas desde la fecha de aprobación de esta Ley hasta el 30 de junio 

de 2015. La Asamblea Legislativa podrá extender esta suspensión por un periodo adicional 

mediante legislación a esos efectos si determina que tal extensión es necesaria para continuar con 

los esfuerzos dirigidos a lograr un presupuesto balanceado. 

 

Artículo 6. — Límite al Uso de los Excesos de Recaudos. (3 L.P.R.A. § 8755) 

 

   Los recaudos en exceso de los estimados de ingresos, si alguno, que se reciban en determinado 

año fiscal, serán transferidos al Fondo de Interés Apremiante para ser utilizados según se dispone 

en la Ley que crea dicho Fondo. 

 

Artículo 7. — Aprobación del Presupuesto General de Gastos. (3 L.P.R.A. § 8756) 

 

   El Presupuesto General de Gastos del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, se 

aprobará mediante las siguientes Resoluciones: (1)  Resolución Conjunta del Presupuesto 

General de Gastos de Funcionamiento;  (2)  Resolución Conjunta de Asignaciones Especiales 

para Gastos de Funcionamiento;  (3)  Resolución Conjunta de Asignaciones para la Construcción 

de Obra Permanente con cargo al Fondo de Mejoras Públicas; y cualquier otra legislación que 

pueda ser acordada por la Rama Legislativa y la Rama Ejecutiva. 

 

Artículo 8. — Prohibición a Exceder el Presupuesto Asignado. (3 L.P.R.A. § 8758) 

 

   Ninguna agencia del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico ni las Ramas Judicial 

y Legislativa están autorizadas a gastar en exceso de lo asignado en el Presupuesto General de 

Gastos, según lo dispuesto en esta Ley, salvo que se disponga lo contrario mediante la  

aprobación de alguna Ley o Resolución Conjunta a tales efectos.  Cualquier violación a este 

Artículo se sancionará de acuerdo a lo dispuesto en el Artículo 24 de esta Ley. 

 

Artículo 9. — Preparación de Certificaciones. (3 L.P.R.A. § 8759) 

 

   Toda agencia que reciba asignaciones de recursos del Fondo General, deberá someter una 

certificación firmada en conjunto por el jefe de la agencia y por el director de finanzas, la cual 

estará debidamente juramentada por ambos.  Esta certificación deberá contener, entre otras 

cosas, la siguiente información: 

a) El número de puestos ocupados, por categoría, a principio y a final del año fiscal, 

incluyendo la cuantía total de la nómina. 
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b) Una relación de los servicios profesionales y consultivos recibidos durante el año fiscal, 

incluyendo la cuantía de los mismos. 

c) Un análisis de las economías alcanzadas o el incremento en gastos ocurridos durante el 

año fiscal. 

d) Recomendaciones para realizar economías adicionales, incluyendo un análisis de 

duplicidad de funciones dentro del organismo.  

e) Medidas objetivas para determinar la eficiencia y efectividad en cumplir con sus objetivos 

y responsabilidades, según lo dispuesto en su Ley Orgánica.  

f) Los ingresos mensuales recibidos y proyectados, comparados con los ingresos 

presupuestados para el año fiscal.  

g) Los gastos mensuales incurridos y proyectados comparados con los gastos presupuestados 

para el año fiscal. 

h) El detalle de cualquier instrumento financiero que tenga la entidad, tales como, pero sin 

limitarse a, certificados de depósito y cuentas de inversión, entre otros. 

   Esta certificación deberá contener un párrafo final que disponga que la misma refleja la 

realidad de todos los ingresos, todos los gastos, todas las transacciones contables y todas las 

deudas y obligaciones de la agencia.  La misma deberá radicarse en la Secretaría de la Cámara de 

Representantes y del Senado de Puerto Rico, en la Oficina del Contralor y ante la Oficina de 

Gerencia y Presupuesto en o antes del 31 de diciembre del año fiscal que acaba de concluir. 

 

Artículo 10. — Uso del Fondo Presupuestario y del Fondo de Emergencias. (3 L.P.R.A. § 

8760) 

 

   El Fondo Presupuestario creado en virtud de la Ley Núm. 89 de 18 de agosto de 1994, según 

enmendada, la cual enmienda la Ley Núm. 230 de 23 de julio de 1974, según enmendada, mejor 

conocida como "Ley de Contabilidad del Gobierno de Puerto Rico", se podrá utilizar únicamente 

para cubrir asignaciones de gastos debidamente aprobadas, según lo dispuesto en esta Ley, en 

cualquier año económico en el que los ingresos disponibles no sean suficientes. Se prohíben las 

asignaciones de fondos provenientes del Fondo Presupuestario para cubrir gastos de cualquier 

agencia del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico en exceso de lo asignado en el 

Presupuesto General de Gastos, según lo dispuesto en esta Ley, salvo que se apruebe ley o 

resolución conjunta para disponer lo contrario.  

   El Fondo de Emergencias, creado en virtud de la Ley Núm. 91 de 21 de junio de 1966, según 

enmendada, no se podrá utilizar para cubrir gastos operacionales recurrentes, excepto según se 

disponga mediante Resolución Conjunta. 

 

Artículo 11. — Plan Estratégico. (3 L.P.R.A. § 8761) 

 

   Toda petición presupuestaria presentada por el Gobernador de conformidad con la Sección 4 

del Artículo IV de la Constitución de Puerto Rico, para cada año fiscal, vendrá acompañada de 

un Plan Estratégico de siete (7) años, según éste se define en el inciso (b) de la Sección 8, de la 

Resolución Conjunta Núm. 321 de 21 de noviembre de 2005. Se comenzará con la petición 

presupuestaria para el Año Fiscal 2006-2007.  Este Plan Estratégico deberá incluir, pero sin 

limitarse a, un plan de reestructuración y consolidación de programas gubernamentales o la 
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fusión de dos o más agencias del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, siempre 

que resulte en una reducción en funciones y gastos administrativos.  Como parte de cada Plan 

Estratégico, se podrán proponer planes de retiro incentivado o de retiro temprano; disponiéndose, 

sin embargo, que estos planes de retiro temprano sólo se podrán llevar a cabo en aquellas 

agencias en las cuales su implantación resulte ser costo-efectiva, y se reduzca el número de 

empleados, y si se garantiza y se demuestra que el mismo no será adverso al Sistema de Retiro 

de los Empleados Públicos.   

   Esta disposición ni ninguna otra disposición de esta Ley deberá interpretarse, bajo ningún 

concepto como una medida dirigida a la reducción del sueldo de los empleados públicos, ni a la 

cesantía de empleados de carrera, ni utilizarse como mecanismo para menoscabar derechos 

adquiridos por ley o acordados por convenios colectivos, ni constituirá excusa o impedimento 

para negociar de buena fe, cláusulas económicas o de otra índole, conforme a la Ley Núm. 45 de 

25 de febrero de 1998, según enmendada, mejor conocida como "Ley de Relaciones del Trabajo 

para el Servicio Público de Puerto Rico".  

   Si para un año fiscal particular el Gobernador entiende que no es posible reestructurar o 

consolidar agencias del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, el Plan Estratégico 

sometido deberá contener, pero sin limitarse a, una discusión de las oportunidades de 

reestructuración o consolidación consideradas y las razones por las cuales no se recomiendan 

favorablemente las mismas.   

   Para poder implantar cualquier plan de retiro temprano, el mismo deberá establecerse mediante 

aprobación de Ley.  

 

Artículo 12. — Economías en el Presupuesto de Gastos de Funcionamiento. (3 L.P.R.A. § 

8762) 

 

   El Plan Estratégico contendrá un renglón de economías y controles internos sobre los gastos de 

cada agencia del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. 

   El Plan incluirá un desglose detallado de todas las economías al presupuesto de gastos de 

funcionamiento que le sea asignado. 

   En reconocimiento a la necesidad imperiosa del Estado Libre Asociado de Puerto Rico en 

atender su margen de gastos y de atemperarlos a la situación fiscal económica del Estado, se 

fijan los siguientes parámetros como elementos no inclusivos de atención fiscal:  

(a) Para el Año Fiscal 2006-2007, la Rama Ejecutiva del Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

vendrá obligado a realizar ahorros y economías en gastos de funcionamiento del presupuesto en 

una cantidad no menor de trescientos cincuenta millones (350,000,000) de dólares del 

presupuesto propuesto, a todas las agencias que se nutren del Fondo General.  Estos ahorros 

incluirán  las economías resultantes de la implantación de todos los controles de gastos 

establecidos por esta Ley, como por ejemplo, los planes de retiro temprano o incentivados y la 

consolidación de agencias, entre otros.   

   No se incluirán en estos ahorros y economías, aquellas agencias o entidades públicas cuyo 

presupuesto o asignación sea establecido por ley o a base de fórmulas previamente aprobadas. 

Tampoco se incluirá en la reducción el pago de la deuda pública. 

   Los ahorros y economías dispuestos en este inciso, se harán tomando como base el presupuesto 

propuesto por el Gobernador para el Año Fiscal 2006-2007, el cual ha sido fijado en nueve mil 
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seiscientos ochenta y cuatro millones (9,684,000,000) de dólares.  Durante el Año Fiscal 2006-

2007, no menos de trescientos millones (300,000,000) de dólares deberán generarse del Fondo 

General. 

(b) En los años fiscales subsiguientes las economías en el presupuesto serán conforme a lo 

establecido en la ley que crea el Fondo de Interés Apremiante.  

(c) En o antes del tercer año después de la aplicación de esta Reforma Fiscal, el Presupuesto 

Operacional del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, será hasta un máximo de 

un dos por ciento (2%) menor a los ingresos recurrentes.  

(d) De los ahorros y economías antes referidos se excluirán aquellos aumentos debidamente 

legislados y aprobados por ley.  

(e) Entre las partidas a disminuirse se incluirán los renglones de nombramiento de empleados de 

confianza, contratos de servicios profesionales, pago de cánones de arrendamiento del Gobierno 

en el alquiler de facilidades privadas, compra de equipo y gastos de publicidad, entre otros. Al 

evaluarse las posibles economías en los renglones antes mencionados, se tendrá como la más alta 

prioridad no menoscabar la prestación de servicios de salud y seguridad pública por ser áreas 

esenciales para la ciudadanía, y los cánones de arrendamiento que se pagan a Corporaciones 

Públicas por servicios y mantenimiento que éstas prestan, de cuyos ingresos dependen el pago de 

su nómina.  Las economías realizadas y/o proyectadas en estos renglones formarán parte 

prioritaria del Plan Estratégico preparado por cada agencia que se establece en el Artículo 12  de 

esta Ley.  

(f) A tenor con las disposiciones previas de este Artículo, el Director de la Oficina de Gerencia y 

Presupuesto habrá de presentar, en o antes del 2 de  junio de 2006, el Programa de Ajustes de 

Gastos Gubernamentales conforme a esta Ley, el cual deberá ser presentado ante la Secretaría de 

ambos Cuerpos Legislativos.   

(g) El presupuesto del Senado y la Cámara de Representantes de Puerto Rico para los Años 

Fiscales 2006-2007 y 2007-2008, será equivalente al del Año Fiscal 2005-2006, y no sufrirá 

aumento alguno durante dichos años. 

(h) El presupuesto de la Rama Judicial se regirá por lo dispuesto en la Ley Núm. 286 de 20 de 

diciembre de 2002. 

(i) No se le asignará compensación final discrecional a funcionarios nombrados con 

posterioridad a la fecha de vigencia de esta Ley por concepto de cese en sus funciones. 

 

Artículo 13. — Puestos Vacantes. (3 L.P.R.A. § 8763) 

 

   Cualquier puesto de personal de carrera que esté vacante al momento de entrar en vigor esta 

Ley o que quede vacante con posterioridad a la aprobación de la misma y cuyo costo se sufrague 

con cargo al Fondo General, permanecerá vacante.  Luego de un plazo que nunca será menor de 

seis (6) meses, si fuera necesario ocupar el puesto, deberá mediar una justificación de la agencia 

para la ocupación del puesto y autorización por escrito de la Oficina de Gerencia y Presupuesto. 

Se seguirá el siguiente orden de prioridad al momento de reclutar la persona para cubrir la 

vacante:  

(a) Se ocupará la vacante por el ascenso o traslado de otra persona, empleado de carrera de la 

misma agencia, cuyo puesto a su vez quedará vacante.   
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(b) Cuando no haya personas en la misma agencia con las cualificaciones necesarias para llenar 

el puesto, el mismo podrá ser cubierto por una persona debidamente cualificada a tenor con las 

disposiciones de la Ley Núm.184 de 3 de agosto de 2004, según enmendada, conocida como la 

"Ley para la Administración de los Recursos Humanos en el Servicio Público del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico", que ocupe un puesto de confianza en otra agencia, quien si fuese 

necesario, será reemplazada, a su vez, siguiendo las disposiciones de este Artículo.   

(c) De no existir en alguna de las agencias del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico personal cualificado para cubrir el puesto, el mismo permanecerá vacante, salvo que medie 

una certificación del Director de la Oficina de Gerencia y Presupuesto para la utilización de los 

fondos, así como una certificación de necesidad del Director de la Oficina de Recursos Humanos 

del Estado Libre Asociado de Puerto Rico,  a los efectos de que el puesto es esencial para el 

funcionamiento regular de la agencia. 

(d) Se crea en la Oficina del Contralor, a partir del 1ro de enero de 2008, un Registro de Puestos 

e Información Relacionada para todas las entidades de gobierno, sin excepción alguna, que 

forman parte de las Ramas Ejecutiva, Legislativa y Judicial, incluidas las corporaciones públicas 

y sus subsidiarias, los municipios, las corporaciones especiales, municipales y los consorcios. 

Mensualmente los jefes de dichas entidades de gobierno enviarán un informe a la Oficina del 

Contralor que contenga la siguiente información: 

(1) Total del presupuesto de la entidad clasificado por fondos: generales, especiales, federales 

o cualquier otro fondo, asignaciones e ingresos que tenga la entidad. 

(2) Total del presupuesto de la entidad asignado a nóminas y costos relacionados clasificado 

por fondos: generales, especiales, federales o cualquier otro fondo, asignaciones e ingresos 

que tenga la entidad. 

(3) Total del gasto real de la nómina y costos relacionados de los puestos cubiertos 

clasificado por fondos: generales, especiales, federales o cualquier otro fondo, asignaciones e 

ingresos que tenga la entidad.  

(4) Cantidad total de: 

a. Puestos autorizados; cubiertos y vacantes, segregados por categoría ya sea de carrera, 

transitorio, irregular, confianza o cualquier otra categoría que tenga la entidad. 

b. Puestos creados y eliminados, segregados por categoría. 

c. Nombramientos, segregados por categoría. 

d. Separaciones del empleo, ya sean por renuncia, destitución, muerte, jubilación u otra 

razón, segregadas por categoría. 

e. Cambios en la clasificación de puestos que afectan el salario, segregados por categoría. 

f. Empleados en licencia sin sueldo, reportados al Fondo del Seguro del Estado y en 

destaque. 

(5) Cualquier otra información adicional que el Contralor determine que es necesaria para 

cumplir con los propósitos de esta Ley. 

   Los informes se someterán a la Oficina del Contralor no más tarde de treinta (30) días 

calendario después de finalizado el mes y no podrán contener nombres de funcionarios o 

empleados como tampoco los números de seguro social.  El Contralor podrá conceder una 

prórroga de quince (15) días adicionales, o menos, para someter un informe en casos meritorios, 

previa solicitud debidamente fundamentada.  Los informes deberán ser certificados por el jefe 

correspondiente de las entidades de gobierno.  Las entidades de gobierno mantendrán un 
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expediente con toda la información que sustente cada informe que sometan.  El Registro de 

Puestos e Información Relacionada se publicará en la página de Internet de la Oficina del 

Contralor. 

   Se autoriza al Contralor a aprobar reglamentación necesaria para poner en vigor esta 

disposición y para acudir al Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan, para 

compeler a funcionarios que incumplan con lo establecido en esta Ley. 

   Quedarán exentos de las disposiciones de este Artículo los reclutamientos para los siguientes 

puestos: (1) policías; (2) maestros de salón de clases; (3) profesionales de la salud; (4) bomberos; 

(5) oficiales de corrección; (6) trabajadores sociales; (7) guardias nacionales, de aplicarse y (8) 

puestos técnicos del Instituto de Ciencias Forenses. También estarán excluidos los 

nombramientos que debe realizar el Gobernador en la Oficina del Gobernador o de conformidad 

con la legislación correspondiente tales como: jueces, fiscales, procuradores de menores y de 

familia, registradores de la propiedad, miembros de juntas, entre otros.  No obstante, estos 

puestos serán incluidos en el Registro de Puestos e Información Relacionada según dispuesto en 

el inciso (d) que precede. 

   Se le ordena a la Oficina de Recursos Humanos del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 

para que en un término no mayor de doscientos setenta (270) días a partir de la aprobación de 

esta Ley, provea un estudio de la clasificación de puestos y sus equivalencias en todas las 

agencias del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, con el propósito de atemperar 

las disposiciones de la Ley Núm. 184 de 3 de agosto de 2004, según enmendada, mejor conocida 

como la "Ley para la Administración de los Recursos Humanos en el Servicio Público del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico", con las disposiciones de esta Ley, tomando en consideración los 

efectos sobre otras leyes que regulen el sistema de personal del servicio público.   

   De igual forma, se le ordena al Secretario del Departamento de Educación para que, junto a la 

Oficina de Recursos Humanos del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, se revise la fórmula 

entre empleados docentes y no docentes de la agencia, a los fines de realizar un estudio para 

establecer un balance adecuado entre el personal antes señalado dirigido a proveer un plan de 

acción que regule la contratación y nombramiento de personal dentro del Departamento.  Este 

estudio deberá ser presentado, junto al Plan de Acción, a la Asamblea Legislativa, no más tarde 

del 31 de diciembre de 2006. 

   Esta disposición no deberá interpretarse, bajo ningún concepto como una medida dirigida a la 

reducción del sueldo de los empleados públicos ni a la cesantía de empleados de carrera, ni 

utilizarse como mecanismo para menoscabar derechos adquiridos por ley o acordados por 

convenios colectivos o impedimento para negociar de buena fe, conforme a la Ley Núm. 45 de 

25 de febrero de 1998, según enmendada, mejor conocida como "Ley de Relaciones del Trabajo 

para el Servicio Público de Puerto Rico" y a la Ley Núm. 130 de 8 de mayo de 1945, según 

enmendada, mejor conocida como "Ley de Relaciones del Trabajo de Puerto Rico".  

   Los puestos pagados con fondos federales que queden vacantes, serán cubiertos de manera 

preferencial por empleados que ocupen puestos pagados con fondos estatales, salvo que se 

disponga lo contrario mediante legislación federal.  
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Artículo 14. — Ahorros por Reducción en Gastos. (3 L.P.R.A. § 8764) 

 

   Cualquier economía que se genere como consecuencia de que los gastos, en determinado año 

fiscal, sean menores a la cantidad asignada para ese mismo año, en el presupuesto aprobado 

según las disposiciones de esta Ley, podrán ser utilizados por la agencia en años fiscales 

siguientes, disponiéndose que el uso de estos ahorros estará limitado un cincuenta por ciento 

(50%) para sufragar proyectos de mejoras permanentes o gastos no recurrentes.  La mitad 

sobrante ingresará al Fondo General y su uso será determinado mediante aprobación de ley o 

resolución conjunta. 

 

Artículo 15. — Fondos Públicos para el Pago de Teléfonos Celulares. (3 L.P.R.A. § 8765) 

 

   Será política pública del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico eliminar el uso de 

fondos públicos para el pago de teléfonos celulares, incluyendo equipos electrónicos con 

teléfono celular integrado, según se disponga mediante aprobación de ley u orden ejecutiva, a 

tales efectos.   

 

Artículo 16. — Uso de Fondos Públicos para el Pago de Vehículos de Motor. (3 L.P.R.A. § 

8766) 

 

   Será política pública del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico que no se utilicen 

fondos públicos para sufragar el uso de vehículos de motor para uso personal e ilimitado de 

funcionarios, excepto en aquellos casos en que se trate del jefe de la agencia o cuando disponga 

lo contrario mediante aprobación de ley u orden ejecutiva a tales efectos, siempre y cuando, el 

funcionario participe directamente en la atención de emergencias médicas, sociales, ambientales, 

de salud o de seguridad pública.  En el caso que se desee ampliar esta autorización, deberá 

mediar orden ejecutiva del Gobernador a tales efectos.  Estas órdenes ejecutivas deberán 

remitirse a las Secretarías de ambos Cuerpos Legislativos, dentro de los cinco (5) días 

posteriores a la firma de éstas. 

 

Artículo 17. — Uso de Fondos Públicos para el Pago de Servicios Profesionales de 

Cabildeo. (3 L.P.R.A. § 8767) 

 

   Se limitará el uso de fondos públicos para sufragar el costo de servicios profesionales de 

cabildeo a aquellos servicios de este tipo cuya finalidad sea única y exclusivamente la búsqueda 

de fondos federales o aquella legislación que promueva el bienestar económico de Puerto Rico.  

Cualquier contrato para estos servicios, deberá producir mayor cantidad en fondos federales o 

beneficios, que el monto de fondos públicos erogados para cubrir la cuantía del mismo. De lo 

contrario, el contrato quedará automáticamente cancelado, cuando su vigencia sea mayor de un 

año.  De igual forma, a su vencimiento, se prohibirá su renovación si durante el término del 

mismo no ha producido mayor cantidad en fondos federales o beneficios que el costo incurrido 

por los servicios. 
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Artículo 18. — Gastos de Difusión Pública del Gobierno. (3 L.P.R.A. § 8768) 

 

   Se prohíbe a la Rama Ejecutiva y a sus agencias, incurrir en gastos para compra de tiempo y 

espacio en los medios de difusión pública con el propósito de exponer sus programas, proyectos, 

logros, realizaciones, proyecciones o planes. Se exceptúan de lo anterior, aquellos avisos y 

anuncios expresamente requeridos y/o autorizados por ley.  Se prohíbe a la Rama Legislativa y a 

la Rama Judicial incurrir en gastos para la compra de tiempo y espacio en los medios de difusión 

pública con el propósito de exponer sus programas, proyectos, logros, realizaciones, 

proyecciones o planes. Se exceptúan de lo anterior los costos relacionados con el establecimiento 

y mantenimiento de las páginas de Internet usualmente establecidas por agencias, tribunales y 

legislaturas con información sobre la composición y el funcionamiento de sus estructuras y la 

información sobre servicios, casos o legislación, según aplique, así como cualquier otro modo de 

información sobre procesos y actividades legislativas e información de interés público. Se 

exceptúa, además, la compra de tiempo y espacio para la divulgación de calendarios legislativos 

que no identifique el nombre de ningún funcionario electivo en particular, al igual que la 

publicación por vía de esquelas o el pago de segmentos adicionales durante la comparecencia del 

Gobernador ante las Cámaras Legislativas. 

   Asimismo, se exceptúan aquellos anuncios que sean utilizados para difundir información de 

urgencia, emergencia, salud o de interés público. Para fines de  este  Artículo, información de 

interés público es aquella información que:   

(a) redunda en beneficio de la salud, seguridad, moral y en el bienestar general de todos los 

ciudadanos;  

(b) está destinada a una actividad de carácter pública o semipública;  

(c) promueve los intereses y objetivos de la entidad gubernamental, en consonancia con sus 

deberes y funciones o la política pública establecida;  

(d) promueve programas, servicios, oportunidades y derechos, o adelanta causas sociales, 

cívicas, culturales, económicas o deportivas; o  

(e) promueve el establecimiento, modificación o cambio de una política gubernamental. 

   En ninguna circunstancia será permitido utilizar fondos públicos con el único objetivo de 

adelantar un fin individual o partidista.  

 

Artículo 19. — Transacciones Electrónicas. (3 L.P.R.A. § 8769) 

 

   Será política pública del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico incentivar el 

desarrollo de la tecnología estimulando que todo desembolso de fondos públicos se realice 

mediante métodos electrónicos, disponiéndose que el Departamento de Hacienda establecerá un 

mecanismo de tarjetas electrónicas para los empleados que no deseen recibir su salario en su 

cuenta bancaria personal, en cumplimiento con la Ley Núm. 268 de 1 de septiembre de 1998.    

   El ahorro generado por la agilidad y eficiencia añadida al sistema, además de la reducción en 

costos relacionados a la impresión de cheques de nómina, sufragará el costo de implantación de 

este sistema. 
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Artículo 20. — Legalidad y Exactitud de Gastos, Responsabilidad. (3 L.P.R.A. § 8770) 

 

   El secretario, director, administrador o jefe de agencia y/o los funcionarios y empleados en que 

éste delegue y/o cualquier representante autorizado del mismo o de la agencia correspondiente, 

serán responsables de la legalidad, exactitud, propiedad, necesidad y corrección de todos los 

gastos que se autoricen para el pago de cualquier concepto. A estos fines, deberán producir y 

someter todos los informes que requieren las leyes, reglamentos, procedimientos y normas 

aplicables, dentro del término establecido para los mismos.  Asimismo, estarán sujetos a las 

disposiciones de la Ley Núm. 149 del 18 de junio de 2004, según enmendada, conocida como el 

"Código Penal de Puerto Rico", en todo asunto relacionado con el descargue de su función 

pública, administrativa y fiscal, así como lo dispuesto en el Artículo 24 de esta Ley, cuando el 

mismo sea aplicable. 

 

Artículo 21. — Organización Fiscal y Sistema de Contabilidad Uniforme. (3 L.P.R.A. § 

8771) 

 

   El Secretario del Departamento de Hacienda en coordinación con la Oficina de Gerencia y 

Presupuesto y los jefes de las agencias del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, será 

responsable de diseñar o aprobar la organización fiscal, el sistema uniforme de contabilidad y los 

procedimientos de pagos, ingresos y de registro de propiedad en todas las agencias.  Estos se 

diseñarán de conformidad con los principios de contabilidad generalmente aceptados y como 

parte de los procedimientos se revisarán todos los informes fiscales que se utilicen.  Deberán 

seguirse además las siguientes guías: 

(a) El sistema y los procedimientos de contabilidad y de registro de propiedad, serán diseñados 

de forma tal que permita a las agencias llevar a cabo sus funciones, a la vez que sirvan de base 

para mantener una contabilidad uniforme y coordinada. Deberán proveer un cuadro completo de 

los resultados de las operaciones financieras y suplir, además, la información financiera que debe 

ser provista para ayudar a la Asamblea Legislativa y a las agencias de la Rama Ejecutiva en el 

desempeño de sus respectivas responsabilidades. 

(b) El Sistema de Contabilidad Uniforme registrará las transacciones por fondos y se basará en 

los Principios de Contabilidad Generalmente Aceptados, así como los requisitos establecidos por 

la Junta Reguladora de Contabilidad de Gobierno (Governmental Accounting Standard Board, 

GASB). También se utilizarán los pronunciamientos del Consejo Nacional de Contabilidad de 

Gobierno (National Committee on Governmental Accounting-NCGA), el libro "Governmental 

Accounting, Auditing and Financial Reporting", comúnmente conocido por "Blue Book", como 

base para diseñar este Sistema y los procedimientos fiscales de las agencias del Gobierno del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico y la Ley Núm. 230 de 23 de julio de 1974, según 

enmendada, mejor conocida como "Ley de Contabilidad del Gobierno de Puerto Rico". 

(c) Toda agencia vendrá obligada a utilizar el sistema uniforme de contabilidad diseñado y 

aprobado por el Departamento de Hacienda, en lo referente a su esquema de cuentas, a su 

requerimiento de informes financieros y a sus normas de control interno.  

   El Sistema de Contabilidad Uniforme que se establece en este Artículo deberá contener, 

además de los requisitos antes especificados, lo siguiente: 
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1. Información completa sobre el resultado de las operaciones de las agencias del Gobierno 

del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. 

2. Información financiera adecuada y necesaria para una administración pública eficiente. 

3. Contabilidad efectiva de todos los fondos, propiedad y activos pertenecientes a las 

agencias. 

4. Informes y Estados Financieros confiables que sirvan como base para la preparación y 

justificación de las necesidades presupuestarias de las agencias.  

(d) Los procedimientos para efectuar transacciones tales como: incurrir en gastos, realizar pagos, 

recibir y depositar fondos públicos, así  como, controlar y contabilizar la propiedad pública, 

deberán contener controles adecuados para impedir que se cometan irregularidades. Esta 

disposición garantizará la claridad y pureza en los procedimientos fiscales, sin perjuicio de los 

preceptos de la Ley Núm. 230 de 23 de julio de 1974, según enmendada, mejor conocida como 

"Ley de Contabilidad del Gobierno de Puerto Rico", en lo que no sean incompatibles con las 

economías que ordena realizar esta Ley. 

(e) El Secretario(a) o Director(a) Ejecutivo(a) de cada agencia y demás funcionarios cooperarán 

con la Oficina de Gerencia y Presupuesto y el Departamento de Hacienda en el diseño de la 

organización fiscal de su respectiva agencia, del sistema uniforme de contabilidad y en los 

procedimientos de pagos, ingresos y registro de propiedad. Una vez aprobado dicho sistema, será 

mandatorio la adopción y el uso continuo del mismo. El Departamento de Hacienda ofrecerá el 

asesoramiento y la ayuda necesaria para la instalación y el uso del referido sistema, así como el 

detalle de los procedimientos, sin perjuicio a los preceptos de la Ley Núm. 230 de 23 de julio de 

1974, según enmendada, mejor conocida como "Ley de Contabilidad del Gobierno de Puerto 

Rico", en lo que no sean incompatibles con las economías que ordena realizar esta Ley. 

(f) El Secretario de Hacienda dará seguimiento a la organización fiscal, así como el sistema y los 

procedimientos de contabilidad y registro de propiedad de cada agencia; para verificar si están 

cumpliendo a cabalidad con su cometido. El sistema y procedimientos de contabilidad y registro 

de propiedad deberán ser revisados para evitar que se pierda su efectividad, de acuerdo a las 

necesidades cambiantes del gobierno y las normas modernas que rijan la materia. 

(g) Cada agencia será responsable de la implantación del sistema de contabilidad uniforme el 

cual permita generar los informes requeridos. El Secretario de Hacienda, certificará el sistema al 

año de haber comenzado el proceso de implantación y después que éste haya adiestrado a sus 

empleados y técnicos, haya instalado el sistema en su totalidad y corregido cualesquiera 

deficiencia técnica y de diseño del sistema, que permita generar los informes necesarios. El 

Secretario de Hacienda certificará a cada agencia a partir del año, o en su lugar, completará en un 

término de un (1) año adicional, el proceso para esta certificación.  Agotadas las gestiones 

administrativas del Secretario de Hacienda, si existe alguna agencia que al completar los dos (2) 

años después de comenzar el proceso de implantación, no pueda ser certificado, el Director podrá 

extender el proceso por un periodo adicional que será acordado con las agencias, pero que nunca 

será mayor de un (1) año. 

(h) Será responsabilidad de las agencias tener el balance de las cuentas, las reconciliaciones 

bancarias y las cuentas a cobrar y pagar, como requisito al momento de entrar la información al 

Sistema de Contabilidad Uniforme.  Cuando esta información no esté disponible, la agencia 

notificará al Secretario de Hacienda y al Director de la Oficina de Gerencia y Presupuesto, 
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quienes realizarán una evaluación para establecer alternativas de manera que se cumplan los 

propósitos de este inciso. 

(i)  Se crea una Junta Asesora, compuesta por el Director de la Oficina de Gerencia y 

Presupuesto, el Presidente del Banco Gubernamental de Fomento y el Presidente de la Junta de 

Planificación, para que, junto al Secretario de Hacienda, asuman la función principal de velar 

porque se establezcan ordenadamente los debidos controles fiscales y organizacionales 

necesarios para lograr la implantación y certificación de los Sistemas de Contabilidad Uniforme. 

Esta Junta establecerá la reglamentación que fuere necesaria para hacer cumplir sus funciones. 

(j) El Secretario de Hacienda proveerá acceso al Sistema de Contabilidad Uniforme a los 

siguientes funcionarios de la Rama Legislativa: Presidentes de ambos Cuerpos, Presidentes de 

las Comisiones de Hacienda de Cámara y Senado, Presidente de la Comisión de Presupuesto y 

Asignaciones de la Cámara, a los portavoces de mayoría y minorías de ambos cuerpos y a la 

Oficina del Contralor.  Este acceso será limitado a su lectura (read only) y no se podrán realizar 

alteraciones.  

   Tomando en cuenta la situación específica de la agencia concernida, y luego de recibir la 

evaluación y recomendaciones de la Junta Asesora, el  Secretario de Hacienda  podrá: 

1.  Autorizar a eliminar de la información incorrecta que se haya entrado al sistema antes de 

la certificación. 

2.  Fijar como punto de partida los balances del último estado financiero auditado ("Single 

Audit"). 

3.  El Sistema de Contabilidad Uniforme comenzará a funcionar a partir de la fecha en que 

fue certificado como correcto y confiable. 

   Aquella agencia que no pueda cuadrar su contabilidad histórica por no tener a su haber la 

documentación necesaria o por cualquier otra razón que haga imposible cumplir con el mandato 

de esta Ley, sea o no la misma integrante del Sistema de Contabilidad Uniforme, podrá realizar 

un corte de caja y hacer los ajustes necesarios en sus cuentas.  Esto, condicionado a que la 

agencia someta al Secretario de Hacienda una evaluación detallada de cómo se desviaron los 

procesos de contabilidad y presente una propuesta que contenga garantías, en forma de controles 

internos y administrativos, de que no se incurrirá en la misma irregularidad.  

   Ninguna de estas medidas, sin embargo, relevará a las agencias de la responsabilidad de 

realizar todos los esfuerzos posibles para corregir su contabilidad y mantener la documentación 

de sus operaciones organizada de forma tal que puedan auditarse durante periodos no 

mecanizados. 

   El Senado y la Cámara de Representantes de Puerto Rico deberán, no más tarde del 30 de junio 

de 2007, desarrollar los sistemas que le permitan ejercer al máximo la autonomía fiscal que le 

fue otorgada mediante la Ley Núm. 140 de 11 de junio de 2004.  El Secretario del Departamento 

de Hacienda y demás funcionarios de la Rama Ejecutiva deberán prestar toda la ayuda necesaria 

para acelerar el cumplimiento de esta disposición. 

 

Artículo 22. — Prerrogativa Legislativa. (3 L.P.R.A. § 8772) 

 

   Esta legislación, así como los procedimientos requeridos en la misma, en nada limitan o 

restringen la obligación, responsabilidad, capacidad y prerrogativas en la evaluación del 

presupuesto que tiene la Asamblea Legislativa, según le fueron conferidas por la Constitución 
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del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, la Ley de Presupuesto o cualquier otra ley o 

reglamento aplicable.  

 

Artículo 23. — Penalidades. (3 L.P.R.A. § 8773) 

 

(a) Toda persona que intencionalmente viole cualesquiera de las disposiciones de esta Ley y/o de 

aquellas leyes, reglamentos o normas aprobadas en virtud de ésta, será acusada de delito menos 

grave y convicta que fuere será castigada con multa de mil (1,000) hasta cinco mil (5,000) 

dólares, por cada violación de cada disposición de esta Ley. 

(b) La multa establecida en el inciso (a) de este Artículo, así como las que apliquen, si alguna, en 

virtud del Artículo 21 de esta Ley, será pagada del propio pecunio del funcionario o empleado 

que, por su descuido, negligencia o intención, cometiere la violación. Los dineros así recaudados 

ingresarán al Fondo General. 

(c) Las autoridades nominadoras de las agencias tendrán la obligación de imponer, además de lo 

dispuesto en el inciso (a) de este Artículo y en el Artículo 21 de esta Ley, cualquier acción 

disciplinaria que proceda contra algún funcionario o empleado que por descuido o negligencia 

incumpla o colabore en el incumplimiento de cualquiera de las disposiciones de esta Ley y/o de 

aquellas leyes, reglamentos o normas aprobadas en virtud de la misma.  

 

Artículo 24. — Cláusula de Separabilidad. (3 L.P.R.A. § 8751 nota) 

 

   Si cualquier palabra, frase, oración, inciso, sección, artículo o parte de la presente Ley fuese, 

por cualquier razón, impugnada ante un Tribunal y/o declarada inconstitucional o nula, tal 

determinación no afectará las restantes disposiciones de la misma. 

 

Artículo 25. — Impacto Fiscal. (3 L.P.R.A. § 8774) 

 

   El impacto fiscal para implantación de esta Ley será atendida mediante asignación al efecto en 

el Presupuesto del Año Fiscal 2006-2007. 

 

Artículo 26. — Vigencia. — Esta Ley entrará en vigor a partir del 1 de julio de 2006. 

 

 
 

 

Nota.  Este documento fue compilado por personal de la Oficina de Gerencia y Presupuesto del 

Gobierno de Puerto Rico. Aunque hemos puesto todo nuestro esfuerzo en la preparación del 

mismo, este no es una compilación oficial y podría no estar completamente libre de errores. En el 

mismo se han incorporado todas las enmiendas hechas a la Ley  a fin de facilitar su consulta. 

Para exactitud y precisión, refiérase a los textos originales de dicha ley. Compilado por la 

Biblioteca de la Oficina de Gerencia y Presupuesto.  
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“Ley Orgánica de la Oficina de Gerencia y Presupuesto”   

 
Ley Núm. 147 de 18 de junio de 1980, según enmendada. 

 

(Contiene enmiendas incorporadas por las siguientes leyes: 

Ley Núm. 89 de 18 de Agosto de 1994  

Ley Núm. 110 de 3 de Agosto de 1995 

Ley Núm. 93 de 20 de Agosto de 1997  

Ley Núm. 74 de 2 de mayo de 2000 

Ley Núm. 286 de 20 de Diciembre de 2002  

Ley Núm. 30 de 1 de Enero de 2003 

Ley Núm. 151 de 22 de Junio de 2004 

Ley Núm. 106 de 25 de Mayo de 2006  

Ley Núm. 59 de 10 de Julio de 2007 

Ley Núm. 42 de 16 de Abril de 2010 

Ley Núm. 239 de 11 de Diciembre de 2011 

Ley Núm. 58 de 19 de Marzo de 2012 

Ley Núm. 129 de 2 de Julio de 2012 

Ley Núm. 62 de 19 de Julio de 2013) 

 

 

Para crear la Oficina de Gerencia y Presupuesto en la Oficina del Gobernador, definir sus 

funciones y facultades; para establecer los poderes y facultades del Gobernador y el 

Director de la Oficina de Gerencia y Presupuesto; para crear el Fondo Presupuestario; 

para limitar los gastos de funcionamiento en años de elecciones y establecer penalidades; 

para autorizar tomar dinero a préstamo; para hacer recomendaciones sobre ingresos; y 

para derogar ciertas leyes. 

 

 

Decrétase por la Asamblea Legislativa de Puerto Rico:  

 

 

Artículo 1. — Título Breve. (23 L.P.R.A. § 101) 

 

   Esta Ley se conocerá como "Ley Orgánica de la Oficina de Gerencia y Presupuesto".  

 

Artículo 1-A. — Declaración de Política Pública. [Nota: La Ley 62-2013 añadió este Artículo] 

 

   Es política del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico implantar medidas 

rigurosas de control y eficiencia fiscal por medio del control adecuado de partidas 

presupuestarias relacionadas con nombramientos, transacciones de personal, contrataciones y del 

control general del gasto gubernamental.  

 

 

 

http://www.oslpr.org/files/docs/%7B1BE424B0-AF2C-4B7D-A11D-429699EA78E3%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7BCEAE7DBA-FEAA-4A91-95CA-AB49AD934960%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7B9DABFEB1-6DA2-4997-B496-25500020FB37%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7B68090FC4-CA2D-4B22-87F6-EEBE322B8980%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7BA06DBE29-D0CF-4E61-8DD9-B9015B1EA485%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7BD1BDDD75-D517-4451-83CB-647FA2497C6D%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7B56F975AB-266A-4FA2-8451-BCBDDD57013D%7D.doc
http://www.oslpr.org/2005-2008/leyes/pdf/ley-106-25-May-2006.pdf
http://www.oslpr.org/2005-2008/leyes/pdf/ley-59-10-Jul-2007.pdf
http://www.oslpr.org/2009-2012/leyes/pdf/ley-42-16-Abr-2010.pdf
http://www.oslpr.org/2009-2012/leyes/pdf/ley-239-11-Dic-2011.pdf
http://www.oslpr.org/2009-2012/leyes/pdf/ley-58-19-Mar-2012.pdf
http://www.oslpr.org/2009-2012/leyes/pdf/ley-129-02-Jul-2012.pdf
http://www.oslpr.org/2013-2016/leyes/pdf/ley-62-19-Jul-2013.pdf
http://www.oslpr.org/2013-2016/leyes/pdf/ley-62-19-Jul-2013.pdf
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Artículo 2. — Creación de la Oficina de Gerencia y Presupuesto. (23 L.P.R.A. § 102) 

  

(a) Por la presente se crea la Oficina de Gerencia y Presupuesto, adscrita a la Oficina del 

Gobernador como un organismo asesor y auxiliar para ayudar al Gobernador en el descargue de 

sus funciones y responsabilidades de dirección y administración. Dicha Oficina estará bajo la 

dirección de un Director nombrado por el Gobernador, quien desempeñará su cargo a voluntad 

del Primer Ejecutivo. El sueldo del Director será fijado por el Gobernador. Los gastos de la 

Oficina, incluyendo los sueldos del Director y demás personas se incluirán cada año en la 

Resolución Conjunta del Presupuesto.  

(b) La Oficina se considerará un Administrador Individual a los efectos de la administración de 

su personal, conforme a las disposiciones de la Ley de Personal del Servicio Público de Puerto 

Rico,  Ley Núm. 5 de 14 de octubre de 1975, según enmendada [Nota : Actual Ley 184- 2004, según 

enmendada, “Ley para la Administración de los Recursos Humanos en el Servicio Público del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico”] . El Director seleccionará y nombrará al personal profesional, técnico, 

secretarial y de oficina que estime necesarios para el cumplimiento de los fines de esta Ley; y 

determinará sus cualificaciones, requisitos, funciones y deberes conforme a las disposiciones de 

la referida Ley de Personal del Servicio Público. El Director podrá contratar los servicios de 

firmas y de profesionales, técnicos, consultores, auditores y otros que estime necesarios para 

cumplir con sus funciones y realizar aquellos estudios, investigaciones y análisis que considere 

necesarios o le sean encomendados o solicitados por el Gobernador o la Asamblea Legislativa. 

c) El Director estará facultado para establecer la estructura organizacional de la Oficina que 

estime necesaria para cumplir con los propósitos de esta ley.  

 

Artículo 3. — Facultades y Deberes de la Oficina de Gerencia y Presupuesto. (23 L.P.R.A. § 

103)  

 

(a) La Oficina de Gerencia y Presupuesto, bajo las reglas, reglamentos, instrucciones y órdenes 

que el Gobernador prescribiere, asesorará al Primer Ejecutivo, a la Asamblea Legislativa y a los 

organismos gubernamentales en los asuntos de índole presupuestarios, programáticos y de 

gerencia administrativa, así como en asuntos de naturaleza fiscal relativos a sus funciones; 

llevará a cabo las funciones necesarias que permitan al Gobernador someter a la Asamblea 

Legislativa el Presupuesto Anual de Mejoras Capitales y Gastos de Funcionamiento del 

Gobierno, incluyendo las Corporaciones Públicas; velará por que la ejecución y administración 

del presupuesto por parte de los organismos públicos se conduzcan de acuerdo con las leyes y 

resoluciones de asignaciones, con las más sanas y adecuadas normas de administración fiscal y 

gerencial, y en armonía con los propósitos programáticos para los cuales se asignan o proveen 

los fondos públicos. Evaluará los programas y actividades de los organismos públicos en 

términos de economía, eficiencia y efectividad y le someterá al Gobernador informes con 

recomendaciones para la implantación de las mismas. Preparará y mantendrá el control de todos 

aquellos documentos fiscales y presupuestarios que sean necesarios para la administración del 

presupuesto y efectuará los cambios, enmiendas o ajustes que se ameriten, sujeto a las 

disposiciones legales y normas establecidas por la Asamblea Legislativa y el Gobernador. Se 

mantendrá atento a las nuevas corrientes y tendencias en el ámbito presupuestario y gerencial de 

la administración pública para evaluar y adaptar aquellas técnicas, métodos y enfoques que 

apliquen al campo administrativo local, tanto en la formulación y ejecución del presupuesto, 
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como en la evaluación de programas, el análisis gerencial y la auditoría operacional y 

administrativa. Además, deberá proponer aquella legislación que considere necesaria y 

conveniente para incorporar dichos enfoques y tendencias a nuestro proceso presupuestario y 

administrativo.  

(b) La Oficina tendrá las siguientes facultades:  

(1) Facultades relacionadas con la formulación del presupuesto:  

(A) Requerir de los distintos organismos, corporaciones públicas y subdivisiones 

políticas del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico y en la fecha que éste 

determine, las peticiones presupuestarias con los planes de trabajo y las justificaciones 

correspondientes y toda la información de índole programática, fiscal y gerencial, gastos 

que se proponen, estados financieros y de operaciones y cualquier otra información que 

se necesite. 

(B) Reunir, relacionar, revisar, rebajar o aumentar las peticiones presupuestarias de los 

distintos organismos estatales, excepto como se dispone en el apartado (a) inciso (7) del 

Artículo 4.  

(C) Realizar las vistas, los exámenes de documentos, las observaciones, las 

investigaciones, las inspecciones o constataciones que se consideren necesarias para 

realizar dichos estudios gerenciales, o evaluaciones. 

(D) Celebrar audiencias con los directores de los organismos.  

(E) Realizar análisis financieros, programáticos, gerenciales y operacionales de todos los 

organismos públicos, incluyendo aquellos que operan con fondos propios o aportaciones 

del Gobierno de Estados Unidos.  

(F) Tomar en consideración e incorporar durante el análisis de las peticiones 

presupuestarias de los organismos, los señalamientos y recomendaciones contenidas en 

los estudios y los análisis gerenciales y de auditoría operacional que se realicen en las 

agencias.  

(G) Obtener de la Autoridad de Energía Eléctrica una relación del consumo anual de 

energía de los distintos organismos gubernamentales, desglosado por cada entidad y 

presentar dicha información al Gobernador como parte del ejercicio presupuestario. 

(2) Facultades relacionadas con la administración, ejecución y control del presupuesto:  

(A) Preparar y recomendar para la aprobación del Gobernador, los detalles 

presupuestarios o Presupuestos Ejecutivos, de acuerdo con el apartado (e), inciso (1) del 

Artículo 4.  

(B) Aprobar la creación y eliminación de cargos y puestos regulares o de duración fija 

durante el año fiscal que cubra el presupuesto.  

(C) Eliminar todos aquellos puestos vacantes o que vacaren como resultado de 

reorganizaciones, eliminación de funciones, reducción en el volumen de trabajo, 

consolidación de programas o funciones, o cuando se considere necesario por razones 

fiscales o de control presupuestario.  

(D) Aprobar las autorizaciones de viajes al exterior de los funcionarios públicos. Cuando 

las necesidades del servicio lo requieran, el Director podrá subdelegar esta facultad en los 

Secretarios y Jefes de Agencias. 

(E) Llevar a cabo el control de las asignaciones para inversiones y mejoras permanentes; 

y requerir los informes de progreso con la frecuencia que sean necesarios para darle 

seguimiento a la ejecución y desarrollo de los programas y autorizar la reprogramación 
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de recursos cuando los diferentes organismos gubernamentales así lo soliciten y se 

determine la conveniencia y necesidad de tal acción. Disponiéndose que también le dará 

seguimiento a los programas de mejoras permanentes de las corporaciones públicas y 

aquellos sufragados con aportaciones del Gobierno de los Estados Unidos. En el ejercicio 

de esta función establecerá y mantendrá la necesaria coordinación con el Banco 

Gubernamental de Fomento  respecto a las mejoras permanentes y su financiamiento en 

relación a las corporaciones públicas. Disponiéndose que cualquier reprogramación de 

recursos que sea necesaria efectuar, y el seguimiento de los programas de mejoras 

permanentes estará en armonía con lo dispuesto en el Programa de Inversiones y con el 

espíritu de la medida legislativa que autorice el uso de los fondos.  

(F) Verificar la disponibilidad de fondos para cubrir las reasignaciones de personal, los 

aumentos de sueldo dentro del grado, y cualquier otra transacción de personal que 

conlleve efecto presupuestario, con carácter previo a la autorización final por la Oficina 

Central de Administración de Personal o por los Administradores Individuales cuyos 

gastos de funcionamiento dependen de asignaciones legislativas.  

(G) Con miras a evaluar el efecto fiscal, revisar y aprobar conjuntamente con la Oficina 

Central de Administración de Personal los planes de retribución de los organismos que 

son Administradores Individuales bajo la Ley de Personal. Dichos organismos 

establecerán los procedimientos necesarios para cumplir con los propósitos de esta 

disposición.  

(H) Verificar la disponibilidad de fondos para el empleo de personal irregular en aquellas 

agencias que dependen de asignaciones legislativas para sus gastos de funcionamiento.  

(I) Requerir de los organismos de Gobierno informes periódicos sobre el estado de las 

asignaciones que reflejen los desembolsos, obligaciones, balances disponibles y 

proyecciones de gastos.  

(J) La administración, ejecución y control del presupuesto de la Rama Judicial, recaerá en 

el Juez Presidente del Tribunal Supremo de Puerto Rico o en el Director Administrativo 

de los Tribunales por delegación de éste.  

(K) La administración, ejecución y control del presupuesto de la Rama Legislativa, 

recaerá en los presidentes del Senado y de la Cámara de Representantes, respectivamente. 

(L) Coordinar y requerir información mediante carta circular a un oficial en los 

organismos de la Rama Ejecutiva, el cual será designado como enlace entre las 

dependencias de dicha Rama y la Oficina en asuntos de administración presupuestaria. 

Este oficial deberá ser el Director de Presupuesto, el Director de Finanzas o el Director de 

Administración, o su equivalente, y que esté desempeñando el cargo o puesto.  

(M) Fundamentado en la información obtenida al amparo del apartado (G) del inciso 

(b)(1) de este Artículo, preparará la proyección de gastos de consumo de energía eléctrica 

de cada organismo gubernamental cuyo presupuesto está bajo la jurisdicción de la 

Oficina y cuyo pago por dicho servicio procede en todo o en parte del presupuesto del 

Fondo General, identificará el monto del pago mensual proyectado durante el año fiscal 

entrante y coordinará con el Departamento de Hacienda para que se reserve el total de 

dichas partidas para cada año fiscal exclusivamente para ese pago y que el pago 

correspondiente a cada mensualidad por dicho concepto se realizará directa e 

íntegramente a la Autoridad de Energía Eléctrica al inicio de cada mes. 
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(3) Facultades relacionadas con la evaluación y el análisis gerencial y programático:  

(A) Llevar a cabo aquellos estudios gerenciales, exámenes y evaluaciones que se 

consideren necesarios para medir, mejorar y aumentar la efectividad, la eficiencia y la 

economía en el funcionamiento de los organismos regulares del Gobierno del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico y de sus Corporaciones Públicas y en el caso de los 

municipios cuando éstos lo solicitaren. A tales efectos, entre otras cosas deberá:  

1) Mantener bajo continuo examen la organización de la Rama Ejecutiva para 

asesorar al Gobernador y a la Asamblea Legislativa en cuanto a asuntos tales como la 

creación o eliminación de organismos; la fusión de organismos; la transferencia de 

funciones y programas; la creación de mecanismos de coordinación, de planificación 

o asesoramiento y demás medidas que se estime necesario para mejorar la dirección, 

coordinación y funcionamiento de la Rama Ejecutiva.  

2) Examinar y estudiar internamente cualesquiera de las agencias gubernamentales, 

de sus corporaciones públicas o municipios, en su aspecto total o en aspectos 

parciales tales como la organización, los sistemas y procedimientos gerenciales y 

auxiliares para la planificación, la organización central y operacional, la coordinación 

interna e interagencial, los sistemas de información, los servicios auxiliares de 

compra y suministro, entre otros.  

3) Hacer señalamientos y formular recomendaciones a los jefes de agencias y al 

Gobernador como resultado de los estudios, evaluaciones y exámenes que realice.  

4) Mantener informado al Gobernador sobre los hallazgos y señalamientos 

formulados como parte de los estudios que realice y de las medidas correctivas 

tomadas en cada caso. 

5) Ayudar y asesorar a las agencias en el desarrollo de estudios administrativos, 

evaluaciones y en la implantación de las medidas correctivas adoptadas 

conjuntamente.  

6) Participar en carácter de asesor o colaborador en la estructuración e implantación 

de nuevos programas y organismos gubernamentales y darle seguimiento al desarrollo 

de éstos para hacer señalamientos y recomendaciones al Gobernador y al jefe de la 

agencia concernida.  

7) Darle seguimiento a las reorganizaciones implantadas por las agencias a los fines 

de evaluar los resultados y logros obtenidos de tales reorganizaciones y formular los 

señalamientos y recomendaciones pertinentes, al jefe de la agencia y al Gobernador.  

8) Promover y ayudar en la coordinación de esfuerzos para bregar con asuntos o 

situaciones que requieren la participación o intervención de varios organismos 

gubernamentales.  

(B) Requerir de los organismos gubernamentales los informes, materiales, datos y 

cualquier otra información sobre la organización; los objetivos; las funciones; las 

actividades; la base legal; los reglamentos; los recursos; las estrategias; las prioridades; 

los planes de acción y cualesquiera otros aspectos gerenciales o administrativos que se 

consideren relevantes para los estudios, evaluaciones o auditorías que realice la Oficina. 

Las agencias, departamentos y demás instrumentalidades del Gobierno del Estado Libre 

Asociado vendrán obligadas a suministrar a la Oficina toda la información que dicha 

agencia les requiera en el cumplimiento de las funciones y deberes que esta ley le 

impone. 
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(C) Realizar las vistas, los exámenes de documentos, las observaciones, las 

investigaciones, las inspecciones o constataciones que se consideren necesarias para 

realizar dichos estudios gerenciales, auditorías o evaluaciones.  

(D) Propiciar y fomentar el intercambio de información sobre temas y asuntos 

gerenciales.  

(E) Velar porque los estudios evaluativos programáticos que realice tomen en cuenta, 

además de los aspectos de interés primordial para la Oficina, la manera en que los 

objetivos, metas, políticas y estrategias de cada Programa armonizan con las establecidas 

en el Plan de Desarrollo Integral y el Programa de Inversiones de Cuatro Años.  

(4) Facultades relacionadas con la auditoría operacional, gerencial o administrativa: 

(A) Llevar a cabo auditorías operacionales o gerenciales en las agencias e 

instrumentalidades del Estado Libre Asociado de Puerto Rico y en sus corporaciones 

públicas, ya sea por iniciativa propia, a base de un plan programado anualmente, o a 

solicitud del Gobernador, para determinar el grado de éxito y eficiencia alcanzado por los 

programas, proyectos, o actividades gubernamentales (i) en el logro de los objetivos 

fijados, (ii) en alcanzar esos objetivos al menor costo posible, y (iii) en evitar o combatir 

todo desperdicio, gastos excesivos y la duplicidad en el uso de fondos públicos.  El 

resultado de estos informes será presentado al Gobernador y al jefe de la agencia, 

instrumentalidad o corporación pública correspondiente con una lista de hallazgos y 

recomendaciones dirigidas a maximizar la eficiencia de los recursos gubernamentales. 

(B) Coordinar y ampliar los esfuerzos gubernamentales para promover la integridad y 

eficiencia en el manejo de fondos públicos, estatales y federales. 

(C) Evaluar y reglamentar la utilización de fondos federales por parte de las agencias. 

(D) Establecer procesos uniformes para las evaluaciones, estudios y asesorías sobre 

cumplimiento de normas que se lleven a cabo.  

(E) Establecer procesos para la formulación de planes de acción correctivos ante las 

deficiencias encontradas en las entidades gubernamentales y dar seguimiento a esos 

planes para la plena consecución de una sana administración pública.  

(F) Asesorar y colaborar con los organismos gubernamentales en el establecimiento de 

planes de acción correctivos y otras medidas.   

(G) Requerir a las entidades gubernamentales toda la documentación de índole 

programática, fiscal, gerencial y operacional, sobre cualquier tipo de evaluación que se 

esté llevando a cabo. 

(H) Tener acceso a toda documentación, sistemas electrónicos de información y cualquier 

otro material disponible en las entidades gubernamentales que esté relacionado con los 

programas, procesos y proyectos gubernamentales que esas entidades gubernamentales 

estén analizando o evaluando. 

(I) Citar testigos, tomar juramentos o declaraciones, tomar testimonios y requerir la 

producción de libros, fotografías, expedientes y documentos, incluyendo información, 

documentos, libros, expedientes y fotografías contenidas en formato electrónico, según la 

OGP entienda necesario para completar o desarrollar cualquier investigación que esté 

llevando a cabo.  

(J) En auxilio de su jurisdicción, solicitar al Tribunal de Primera Instancia la expedición 

de citaciones so pena de desacato que requieran la comparecencia y declaración de 
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testigos, o la producción o presentación de toda prueba que se relacione con un asunto 

que la OGP esté evaluando, investigando o estudiando.  

(K) Adoptar y promulgar los reglamentos que sean necesarios y convenientes para 

cumplir con los propósitos de esta Ley. 

(L) Desarrollar y establecer estándares, políticas, normas y procedimientos para guiar a 

las agencias en el establecimiento de controles y en la observación de prácticas de sana 

administración. 

(M) Hacer referidos al Departamento de Justicia, a la Oficina de Ética Gubernamental o a 

cualquier agencia análoga según corresponda como consecuencia de las auditorías que la 

OGP lleve a cabo de acuerdo con los poderes que se le otorgan mediante esta Ley. 

(5) Facultades generales inherentes a las facultades y deberes de la Oficina:  

(A) Establecer y mantener un sistema de información que propicie, facilite y agilice los 

procesos de las agencias de la Rama Ejecutiva en su relación e interacción con otras 

agencias, y con la Oficina, excepto el utilizado por el Departamento de Hacienda en la 

ejecución exclusiva de sus operaciones y el utilizado por todas aquellas agencias y 

organismos gubernamentales que en el ejercicio de las funciones impuestas por el 

ordenamiento o por la particularidad de las funciones delegadas, la ley dispone y 

garantiza mantener la confidencialidad de la información obtenida.  

(B) Coordinar y requerir información mediante carta circular o memorando a un oficial 

en los organismos de la Rama Ejecutiva, el cual será designado por el jefe de cada 

dependencia, disponiéndose que dicha información podrá conllevar, en la eventualidad de 

que surjan circunstancias o necesidades especiales o extraordinarias que lo ameriten, la 

presentación de declaración jurada ante un notario y de informes de contadores públicos 

autorizados indicando cumplimiento o algún otro tipo de certificación sobre la misma. 

Este oficial servirá de enlace entre las dependencias de dicha Rama y la Oficina en 

asuntos de administración presupuestaria; este oficial deberá ser el Director de 

Presupuesto, el Director de Finanzas o el Director de Administración, o su equivalente, y 

estar desempeñando el cargo o puesto en esos momentos.  

(C) Requerir a las agencias la participación en proyectos multiagenciales dirigidos a 

lograr economía, eficiencia y efectividad.  

(D)Adoptar criterios generales cuyo efecto sea lograr economía, eficiencia y efectividad 

en el gobierno. Podrá, entre otros, establecer medidas dirigidas a la conservación de 

recursos en los organismos de la Rama Ejecutiva e imponer límites máximos para el 

importe a pagar por concepto de determinadas transacciones y servicios en aquellos casos 

para los cuales el Director de Gerencia y Presupuesto encuentre que es necesario para 

lograr una mejor utilización de los recursos, y una sana administración fiscal.  

(E) El Director de la Oficina de Gerencia y Presupuesto podrá fijar tarifas y otros cargos 

que sean justos y razonables por los servicios prestados a las agencias e 

instrumentalidades públicas a tenor con esta Ley, siempre que este servicio no sea la 

preparación del presupuesto de las Agencias del Gobierno de Puerto Rico.  Asimismo, 

podrá recibir la aportación o el reembolso que sea necesario por parte de las agencias e 

instrumentalidades públicas, luego que la Oficina de Gerencia y Presupuesto haya 

efectuado pagos a suplidores por servicios de los que éstas se beneficien. Será requisito 

indispensable que, previo a la prestación de cualquier servicio, el Jefe de Agencia con 

interés presentará una solicitud para tales efectos ante la Oficina de Gerencia y 
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Presupuesto y se suscribirá un contrato que incluirá los servicios a prestarse y los costos 

que conllevan los mismos. 

(F) Para descargar los deberes y facultades que esta Ley le impone, la Oficina de 

Gerencia y Presupuesto está facultada para, a tenor con las disposiciones relativas al 

procedimiento de reglamentación establecido en la Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 

1988, según enmendada, conocida como la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme, adoptar cualquier reglamento que sea necesario para llevar a cabo las 

facultades, deberes y funciones que le sean conferidas por ésta u otra Ley.  

 

Artículo 4. — Deberes y Facultades del Gobernador en Relación con el Presupuesto. (23 

L.P.R.A. §  104) 

 

(a) En armonía con el Artículo IV, Sección 4 de la Constitución del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico, el Gobernador someterá a la Asamblea Legislativa al comienzo de cada sesión 

ordinaria, un Presupuesto Anual de Mejoras Capitales y Gastos de Funcionamiento del Estado 

Libre Asociado, sus Instrumentalidades y Corporaciones Públicas, con cargo al Fondo General, 

los Fondos Especiales, las aportaciones del Gobierno de los Estados Unidos, emisiones de bonos 

y préstamos, recursos propios de las Corporaciones Públicas y cualesquiera otra fuente de 

ingresos, indicativo de los objetivos y de los programas de gobierno que el Primer Ejecutivo 

propone para el año fiscal siguiente, con base en la orientación y las metas a más largo plazo del 

Plan de Desarrollo Integral, el Programa de Inversiones de Cuatro Años y del Plan de Uso de 

Terrenos, formulados y adoptados por la Junta de Planificación. 

   El presupuesto deberá contener la siguiente información, en la forma, extensión o detalle que el 

Gobernador estimare conveniente: 

(1) Un mensaje del Gobernador exponiendo sus recomendaciones programáticas, fiscales y 

presupuestarias.  

(2) Una exposición general de los objetivos, planes y programas en los cuales está enmarcado 

el Presupuesto así como la forma en que, con los recursos que se recomiendan en el 

documento de Presupuesto, se logran dichos objetivos, planes y programas.  

(3) Descripciones de las funciones, programas y actividades del Gobierno y sus agencias, 

incluyendo, cuando ello resultare factible o conveniente, información sobre los costos de los 

programas en vigor y propuestos, de los logros alcanzados y de las mejoras gerenciales 

efectuadas y en proyectos.  

(4) Todos los recursos y egresos del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico y de 

sus Instrumentalidades y Corporaciones Públicas, durante el último año fiscal terminado.  

(5) Un estimado de todos los recursos que se esperan recibir durante el año fiscal en vigor al 

someterse el presupuesto, y de los gastos estimados a incurrirse durante el mismo período, 

del Gobierno del Estado Libre Asociado y de sus Instrumentalidades y Corporaciones 

Públicas.  

(6) Cálculos de todos los recursos probables del Gobierno del Estado Libre Asociado y de 

sus Instrumentalidades y Corporaciones Públicas, independientemente de su origen, durante 

el siguiente año fiscal según; 

(A) las leyes existentes a la fecha en que se someta el presupuesto,  

(B) las propuestas legislativas que afecten dichos ingresos, si las hubiere,  

(C) los programas federales en vigor y  
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(D) por otros conceptos.  

(7) Las asignaciones y egresos que se recomiendan o proponen con cargo a todos los recursos 

calculados, después de la debida consideración del Plan de Desarrollo Integral de Puerto 

Rico, el Programa de Inversiones de Cuatro Años y de los planes de usos de terrenos, 

preparados por la Junta de Planificación para el año fiscal siguiente, excepto la Asamblea 

Legislativa y la Oficina del Contralor del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, que estarán 

exentas de someter peticiones presupuestarias, las cuales el Gobernador incluirá en el 

presupuesto que recomiende, un presupuesto para gastos ordinarios de funcionamiento igual 

al vigente. La Oficina del Contralor someterá directamente a la Asamblea Legislativa su 

propia petición de recursos de gastos ordinarios de funcionamiento en o antes del 30 de 

noviembre del año anterior al que la solicite y suministrará a la Oficina copia de toda 

información que someta a la Asamblea Legislativa para que dicha Oficina pueda asesorar a la 

Asamblea Legislativa en lo relativo a las peticiones de recursos de gastos ordinarios de 

funcionamiento de dicho organismo. Cada dos (2) años la Oficina del Contralor de Puerto 

Rico someterá a la Asamblea Legislativa un informe con una auditoría externa de sus gastos 

operacionales. Comenzando con el año fiscal 2003-2004, a la Rama Judicial se le asignará 

una cantidad equivalente al tres punto tres (3.3 %) por ciento del promedio del monto total de 

las rentas anuales obtenidas de acuerdo con las disposiciones de las leyes del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico e ingresadas en el Fondo General del Tesoro de Puerto Rico en los 

dos (2) años económicos anteriores al año corriente, y lo ingresado en el Fondo de Interés 

Apremiante, creado por la Ley Núm. 91 de 13 de mayo de 2006, según enmendada, y en 

cualesquiera fondos especiales, creados mediante legislación a partir del 1ro. de julio de 

2007, que se nutran de recursos generados por imposiciones contributivas o no contributivas. 

Se dispone que en caso de que el promedio del monto total de las rentas anuales sea menor 

que el año precedente, la cantidad base será igual a la última asignación anual recibida por la 

Rama Judicial. Dicho tres punto tres (3.3%) por ciento se aumentará para el año fiscal 2004-

2005 en una décima (0.1) del uno (1 %) por ciento y durante los próximos tres (3) años 

fiscales en dos décimas (0.2) del uno (1%) por ciento hasta alcanzar un máximo del cuatro 

(4%) por ciento de los ingresos del Fondo General del Tesoro de Puerto Rico para el año 

fiscal 2007-2008. Estos recursos se utilizarán para los gastos operacionales de 

funcionamiento de la Rama Judicial. En caso de que la Rama Judicial requiriese cantidades 

adicionales a las asignadas conforme a esta Ley para el desarrollo, construcción y ampliación 

de su obra física o para cualquier otro propósito, someterá directamente a la Asamblea 

Legislativa las peticiones presupuestarias necesarias con sus justificaciones. Las 

recomendaciones y peticiones para asignaciones de cantidades englobadas en el proyecto de 

presupuesto general para cada organismo gubernamental estarán respaldadas en el 

Presupuesto que se someta por cálculos detallados, por partidas de gastos y por programas o 

actividades. 

(8) Los estados financieros y cualquiera otra información y datos económicos incluyendo los 

presupuestos de las empresas y corporaciones públicas que a su juicio fueren necesarios o 

convenientes, a fin de dar a conocer tan detalladamente como fuere factible  

(A) el estado económico del Gobierno Estatal a la terminación del último año fiscal,  

(B) su situación fiscal calculada al finalizar el año fiscal en curso, incluyendo todos los 

balances disponibles para gastarse y  
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(C) su situación fiscal estimada al finalizar el siguiente ejercicio, si se adoptaren las 

proposiciones contenidas en el Presupuesto.  

(b) El Gobernador someterá los anteproyectos de leyes de asignaciones y para generar ingreso, 

de acuerdo con el Presupuesto que recomienda, en el curso de la sesión ordinaria de la Asamblea 

Legislativa dentro del término establecido por ley.  

(c) En armonía con la Sección 8, Artículo VI  de la Constitución del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico, proceder conforme a las siguientes normas de prioridad en el desembolso de fondos 

públicos, cuando los recursos disponibles para un año económico no basten para cubrir las 

asignaciones aprobadas para ese año. Podrá delegar las mismas en el Director de Gerencia y 

Presupuesto:  

(1) Ordenar el pago de los intereses y amortizaciones correspondientes a la deuda pública. 

(2) Ordenar que se atiendan los compromisos contraídos en virtud de contratos legales en 

vigor, sentencias de los tribunales en casos de expropiación forzosa, y obligaciones 

ineludibles para salvaguardar el crédito, y la reputación y el buen nombre del Gobierno del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico. 

(3) Ordenar que con cargo a las asignaciones para gastos ordinarios se atiendan 

preferentemente los desembolsos relacionados con:  

(A) La conservación de la salud pública  

(B) La protección de personas y de la propiedad,  

(C) Los programas de instrucción pública,   

(D) Los programas de bienestar público,  

(E) El pago de las aportaciones patronales a los sistemas de retiro y el pago de pensiones 

a individuos concedidas por leyes especiales y luego los demás servicios públicos en el 

orden de prioridades que el Gobernador determine, disponiéndose que los desembolsos 

relacionados con los servicios aquí enumeradas no tendrán prelación entre sí sino que 

podrán atenderse en forma simultánea; Disponiéndose, además, que los ajustes por 

reducción podrán hacerse en cualquiera de las asignaciones para gastos ordinarios 

incluyendo las áreas de servicios indicadas en este inciso.  

 (4) Ordenar  que se construyan las  obras o mejoras permanentes cuyos contratos hayan sido  

debidamente formalizados; Disponiéndose que se dará preferencia a obras de emergencia 

motivadas por catástrofes o actos de la naturaleza, accidentes fortuitos; y luego se procederá 

a la ejecución de aquellas que mejor respondan al desenvolvimiento de la vida normal y 

económica de Puerto Rico.  

(5) Ordenar que se atienda el pago de los contratos y compromisos contraídos con cargo a 

asignaciones especiales de funcionamiento y luego se atienda preferentemente aquellas fases 

de los programas que están en proceso de desarrollo o en una etapa de planificación cuya 

posposición afecte directa o indirectamente los intereses de la clientela servida por el 

programa.  

(d) En la implantación de las normas de prioridad establecidas anteriormente podrán adoptarse 

las medidas administrativas que más adelante se detallan. El Gobernador, o el Director de 

Gerencia y Presupuesto, por delegación de éste, someterá a los Presidentes del Senado y de la 

Cámara de Representantes, así como a las Comisiones de Hacienda de ambos cuerpos 

legislativos, un informe detallado de los ajustes que hayan sido necesarios efectuar para 

balancear el presupuesto en virtud de lo dispuesto en este Artículo. Con dicho informe, el 

Gobernador someterá sus recomendaciones en cuanto a la forma de atender las obras y 
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actividades cuya ejecución quede pospuesta. Las obligaciones correspondientes a las obras 

pospuestas se cancelarán para los efectos del año objeto de ajuste y se llevarán a los libros del 

Director de Hacienda contra los recursos disponibles para asignarse en años subsiguientes, 

mediante el correspondiente libramiento de asignaciones: 

(1) Ajustar las asignaciones para gastos ordinarios de funcionamiento provistas a las distintas 

agencias e instrumentalidades del Estado, según las normas de prioridad establecidas en el 

apartado (c) del Artículo 4.  

(2) Ajustar las asignaciones aprobadas para el desarrollo de mejoras permanentes cuya 

ejecución no se haya llevado a pública subasta, posponiendo aquella parte de la obra 

autorizada por ley que no pueda realizarse por limitación de recursos. 

(3) Ajustar las asignaciones para programas especiales cuya posposición no afecte ni conflija 

con los compromisos y obligaciones contraídos, reduciendo o ajustando las cantidades 

autorizadas por ley.  

(e) Con respecto a la administración y control del presupuesto, tendrá las siguientes facultades 

que podrá delegar en el Director de Gerencia y Presupuesto:  

(1)Aprobar los detalles presupuestarios, mediante Presupuestos Ejecutivos, de las 

asignaciones englobadas autorizadas en la Resolución Conjunta del Presupuesto General o en 

cualesquiera otras leyes; y de recursos disponibles en fondos especiales de origen estatal o de 

origen federal. Estos detalles podrán ser preparados a base de años fiscales determinados o a 

base de cuotas por períodos determinados de tiempo dentro de un año fiscal.  

(2) Enmendar los detalles presupuestarios en la forma que crea necesario sin que ello afecte 

la cuantía total asignada a los organismos, con excepción de lo dispuesto en los apartados (c) 

y (d) del Artículo 4 ó cuando por otras leyes se disponga lo contrario.  

(3) Aprobar y refrendar, mediante Presupuestos Ejecutivos o Autorizaciones de Puestos y 

Gastos, las autorizaciones especiales para incurrir en gastos y crear puestos, contra 

cualesquiera fondos o asignaciones, independientemente de su origen. Se entenderán como 

especiales las autorizaciones no cubiertas en los Presupuestos Ejecutivos señalados en el 

apartado (e), inciso (1).  

(4) Determinar qué puestos vacantes o que puedan vacar luego, no deben cubrirse durante el 

período de tiempo que sea necesario. 

(5) Establecer reservas presupuestarias y restringir los recursos a disposición de los 

organismos en la forma que crea pertinente cuando en la ejecución y control del presupuesto 

lo estime necesario, independientemente de las circunstancias establecidas en los apartados 

(c) y (d) del Artículo 4. 

(6) Incluir en los detalles presupuestarios, con cargo a las diferentes fuentes de ingresos, las 

partidas necesarias para el pago de deudas incurridas en años anteriores por los organismos y 

reducir en esas cantidades los recursos a la disposición del organismo para el año fiscal en el 

que se hace el ajuste. El ejercicio de esta función no será aplicable a los organismos o 

empresas que operen con tesoro independiente, ni aquellos organismos a los que se les 

proveen asignaciones sobre las cuales la Oficina no ejerce control presupuestario, los cuales 

tomarán las medidas que correspondan para satisfacer las deudas de años anteriores. 

(7) Autorizar al Secretario de Hacienda a anticipar recursos a las agencias con cargo al Fondo 

General para obligaciones o desembolsos de programas con aportaciones del Gobierno de 

Estados Unidos aprobadas pero pendientes de recibirse y para el pago de mejoras 
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permanentes contratadas en proceso de construcción, en lo que se hacen efectivas nuevas 

asignaciones.  

 

Artículo 5. — Recomendaciones sobre Ingresos. (23 L.P.R.A. § 105) 

 

   Si para un año económico la suma de los ingresos calculados a base de las leyes vigentes, más 

los recursos o saldos disponibles para asignarse, fuese menor que los gastos propuestos, el 

Gobernador recomendará a la Asamblea Legislativa nuevas contribuciones, empréstitos u otra 

acción adecuada para hacer frente al déficit calculado. Si la suma de todos los ingresos 

calculados fuese mayor que los egresos propuestos, el Gobernador hará las recomendaciones que 

a su juicio requiera el interés público.  

 

Artículo 6. — Creación del Fondo Presupuestario. (23 L.P.R.A. § 106) 

 

a)  Por la presente se autoriza y crea un fondo de depósito del Gobierno del Estado Libre 

Asociado bajo la custodia del Secretario de Hacienda que se conocerá con el nombre de "Fondo 

Presupuestario".   

(b)  Comenzando con el año fiscal 95-96, el "Fondo Presupuestario" será capitalizado 

anualmente por una cantidad no menor a un tercio (0.33) del uno por ciento (1%) del total de la 

Resolución Conjunta del Presupuesto. A partir del año fiscal 1999-2000, dicha aportación será de 

una cantidad no menor del uno por ciento (1%) del total de las rentas netas del año fiscal 

anterior. Además, se ordena que a partir del año fiscal 1999-2000, todos lo ingresos que no 

constituyen rentas netas al Fondo General que no estén destinadas por ley a un fin específico 

ingresen al Fondo Presupuestario. El Gobernador de Puerto Rico y el Director de la Oficina por 

delegación del primero, podrá ordenar el ingreso de cualesquiera fuentes de ingreso en el Fondo 

de una cantidad mayor a la aquí fijada cuando así lo creyere conveniente. El balance máximo de 

dicho fondo no excederá del seis por ciento (6%) de los Fondos asignados en la Resolución 

Conjunta del Presupuesto para el año en que se ordene el ingreso de dichos recursos al Fondo 

Presupuestario.  

(c) El Fondo Presupuestario será utilizado para cubrir asignaciones aprobadas para cualquier año 

económico en que los ingresos disponibles para dicho año no sean suficientes para atenderlas, y 

para honrar el pago de la deuda pública. 

(d) El Gobernador y el Director de la Oficina de Gerencia y Presupuesto, por delegación de éste, 

podrán proveer los recursos económicos a las agencias y las corporaciones públicas con cargo al 

Fondo para atender obligaciones o desembolsos de programas con aportaciones del Gobierno de 

Estados Unidos aprobadas y pendientes de recibirse, para el pago de contratos de mejoras 

permanentes en proceso de construcción en los que se hacen efectivas las asignaciones y para el 

pago de determinaciones de Tribunales Estatales y Federales. 

(e)  El Gobernador queda por la presente autorizado a ordenar el uso de los recursos del Fondo 

Presupuestario que sean necesarios para atender tales situaciones.  
 

Artículo 7. — Fondo Especial. [Nota: Este Art. fue añadido por la Ley 129-2012] 

 

   Se crea un Fondo Especial, bajo la custodia de la Oficina de Gerencia y Presupuesto, no sujeto 

a un año fiscal determinado, distinto y separado de todo otro dinero o fondos del Estado, para 

http://www.oslpr.org/2009-2012/leyes/pdf/ley-129-02-Jul-2012.pdf
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que ingresen los fondos que se deriven de los pagos o reembolsos que realicen las agencias e 

instrumentalidades públicas del Gobierno de Puerto Rico como resultado de la imposición de 

tarifas y/o cobros. 

   El presente Fondo será utilizado por el Director de la Oficina de Gerencia y Presupuesto para 

cubrir los gastos relacionados con los servicios provistos por la Oficina y/o aquéllos que fueren 

contratados para beneficio de las agencias e instrumentalidades del Gobierno de Puerto Rico o 

para cubrir cualquier necesidad que éste identifique en la Oficina de Gerencia y Presupuesto.  

 

Artículo 8. — Limitación sobre Gastos en Año de Elecciones. (23 L.P.R.A. § 108) 

 

   Durante el período comprendido entre el 1 de julio del año en que se celebren elecciones 

generales y la fecha de la toma de posesión de los nuevos funcionarios electos en dichas 

elecciones generales, será ilegal incurrir en gastos u obligaciones que excedan del cincuenta (50) 

por ciento de la asignación presupuestaria de cada partida. Los Secretarios y Directores de 

Agencias serán responsables directamente por cualquier violación de esta disposición, la cual 

constituirá delito menos graves (misdemeanor) y conllevará una penalidad que no exceda de seis 

meses de reclusión o multa de ($500) quinientos dólares o ambas penas a discreción del 

Tribunal. Disponiéndose, sin embargo, que esta limitación no se aplicará a la Rama Judicial, la 

Rama Legislativa, las asignaciones para pareo de fondos federales que requieran anticipo, a los 

programas de mejoras permanentes, el pago de la deuda pública, las asignaciones a la 

Universidad de Puerto Rico y las asignaciones con fines legales específicos y que no constituyen 

gastos corrientes de funcionamiento.  
 

Artículo 9. — Sucesión. (23 L.P.R.A. § 109) 

 

(a) La Oficina de Gerencia y Presupuesto será la sucesora para todos los fines del Negociado del 

Presupuesto, creado por la Ley Núm. 213 de 12 de mayo de 1942, enmendada, de conformidad 

con las disposiciones de esta ley. 

(b) A la Oficina de Gerencia y Presupuesto se le transferirá para que las utilice para los fines y 

propósitos de esta ley, toda propiedad o cualquier interés en ésta; récords, archivos y 

documentos; fondos ya asignados o a ser hechos disponibles en el futuro, incluyendo sobrantes, 

activos y acreencias de toda índole; obligaciones y contratos de cualquier tipo; y licencias, 

permisos y otras autorizaciones.  

(c) Todo el personal que trabaja en el Negociado del Presupuesto al momento de aprobarse y 

entrar en vigencia esta ley, será transferido a la Oficina de Gerencia y Presupuesto. Dicho 

personal conservará los derechos adquiridos a la fecha que sea efectiva la vigencia de esta ley, 

así como los derechos, privilegios y obligaciones y status respecto a cualquier sistema o sistemas 

existentes de pensión, retiro o fondo de ahorro y préstamo, al cual estuvieren afiliados. 

 

Artículo 10. — Asignación. (23 L.P.R.A. § 101 nota) 

 

   La asignación de fondos para gastos de funcionamiento de la Oficina se incluirá en el 

presupuesto anual que se somete a la Asamblea Legislativa. Si por cualquier razón no se 

incluyen los fondos para gastos en dicho presupuesto anual, la asignación para dicho año será 

igual a la del año inmediatamente anterior.  
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Artículo 11. — Cláusula Derogativa. (23 L.P.R.A. § 101 nota) 

 

   Se derogan los Artículos 1, 20, 30, 31, 32, 32A, 32B, 32C, 32D y 33 de la Ley Núm. 213 de 12 

de mayo de 1942, según enmendada; la Ley Núm. 77 de 24 de junio de 1975 conocida como la 

Ley Orgánica del Negociado del Presupuesto. Toda ley o parte de ley o reglamento incompatible 

con las disposiciones de esta ley, quedan por la presente derogadas.  

 

Artículo 12. — Cláusula de Salvedad. (23 L.P.R.A. § 101 nota) 

 

   Si cualquier palabra, inciso, oración, artículo u otra parte de esta ley fuesen impugnados por 

cualquier razón ante un tribunal y declarados inconstitucionales o nulos, tal sentencia no 

afectará, menoscabará o invalidará las restantes disposiciones y partes de esta ley, sino que su 

efecto se limitará a la palabra, inciso, oración, artículo o parte específicos así declarados 

inconstitucionales o nulos, y la nulidad o invalidez de cualquier palabra, inciso, oración, artículo 

o parte en algún caso no se entenderá que afecta o perjudica en sentido alguno su aplicación o 

validez en cualquier otro caso.  

 

Artículo 13. — Vigencia. — Esta ley entrará en vigor inmediatamente después de su 

aprobación. 

 

 
 

 

Nota.  Este documento fue compilado por personal de la Oficina de Gerencia y Presupuesto del 

Gobierno de Puerto Rico. Aunque hemos puesto todo nuestro esfuerzo en la preparación del 

mismo, este no es una compilación oficial y podría no estar completamente libre de errores. En el 

mismo se han incorporado todas las enmiendas hechas a la Ley  a fin de facilitar su consulta. 

Para exactitud y precisión, refiérase a los textos originales de dicha ley. Compilado por la 

Biblioteca de la Oficina de Gerencia y Presupuesto.  
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“Sistema de Retiro de los Empleados del Gobierno del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico” 

 
Ley Núm. 447 de 15 de mayo de 1951, según enmendada 

 

(Contiene enmiendas incorporadas por las siguientes leyes: 

Ley Núm. 1 de 29 de Diciembre de 1951 

Ley Núm. 210 de 8 de Mayo de 1952 

Ley Núm. 43 de 16 de Abril de 1952 

Ley Núm. 177 de 30 de Abril de 1952 

Ley Núm. 427 de 13 de Mayo de 1952 

Ley Núm.72 de 13 de Junio de 1953 

Ley Núm.120 de 1 de Julio de 1953 

Ley Núm. 7 de 9 de Abril de 1954 

Ley Núm. 8 de 9 de Abril de 1954 

Ley Núm. 73 de 19 de Junio de 1954 

Ley Núm. 35 de 11 de Mayo de 1955  

Ley Núm. 40 de 17 de Mayo de 1955  

Ley Núm. 70 de 20 de Junio de 1956  

Ley Núm. 39 de 12 de Junio de 1957  

Ley Núm. 2 de 22 de Abril de 1959 

Ley Núm. 136 de 19 de Julio de 1960  

Ley Núm. 132 de 28 de Junio de 1961  

Ley Núm. 26 de 15 de Junio de 1965 

Ley Núm. 103 de 22 de Junio de 1966 

Ley Núm. 127 de 10 de Junio de 1967 

Ley Núm. 91 de 19 de Junio de 1968 

Ley Núm. 95 de 19 de Junio de 1968 

Ley Núm. 160 de 29 de Junio de 1968  

Ley Núm. 161 de 29 de Junio de 1968  

Ley Núm. 31 de 20 de Mayo de 1970  

Ley Núm. 62 de 30 de Mayo de 1970  

Ley Núm. 5 de 28 de Febrero de 1972  

Ley Núm. 11 de 28 de Marzo de 1972  

Ley Núm. 19 de 26 de Abril de 1972  

Ley Núm. 24 de 20 de Junio de 1972  

Ley Núm. 123 de 8 de Junio de 1973  

Ley Núm. 269 de 30 de Julio de 1974  

Ley Núm. 27 de 26 de Mayo de 1975  

Ley Núm. 14 de 10 de Diciembre de 1975 

Ley Núm. 6 de 18 de Febrero de 1976 

Ley Núm.103 de 2 de Junio de 1976 

Ley Núm. 44 de 12 de Junio de 1978 

Ley Núm. 34 de 12 de Mayo de 1980 

Ley Núm. 5 de 8 de Septiembre de 1980 
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Ley Núm. 14 de 15 de Junio de 1981 

Ley Núm. 28 de 1 de Junio de 1982 

Ley Núm. 17 de 23 de Mayo de 1984 

Ley Núm. 51 de 2 de Julio de 1985 

Ley Núm. 11 de 13 de Abril de 1986 

Ley Núm. 61 de 1 de Julio de 1986 

Ley Núm. 15 de 24 de Abril de 1987 

Ley Núm. 38 de 31 de Mayo de 1988 

Ley Núm. 46 de 29 de Junio de 1988 

Ley Núm. 122 de 21 de Julio de 1988 

Ley Núm. 71 de 17 de Agosto de 1989 

Ley Núm. 1 de 16 de Febrero de 1990 

Ley Núm. 16 de 20 de Julio de 1990 

Ley Núm. 10 de 21 de Mayo de 1992 

Ley Núm. 51 de 28 de Agosto de 1992 

Ley Núm. 116 de 9 de Diciembre de 1993 

Ley Núm. 149 de 22 de Diciembre de 1994 

Ley Núm. 42 de 15 de Mayo de 1995 

Ley Núm. 122 de 9 de Agosto de 1995 

Ley Núm. 127 de 9 de Agosto de 1995 

Ley Núm. 184 de 12 de Agosto de 1995 

Ley Núm. 205 de 12 de Agosto de 1995 

Ley Núm. 255 de 28 de Diciembre de 1995 

Ley Núm. 3 de 13 de Febrero de 1996 

Ley Núm. 49 de 7 de Junio de 1996 

Ley Núm. 53 de 10 de Junio de 1996 

Ley Núm. 57 de 24 de Junio de 1996 

Ley Núm. 134 de 13 de Agosto de 1996 

Ley Núm. 31 de 6 de Julio de 1997 

Ley Núm. 217 de 9 de Agosto de 1998 

Ley Núm. 254 de 20 de Agosto de 1998 

Ley Núm. 305 de 24 de Septiembre de 1999 

Ley Núm. 193 de 24 de Agosto de 2000 

Ley Núm. 218 de 29 de Agosto de 2000 

Ley Núm. 234 de 30 de Agosto de 2000 

Ley Núm. 261 de 31 de Agosto de 2000 

Ley Núm. 302 de 2 de Septiembre de 2000 

Ley Núm. 316 de 2 de Septiembre de 2000 

Ley Núm. 98 de 27 de Marzo de 2003 

Ley Núm. 156 de 27 de Junio de 2003 

Ley Núm. 181 de 15 de Agosto de 2003 

Ley Núm. 237 de 2 de Septiembre de 2003 

Ley Núm. 112 de 9 de Mayo de 2004 

Ley Núm. 296 de 15 de Septiembre de 2004 

http://www.oslpr.org/files/docs/%7BDA6CA4F7-7AEC-46AB-B014-085FA59161E3%7D.pdf
http://www.oslpr.org/files/docs/%7BD087F360-CA1F-427D-9592-72400009ADF9%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7BDD7570DA-1305-462C-8C60-63F2FA9D4F18%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7B8BFB6E0A-54DC-4014-A0AC-4F1691C6B8A7%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7BEC85904C-EB0A-4376-9C7D-0CB2213276C1%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7B48B6E617-2288-482E-8786-B42C23B81E7E%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7B072D7EB3-D07D-4C8D-BF4C-5AD28A4A6181%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7B90A19200-20F6-4BF0-B7F9-21F4843C803F%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7B6599762A-1BF0-43B6-8EF0-D827B3903A8C%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7B429C12AC-D12A-4566-B4F3-9F62B4787019%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7BA6FE7AEC-BBB7-4784-9FB6-83C0B0FB78A7%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7BD41E62B7-F4A1-45D0-88F3-1F3FF1449930%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7BB11DE598-B05D-4ABA-9CB9-041D968AA82E%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7B27406FA4-E7B7-4B11-8708-FF6C114ACB82%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7B65DE73A8-7DFA-40C1-805B-2BED35870F96%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7BD4180A86-1CB9-4742-AAD8-86EE4E3ECC6F%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7BA6EDBC6D-D576-44E1-8C44-AE592CD33787%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7BCDF25D1E-C2CC-4F36-B091-31FF973EF544%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7B3C5788D6-9D2D-4FF5-BC9D-DE6229B054D4%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7B838D1759-9145-41FE-B6B6-5E5D020C4409%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7B9818849F-89DB-42F6-A9D1-0225DB510D9F%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7BB0D78681-5815-402D-854E-D8B51F23BA07%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7BF7407D34-0518-4E59-A253-EF647AFDFECC%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7B43E1F865-7908-45EE-9B66-96E12833031E%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7BDDF9F883-D521-4985-B10F-4317BB81C6FF%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7BBFE54F94-DAE1-40BA-9779-A5C4DE2EA143%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7BE852F09E-CC12-486C-BF31-ADDA9A3DE591%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7B354D4151-E931-462F-B037-63053CEBA0BF%7D.doc
http://www.oslpr.org/files/docs/%7B8A8C1856-48A6-48FB-B663-AA7EADF5EC1C%7D.doc
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Ley Núm. 524 de 29 de Septiembre de 2004 

Ley Núm. 22 de 30 de Junio de 2005 

Ley Núm. 79 de 1 de Mayo de 2006 

Ley Núm. 33 de 5 de Abril de 2007  

Ley Núm. 35 de 24 de Abril de 2007  

Ley Núm. 195 de 13 de Diciembre de 2007 

Ley Núm. 7 de 15 de Febrero de 2008 

Ley Núm. 234 de 9 de Agosto de 2008 

Ley Núm. 116 de 6 de Julio de 2011 

Ley Núm. 196 de 18 de Septiembre de 2011 

Ley Núm. 279 de 24 de Diciembre de 2011 

Ley Núm. 45 de 29 de Febrero de 2012 

Ley Núm. 191 de 20 de Agosto de 2012) 

Ley Núm. 3 de 4 de Abril de 2013 

Ley Núm. 32 de 25 de Junio de 2013) 

 

 

Para establecer un sistema de retiro y otros beneficios para los funcionarios y empleados del 

Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico; los miembros y empleados de la 

Asamblea Legislativa, los funcionarios y empleados de toda empresa pública, y de todo 

municipio; disponer lo necesario para el financiamiento de dicho sistema y establecer un 

programa de cuentas de ahorro para el retiro. 

 

           

Decrétase por la Asamblea Legislativa de Puerto Rico: 

 

 

CAPÍTULO 1. — CREACIÓN DEL SISTEMA DE RETIRO DE LOS EMPLEADOS DEL 

GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO. 

 

Artículo 1-101. — Sistema de Retiro de los Empleados—Creación; Fechas de Vigencia y de 

Aplicación; Coordinación con el Seguro Social Federal. — (3 L.P.R.A. § 761) 

 

   Por la presente se crea un sistema de retiro y beneficios que se denominará “Sistema de Retiro 

de los Empleados del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico” el cual se considerará 

un fideicomiso.  Los fondos del Sistema que por la presente se crea, se utilizarán y aplicarán, 

según lo dispuesto en esta Ley, en provecho de los miembros participantes de su matrícula, sus 

dependientes y beneficiarios, para el pago de anualidades por retiro y por incapacidad, 

anualidades y beneficios por defunción y otros beneficios, una vez satisfechos los requisitos que 

más adelante se establecen, para en esta forma conseguir economía y eficiencia en el 

funcionamiento del Gobierno del Estado Libre Asociado Puerto Rico. 

   El Sistema se establecerá en la fecha de vigencia de esta Ley y comenzará a aplicarse el 1 de 

enero de 1952, fecha en que comenzarán a regir las aportaciones y beneficios, según se dispone 

en esta Ley.  El período comprendido entre la fecha de vigencia de esta Ley y el 1ro de enero de 

http://www.oslpr.org/files/docs/%7B44B17CC2-829E-4DE8-8BD3-5252FBD1B66D%7D.doc
http://www.oslpr.org/2005-2008/leyes/pdf/ley-22-30-Jun-2005.pdf
http://www.oslpr.org/2005-2008/leyes/pdf/ley-79-01-May-2006.pdf
http://www.oslpr.org/2005-2008/leyes/pdf/ley-33-05-Abr-2007.pdf
http://www.oslpr.org/2005-2008/leyes/pdf/ley-35-24-Abr-2007.pdf
http://www.oslpr.org/2005-2008/leyes/pdf/ley-195-13-Dic-2007.pdf
http://www.oslpr.org/2005-2008/leyes/pdf/ley-7-15-Feb-2008.pdf
http://www.oslpr.org/2005-2008/leyes/pdf/ley-234-09-Ago-2008.pdf
http://www.oslpr.org/2009-2012/leyes/pdf/ley-116-06-Jul-2011.pdf
http://www.oslpr.org/2009-2012/leyes/pdf/ley-196-18-Sep-2011.pdf
http://www.oslpr.org/2009-2012/leyes/pdf/ley-279-24-Dic-2011.pdf
http://www.oslpr.org/2009-2012/leyes/pdf/ley-45-29-Feb-2012.pdf
http://www.oslpr.org/2009-2012/leyes/pdf/ley-191-20-Ago-2012.pdf
http://www.oslpr.org/files/docs/%7B8D734B86-DAA3-4390-9AFF-DC34B741B4FC%7D.pdf
http://www.oslpr.org/2013-2016/leyes/pdf/ley-32-25-Jun-2013.pdf
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1952 será el período de organización del Sistema.  El 1ro de enero de 1952 será denominado 

“fecha de aplicación del Sistema”. En el caso de empresas públicas y de los municipios, la fecha 

de aplicación será la fecha del comienzo de su participación en el Sistema. A partir de la fecha de 

efectividad que se fije en la modificación al Convenio concertado entre la Agencia Encargada, el 

Secretario de Salud, y el Secretario de Educación de acuerdo con las disposiciones de la Ley 

Núm. 396 de 12 de mayo de 1952, según enmendada, los beneficios del Capítulo 2 de esta Ley 

se coordinarán con los beneficios del Título II de la Ley Federal de Seguridad Social.  En ningún 

caso los pagos combinados del Seguro Social y del Sistema de Retiro por concepto de 

anualidades a los participantes bajo el Capítulo 2 de esta Ley serán menores que la anualidad que 

le hubiere correspondido al participante del Sistema bajo el Capítulo 2 de acuerdo con las 

disposiciones de esta Ley.  Los beneficios de retiro provistos bajo los Capítulos 3 y 5 de esta Ley 

no estarán coordinados con los beneficios del Título II de la Ley Federal de Seguridad Social, 

excepto según aplique bajo las disposiciones del Capítulo 5.   

 

Artículo  1-102. — Beneficios de Retiro de los Empleados del Sistema. — (3 L.P.R.A. § 

761a) 

 

   Esta Ley constará de cinco capítulos.  El Capítulo 1 contendrá las disposiciones relativas a la 

creación del Sistema.  El Capítulo 2 contendrá las disposiciones relativas al programa de retiro 

de beneficios definidos para los empleados que entraron a formar parte del Sistema antes del 1ro 

de enero de 2000. Los empleados que entraron a formar parte del Sistema antes del 1ro de enero 

de  2000, a menos que de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 3-102 de esta Ley 

eligieron participar en el Programa de Cuentas de Ahorros para el Retiro, disfrutarán únicamente 

de los beneficios dispuestos en los Capítulos 2, 4 y 5 y no tendrán derecho a ningún otro 

beneficio dispuesto por esta Ley.  El Capítulo 3 contendrá las disposiciones relativas al Programa 

de Cuentas de Ahorro para el Retiro.  Los participantes del Programa de Cuentas de Ahorro para 

el Retiro disfrutarán únicamente de los beneficios dispuestos en los Capítulos 3, 4 y 5 de esta 

Ley y no tendrán derecho a ningún otro beneficio dispuesto por esta Ley.  El Capítulo 4 

contendrá las disposiciones relativas a la administración del Sistema y a la inversión de fondos 

del Sistema.  El Capítulo 5 de esta Ley contendrá las disposiciones del Programa Híbrido de 

Contribución Definida que aplicará a todos los empleados que sean participantes del Sistema al 

1ro de julio de 2013.  A los empleados participantes del Programa Híbrido de Contribución 

Definida solamente les aplicarán las disposiciones establecidas en los Capítulos 4 y 5, salvo que 

se disponga lo contrario en esta Ley.  Las disposiciones de los Capítulos 1, 2 y 3 se mantienen 

vigentes para preservar el estado de derecho aplicable a todas las transacciones que se realizaron 

o vayan a realizarse en o antes del 30 de junio de 2013, preservar aquellos artículos cuyas 

disposiciones serán de aplicación junto con el Capítulo 5, según se dispone específicamente en 

esta Ley, y preservar las definiciones de términos aplicables al Capítulo 5 de esta Ley. 

 

Artículo  1-103. — Fondos o Planes de Pensiones, Sustituidos. — (3 L.P.R.A. § 762) 

 

   A partir del 1 de enero de 1952 el Sistema que por esta ley se crea sustituirá y reemplazará a 

los fondos o planes de pensiones que están actualmente constituidos y funcionando en 

cumplimiento de y bajo las siguientes leyes:   
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Ley Núm. 70, aprobada el 3 de mayo de 1931, según fue subsiguientemente enmendada.   

Ley Núm. 23, aprobada el 16 de julio de 1935, según fue subsiguientemente enmendada.   

Ley Núm. 155, aprobada el 9 de mayo de 1938.   

   Los fondos de pensiones antes mencionados quedan por la presente consolidados y formarán 

parte de los fondos del Sistema que por la presente se crea, y el referido Sistema se considerará 

como una continuación de dichos fondos de pensiones, a los cuales sustituirá y reemplazará. 

Todos los dineros, valores, y otros haberes de los fondos de pensiones sobreseídos y todos sus 

libros, cuentas, propiedades y archivos serán transferidos al Sistema por la Junta de Síndicos de 

cada uno de los fondos de pensiones sobreseídos en la fecha de aplicación del mismo, o tan 

pronto como sea posible después de esa fecha, y el Administrador del Sistema queda por la 

presente autorizado y facultado para recibirlos y pasarán a ser propiedad del Sistema, después de 

lo cual cada uno de los fondos de pensiones sobreseídos dejará de existir.   

   Todas las anualidades, pensiones u otros beneficios que hubieren sido aprobados antes de la 

fecha de aplicación del Sistema, serán pagados a partir de la referida fecha, por el Sistema que 

por la presente se crea, de acuerdo con lo dispuesto por las antes mencionadas leyes.   

   Todas las cantidades deducidas y retenidas de los salarios o retribución de los participantes en 

los sobreseídos fondos de pensiones serán acreditadas a los referidos participantes, quienes 

entrarán a formar parte del Sistema si estuvieren en el servicio activo o cuando entraren a formar 

parte del mismo si no lo estuvieren.   

   Todas las reclamaciones por anualidades, pensiones, reembolsos, u otros beneficios que contra 

los fondos de pensiones sobreseídos hubieren sido hechas y estuvieren pendientes en la fecha de 

aplicación del Sistema, serán otorgadas o denegadas por el Administrador de acuerdo con las 

disposiciones de las correspondientes leyes sobreseídas. Dichas reclamaciones de ser aprobadas 

por el Administrador, se pagarán con cargo a los fondos del Sistema.   

 

Artículo  1-104. — Definiciones. — (3 L.P.R.A. § 763) 

 

   Los siguientes términos y frases, según se usan en esta ley tendrán los significados que a 

continuación se expresan salvo cuando el contexto indique claramente otro significado:   

(1) Junta. — Significará la Junta de Síndicos del Sistema de Retiro de los Empleados del 

Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. 

(2) Administrador. — Significará el Administrador del Sistema de Retiro creado por esta ley.   

(3) Gobierno de Puerto Rico o Gobierno. — Significará el Gobierno del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico, sus departamentos, divisiones, negociados, oficinas, agencias y 

dependencias.   

(4) Empresa pública. — Significará toda instrumentalidad gubernamental del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico, que haya sido creada o que en el futuro se creare. No incluirá, sin 

embargo, aquellas empresas subsidiarias de instrumentalidades gubernamentales cuyos 

empleados, a juicio de la Junta de Síndicos del Sistema de Retiro, no tuvieran una clara 

relación de empleado y patrono con el Gobierno de Puerto Rico. Cualquier funcionario o 

empleado que fuere participante del Sistema y pasare o hubiere pasado a ser funcionario o 

empleado de una empresa subsidiaria de cualquier empresa pública sin que haya interrupción 

en el servicio, continuará con los mismos derechos y privilegios como participante del 

Sistema, aunque dicha empresa subsidiaria no esté cubierta por el Sistema; entendiéndose, 
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que la aportación patronal necesaria la hará la empresa subsidiaria de conformidad con las 

disposiciones de esta ley. 

(5) Municipio. — Incluirá el Municipio de San Juan.   

(6) Legislatura Municipal.— Incluirá la Legislatura Municipal de San Juan.   

(7) Patrono. — Significará el Gobierno de Puerto Rico, o cualquier empresa pública, o 

cualquier municipio, según se define en la presente.  

(8) Empleado. — Significará todo funcionario o empleado del Gobierno de Puerto Rico, o de 

sus instrumentalidades, o de sus municipios, siempre que dicho empleado prestare servicios 

continuos en un cargo o empleo. El referido término incluirá:   

(a) A los miembros del Cuerpo de la Policía de Puerto Rico;   

(b) a los Jueces de Paz de Puerto Rico;   

(c) a los funcionarios electivos del Pueblo de Puerto Rico y empleados de la Asamblea 

Legislativa;   

(d) a los funcionarios y empleados de las empresas públicas;   

(e) a los funcionarios y empleados de los municipios, y   

(f) al personal irregular que se emplee conforme a las disposiciones de la Ley Núm. 110 

de 26 de Junio de 1958, según enmendada  (3 L.P.R.A. § 711 a 711g).   

(9) Miembro  o participante. — Significará todo empleado acogido al Sistema o que 

pertenezca a su matrícula.   

(10) Servicios anteriores. — Significará todo servicio que, como empleado y con 

anterioridad a la fecha de aplicación del Sistema, hubiere prestado un participante y por el 

cual recibirá un crédito correspondiente, según lo dispuesto en el Artículo 1-106 (3 L.P.R.A. 

§ 765). También significará todo servicio acreditable bajo el inciso (e) del Artículo 1-106 [3 

L.P.R.A. § 765(e)] prestado por un participante en cualquier momento, independientemente 

de la fecha de su ingreso a la matrícula del Sistema.   

(11) Servicios posteriores. — Significará todo servicio que, como empleado y a partir de la 

referida fecha de aplicación del Sistema, prestare un participante, según lo dispuesto en el 

Artículo 1-106 de esta ley (3 L.P.R.A. § 765).   

(12) Servicios acreditables. — Constarán de los servicios anteriores y posteriores a la fecha 

de aplicación del Sistema. 

(13) Retribución. — Significará la recompensa bruta y en efectivo que devenga un empleado.   

Al computar la retribución se excluirá toda bonificación concedida en adición al salario, así 

como todo pago por concepto de horas extraordinarias de trabajo.   

(14) Retribución promedio — Significará la retribución promedio anual más alta de un 

participante del Sistema durante cualesquiera tres (3) años de servicios acreditables.   

(15) Beneficiarios. — Significará toda persona que reciba cualquier pensión o beneficio, 

según lo dispuesto en esta ley.   

(16) Aportaciones acumuladas. — Significará el total de todas las aportaciones hechas por un 

miembro o participante del Sistema, y los intereses devengados al tipo corriente.   

(17) Tipo corriente de interés. — Significará el tipo de interés que la Junta prescriba. Los 

intereses serán capitalizados anualmente. Los intereses al tipo corriente se acreditarán a las 

cuentas de los participantes anualmente y se computarán sobre el balance que arrojen dichas 

cuentas al comienzo del año fiscal. Los intereses se acreditarán por trimestres vencidos. A las 

aportaciones que hagan los participantes durante el año fiscal corriente se le acreditarán los 
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intereses por el tiempo promedio que hayan estado en el Sistema en ese año fiscal. En ningún 

caso se acreditarán intereses a aportaciones que hayan estado en el Sistema por menos de tres 

(3) meses durante un año fiscal determinado.   

(18) Guías actuariales. — Significará aquellos índices de mortalidad, y tipos de interés que, 

de acuerdo con las recomendaciones del actuario, adoptare el Administrador.   

(19) Equivalente actuarial. — Significará toda anualidad o beneficio de valor equivalente a 

las aportaciones acumuladas, cuando se compute esa anualidad o beneficio, según sea el 

caso, de acuerdo con los métodos de amortización prescritos por esta ley, y de acuerdo con 

las guías actuariales y vigentes para el Sistema.   

(20) Año económico. — Significará el período que comienza el primero de julio de cualquier 

año y termina el 30 de junio del año siguiente.  

(21) Seguro social. — Significará el Título 11 de la Ley Federal de Seguridad Social, 

aprobada el 14 de agosto de 1935, Capítulo 531, 49 Stat. 620, oficialmente conocida como 

"Ley de Seguridad Social", incluyendo los reglamentos y requisitos aprobados en virtud de la 

misma, según dicha ley ha sido y fuere de tiempo en tiempo enmendada.   

(22) Fecha de coordinación con seguro social. — Significará el 1 de enero de 1955 o 

cualquier fecha posterior que se fije para la inclusión de los participantes bajo la Ley Federal 

de Seguridad Social.   

(23) Fondos de pensiones sobreseídos. — Significará todo fondo de pensión o plan 

constituido o en funcionamiento según lo dispuesto en las diversas leyes enumeradas en el 

Artículo 1-103 (3 L.P.R.A. § 762). 

(24) Programa. — Significará el Programa de Cuentas de Ahorro para el Retiro establecido 

bajo el Sistema conforme a las disposiciones del Capítulo 3 de esta ley (3 L.P.R.A. § 786-1 a 

786-12). 

(25) Programa Híbrido. — Significará el Programa Híbrido de Contribución Definida 

establecido en el Capítulo 5 de esta Ley, bajo el cual el participante realiza aportaciones que 

posteriormente son utilizadas para otorgar una anualidad vitalicia. 

(26) Balance inicial de transferencia. — Significará las aportaciones individuales más 

intereses acumulados del participante del Programa bajo el Sistema o cualquier otro sistema 

de retiro del patrono que sean transferidos al Programa.   

(27) Contrato de anualidad mancomunada y de sobrevivencia al cincuenta por ciento (50%). 

— Significará un contrato de anualidad no cancelable que sea emitido por una compañía de 

seguros autorizada por el Comisionado de Seguros de Puerto Rico a hacer negocios en Puerto 

Rico, bajo el cual la compañía de seguros hará pagos mensuales iguales durante la vida del 

participante del Programa y luego de la muerte de éste, cuando el cónyuge supérstite cumpla 

sesenta (60) años de edad, y hasta su muerte, la compañía de seguros le pagará mensualmente 

una cantidad igual al cincuenta por ciento (50%) del pago mensual que el participante recibía 

en vida.   

(28) Contrato de anualidad vitalicia. — Significará un contrato de anualidad no cancelable 

que sea emitido por una compañía de seguros autorizada por el Comisionado de Seguros de 

Puerto Rico a hacer negocios en Puerto Rico bajo el cual la compañía de seguros hará pagos 

mensuales iguales durante la vida del participante del Programa.   

(29) Cónyuge supérstite. — Significará la persona que esté casada con el participante al 

momento de la separación del servicio y que sobreviva al participante.   
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(29) Cuenta de ahorro. — Significará la cuenta de ahorro para el retiro establecida y 

mantenida bajo el Artículo 3-103 de esta ley (3 L.P.R.A.§ 786-3) para cada participante del 

Programa.   

(30) Fecha normal de retiro. — Significará bajo el Capítulo 3 de esta ley (3 L.P.R.A.§ 786-1 

a 786-12):   

(a) Regla general. — El primer día del mes que coincida con o subsiguiente a la fecha en 

que el participante del Programa cumpla sesenta (60) años de edad, excepto según se 

dispone en la cláusula (b) de este inciso.   

(b) Policías y Bomberos.— En el caso de los miembros de la Policía de Puerto Rico y del 

Cuerpo de Bomberos de Puerto Rico significará el primer día del mes que coincida con o 

subsiguiente a la fecha en que el participante del Programa cumpla cincuenta y cinco (55) 

años de edad.   

(31) Fecha normal de retiro.— Significará bajo el Capítulo 3 de esta Ley: 

(a) Regla general — El primer día del mes que coincida con o subsiguiente a la fecha en 

que el participante del Programa cumpla sesenta (60) años de edad, excepto según se 

dispone en la cláusula (b) de este inciso. 

(b) Servidores Públicos de Alto Riesgo — En el caso de los Servidores Públicos de Alto 

Riesgo significará el primer día del mes que coincida con o subsiguiente a la fecha en que 

el participante del Programa cumpla cincuenta y cinco (55) años de edad. 

(c) Vigencia de estas disposiciones: la fecha normal de retiro establecida en los incisos 

(a) y (b) de esta definición, estarán en vigor hasta el 30 de junio de 2013.  

(32) Nueva edad de retiro.— Significará la edad de retiro de los participantes establecida en 

las disposiciones del Capítulo 5 de esta Ley. 

(33) Opción de transferencia. — Significará la elección para participar en el Programa hecha 

de conformidad con el Artículo 3-102 de esta ley (3 L.P.R.A. § 786-2) por cada participante 

del Sistema que sea un empleado al 31 de diciembre de 1999 o por cada empleado que sea 

miembro de un sistema de retiro del patrono al 31 de diciembre de 1999 y que con 

posterioridad a esta fecha advenga participante del Sistema.   

(34) Participante del Programa. — Significará, hasta el 30 de junio de 2013, toda persona 

para la cual el Administrador mantenga una cuenta bajo el Programa de Cuentas de Ahorro 

para el Retiro conforme a las disposiciones del Capítulo 3 de esta Ley.  A partir del 1ro de 

julio de 2013, significará toda persona para la cual el Administrador mantenga una cuenta 

bajo el Programa Híbrido de Contribución Definida conforme a las disposiciones del 

Capítulo 5 de esta Ley. 

(35) Participante del Programa. — Significará toda persona para la cual el Administrador 

mantenga una cuenta bajo el Programa de Cuentas de Ahorro para el Retiro conforme a las 

disposiciones del Capítulo 3 de esta ley (3 L.P.R.A. § 786-1 a 786-12).   

(36) Rentabilidad de inversión. — Significará la rentabilidad de inversión que se acreditará a 

la cuenta de ahorro del participante del Programa de conformidad con el Artículo 3-107(a)(3) 

de esta ley [3 L.P.R.A. § 786-7(a)(3)].   

(37) Sistema. — Significará el Sistema de Retiro de los Empleados del Gobierno del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico. 

(38) Total y permanentemente incapacitado. — Significará, para propósitos del Capítulo 3 de 

esta ley (3 L.P.R.A. § 786-1 a 786-12) estar total y permanentemente incapacitado según 
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determinado por la Administración del Seguro Social Federal. En el caso de aquellos 

empleados que no estén cubiertos por la Ley Federal de Seguro Social, y para propósitos del 

Capítulo 2 de esta Ley, el Administrador, o aquella otra persona que éste designe, 

determinará si la persona está incapacitada, según las normas que se establezcan mediante 

Reglamento. 

(39) Código. — Significa el Código de Rentas Internas para un Nuevo Puerto Rico, Ley 1-

2011, según enmendada. 

(40) Servidores Públicos de Alto Riesgo.— Significará el Cuerpo de la Policía del Estado 

Libre Asociado, el Cuerpo de los Policías Municipales, el Cuerpo de Bomberos del Estado 

Libre Asociado, el Cuerpo de Bomberos Municipales y el Cuerpo de los Oficiales de 

Custodia. 

(41) Edad de retiro para los participantes que entraron al servicio público después del 30 de 

junio de 2013. — La edad de retiro será los 67 años, excepto para los Servidores Públicos de 

Alto Riesgo que será cincuenta y ocho (58) años. 

(42) Aportación Adicional Uniforme. — Significará, (a) para propósitos del año fiscal 2013-

2014, ciento cuarenta millones de dólares ($140,000,000.00) y (b) para propósitos de cada 

año fiscal desde el año fiscal 2014-2015 hasta el año fiscal 2032-2033, la aportación 

uniforme certificada por el actuario externo del Sistema al menos ciento veinte (120) días 

antes del comienzo de dicho año fiscal como necesaria para evitar que el valor de los activos 

brutos proyectados del Sistema sea, durante cualquier año fiscal subsiguiente, menor a mil 

millones de dólares ($1,000,000,000.00). Si, por cualquier razón, la certificación de dicha 

Aportación Adicional Uniforme para cualquier año fiscal no estuviese disponible al menos 

ciento veinte (120) días del comienzo de dicho año fiscal, o en un plazo menor con el 

consentimiento de la Oficina de Gerencia y Presupuesto, la Aportación Adicional Uniforme 

para dicho año fiscal será la Aportación Adicional Uniforme aplicable al año fiscal 

inmediatamente anterior a dicho año fiscal. 

   El género masculino del pronombre, dondequiera que se use, abarcará los dos géneros.   

 

Artículo  1-105. —  Matrícula. — (3 L.P.R.A. § 764) 

 

(a) La matrícula del Sistema estará compuesta por toda persona que ocupe un puesto regular 

como empleado de carrera, de confianza, transitorio o con status probatorio en cualquier 

departamento ejecutivo, agencia, administración, junta, comisión, oficina o instrumentalidad de 

la Rama Ejecutiva; por los Jueces de Paz y los empleados y funcionarios regulares de la Rama 

Judicial, y por todos los funcionarios y empleados regulares de los municipios, incluyendo a los 

alcaldes.  Los empleados municipales transitorios no serán participantes del Sistema de Retiro. 

(b) También serán miembros participantes del Sistema los funcionarios, los empleados 

transitorios y empleados regulares de aquellas empresas públicas  que sean patronos participantes 

del Sistema, sujeto a lo establecido en el Artículo 1-110 de esta Ley.   

   Toda persona que estuviese recibiendo una pensión, beneficio o tuviere derechos adquiridos 

para  una pensión diferida al amparo de la Ley Núm. 447 de 15 de mayo de 1951, según 

enmendada, administrada por Sistema de Retiro de los Empleados del Gobierno del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico, proveniente de la Autoridad de Teléfonos de Puerto Rico que eran 

parte del Sistema de Retiro del Gobierno, al momento de la venta de dicha empresa en 1999, 
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tendrán derecho a cotizar los años de servicios que le falten para una pensión de mérito si ya los 

hubiere trabajado o esté trabajando en cualquier rama del gobierno incluyendo la propia “Puerto 

Rico Telephone Company”, “Verizon” o “Claro” o a un re-cómputo o reajuste de la misma en 

los mismos términos. 

   En caso de que hubieren retirado todas sus aportaciones podrá devolverlas para acogerse a los 

beneficios de retiro que tenía el participante a tenor con la Ley Núm. 447 de 15 de mayo de 

1951, a la fecha en que retiró sus aportaciones y de acuerdo a lo estipulado en esta Ley.   

   Los intereses por razón de servicio no cotizado y devolución de aportaciones  serán a razón de 

una tasa de interés especial simple que no será mayor de dos y medio (2½%) por ciento anual. 

   A los participantes que opten por acogerse al beneficio de plan de pago que concede esta Ley, 

no podrán faltarles más de veinte (20) años de servicio para ser elegibles a una pensión de mérito 

a tenor con la Ley Núm. 447, supra, los cuales podrán cotizar a tenor con lo dispuesto en esta 

Ley y deberán tener cotizados dentro del sistema diez (10) años de servicios. 

   Para ser elegible a acogerse al plan de pago de los intereses al dos y medio (2½%) por ciento 

anual acumulados sobre los servicios no cotizados o la devolución de aportaciones retiradas, todo 

participante deberá pagar lo que adeude del principal y los intereses de las aportaciones 

adeudadas en su totalidad después de que el Plan de Retiro de la P.R.T.C. devuelva al Sistema de 

Retiro las aportaciones que tuviera de cada participante.  El Participante para pagar lo que 

adeudare tendrá el período de cinco (5) años o el tiempo que le falte para completar los treinta 

(30) años de servicios para una pensión por mérito, lo que sea mayor, contados a partir de la 

fecha de aprobación del plan de pago por el Sistema de Retiro o la notificación del costo de los 

servicios no cotizados. 

   Estos participantes no pagarán la aportación patronal, ya que gran parte de los recaudos por la 

venta de la Telefónica fueron a parar al Sistema de Retiro de los Empleados del Estado Libre 

Asociado para cubrir su déficit actuarial. 

(c)  Para los efectos de la matrícula del Sistema, la Oficina del Procurador del Ciudadano se 

considerará una instrumentalidad pública y la Asociación de Empleados del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico se considerará como una empresa pública.   

(d) El ingreso al Sistema de Retiro será opcional para el Gobernador de Puerto Rico, para todos 

los secretarios de Gobierno, jefes de agencia e instrumentalidades públicas, los ayudantes del 

Gobernador, los miembros de comisiones y juntas nombrados por el Gobernador, para los 

miembros de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico, para los empleados y funcionarios de la 

Asamblea Legislativa, de la Oficina de Servicios Legislativos y de la Superintendencia del 

Capitolio y para el Contralor de Puerto Rico.  Estos funcionarios podrán en cualquier momento 

solicitar darse de baja o reingresar al Sistema.  El período de servicios prestados al Gobierno 

mientras estuvieren separados del Sistema se les abonará como servicio acreditable siempre que 

dichos funcionarios paguen al Sistema las aportaciones individuales y patronales más los 

intereses que correspondan al período de separación. 

(e) El ingreso al Sistema de Retiro será opcional para los empleados de los departamentos, 

divisiones, negociados, oficinas, dependencias, corporaciones públicas, e instrumentalidades del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico que trabajen y residan fuera de los límites territoriales del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico. Estos empleados, podrán mientras trabajen fuera de 

Puerto Rico optar por no participar en el Sistema o descontinuar su participación.    Esta decisión 

será irrevocable. Una vez regresen o comiencen a laborar dentro de los límites territoriales del 
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Estado Libre Asociado de Puerto Rico, participarán compulsoriamente en el Sistema de Retiro. 

Disponiéndose que aquellos empleados que al ejercer dicha opción tengan sus aportaciones 

acumuladas en el Sistema, podrán solicitar el reembolso de la misma, renunciando a los 

derechos, si algunos, adquiridos en el Sistema.  

(f)  La edad de un empleado no será impedimento para entrar a formar parte del Sistema, en 

calidad de miembro participante.   

(g)  El Administrador, con la aprobación de la Junta, establecerá y pondrá en vigor la 

reglamentación necesaria para establecer los requisitos de elegibilidad, aportaciones, cómputo de 

pensiones, anualidades y beneficios por defunción, acreditación de servicios no cotizados y 

demás términos y condiciones para el pago de pensiones y beneficios de retiro para los miembros 

participantes de la matrícula del Sistema.   

(h)  Todo empleado que en el día que inmediatamente preceda a la fecha de aplicación de esta 

ley, fuese miembro de cualquier plan o fondo de pensiones sobreseídos por el Sistema que por 

esta ley se crea, mantendrá todos los derechos adquiridos bajo el plan o fondo de pensiones al 

que pertenecía y cualesquiera otros derechos adquiridos bajo este Sistema.   

(i)  Toda persona que fuere empleada o se emplee conforme a las disposiciones de la Ley Núm. 

110 de 26 de Junio de 1958, según enmendada  (3 L.P.R.A. § 711 et seq.) tendrá derecho a 

ingresar al Sistema en calidad de miembro participante, siempre que dicha persona haya prestado 

servicios al Gobierno de Puerto Rico por el período que establecerá el Administrador, con la 

aprobación de la Junta, el cual no será menor de tres (3) años. 

  

Artículo  1-106. — Servicios Acreditables. — (3 L.P.R.A. § 765) 

 

(a)  Servicios acreditables. Será servicio acreditable todo el tiempo servido por un individuo 

como empleado regular participante del Sistema y durante el cual pague al Sistema las 

aportaciones correspondientes, según lo dispuesto en esta ley.   

(b)  Servicios anteriores. A partir de la fecha de aplicación del Sistema, todo servicio prestado 

por un participante desde la última fecha de su ingreso en la matrícula del Sistema y respecto del 

cual servicio hubieren sido hechas las correspondientes aportaciones, contará como servicio 

posterior. Comenzando en la fecha de su primer nombramiento, los servicios prestados con 

anterioridad a la fecha de aplicación del Sistema, por cualquier participante, en un departamento, 

división, agencia instrumentalidad o municipio del Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

contarán como servicios anteriores si el participante ha pagado o paga al Sistema, en la forma 

que lo disponga el Administrador, las aportaciones que correspondan a los años de servicio 

prestados a partir de Enero 1 de 1924, de acuerdo con los tipos en vigor dispuestos en las leyes 

para establecer el retiro de los funcionarios y empleados permanentes del Gobierno de Puerto 

Rico, aprobados el 22 de septiembre de 1923, el 2 de septiembre de 1925 y el 16 de julio de 

1935, o de acuerdo con los tipos en vigor en los sistemas sobreseídos para la fecha en que se 

prestaron los servicios. Al empleado que hubiese recibido reembolsos de sus aportaciones a los 

fondos de pensiones sobreseídos por este Sistema, no se le acreditará el período de servicio 

correspondiente a dichos reembolsos, a menos que reintegre al Sistema sumas equivalentes a los 

referidos reembolsos.   

(c)  Cómputo de los servicios. Para el cómputo de la duración de los servicios anteriores y 

posteriores a la fecha de aplicación del Sistema y hasta el 1ro de abril de 1990, según sea el caso, 
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regirá la escala siguiente: nueve (9) o más meses de servicio durante un año fiscal serán 

considerados como un año de servicio; seis (6) a nueve (9) meses de servicio serán considerados 

como tres cuartas (3/4) partes de un año de servicio y tres (3) a seis (6) meses de servicio serán 

considerados como medio (1/2) año de servicio. Menos de tres meses de servicio no serán 

considerados para los efectos de este cómputo, ni menos de quince (15) días de servicio durante 

el mes serán considerados como un mes de servicio. No se acreditará más de un año de servicio 

por todos los servicios prestados por un participante durante un año fiscal. De conformidad con 

lo dispuesto en el Artículo 1-109 de esta ley (3 L.P.R.A. § 766c), los servicios prestados por todo 

nuevo participante se computarán a base de meses completos. La Junta prescribirá en sus reglas 

el número de horas o días que habrá de constituir un mes de servicio y la equivalencia de los 

servicios prestados por funcionarios o empleados públicos a base de retribución que no fuere por 

sueldo mensual.   

(d)  Servicios no acreditables. En ningún caso se concederá crédito por servicios por los 

siguientes conceptos:   

(1) Por servicios prestados en un departamento, división, agencia, instrumentalidad o 

municipio del Gobierno de Puerto Rico que hayan sido acreditados para el disfrute de una 

pensión en cualquier otro fondo o sistema de pensiones a los que el Gobierno de Puerto Rico 

o cualesquiera de sus agencias, instrumentalidades o municipios contribuyan en todo o en 

parte, directa o indirectamente.   

(2) Por servicios pagados a base de dietas.   

(3) Por servicios contratados para servirse en ninguna forma que no sea diariamente y 

durante las horas ordinarias de trabajo.   

(4) Por período alguno de ausencia sin retribución ni por servicio alguno prestado sin 

retribución. Si un participante tuviese una interrupción en la prestación de servicios debido a 

una incapacidad resultante de un accidente del trabajo protegido por la "Ley del Sistema de 

Compensaciones por Accidentes del Trabajo"  (11 L.P.R.A. § 1 et seq.) como consecuencia 

de la cual y por haber agotado sus vacaciones y licencia por enfermedad tuviese que ser dado 

de baja del servicio, si el participante luego de recuperada total o parcialmente su capacidad 

reingresa al servicio, el período en que estuvo fuera del servicio por razón de su incapacidad, 

se le abonará como servicio acreditable siempre que el participante:   

(A) No hubiese recibido beneficios por incapacidad ocupacional del Sistema de 

Retiro.   

(B) No se hubiese desempeñado en un empleo remunerado durante dicho período.   

(C) Pague al Sistema, en la forma que lo disponga el Administrador, las aportaciones 

que correspondan patronal e individual a dicho período de interrupción de servicios 

motivado por la incapacidad.   

(D) Se reintegre al servicio público dentro de los treinta (30) días siguientes a que el 

Fondo del Seguro del Estado determine que se ha recuperado de su incapacidad.   

(e)  Otros servicios acreditables. Además de lo dispuesto anteriormente, a toda persona que sea 

miembro del Sistema al momento de solicitar acreditación, le serán acreditados los siguientes 

servicios:   

(1) A todo miembro del Sistema se le abonará como servicio acreditable para todos los fines 

de esta ley, el período de servicio militar prestado en las Fuerzas Armadas de los Estados 

Unidos de América, durante cualquier conflicto armado, si el participante hubiere obtenido 
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su licenciamiento incondicionalmente de dicho servicio militar y no por motivo deshonroso 

alguno. Si el servicio militar hubiese sido prestado en tiempos de paz, se le abonará como 

servicio acreditable hasta un máximo de dos (2) años. Será también servicio acreditable 

independientemente de cualquier otro servicio militar acreditable bajo esta cláusula el tiempo 

en servicio activo prestado por un reservista o por un miembro de la Guardia Nacional de 

Puerto Rico, que hubiese sido llamado a servicio activo o transferido de la reserva a servicio 

activo en las Fuerzas Armadas de los Estados Unidos, durante cualquier período de conflicto 

armado o en tiempo de paz, desde la fecha del llamado o de la transferencia y hasta la fecha 

en que cese o se deje sin efecto la orden de llamado o de transferencia. Para la acreditación 

de estos servicios, el participante pagará al Sistema las aportaciones que correspondan a base 

de los sueldos percibidos durante los servicios en las Fuerzas Armadas o del sueldo percibido 

al ingresar o regresar al servicio gubernamental, si los servicios fueron prestados en tiempo 

de paz. El participante pagará, además, la aportación patronal correspondiente que determine 

el Administrador del Sistema de Retiro.   

(2) Será acreditable el tiempo invertido en estudios para veteranos cursados bajo un plan 

estatal o federal para veteranos, siempre que no constituya una doble acreditación, si el 

participante sirvió al ejército de los Estados Unidos de América y obtuvo su licenciamiento 

incondicionalmente y no por motivo deshonroso alguno. Si el participante era miembro del 

Sistema y se acogió a licencia sin sueldo para cursar los estudios, solamente pagará la 

aportación individual que corresponda a base del sueldo que devengaba al acogerse a la 

licencia sin sueldo o del sueldo que empezó a percibir al reintegrarse al servicio público, 

cualesquiera que fuese el más alto. El patrono gubernamental que le concedió la licencia sin 

sueldo para cursar los estudios pagará la aportación que determine el Administrador más los 

intereses correspondientes a dicha aportación patronal. Si el participante no era miembro del 

Sistema, pagará las aportaciones individuales y patronales correspondientes a base del sueldo 

percibido al ingresar al Sistema o del sueldo percibido al momento de solicitar la 

acreditación, cualesquiera que fuese el más alto.   

(3) Se abonará como servicio acreditable para todos los fines de esta ley, los servicios 

prestados como alcalde a un municipio. El participante pagará al Sistema las aportaciones 

individuales y patronales que correspondan a base del sueldo que percibía como alcalde al 

tiempo de prestar los servicios. Si en el momento en que el participante solicita la 

acreditación está sirviendo como alcalde y tiene pendientes en su contra procedimientos que 

puedan conllevar su destitución del cargo, no se le concederá crédito alguno hasta que se 

diluciden en forma final y a su favor, los cargos o procedimientos que pendan en su contra.   

(4) Será acreditable, hasta un máximo de diez (10) años, todo servicio prestado en agencias 

federales, si el participante tiene cotizados diez (10) o más años de servicios en el Sistema. El 

participante pagará al Sistema las aportaciones individuales y patronales, más los intereses 

correspondientes a base de los sueldos que percibía en la agencia federal. Disponiéndose, que 

los sueldos devengados no se considerarán para el cómputo de la retribución promedio al 

momento de la jubilación.   

(5) Será acreditable todo servicio prestado por un participante que se acoge a licencia sin 

sueldo para dirigir una unión obrera gubernamental. El participante pagará al Sistema las 

aportaciones individuales y patronales que correspondan a base del sueldo que percibía a la 

fecha de la separación temporera del servicio para dirigir a la unión obrera gubernamental, o 



“Sistema de Retiro de los Empleados del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”                             

[Ley Núm. 447 de 15 de mayo de 1951, según enmendada] 

 
 

Revisado 02 de julio de 2013 www.presupuesto.pr.gov  Página  14 de 70  

del sueldo que empezó a percibir cuando regresó a la agencia gubernamental, cualesquiera 

que sea el más alto.   

(6) Será acreditable todo servicio prestado por un participante que se acoge a licencia sin 

sueldo para prestar servicios a un partido político principal en Puerto Rico, si los sueldos que 

percibió en tal servicio fueron pagados del Fondo Electoral y el participante no se acogió a 

los beneficios de la Ley Núm. 69 del 20 de Junio de 1962 (16 L.P.R.A. § 610 et seq.). El 

participante pagará al Sistema las aportaciones individuales y patronales que correspondan a 

base del sueldo que percibía a la fecha de la separación temporera del servicio para servir al 

partido político, o del sueldo que empezó a percibir cuando regresó a la agencia 

gubernamental, cualesquiera que sea el más alto.   

(7) Será acreditable todo servicio prestado como empleado regular en la Asociación de 

Maestros de Puerto Rico, la Corporación de Servicios Legales de Puerto Rico, la Sociedad 

para Asistencia Legal, la Corporación Pro Bono, Inc., la Asociación de Miembros de la 

Policía y las Organizaciones bonafide que representan a los policías y empleados civiles de la 

Policía de Puerto Rico cubiertos por las disposiciones de la Ley 10-1992, según enmendada; 

la Oficina Legal de Santurce Inc, la Asociación de Pensionados del Gobierno de Puerto Rico, 

Inc., San Juan Legal Services Incorporated y las Áreas Locales y/o los Consorcios 

Municipales establecidos para administrar los fondos de Título I de la Ley de Inversión en la 

Fuerza Trabajadora “Workforces Investment Act”(WIA por sus siglas en inglés). El 

participante pagará la aportación individual a base de los sueldos que percibía, más la 

aportación patronal correspondiente que determine el Administrador. En estos casos, el 

Administrador podrá recibir de cualquiera de los patronos mencionados en esta cláusula, el 

pago total o parcial de la aportación patronal correspondiente. 

(8) Será acreditable todo servicio prestado en un centro de cuidado diurno para niños bajo el 

programa Head Start  siempre que no se haya cobrado cargo alguno por el cuido y los 

servicios prestados a los niños. El participante pagará la aportación individual a base de los 

sueldos que percibía, más la aportación patronal correspondiente que determine el 

Administrador.   

(9) Serán acreditables los servicios prestados por un participante fuera de los límites 

territoriales de Puerto Rico: 

(A) En cualquier agencia, división, oficina o dependencia del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico establecida fuera de Puerto Rico.   

(B) En cualquier programa de ayuda técnica auspiciado por el Gobierno de los Estados 

Unidos de América en beneficio de países del exterior en virtud del convenio establecido 

en la Ley Núm. 63 de 20 de Junio de 1962, según enmendada (3 L.P.R.A. § 66 et seq.) 

entre el Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico y el Gobierno de los Estados 

Unidos de América.   

   En cualesquiera de esos casos, el participante pagará las aportaciones individuales y 

patronales que correspondan a base del sueldo que percibió durante la prestación de los 

servicios, más la aportación patronal correspondiente que determine el Administrador.   

(10) Será acreditable el tiempo servido bajo contrato en cualquier departamento, división, 

agencia, instrumentalidad, empresa pública o municipio del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico si los servicios se prestaron diariamente, durante horas ordinarias de trabajo, en el lugar 

de trabajo del patrono, y la compensación o remuneración por los servicios prestados era a 
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base de una cantidad mensual fija o de una cantidad fija por hora y, en todo caso, por un 

mínimo de ciento veinte (120) horas mensuales. El jefe de la agencia o la autoridad 

nominadora, según sea el caso, certificará que el participante prestó servicios bajo contrato, 

que los servicios eran equivalentes a los de un puesto, y especificará la clase de puesto a la 

que equivalían los servicios. El participante pagará las aportaciones individuales y patronales 

que determine el Administrador a base del sueldo que devengó bajo contrato antes de 

ingresar o reingresar al Sistema. Disponiéndose, que el sueldo devengado por contrato no se 

considerará para propósitos del cómputo de la pensión al momento de jubilarse el 

participante.   

(11) Será acreditable el tiempo servido por un participante como empleado transitorio el 

servicio prestado a base de jornal por hora, siempre que la jornada no haya sido menor de 

ochenta (80) horas mensuales y el servicio prestado como empleado irregular en la Rama 

Legislativa, la Rama Judicial o en cualquier departamento, división, agencia, 

instrumentalidad o municipio del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. El participante 

pagará las aportaciones individuales y patronales correspondientes a base de los sueldos 

percibidos mientras prestó los servicios.   

(12) Será acreditable el tiempo servido como legislador municipal, siempre que este no haya 

sido participante del Sistema ni haya estado en el servicio gubernamental en ningún 

departamento, división, agencia, instrumentalidad, empresa pública o municipio del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico al momento de servir como legislador municipal. El 

participante pagará las aportaciones individuales y patronales correspondientes a base de los 

sueldos percibidos al ingresar al Sistema o a base de los sueldos percibidos al momento de 

solicitar la acreditación, lo que sea mayor.   

(13) Será acreditable el tiempo servido por médicos, enfermeras y otros profesionales de la 

salud en hospitales o dependencias del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

durante un internado o residencia, siempre que dicho período de internado o residencia haya 

sido requisito para obtener el grado o licencia. El participante pagará las aportaciones 

individuales y patronales correspondientes a base de los sueldos percibidos al ingresar al 

Sistema.   

(14) Será acreditable el tiempo servido como empleado regular en empresas públicas, 

dependencias e instrumentalidades del Gobierno de Puerto Rico y en municipios, que no eran 

patronos participantes del Sistema al tiempo de prestarse los servicios. Si los servicios fueron 

prestados como empleado regular en un municipio el costo de las aportaciones individuales y 

patronales más los intereses correspondientes, lo pagarán en partes iguales el participante y el 

municipio al cual sirvió, computado sobre la base de los sueldos percibidos por el 

participante mientras prestó los servicios. En los demás casos, el participante pagará las 

aportaciones individuales y patronales a base de los sueldos percibidos durante el período de 

tiempo en que se prestaron los servicios o a base de los sueldos percibidos al ingresar al 

Sistema, lo que sea mayor.   

(15) Será acreditable el tiempo en que un participante estuvo fuera del servicio, por cesantía, 

si un tribunal o foro administrativo competente ordena su reinstalación con el pago de los 

salarios dejados de percibir y reconoce el derecho a los beneficios marginales del puesto. El 

participante pagará las aportaciones individuales y el patrono a quien se le ordenó la 

reinstalación pagará la aportación patronal más los intereses correspondientes a dicha 
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aportación patronal. El cómputo de las aportaciones se hará a base de los sueldos que hubiese 

tenido derecho a percibir el participante de no haber sido cesanteado.   

(16) Será acreditable todo servicio prestado por un participante como miembro de la 

Asamblea Legislativa de Puerto Rico, previo el pago de las aportaciones individuales y 

patronales correspondientes. Se tomará como base un sueldo anual de mil dólares ($1,000) 

por los años en que el participante solamente percibió dietas por sus servicios como 

legislador.   

(17) Será acreditable el tiempo invertido por un participante en estudios cursados como 

becado de un departamento, agencia, división, instrumentalidad, empresa pública o 

municipio del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, siempre que esto no constituya doble 

acreditación. Para tener derecho a la acreditación, el participante deberá reintegrarse al 

servicio gubernamental o incorporarse al servicio del patrono gubernamental que le concedió 

la beca, dentro del término de [los] noventa (90) días siguientes a la fecha de haber terminado 

los estudios. Si el participante era miembro del Sistema y se acogió a licencia sin sueldo para 

cursar los estudios, solamente pagará la aportación individual que corresponda a base del 

sueldo que devengaba al acogerse a la licencia sin sueldo. El patrono gubernamental que le 

concedió la licencia sin sueldo para cursar los estudios pagará la aportación que determine el 

Administrador más los intereses correspondientes a dicha aportación patronal. Si el 

participante era miembro del Sistema y renunció a su puesto para cursar los estudios, pagará 

la aportación individual y patronal que corresponda a base del sueldo que percibía a la fecha 

de su renuncia. Si el participante no era miembro del Sistema, pagará las aportaciones 

individuales y patronales correspondientes a base del sueldo percibido al ingresar al Sistema. 

(18) Será acreditable el tiempo servido por un participante que se acoge a licencia sin sueldo 

para prestar servicios como empleado de confianza en la Oficina del Gobernador o en la 

Asamblea Legislativa de Puerto Rico. También será acreditable el tiempo servido por un 

participante que se acoge a licencia sin sueldo, que ha sido electo en las elecciones generales 

o designado para cubrir la vacante de un cargo público electivo en la Rama Ejecutiva o 

Legislativa. En ambos casos, el participante continuará pagando al Sistema las aportaciones 

individuales y patronales que correspondan a base del sueldo que percibía a la fecha de la 

separación temporal del servicio de carrera para ocupar como empleado de confianza, o el 

puesto electivo o del sueldo que recibe al ocupar el puesto electivo o como empleado de 

confianza, cualquiera que sea el más alto.   

   La entidad gubernamental para la cual el participante preste servicios como empleado de 

confianza o en que ocupe el puesto electivo, le retendrá las aportaciones y los pagos de 

préstamos al Sistema durante el término en que ocupe el puesto y las remesará al Sistema con 

la aportación patronal correspondiente.   

(19) Será acreditable todo servicio prestado como empleado regular en un patrono cubierto 

por el Sistema u otros servicios acreditables, y que por razón de edad no se le permitió 

formar parte del Sistema en calidad de miembro participante; el participante pagará sus 

aportaciones individuales y patronales correspondientes, a base de los sueldos percibidos 

mientras prestó los servicios.   

(20) Aquellos empleados del Departamento de Salud y sus dependencias que sean 

participantes que hayan cotizado un mínimo de cinco (5) años de servicios acreditables, y 

que como resultado de la privatización de las instalaciones de salud según las disposiciones 
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de la Ley Núm. 190 de 5 de Septiembre de 1996, según enmendada (24 L.P.R.A. § 3301 a 

3325), conocida como "Ley para Reglamentar el Proceso de Privatización de las 

Instalaciones de Salud Gubernamentales", pierdan su elegibilidad de participantes bajo esta 

ley, podrán acreditar como servicio un período de tiempo adicional, el cual no excederá de un 

máximo de cinco (5) años, siempre y cuando éstos realicen la aportación individual que 

corresponda a base del sueldo que percibía[n] a la fecha de su separación del servicio dentro 

de los cinco (5) años subsiguientes de haber cesado como empleado[s] público[s], o durante 

los períodos que esté[n] desempleado[s], la aportación patronal será realizada por el 

Gobierno de Puerto Rico por un máximo de veinticuatro (24) meses. Disponiéndose, que la 

acreditación solamente se hará mediante pagos periódicos por el término de años que se 

pretende acreditar.   

(21) Será acreditable el tiempo servido por un participante acogido a los beneficios de la 

Administración de Derecho al Trabajo conforme a las disposiciones de la Ley Núm. 115 de 

21 de Junio de 1968, según enmendada (29 L.P.R.A. § 1101 et seq.) conocida como la "Ley 

del Derecho al Trabajo". El participante pagará al Sistema las aportaciones individuales y 

patronales correspondientes, a base de los sueldos percibidos mientras prestó los servicios, 

más los intereses que determine el Sistema.   

 

Artículo  1-107. — Pago y Acreditación de Servicios Acreditables No Cotizados. — (3 

L.P.R.A. § 765a) 

 

(a)  Todo pago por servicios acreditables no cotizados se hará estando el participante en servicio 

activo e incluirá los intereses correspondientes al tipo que determine la Junta, desde la fecha de 

pago total de los mismos si se pagaren en efectivo o hasta la fecha en que el Administrador 

conceda un plan de pago.   

   En el caso del servicio militar prestado en las Fuerzas Armadas o cursando estudios sufragados 

total o parcialmente con fondos provistos por el Departamento de Asuntos del Veterano del 

Gobierno de los Estados Unidos (Department of Veterans' Affairs ), antes Administración de 

Veteranos (Veterans' Administration ), el tipo de interés a pagar será a base de un interés simple 

al seis por ciento (6%) anual a base del sueldo que resulte menor entre aquél devengado al 

ingresar al servicio gubernamental o aquél percibido al ingresar al servicio activo en las Fuerzas 

Armadas o a la fecha de licenciamiento de éstas.   

   En el caso de todo Presidente y Vicepresidente que haya prestado servicio en organizaciones y 

asociaciones que representen a los policías y empleados civiles de la Policía de Puerto Rico hasta 

el 30 de junio de 1996, el interés a pagar será a base de un interés simple al seis (6) por ciento 

anual a base del sueldo que devengaba en dichas organizaciones o asociaciones al momento de 

solicitar la acreditación del servicio.   

(b)  Cualquier participante podrá solicitar al Administrador que se le conceda un plan de pagos 

para satisfacer el costo de servicios acreditables no cotizados bajo esta Ley. Estos planes de pago 

conllevarán la imposición de los intereses correspondientes y podrán concederse por más de 

sesenta (60) meses, según lo establezca la Junta mediante reglamento. Todo plan de pagos deberá 

saldarse antes de solicitar pensión por edad, años de servicios o incapacidad no ocupacional. Si 

un participante no concluye un plan de pagos recibirá acreditación parcial de tiempo equivalente 

a los servicios pagados. En el caso de que un participante quede involuntariamente separado del 
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servicio sin haber satisfecho el costo total de los servicios no cotizados, podrá continuar 

haciendo pagos directos al Sistema hasta saldar dicho costo.  

(c)  El Administrador podrá conceder a cualquier participante que así lo solicite un préstamo 

personal especial para el pago global de servicios acreditables no cotizados. Este préstamo 

personal especial no será renovable e incluirá los intereses correspondientes. La concesión de 

estos préstamos personales especiales estará sujeta a las normas y condiciones que establezca la 

Junta mediante reglamento. Los créditos por los servicios no cotizados cubiertos por un préstamo 

personal especial quedarán reconocidos y acreditados tan pronto el Administrador conceda el 

préstamo.   

 

Artículo  1-108. — Cálculo de Retribución Promedio para Nuevos Participantes. — (3 

L.P.R.A. § 766b) 

 

   La retribución promedio de todo nuevo participante que ingrese por primera vez al Sistema 

después del 1ro de abril de 1990, se calculará a base del promedio de los últimos cinco (5) años 

de servicios acreditados. Este período de cinco (5) años será el período base. Si la retribución 

anual en cualquiera de los años cubiertos en el período base excediera en más de diez por ciento 

(10%) la retribución anual en el año inmediatamente precedente, la retribución en exceso de ese 

diez por ciento (10%) se excluirá del cómputo de la retribución promedio.   

 

Artículo  1-109. — Acreditación de Servicios a Nuevos Participantes. — (3 L.P.R.A. § 766c) 

 

   Los servicios prestados por todo nuevo participante que ingrese por primera vez al Sistema 

después del 1ro de abril de 1990, se acreditarán a base de meses completos.   

 

Artículo  1-110. — Participación de Empresas Públicas y Municipios. — (3 L.P.R.A. § 782) 

 

(a) Cualquier empresa pública, según se define en esta Ley, podrá, mediante resolución adoptada 

por la Junta de Directores u otra autoridad de gobierno, en el caso de una empresa pública unirse 

al sistema creado por esta Ley y disponer para sus empleados acogidos al Sistema, las 

anualidades y beneficios que por la presente se prescriben. 

(b) Una copia debidamente certificada de esta resolución deberá radicarse con el Administrador. 

Dicha resolución Conjunta contendrá el listado de los funcionarios y empleados de la empresa 

pública que habrán de hacerse miembros del Sistema. La participación en el Sistema por parte de 

una empresa pública estará sujeta a la aprobación de la Junta. La fecha de aplicación del Sistema 

será el primero de enero o el primero de julio después de la fecha de aprobación. Los empleados 

del patrono se sujetarán a las condiciones de matrícula impuestas por esta Ley y tendrán derecho 

a participar en las anualidades y beneficios sobre bases iguales a las prescritas para los demás 

miembros del Sistema. Asimismo, harán las aportaciones necesarias de conformidad con las 

disposiciones de dichas secciones. 

(c) Para propósitos del Capítulo 2 de esta Ley, el Administrador, siguiendo el procedimiento 

establecido en el Artículo 2-116 de esta Ley, determinara los tipos de aportación o cantidades 

equivalentes que como patronos habrán de aportar las empresas públicas y los municipios. Para 

propósitos del Capítulo 2 de esta Ley, el Administrador podrá fijar a una corporación un tipo de 
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aportación patronal inferior al máximo requerido para cubrir el costo total de sus obligaciones 

patronales, pero si dicho tipo fuere mayor de nueve punto dos siete cinco por ciento (9.275 %), el 

tipo mínimo a pagar será nueve punto dos siete cinco por ciento (9.275 %). 

(d) Con anterioridad al comienzo de cada año económico, el Administrador certificará los tipos o 

cantidades equivalentes que deberán pagar las empresas públicas y los municipios, como 

aportación para el siguiente año económico. Asimismo, le informará el importe del deficit 

actuarial acumulado de la empresa, si lo hubiere. El Administrador estará facultado para exigir a 

cualquier empresa pública o municipio que efectúe pagos adicionales para eliminar dicho deficit, 

quedando a discreción del Administrador la forma en que el pago habrá de efectuarse. 

(e) Si dentro de los seis (6) meses siguientes al aviso que, en cuanto a la existencia de ese deficit, 

hubiere dado el Administrador a dicha empresa pública o municipio, estos no hicieren los 

arreglos satisfactorios a juicio de la Junta para la eliminación del deficit, el Administrador 

procederá, en la forma descrita en esta sección a suspender dicha empresa o municipio del 

Sistema. 

(f) Las aportaciones deberán hacerse concurrentemente con el pago de la retribución a los 

empleados participantes en el Sistema según lo proveen esta Ley y deberán vencer y pagarse 

dentro de los quince (15) días siguientes a la terminación del periodo al cual se refiere dicha 

retribución. Toda empresa pública o municipio que dejare de efectuar estos pagos en su totalidad 

dentro de los noventa (90) días siguientes a la terminación del referido periodo de quince (15) 

días, será suspendido del Sistema. El Administrador notificará inmediatamente esta suspensión a 

la empresa pública o al municipio y en lo sucesivo, los derechos de la empresa o del municipio 

en el Sistema y los derechos de aquellos empleados acogidos al Sistema serán considerados 

como si la referida empresa pública o municipio se hubiere en efecto retirado del Sistema en la 

forma que mas adelante se describe en esta sección. 

(g) El Administrador llevará una cuenta separada para cada empresa pública y para cada 

municipio, así como también cuentas individuales para cada uno de los empleados de la empresa 

o del municipio acogidos al Sistema. De igual forma mantendrá una cuenta separada para los 

demás miembros del Sistema. A dichas cuentas se acreditarán, para los fines de esta Ley, los 

pagos hechos por la empresa pública o municipio, y las aportaciones de los empleados de los 

mismos y se cargarán, asimismo, todos los beneficios pertinentes. 

(h) A toda empresa pública y a todo municipio que incurriere en mora con respecto al pago de 

sus aportaciones, según lo dispuesto anteriormente, se le considerara como retirado del Sistema y 

el Administrador fijara la fecha en que habrá de ser efectivo el retiro de la empresa o del 

municipio. En tales casos, se procederá como se indica a continuación: 

(1) Los haberes acumulados en el Sistema por concepto de aportaciones patronales y de los 

empleados de la empresa pública o municipio se aplicarán, hasta donde haya recursos, al 

pago de las siguientes obligaciones en el orden de prioridad que se indica: 

(A) Valor presente de todas las pensiones concedidas a empleados de la corporación o 

municipio, determinado a base de las guías actuariales que adopte la Junta. Estas sumas 

se retendrán en el Sistema para continuar el pago de dichas pensiones. 

(B) Valor presente de todos los beneficios a los cuales los participantes de dicha empresa 

pública o municipio hayan adquirido un derecho según se provee en esta Ley. Estas 

sumas se retendrán en el Sistema para el pago de dichos beneficios. 



“Sistema de Retiro de los Empleados del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”                             

[Ley Núm. 447 de 15 de mayo de 1951, según enmendada] 

 
 

Revisado 02 de julio de 2013 www.presupuesto.pr.gov  Página  20 de 70  

(C) Devolución de las aportaciones de los empleados que no tengan derechos adquiridos 

a beneficios con los intereses correspondientes. 

(D) Devolución de las aportaciones patronales con intereses. 

(2) El patrono sera responsable de pagar al Sistema cualquier deficiencia por concepto de 

pensiones concedidas o derechos adquiridos a beneficios por los participantes activos, que no 

puedan ser compensados por los recursos acumulados en el Sistema a favor del patrono y sus 

empleados. 

(3) Si los recursos disponibles, después de pagar las obligaciones indicadas en los párrafos 

(A) y (B) de la cláusula (1) de este inciso, no fueren suficientes para pagar totalmente las 

obligaciones indicadas en el párrafo (C), los recursos disponibles para efectuar los pagos de 

dichas obligaciones se distribuirán entre las personas que componen la categoría establecida 

en dicho párrafo (C) en la proporción que las cantidades acreditadas a favor de cada persona 

guarden en relación a la suma de las cantidades totales acreditadas a todas. 

(4) Los empleados de la empresa pública o municipio, que no estén recibiendo una pensión ni 

tengan derechos adquiridos y que no reciban del Sistema el reembolso de la totalidad de sus 

aportaciones mas los intereses correspondientes, tendrán el derecho de proceder contra la 

empresa pública o municipio para la devolución de cualquier parte de sus aportaciones 

acumuladas que no les sean reembolsadas por el Sistema. 

(i) Una vez el Sistema realice la liquidación de los haberes acumulados por la empresa pública o 

municipio retirado del Sistema en la forma aquí dispuesta, tales empresas públicas o municipios 

y sus empleados no tendrán derecho a hacer reclamación alguna al Sistema. 

(j) Cualquier remanente que revierta a la empresa pública o municipio, después de proveer para 

los pensionados y empleados con derechos adquiridos y la devolución a los empleados que no 

tengan derechos adquiridos, se considerara como fondo de fideicomiso sujeto a distribución 

equitativa entre los empleados de estos, si en la fecha en que ocurrió la separación de la empresa 

pública o municipio del Sistema dichos empleados fueren participantes del mismo. 

(k) Cualquier empresa pública o cualquier municipio que, con sus empleados, hubiere sido 

suspendida del Sistema podrá ser repuesta en cualquier momento con la aprobación de la Junta y 

mediante el pago al Sistema de la cantidad reembolsada al ser suspendida, tal como fuere 

ajustada dicha cantidad por razón de antiguos empleados que no fueren repuestos, junto con las 

cantidades adecuadas correspondientes a las aportaciones de la empresa o del municipio y sus 

empleados, por el periodo en que hubieren dejado de pertenecer a la matrícula del Sistema, todo 

ello con los intereses correspondientes, según lo determinare el Administrador. 

(l) En el caso de que dentro de los treinta (30) días anteriores al 1ro de julio de 1951, o en 

cualquier momento después de esta fecha, se creare una empresa pública y todos o parte de los 

empleados de dicha empresa fueren miembros de un fondo o plan de pensiones sobreseído según 

se define en esta Ley o de este Sistema, la empresa pública quedará automáticamente bajo las 

disposiciones de esta Ley y quedara sujeta a todas las condiciones y obligaciones de las mismas. 

Las disposiciones para la participación opcional contenida en esta sección no se aplicarán a dicha 

empresa pública, pero todas las demás disposiciones serán enteramente aplicables como si se 

tratase de cualquier otra empresa pública sujeta a las disposiciones de esta Ley. 
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CAPÍTULO 2. — PROGRAMA DE RETIRO DE BENEFICIOS DEFINIDOS. 

 

Artículo  2-101. — Anualidad por Retiro. — (3 L.P.R.A. § 766) 

 

(a) Al separarse del servicio al cumplir, o después de cumplir las edades y haber completado el 

período de servicio que más adelante se indica, todos los participantes que no hubieren recibido 

el reembolso de sus aportaciones acumuladas, tendrán derecho a percibir una anualidad por 

retiro.  Dicha anualidad comenzará en la fecha que el participante radique la solicitud de retiro, 

pero en ningún caso antes de su separación. 

   El retiro será opcional para los miembros del Sistema en servicio activo a partir de la fecha en 

que cumplan cincuenta y cinco (55) años de edad y hubieran completado por lo menos 

veinticinco (25) años de servicios acreditados; y para los miembros del Sistema que habiendo 

cumplido la edad de cincuenta y ocho (58) años hubieren completado por lo menos diez (10) 

años de servicios acreditados. Los miembros del Cuerpo de la Policía y del Cuerpo de Bomberos 

tendrán, además, la opción de acogerse a una anualidad por retiro a partir de la fecha en que 

cumplan cincuenta (50) años de edad y hubieren completado por lo menos veinticinco (25) años 

de servicios acreditados. 

   Los participantes cuya separación del servicio ocurriere antes de cumplir la edad de cincuenta 

y ocho (58) años, y que hubieren completado por lo menos diez (10) y menos de veinticinco (25) 

años de servicios acreditados, y que no hubieren solicitado ni recibido el reembolso de sus 

aportaciones acumuladas, tendrán derecho a recibir una anualidad por retiro diferida. Los 

mencionados participantes tendrán derecho a recibir una anualidad por retiro diferida al cumplir 

éstos la edad de cincuenta y ocho (58) años o, a partir de la fecha en que cumplan la edad de 

cincuenta (50) años en caso de policías y bomberos, y de cincuenta y cinco (55) años en caso de 

los demás participantes si hubieren completado en uno u otro caso por lo menos veinticinco (25) 

años de servicio.  

   El importe de la anualidad será el uno y medio (1½) por ciento de la retribución promedio, 

multiplicado por el número de años de servicios acreditados hasta veinte (20) años, más el dos 

(2) por ciento de la retribución promedio, multiplicado por el número de años de servicios 

acreditados en exceso de veinte (20) años. Dicha anualidad será pagadera en su totalidad a los 

participantes que se retiren a la edad de cincuenta y ocho (58) o más años, y a los miembros del 

Cuerpo de la Policía o del Cuerpo de Bomberos que se. retiren a la edad de cincuenta (50) años o 

más y que hubieren completado por lo menos veinticinco (25) años de servicios acreditables. Los 

miembros o participantes que adquieran el derecho a una anualidad por retiro diferida recibirán 

el porcentaje de pensión según ha sido dispuesto en este párrafo.  

   Con excepción de los miembros del Cuerpo de la Policía y del Cuerpo de Bomberos, los 

participantes que, sin haber cumplido todavía la edad de cincuenta y ocho (58) años, solicitaren y 

les fuere concedida una anualidad, la anualidad por retiro será computada según se indica arriba, 

salvo que se reducirá a una suma que, para la edad del referido participante en la fecha de su 

retiro, represente el equivalente actuarial de una pensión pagadera al cumplir el participante los 

cincuenta y ocho (58) años de edad; disponiéndose, que cuando cualquier miembro del Cuerpo 

de la Policía o del Cuerpo de Bomberos que haya completado los requisitos de edad y de años de 

servicio que establece esta Ley para el disfrute de una anualidad por retiro pase o hubiere pasado 

sin interrupción a otro puesto comprendido dentro de la matrícula de este Sistema, retendrá su 
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derecho a una anualidad bajo las disposiciones que rigen para los miembros de la Policía y del 

Cuerpo de Bomberos. 

   No obstante, se fija una pensión mínima de quinientos (500) dólares mensuales para los 

participantes que se retiraron de acuerdo con las disposiciones de este Capítulo 2.  Todo 

pensionado que esté recibiendo una pensión menor de quinientos dólares ($500) mensuales 

recibirá, a partir del 1ro de julio de 2013, el aumento necesario para que su pensión sea de 

quinientos (500) dólares. 

   Las disposiciones sobre pensiones mínimas establecidas en este Artículo no se aplicarán a las 

personas que habiendo sido participantes de este Sistema, se retiren bajo la jurisdicción de 

cualquier otro de los sistemas patrocinados por el Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico de acuerdo con las disposiciones de esta Ley. 

   La anualidad máxima de retiro por edad para los participantes será el setenta y cinco (75) por 

ciento de la retribución promedio.   

(b)  Las disposiciones precedentes de esta Sección no serán aplicables a los funcionarios 

participantes de este Sistema que hayan servido por lo menos ocho (8) años como alcaldes.   

   Los alcaldes que estando en servicio activo no sean participantes de este Sistema podrán optar 

por hacer las transferencias de fondos y ajustes de Sistema, que sean necesarias para acogerse a 

los beneficios de esta ley sin sujeción a lo dispuesto por esta ley.   

   No se considerarán incluidos en la clasificación anterior aquellos alcaldes que durante el 

término de sus servicios al Estado Libre Asociado como tales, hayan sido separados de sus 

cargos por justa causa.   

   Disponiéndose, que si el alcalde renuncia a su puesto mientras está siendo investigado, o 

posteriormente es investigado, por la Oficina del Contralor de Puerto Rico, el Departamento de 

Justicia y/o cualquier otra agencia estatal o federal y resultare convicto por actuaciones 

relacionadas a sus funciones como alcalde, perderá su derecho a percibir una pensión bajo este 

inciso y estará obligado a devolver cualesquiera sumas recibidas como pensión al amparo de este 

inciso. No obstante, tendrá derecho a una pensión bajo las disposiciones de este Artículo para los 

demás participantes.   

   El importe de la anualidad de retiro por edad de los alcaldes participantes de este Sistema se 

computará sobre el sueldo más alto que hayan percibido mientras realizaban funciones, como 

alcalde, en la siguiente forma:   

(1) Por los servicios prestados como alcaldes el cinco por ciento (5%) de dicho sueldo por 

cada año de servicios acreditados, hasta un máximo de diez (10) años o cincuenta por ciento 

(50%), más   

(2) por otros servicios acreditados no incluidos en el cómputo anterior, el uno y medio por 

ciento (1.5%) de dicho sueldo multiplicado por el número de años de tales otros servicios 

acreditados hasta un máximo de veinte (20) años, y el dos por ciento (2%) de dicho sueldo 

multiplicado por el número de años de tales otros servicios acreditados en exceso de veinte 

años.   

   La anualidad de retiro por edad máxima a concederse bajo este inciso será el noventa por 

ciento (90%) del sueldo más alto que haya percibido como alcalde. 

   Los pagos de la anualidad comenzarán a partir de la fecha de la solicitud de retiro, pero nunca 

antes de que el alcalde cumpla cincuenta (50) años de edad. 
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(c) A pesar de ser vitalicia la anualidad de retiro por edad, si el pensionado se reintegra al 

servicio se suspenderá el pago de su anualidad.  Luego de su separación del servicio se le 

reanudará el pago de la anualidad suspendida al pensionado y, además, tendrá la opción de retirar 

aquellas aportaciones hechas desde la fecha en que dicho pensionado se reintegró al servicio 

hasta su separación de éste si, luego de ser reintegrado al servicio, trabajó menos de cinco (5) 

años o acumuló en aportaciones menos de diez mil dólares ($10,000).  De haber trabajado cinco 

(5) años o más y haber aportado diez mil dólares ($10,000) o más, luego de su reintegro al 

servicio, el pensionado tendrá derecho, luego de su separación del servicio y cuando cumpla la 

edad establecida en el Artículo 5-110 de esta Ley, a una anualidad adicional calculada de 

acuerdo con el Artículo 5-110 de esta Ley sobre la base de las aportaciones realizadas desde la 

fecha en que dicho pensionado se reintegró al servicio hasta su separación de éste. 

(d) Cualquier persona que se haya pensionado por retiro por edad bajo las disposiciones de esta 

ley podrá servir al Gobierno, sus instrumentalidades y corporaciones públicas, incluyendo los 

municipios, sin menoscabo de la pensión que esté percibiendo, con sujeción a las normas que fije 

el Administrador y a lo siguiente:   

   Podrá servir como miembro de una junta o comisión donde sus servicios se compensen a base 

de dietas; servir como legislador, sin percibir retribución, excepto dietas y pago de millaje; servir 

como alcalde, sin percibir retribución o compensación, excepto el pago de dieta y millaje que se 

le autorice en casos de viajes oficiales al Estado Libre Asociado de Puerto Rico o al exterior; 

prestar servicios profesionales o consultivos a base de honorarios, o prestar servicios de 

cualquier otra naturaleza percibiendo la retribución que le corresponda, siempre que tales 

servicios constituyan una relación contractual que claramente no constituya un empleo regular. 

Todo pensionado por mérito o edad y años de servicios podrá desempeñar un empleo regular 

parcial que en tiempo y en retribución no exceda la mitad de la jornada regular de trabajo, y en el 

cual perciba retribución no mayor de la mitad del sueldo básico, que correspondería al mismo 

empleo si fuera de jornada completa. Las personas acogidas a esta disposición no serán 

participantes activos del Sistema y se les considerará pensionados para efectos de retiro.   

(e) Con excepción de los miembros del Cuerpo de la Policía y los alcaldes, la anualidad de los 

demás participantes acogidos al Plan de Coordinación, con los beneficios de Seguro Social, que 

llenen los demás requisitos, estará sujeta a las siguientes condiciones:   

(1) Si el retiro del participante ocurre a la edad de sesenta y cinco (65) años o más, y dicho 

participante hubiere logrado la condición de plenamente asegurado bajo la Ley Federal de 

Seguridad Social, el importe de la anualidad será igual a la suma de los siguientes productos: 

(A) El uno por ciento (1%) de la retribución promedio hasta un máximo de seis mil 

seiscientos dólares ($6,600) anuales, multiplicado por el número de años de servicios 

acreditados, hasta veinte (20) años;   

(B) el uno y medio por ciento (11/2%) de la retribución promedio hasta un máximo de 

seis mil seiscientos dólares ($6,600) anuales, multiplicado por el número de años de 

servicios acreditados, en exceso de veinte (20) años de servicios;   

(C) el uno y medio por ciento (11/2%)de la retribución promedio en exceso de dicho 

sueldo máximo, multiplicado por el número de años de servicios acreditados, hasta veinte 

(20) años, y   
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(D) el dos por ciento (2%) de la retribución promedio en exceso de dicho sueldo máximo, 

multiplicado por el número de años de servicios acreditados, en exceso de veinte (20) 

años.   

Si el participante no hubiere logrado la condición de plenamente asegurado y no 

calificara para los beneficios primarios bajo las disposiciones de la Ley Federal de 

Seguridad Social tendrá derecho a recibir una anualidad por retiro según se describe y 

sujeta a las condiciones descritas en el inciso (a) de este Artículo, hasta tanto califique 

para beneficios primarios según las disposiciones de la Ley Federal de Seguridad Social. 

Cuando así califique su anualidad por retiro se recomputará de acuerdo con la fórmula 

que se indica en este inciso.   

(2) Si el retiro del participante ocurriere antes de cumplir la edad de sesenta y cinco (65) 

años, tendrá derecho a recibir una anualidad por retiro según se describe y sujeta a las 

condiciones descritas en el inciso (a) de este Artículo, hasta que cumpla la edad de sesenta y 

cinco (65) años. Cuando cumpla la edad de sesenta y cinco (65) años, la anualidad por retiro 

se recomputará a base de la fórmula que se prescribe en este inciso. A partir de esa fecha 

dicho participante recibirá los pagos del Sistema al tipo que así resulte.   

(f)  La efectividad de la anualidad por pensión diferida, provista en este Artículo, será efectiva a 

partir de ser solicitada por el participante.   

 

Artículo  2-102. — Anualidad de Mérito por Treinta (30) o Más Años de Servicio. — (3 

L.P.R.A. § 766a) 

 

(a)  El retiro será opcional para todo participante del Sistema en servicio activo, a partir de la 

fecha en que hubiere completado por lo menos treinta (30) años de servicios acreditados. Dicho 

participante tendrá derecho a recibir la anualidad de mérito por treinta (30) o más años de 

servicio, según se establece en los incisos (b) y (c) de este Artículo.   

(b)  Los participantes del Sistema acogidos al Plan de Coordinación con los beneficios del 

Seguro Social, que no hubieren cumplido sesenta y cinco (65) años de edad, recibirán una 

anualidad de mérito que se computará como se indica a continuación:   

(1) Para los que hubieren completado treinta (30) o más años de servicios acreditados y no 

hayan cumplido cincuenta y cinco (55) o más años de edad, el sesenta y cinco por ciento 

(65%) de la retribución promedio.   

(2) Para los que hubieren completado treinta (30) o más años de servicios acreditados y 

cumplido cincuenta y cinco (55) o más años de edad, el setenta y cinco por ciento (75%) de 

la retribución promedio.   

(3) Los años en exceso de treinta (30) podrán servir únicamente de base para computar la 

retribución promedio. 

(c)  Tan pronto los participantes mencionados en el inciso (b) de este Artículo hayan cumplido 

sesenta y cinco años (65) o más de edad y adquieren la condición de plenamente asegurados bajo 

la Ley Federal de Seguridad Social, su pensión se recomputará a base de la fórmula que se 

prescribe en el inciso (d) de este Artículo.   

(d)  Con excepción de los miembros del Cuerpo de la Policía y los alcaldes, si el participante que 

se retira ha cumplido sesenta y cinco (65) o más años de edad y ha logrado la condición de 

plenamente asegurado bajo la Ley Federal de Seguridad Social, el importe de la anualidad de 
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mérito por treinta o más años de servicio será el uno y medio por ciento (1.5%) de la retribución 

promedio hasta seis mil seiscientos dólares ($6,600) anuales multiplicado por el número de años 

de servicios acreditados, más el por ciento que le sea aplicable a cada participante conforme a las 

disposiciones del inciso (b) de este Artículo de la retribución promedio en exceso de seis mil 

seiscientos dólares ($6,600) anuales.   

 

Artículo  2-103. — Beneficios de Retiro para los Empleados del Sistema - Anualidades para 

Nuevos Participantes. — (3 L.P.R.A. § 766d) 

 

(a)  Anualidad por años de servicios. El retiro será opcional para los nuevos participantes que 

ingresen por primera vez al Sistema después del 1ro de abril de 1990, a partir de la fecha en que 

cumplan sesenta y cinco (65) años de edad, hubieren completado un mínimo de diez (10) años de 

servicios acreditados y no hubieren solicitado ni recibido el reembolso de sus aportaciones 

acumuladas.  El importe de la anualidad será el uno y medio (1.5) por ciento de la retribución 

promedio, multiplicado por el número de años de servicios acreditados.  No obstante, se fija una 

pensión mínima para los participantes que se retiraron de acuerdo con las disposiciones de este 

Capítulo 2 de quinientos (500) dólares mensuales, efectivo el, 1ro de julio de 2013. Todo 

pensionado que esté recibiendo una pensión menor de quinientos (500) dólares mensuales, 

recibirá efectivo el 1ro.de julio de 2013 el aumento necesario para que su pensión sea de 

quinientos (500) dólares. 

(b)  Anualidad por servicios de alto riesgo. Los miembros del Cuerpo de la Policía y del Cuerpo 

de Bomberos que ingresen por primera vez al Sistema después del 1ro de abril de 1990, tendrán 

la opción de acogerse a una anualidad por retiro a partir de la fecha en que cumplan cincuenta y 

cinco (55) años de edad y hubieren completado treinta (30) años de servicios acreditados. El 

importe de esta anualidad será igual al setenta y cinco por ciento (75%) de la retribución 

promedio. Estos participantes podrán acogerse a una anualidad por retiro al completar treinta 

(30) años de servicios acreditables sin haber cumplido los cincuenta y cinco (55) años, en cuyo 

caso, el importe de esta anualidad será igual al sesenta y cinco por ciento (65%) de la retribución 

promedio.   

(c)  Anualidad por retiro temprano Los participantes que ingresen por primera vez al Sistema 

después del 1ro de abril de 1990, cuya separación del servicio ocurriese al cumplir cincuenta y 

cinco (55) años de edad y hubieren completado un mínimo de veinticinco (25) años de servicios 

acreditados, tendrán derecho a recibir la anualidad por años de servicios que se dispone en el 

inciso (a) de este Artículo, con una reducción actuarial que será calculada a base de las Guías 

Actuariales adoptadas por la Junta de Síndicos.   

(d)  Anualidad por retiro diferida Los participantes que ingresen por primera vez al Sistema 

después del 1ro de abril de 1990, cuya separación del servicio ocurriese antes de cumplir los 

sesenta y cinco (65) años de servicios acreditados y que no hubieren solicitado ni recibido el 

reembolso de sus aportaciones acumuladas, tendrán derecho a recibir una anualidad por retiro 

diferida al cumplir sesenta y cinco (65) años. Dicha anualidad se calculará de acuerdo a la 

fórmula establecida en el inciso (a) de este Artículo.   
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Artículo  2-104. — Retiro Obligatorio para Servidores Públicos de Alto Riesgo. — (3 

L.P.R.A. § 766g)  

 

   Los Servidores Públicos de Alto Riesgo, podrán acogerse voluntariamente al retiro luego de 

haber alcanzado los cincuenta y cinco (55) años y treinta (30) años de servicio.  El retiro será 

obligatorio a partir de la fecha en que el participante alcance, tanto los treinta (30) años de 

servicios y los cincuenta y ocho (58) años de edad.  Disponiéndose que el Superintendente de la 

Policía, el Jefe del Cuerpo de Bomberos o la autoridad nominadora correspondiente podrá 

conceder una dispensa para autorizar cumplir un período adicional de servicio por un máximo de 

dos (2) años realizando las funciones que le sean asignadas, siempre y cuando no comprometan 

la salud y seguridad de los Servidores Públicos de Alto Riesgo.  Tal solicitud de dispensa la 

deberá realizar el funcionario, no más tardar de noventa (90) días, previos al vencimiento de la 

fecha de acogerse al retiro. 

   Se establece que el Superintendente de la Policía de Puerto Rico, el Jefe del Cuerpo de 

Bomberos o la autoridad nominadora correspondiente adoptarán las providencias reglamentarias 

necesarias para el cumplimiento de esta Ley. 

 

Artículo  2-105. — Anualidades por Traspaso; Privilegio Opcional al Ocurrir Retiro. — (3 

L.P.R.A. § 768) 

 

   Todo participante podrá elegir, al retirarse, el percibo de una anualidad por retiro menor de la 

que tiene derecho por concepto de su anualidad por retiro, y proveer con la diferencia, según se 

determinare actuarialmente, una o más anualidades a favor de sus dependientes, cuyos nombres 

aparecerán en una orden escrita radicada con el Administrador. Este privilegio se concederá 

siempre que el participante se someta a examen médico y llene los requisitos de salud que 

establecerá la Junta en sus reglamentos y siempre que quede probado, a satisfacción del 

Administrador, que las personas designadas para recibir la anualidad por traspaso son 

dependientes del participante, y siempre que, además, ninguna anualidad por traspaso que 

resultare del ejercicio de este privilegio fuere menor de doscientos cuarenta (240) dólares al año, 

y que el montante de dicha anualidad o anualidades no exceda del montante de la anualidad por 

retiro reducida, a que, de acuerdo con su opción, tenga derecho el participante.   

   El Administrador determinará el montante de las anualidades por traspaso de acuerdo con la 

orden escrita del participante. Toda anualidad por traspaso comenzará a percibirse a partir del día 

siguiente a la muerte del participante. Si una o más de las personas designadas como 

beneficiarios no sobreviviere al participante, no será pagadera la correspondiente anualidad o 

anualidades por traspaso, de acuerdo con lo dispuesto por esta ley. Una vez que la anualidad por 

retiro haya sido concedida, esté vigente, y sea pagadera, el Administrador no permitirá cambio 

alguno en la orden escrita radicada en el Sistema; salvo que, si el participante muriere dentro de 

los treinta (30) días siguientes a la fecha de su retiro, se considerará que el participante ha muerto 

en servicio activo.   
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Artículo  2-106. — Coordinación de la Anualidad por Traspaso con los Beneficios del 

Seguro Social. — (3 L.P.R.A. § 768a) 

  

   A cualquier participante que opte por una anualidad por traspaso después de la fecha de 

coordinación con Seguro Social y cuya anualidad se recompute de acuerdo con las disposiciones 

del inciso (e) del Artículo 2-101 (3 L.P.R.A. § 766) al cumplir los sesenta y cinco (65) años de 

edad y logre la condición de plenamente asegurado y por lo tanto sea elegible para los beneficios 

de Seguro Social, se le recomputará la anualidad por traspaso a base de la anualidad por retiro 

recomputada que resulte. Se establecerá un nuevo beneficio de anualidad por traspaso en este 

caso a tono con la reducción en la anualidad que resulte al aplicarle las disposiciones de dicha 

sección.   

 

Artículo  2-107. — Anualidad por Incapacidad Ocupacional. — (3 L.P.R.A. § 769) 

 

   Todo participante que, como resultado de una incapacidad que se origine por causa del empleo 

y surja en el curso del mismo, quedare incapacitado para el servicio, tendrá derecho a recibir una 

anualidad por incapacidad ocupacional, siempre que:   

(a) Se recibiere suficiente prueba médica en cuanto a la incapacidad mental o física del 

participante conforme a los criterios normalmente aceptados en el área de la compensación 

por incapacidad que mediante reglamento fije el Administrador; 

(b) El participante o el patrono, de acuerdo con los reglamentos de la Junta, notifique al 

Administrador con respecto a dicha incapacidad. 

(c) Que el Fondo del Seguro del Estado determine que el accidente o enfermedad provino de 

cualquier función del trabajo o que sea inherentemente relacionado al trabajo o empleo.   

 

Artículo  2-108. — Coordinación de Anualidad por Incapacidad con los Beneficios del 

Seguro Social. — (3 L.P.R.A. § 769a) 

 

   Cualquier participante que se encuentre recibiendo una anualidad por incapacidad ocupacional, 

recibirá del Sistema a partir de la fecha en que cumpla sesenta y cinco (65) años de edad y 

adquiera la condición de plenamente asegurado bajo la Ley Federal de Seguridad Social y sea 

elegible para los beneficios primarios de dicha ley, una anualidad recomputada a base de la 

fórmula y sujeta a las condiciones que se prescriben en el inciso (e) del Artículo 2-101 (3 

L.P.R.A. § 766).   

 

Artículo  2-109. — Anualidad por Incapacidad No Ocupacional. — (3 L.P.R.A. § 770) 

 

   Todo participante que, teniendo por lo menos 10 años de servicios acreditados, se inhabilitare 

para el servicio, debido a un estado mental o físico y que por razón de ese estado estuviere 

incapacitado para cumplir los deberes de cualquier cargo que en el servicio del patrono se le 

hubiere asignado, tendrá derecho a una anualidad por incapacidad no ocupacional. El retiro del 

participante tendrá lugar a petición o solicitud suya o a petición del jefe de su departamento u 

oficina, mientras esté en servicio el mencionado participante, y de acuerdo con las reglas sobre 

anualidades por incapacidad provistas en el Artículo 2-111 de esta ley (3 L.P.R.A. § 771). 
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   El importe de la anualidad será el uno y medio por ciento (11/2%) de la retribución promedio, 

multiplicado por el número de años de servicios acreditados hasta veinte (20) años, más el dos 

por ciento (2%) de la retribución promedio, multiplicado por el número de años de servicios 

acreditados en exceso de veinte (20) años.   

 

Artículo  2-110. — Coordinación de la Anualidad por Incapacidad No Ocupacional con los 

Beneficios del Seguro Social. — (3 L.P.R.A. § 770a) 

 

   Cualquier participante que se encuentre recibiendo una anualidad por incapacidad no 

ocupacional recibirá del Sistema, a partir de la fecha en que cumpla sesenta y cinco (65) años de 

edad y adquiera la condición de plenamente asegurado bajo la Ley Federal de Seguridad Social y 

sea elegible para los beneficios primarios de dicha ley, una anualidad recomputada a base de la 

fórmula y sujeta a las condiciones que se prescriben en el inciso (e) del Artículo 2-101 (3 

L.P.R.A. § 766), sin que dicha anualidad recomputada sobrepase el cincuenta por ciento de la 

retribución promedio.   

 

Artículo  2-111. — Reglas que Regirán las Anualidades por Incapacidad. — (3 L.P.R.A. § 

771) 

 

   Para los fines de una anualidad por incapacidad ocupacional o no ocupacional, se considerará 

incapacitado a un participante cuando la incapacidad esté sustentada con suficiente prueba 

médica conforme a los criterios que mediante reglamento fije el Administrador y dicha prueba 

revele que el participante está imposibilitado para cumplir los deberes de cualquier cargo que en 

el servicio del patrono se le hubiere asignado. El Administrador, según lo crea conveniente y 

necesario, podrá requerir al participante que se someta a exámenes adicionales con médicos 

seleccionados por el Administrador. Cuando la prueba médica revele que el participante está 

total y permanentemente incapacitado para cumplir los deberes de cualquier cargo, no será 

necesario el examen periódico.   

   El pago de la anualidad por incapacidad ocupacional y no ocupacional, será retroactivo hasta 

un máximo de un año, desde la fecha en que fue determinada la incapacidad por el 

Administrador.   

   El Administrador podrá requerir que todo pensionado que esté disfrutando de una anualidad 

por incapacidad, que no sea total y permanente, se someta periódicamente a un examen que 

practicaran uno o más médicos nombrados por el Administrador para determinar el estado de 

salud del participante y su grado de incapacidad. Si como resultado de este examen, se 

encontrase que el pensionado se ha recobrado de su incapacidad lo suficiente para servir en 

cualquier empleo retribuido, tendrá derecho a ser reinstalado en cualquier puesto en la agencia de 

la cual se separó por razón de incapacidad, en el que devengue una retribución por lo menos 

igual a la que corresponda al puesto del cual se separó al determinarse su incapacidad. Si dicho 

pensionado fuere reinstalado a un puesto con retribución menor a la que percibía al tiempo de su 

retiro, tendrá derecho a recibir por un año, a partir de la fecha en que sea reinstalado, una 

compensación igual a la diferencia entre el sueldo que disfrutaba a la fecha de su retiro y la 

retribución que perciba en el puesto actual, siempre que dicha diferencia no exceda del monto de 

la anualidad por incapacidad de que disfrutaba.   
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   Cuando el Administrador resuelva que ha cesado la incapacidad de un participante, deberá 

orientar adecuadamente al participante de su derecho a requerir de la autoridad nominadora de la 

agencia donde el participante prestaba servicios al momento de acogerse a la anualidad por 

incapacidad, a que proceda a su reinstalación conforme a lo dispuesto en el párrafo que antecede. 

Dicha autoridad nominadora vendrá obligada a efectuar la reinstalación dentro de un término no 

mayor de noventa (90) días a partir de la notificación del Administrador. De no existir un puesto 

vacante para ubicar al participante, una vez éste se recobre de su incapacidad, dicha autoridad 

nominadora deberá gestionar la creación de un puesto regular. El Administrador deberá orientar 

adecuadamente a los participantes que se recobren de su incapacidad que sean acreedores al 

derecho a reingreso para que ejerzan tal derecho.   

   Las disposiciones sobre reinstalación no serán aplicables a los participantes que ocupaban un 

puesto de confianza a la fecha de su retiro, salvo que tuviesen derecho de reinstalación a un 

puesto en el servicio de carrera, en virtud de las disposiciones de la Ley Núm. 5 de 14 de 

Octubre de 1975, según enmendada (3 L.P.R.A. § 1301 et seq.) conocida como “Ley de Personal 

del Servicio Público de Puerto Rico” [Nota: Actual Ley 184-2004], en cuyo caso la reinstalación será 

en un puesto de igual retribución al puesto de carrera que ocupaban inmediatamente antes de 

pasar al servicio de confianza. 

    La suspensión de la anualidad procederá luego de determinarse que ha cesado la incapacidad 

del participante y haya transcurrido el término de noventa (90) días de la notificación al 

empleado para que requiera la reinstalación de éste, conforme se establece en este Artículo. 

Además, el Administrador suspenderá los pagos de la anualidad si el participante rehusare 

someterse a examen médico.   

   Se suspenderá el pago de la anualidad, además, cuando el pensionado comience a devengar 

cualquier retribución por servicios prestados al Gobierno de Puerto Rico o cuando se dedique a 

ocupaciones no gubernamentales o por cuenta propia.   

 

Artículo  2-112. — Anualidad en Caso de Muerte por Causas Ocupacionales. — (3 L.P.R.A. 

§ 772) 

 

   Si la muerte del participante sobreviniere como resultado y en el curso del empleo, por causas 

de carácter indemnizable al amparo de la Ley Núm. 45 de 18 de Abril de 1935, según 

enmendada (11 L.P.R.A. § 1 et seq.), su cónyuge supérstite tendrá derecho a recibir una 

anualidad igual al cincuenta por ciento (50%) del tipo de retribución que estuviere percibiendo el 

participante en la fecha de su fallecimiento y será pagadera al cónyuge supérstite durante el 

tiempo que durare su viudez. Si el participante hubiese ingresado por primera vez al Sistema 

después del 1ro de abril de 1990, su cónyuge supérstite tendrá derecho a recibir una anualidad 

igual al cuarenta por ciento (40%) del tipo de retribución que estuviere percibiendo el 

participante en la fecha de su fallecimiento y dicha anualidad será pagadera al cónyuge supérstite 

durante el tiempo que durare su viudez. Si, además, sobrevivieren al participante hijos menores 

de dieciocho (18) años, o hijos cursando estudios, su cónyuge supérstite tendrá derecho a recibir 

una cantidad adicional de diez (10) dólares mensuales por cada hijo, sujetos los pagos 

combinados al cónyuge supérstite e hijos del participante a una limitación del cien por ciento 

(100%) de dicho tipo de retribución. Si el cónyuge no sobreviviere al participante, o si la muerte 

del cónyuge supérstite sobreviniese mientras esté disfrutando de la anualidad, y sobrevivieren 



“Sistema de Retiro de los Empleados del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”                             

[Ley Núm. 447 de 15 de mayo de 1951, según enmendada] 

 
 

Revisado 02 de julio de 2013 www.presupuesto.pr.gov  Página  30 de 70  

hijos menores de (18) años, o hijos cursando estudios, cada hijo tendrá derecho a recibir una 

anualidad igual a veinte (20) dólares mensuales hasta cumplir edad de dieciocho (18) años, o 

hasta terminar los estudios, sujetos los pagos a los referidos hijos al máximo de cien por ciento 

(100%) del tipo de retribución que estuviere percibiendo el participante en la fecha de su 

fallecimiento.   

   Las anualidades pagaderas al amparo de los Artículos 2-111 a 4-114 de esta ley (3 L.P.R.A. § 

771 a 788) serán adicionales a la compensación recibida, según las disposiciones de la "Ley de 

Compensaciones por Accidentes del Trabajo" , (11 L.P.R.A. § 1 et seq.), por la viuda y los hijos 

del participante.   

   Si no sobrevivieren al participante esposa e hijos menores de dieciocho (18) años, o hijos 

cursando estudios, los pagos se efectuarán según se dispone en el primer párrafo del Artículo 2-

113 de esta ley (3 L.P.R.A. § 773). Si el montante de los pagos hechos a una viuda o hijos fuere 

menos que el total de los pagos dispuestos en el primer párrafo del Artículo 2-113, el remanente 

será pagadero a los herederos del participante fenecido.   

 

Artículo  2-113. — Pagos por Defunción; Participantes Activos; Participantes Retirados. — 

(3 L.P.R.A. § 773)  

 

   Al morir un participante mientras esté prestando servicio o mientras esté disfrutando de 

licencia regular con sueldo o licencia autorizada por enfermedad o incapacidad o para estudio, a 

la persona o personas que hubiere nombrado por orden escrita debidamente reconocida y 

radicada con el Administrador, o a sus herederos, si no hubiere hecho tal nombramiento se 

pagará lo siguiente:   

(a) Las aportaciones acumuladas a favor del participante hasta la fecha de su muerte. Estas 

aportaciones no se reembolsarán en el caso de un participante que muera por causas 

indemnizables al amparo de la "Ley de Compensaciones por Accidentes del Trabajo" (11 

L.P.R.A. § 1 et seq.), excepto según se disponga en contrario en el Artículo 2-112  (3 

L.P.R.A. § 772). Tampoco se reembolsarán las aportaciones cuando a los beneficiarios del 

empleado fallecido se les conceda una pensión mediante leyes especiales.   

(b) Un beneficio por defunción provisto con aportaciones hechas por el patrono, si dentro de 

un período de doce (12) meses antes de la fecha de su muerte hubiere estado el participante 

recibiendo una retribución a menos que éste dejare dependientes con derecho a recibir una 

anualidad por muerte del participante debida a causas ocupacionales según se dispone en 

Artículo 2-112  de esta Ley (3 L.P.R.A. § 772). Este beneficio por defunción será igual al 

tipo anual de la retribución vigente en la fecha del fallecimiento, si el empleado estuviere en 

servicio activo, o en la fecha en que últimamente hubiere prestado servicios. En los casos de 

los nuevos participantes que ingresen por primera vez al Sistema después del primero de abril 

de 1990, el beneficio por defunción será igual al cien (100) por ciento de la retribución 

vigente en la fecha del fallecimiento si el empleado estuviere en servicio activo o en la última 

fecha en que hubiere prestado servicios.   

   En los casos de los nuevos participantes que ingresen por primera vez al Sistema después 

del 1ro de abril de 1990, el beneficio por defunción será igual al cien (100%) por ciento de la 

retribución vigente en la fecha del fallecimiento si el empleado estuviere en servicio activo o 

en la última fecha en que hubiere prestado servicios.   
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   A la muerte de un participante que estuviere recibiendo una anualidad por retiro o por 

incapacidad, a menos que de acuerdo con las disposiciones de esta Ley fuere pagadera una 

anualidad por traspaso, se pagará a la persona o personas que éste hubiere nombrado en 

orden escrita debidamente reconocida y radicada con el Administrador, o sus herederos si no 

hubiese hecho tal nombramiento, un beneficio por defunción en una sola cantidad en 

efectivo; beneficio que consistirá del exceso, si lo hubiere, de las aportaciones acumuladas a 

favor del participante hasta la fecha de su retiro, sobre la suma total de todos los pagos de 

anualidad por retiro o por incapacidad recibidas por él antes de su muerte, sujeto a un 

mínimo de mil (1,000) dólares. En el caso en que se conceda una pensión a beneficiarios o 

herederos conforme a disposiciones de leyes especiales, el beneficio por defunción bajo las 

disposiciones de esta Ley se limitará a mil (1,000) dólares. 

   El beneficio mínimo por defunción de mil (1,000) dólares, se pagará también a la muerte de 

un pensionado que se hubiere acogido a una anualidad por traspaso de acuerdo con las 

disposiciones de [esta ley] las secciones 761 et seq. de este título. 

   Si la muerte de cualquier participante retirado sobreviniese dentro de los treinta (30) días 

siguientes a la fecha del retiro, se interpretará en cuanto a cualquiera y todas las disposiciones 

de esta Ley, como ocurrida durante el servicio; no obstante, cualquier otra disposición de esta 

Ley en contrario. 

 

Artículo  2-114. — Reembolsos. — (3 L.P.R.A. § 774) 

 

   A su separación del servicio, siempre que esta separación fuere permanente, se pagará a todo 

participante sin derecho a anualidad por retiro y a solicitud suya, salvo lo que en contrario se 

disponga en  la presente, un reembolso equivalente al importe de sus aportaciones al Sistema. 

Cualquier participante tendrá también derecho al reembolso de las aportaciones hechas a un 

fondo de pensiones sobreseído, si lo hubiere.   

Las aportaciones hechas a partir de la fecha de efectividad del Sistema y las aportaciones hechas 

a cualquier fondo de pensiones sobreseído, devengarán intereses en el sistema al tipo corriente a 

partir del 1ro de julio de 1957. Los reembolsos de aportaciones incluirán los intereses 

correspondientes. Las aportaciones de participantes que se separen del servicio devengarán 

intereses hasta seis (6) meses después de la fecha de separación permanente del empleado.   

   Todo participante que reciba un reembolso perderá y se entenderá que renuncia a todo derecho 

adquirido en el Sistema. Si dicha persona volviere a ser empleado y miembro del Sistema podrá 

devolver las sumas anteriormente recibidas en calidad de reembolso, junto con los intereses que 

al tipo corriente hubieren devengado dichas sumas durante el período transcurrido desde la fecha 

de devolución de las mismas hasta la fecha de reintegro al Sistema. Hechas tales restituciones, el 

participante volverá a recibir crédito por el período de servicios acreditados que le hubiere sido 

anulado al separarse del servicio. El Administrador podrá conceder un plan de pagos para la 

devolución de las aportaciones. 
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Artículo  2-115. — Pagos del Fondo del Seguro del Estado, la Comisión Industrial y el 

Servicio de Riego de Isabela. (3 L.P.R.A. § 783) 

 

   El Fondo del Seguro del Estado, la Comisión Industrial y el Servicio de Riego de Isabela 

pagarán de sus fondos generales las aportaciones relacionadas con sus empleados, y de acuerdo 

con las disposiciones del Artículo 2-116 de esta Ley (3 L.P.R.A. § 781).   

 

Artículo  2-116. — Intercambio de Derechos. — (3 L.P.R.A. § 784) 

 

    Independientemente de lo dispuesto en esta ley, toda persona que el 31 de diciembre de 1951 

estuviere empleada en una empresa pública, y fuere miembro de un plan de pensiones 

sobreseído, y le hubieren sido reconocidos los correspondientes derechos en el mismo, pasará a 

ser miembro del Sistema creado por esta ley, efectivo el día 1 de enero de 1952, con todos los 

derechos, privilegios y obligaciones que prescribe la ley para sus miembros, y en consideración a 

lo cual la empresa pública pagará mensualmente al Sistema, por tal miembro, como aportación 

normal de patrono las cantidades que prescribe esta ley.   

   No tendrá derecho a reembolso de acuerdo con las disposiciones de esta ley ningún 

participante que se retirare del servicio de cualquier patrono, según se define en las mismas, para 

ingresar en el servicio de otro patrono cubierto por las disposiciones de esta ley; el cual patrono 

estuviere manteniendo un plan independiente de retiro o fondo de pensiones, sea cual fuere su 

nombre. Las aportaciones acumuladas de dicho participante, junto con los correspondientes 

créditos por servicios prestados, se transferirán al referido plan independiente de retiro o fondo 

de pensiones, a fin de que se mantenga la continuidad de sus derechos en cuanto a dicho 

participante se refiere. Por razón de esta transferencia, el participante renunciará y perderá todos 

y cada uno de los derechos por servicios acreditables que se hubieren acumulado en este Sistema.   

   Con respecto a toda persona que al hacerse miembro de este Sistema tuviere ciertas 

aportaciones acumuladas y servicios acreditables reconocidos en un plan independiente de retiro 

o fondo de pensiones mantenido por cualquier patrono cubierto por esta ley, por la presente 

queda el Administrador autorizado para recibir del referido plan o fondo independiente las 

aportaciones acumuladas hechas por el participante, y a contabilizar estas aportaciones a favor 

del participante en este Sistema. El Administrador acreditará también a tal participante, para los 

fines de este Sistema, los servicios posteriores por el período que representen las aportaciones 

acumuladas y en esta forma transferidas, así como también los servicios anteriores, sujeto a lo 

dispuesto en el Artículo 1-106 de esta ley (3 L.P.R.A. § 765). Si cualesquiera aportaciones 

acumuladas y transferidas a este Sistema en la forma indicada, excediere de la cantidad que el 

referido empleado habría acumulado si hubiese sido miembro de este Sistema durante un período 

igual al de su participación en el otro plan de pensiones o retiro; se hará un ajuste mediante el 

cual el empleado recibirá un reembolso correspondiente al exceso que en sus aportaciones 

hubiere. Pero, si la cantidad equivalente a las aportaciones acumuladas fuere menor que dicha 

cantidad, el participante, de acuerdo con las reglas que al efecto prescriba la Junta, hará el 

correspondiente pago adicional.   

   Todo participante que hubiere sido miembro de un plan independiente de retiro o fondo de 

pensiones, y hubiere perdido sus derechos en el mismo al aceptar el reembolso de aportaciones, o 

al renunciar a cualesquiera otros beneficios, no tendrá derecho a que se le convaliden en este 
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Sistema, ni los servicios posteriores, ni los anteriores, correspondientes al período para el cual, 

mediante la recepción del referido reembolso, hubiere perdido sus derechos. Si el mencionado 

participante deseare obtener la convalidación de sus servicios acreditables por el período de 

servicios prestados como participante de dicho plan independiente de retiro o fondo de 

pensiones, se le exigirá que aporte a este Sistema, junto con los intereses correspondientes y a los 

tipos prescritos, la cantidad que a este Sistema, o a cualquier fondo de pensiones sobreseído, 

según se define en este capítulo, hubiere tenido que pagar durante el referido período de 

servicios, sujeto todo ello a lo dispuesto en  el Artículo 1-106 de esta ley (3 L.P.R.A. § 765).   

 

Artículo  2-117. — Beneficios como Derechos Personales; Exenciones. — (3 L.P.R.A. § 785) 

 

   El derecho a anualidades por retiro o por incapacidad; a beneficios por defunción; y a 

cualesquiera otros beneficios, de conformidad con las disposiciones de esta Ley, y sea cual fuere 

su denominación; así como también al percibo de reembolsos, es derecho personal del recipiente 

de los mismos, y el traspaso o transferencia de dichos beneficios y reembolsos; o de parte de los 

mismos, será nulo, ni podrán embargarse ni afectarse por ningún procedimiento judicial, a 

excepción de lo dispuesto por esta Ley. Ninguna de dichas pensiones, beneficios, o reembolsos 

podrá reclamarse para el pago de deudas contraídas por las personas que las reciben. Excepto los 

préstamos contraídos por los participantes de las Cooperativas de Ahorro y Crédito y del Banco 

Cooperativo de Puerto Rico, los cuales obligarán hasta un veinticinco por ciento (25%) de la 

pensión o beneficio del participante, y exceptuando, además, lo dispuesto en el Artículo 4-106 de 

esta Ley. Sin embargo, las cantidades que por aportaciones efectuadas en forma de descuentos 

del salario o retribución, incluyendo intereses, y de acuerdo con las disposiciones de esta Ley, o 

con las disposiciones de cualquier ley relativa a fondos de pensiones sobreseídas, fueren 

acreditadas a un miembro del Sistema; podrán ser asignadas por el participante para que le sirvan 

de garantía a cualquier préstamo solicitado por él de cualquier fondo, asociación, empresa 

pública u otra agencia prestamista cualquiera creada por un patrono con el fin de hacer préstamos 

a sus empleados, el Banco Cooperativo de Puerto Rico o de una Cooperativa de Ahorro y 

Crédito creada con el fin de hacer préstamos a sus socios y no socios, hasta un sesenta y cinco 

(65%) de sus aportaciones o veinticinco mil dólares ($25,000) de las mismas, lo que sea menor, 

de dicha cantidad y que no esté pignorada o asignada al Sistema a Cooperativas de Ahorro y 

Crédito o el Banco Cooperativo de Puerto Rico, o cualquier fondo, asociación, empresa pública u 

otra agencia prestamista cualquiera creada por un patrono con el fin de hacer préstamos a sus 

empleados. Las aportaciones que puedan ser asignadas por el participante para que le sirvan de 

garantía a cualquier préstamo originado o adquirido por estas agencias, Cooperativas de Ahorro 

y Crédito o el Banco Cooperativo de Puerto Rico, sólo podrán utilizarse para garantizar el 

principal y los intereses de dichos préstamos. Dichas cantidades podrán ser cobradas por el 

Administrador, las Cooperativas de Ahorro y Crédito o el Banco Cooperativo de Puerto Rico, 

según se dispone en este Artículo y en el Artículo 4-110 de esta Ley, retenidas por el Secretario 

de Hacienda o embargadas-mediante el procedimiento judicial necesario, para ser aplicables al 

pago de algún préstamo hecho por cualquiera de estas agencias o Cooperativas de Ahorro y 

Crédito, únicamente en aquellas circunstancias en que no se hayan hecho los arreglos 

convenientes para la devolución, a satisfacción de dicha agencia o Cooperativa de Ahorro y 

Crédito, del referido préstamo. El Banco Cooperativo y las Cooperativas de Ahorro y Crédito 
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que por disposición de este Artículo participen en el programa de otorgación y adquisición de 

préstamos cubierto bajo esta Ley, deberán requerir que los participantes que vayan a originar un 

préstamo bajo las disposiciones de este Artículo tengan un seguro de vida para la liquidación 

(condonación) de deuda por la muerte del deudor y un seguro de incapacidad para la posposición 

de pagos en la eventualidad de incapacidad.  

 

Artículo  2-118. — Pagos Mensuales; Anualidades Vitalicias. — (3 L.P.R.A. § 786) 

 

   Toda anualidad por retiro por incapacidad, o cualquier otra anualidad que dispongan esta ley, 

tendrá carácter vitalicio y será pagadera por plazos mensuales, y la misma no podrá aumentarse, 

disminuirse, revocarse o derogarse, salvo cuando hubiere sido concedida por error, o cuando en 

forma explícita se dispone de otro modo. El costo de proveer beneficios por defunción 

concedidos a la muerte de un participante que estuviere recibiendo una anualidad por retiro, no 

se cargará a la anualidad vitalicia pagadera al participante.   

   El primer pago de una anualidad se hará por la fracción de mes que transcurra hasta la 

terminación del primer mes; y el último pago se hará hasta el final del mes en que sobreviniere la 

muerte del participante.   

   Los patronos vendrán obligados a someter a la Administración toda la documentación 

requerida dentro de los sesenta (60) días siguientes a la fecha de solicitud de los beneficios de 

retiro o solicitud de fondos. La Administración tramitará la solicitud de los beneficios o la 

liquidación de fondos dentro de los sesenta (60) días siguientes a la fecha de radicación de la 

solicitud con la documentación según requerida por el Sistema de Retiro.   

   Si un patrono incumple la obligación establecida en este Artículo advendría responsable del 

pago al participante de una cantidad equivalente a un mes del sueldo que recibía éste a la fecha 

de la solicitud de los beneficios de la pensión o de la liquidación de los fondos.   

 

CAPÍTULO 3. —PROGRAMA DE CUENTAS DE AHORRO PARA EL RETIRO. 

 

Artículo  3-101. — Creación del Programa de Cuentas de Ahorro para el Retiro. (3 

L.P.R.A. § 786-1). 

 

(a)  Creación del Programa. Se crea un Programa de Cuentas de Ahorro para el Retiro el cual 

consiste en el establecimiento de una cuenta de ahorro para cada participante del Sistema que 

entre a formar parte de dicho programa según dispuesto en este Capítulo (3 L.P.R.A. § 786-1 a 

786-12). Las cuentas de ahorro se acreditarán con las aportaciones de cada participante del 

Programa y la rentabilidad de inversión de conformidad con el Artículo 3-107 de esta ley (3 

L.P.R.A. § 786-7). El beneficio a proveerse a cada participante a su separación del servicio, ya 

sea por jubilación o de otra manera, dependerá del monto total acumulado en su cuenta de 

ahorro.   

(b)  Participantes del Programa. Las siguientes personas participarán en el Programa:   

(1) Todo nuevo empleado que ingrese al Sistema por primera vez en o después del primero 

de enero del 2000.   

(2) Toda persona que haya sido participante del Sistema antes del primero de enero del 2000, 

se haya separado del servicio antes, en o después del primero de enero del 2000, haya 
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recibido el reembolso de sus aportaciones al Sistema de conformidad con el Artículo 2-114 

del Capítulo 2 de esta ley (3 L.P.R.A. § 774) y que con posterioridad al 31 de diciembre de 

1999 advenga empleado y participante del Sistema.  

(3) Toda persona que sea empleado y participante del Sistema al 31 de diciembre de 1999 y 

que ejerza la opción de transferencia que le concede el Artículo 3-102 del Capítulo 3 de esta 

ley (3 L.P.R.A. § 786-2). 

(4) Toda persona que sea empleado y miembro de un sistema de retiro del patrono al 31 de 

diciembre de 1999 y que con posterioridad a esa fecha advenga participante del Sistema y 

ejerza la opción de transferencia que le concede el Artículo 3-102 del Capítulo 3 de esta ley 

(3 L.P.R.A. § 786-2).   

 

Artículo  3-102. — Transferencia al Programa. (3 L.P.R.A. § 786-2) 

 

(a)  Transferencia al Programa. Todo empleado que sea participante del Sistema al 31 de 

diciembre de 1999, y todo empleado que sea miembro de un sistema de retiro del patrono al 31 

de diciembre de 1999 y que con posterioridad a esa fecha advenga participante del Sistema, 

podrá optar, efectivo el primero de enero del 2000 en la fecha de comienzo de participación en el 

Sistema, respectivamente, conforme se dispone en este Artículo, por renunciar a los beneficios 

provistos bajo este capítulo y cualquier otra ley que suplemente este capítulo y comenzar su 

participación en el Programa. La determinación de un empleado de ejercer o no la opción de 

transferencia es irrevocable. La cuenta de ahorro de todo empleado que participa en el Sistema o 

cualquier otro sistema del patrono y opte por cambiarse al Programa será acreditada inicialmente 

con las cantidades dispuestas en el Artículo 3-107 (a)(1) de este Capítulo [3 L.P.R.A. § 786-

7(a)(1)]. 

(b)  Notificación de la opción de transferencia. El Administrador deberá notificar a los 

empleados que son participantes del Sistema al 31 de diciembre de 1999 y a todo empleado que 

sea miembro de un sistema de retiro del patrono al 31 de diciembre de 1999 y que con 

posterioridad a esa fecha advenga participante del Sistema, de su derecho a ejercer la opción de 

transferencia. La notificación deberá hacerse en la fecha, y contener aquella información, que la 

Junta establezca.   

(c)  Ejercicio de la opción de transferencia, irrevocabilidad. Los empleados, una vez sean 

notificados conforme se dispone en el inciso (b) de este Artículo, deberán informar al 

Administrador su decisión de ejercer o no la opción de transferencia que le concede este Artículo 

en la forma, manera y fecha que el Administrador establezca. Aquellas personas que no ejerzan 

la opción de transferencia en la forma, manera y fecha que el Administrador disponga se 

entenderá que eligen no ejercer la opción de transferencia.   

 

Artículo  3-103. — Establecimiento de Cuentas de Ahorro para el Retiro. (3 L.P.R.A. § 786-

3) 

 

   El Administrador establecerá y mantendrá en el Sistema una cuenta de ahorro para cada 

participante del Programa la cual será acreditada y debitada de conformidad con el Artículo 3-

107 y 3-108 de este Capítulo (3 L.P.R.A. § 786-7 y 786-8).   
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Artículo  3-104. — Obligaciones del Patrono, Sanciones. (3 L.P.R.A. § 786-6) 

 

   Todo patrono que tuviere la obligación de deducir y retener las aportaciones de los 

participantes del Programa y de hacer aportaciones al Sistema conforme lo dispone este Capítulo 

(3 L.P.R.A. § 786-1 a 786-12), tendrá las siguientes obligaciones:   

(a) Obligación de deducir y retener las aportaciones de los participantes y de remitir las 

aportaciones de los participantes y del patrono al sistema. Todo patrono de un participante del 

Programa deberá deducir y retener de la retribución del participante las aportaciones que dispone 

el Artículo 3-104 (3 L.P.R.A. § 786-4). Se autoriza al Secretario de Hacienda o a cualquier 

oficial pagador del patrono, a hacer los descuentos aunque la retribución que hubiere que pagarse 

en efectivo al participante como resultado de estos descuentos, quede reducida a menos de 

cualquier mínimo prescrito por la ley. Las aportaciones de los participantes del Programa 

deberán ser remitidas por el patrono, conjuntamente con las aportaciones patronales que viene 

obligado a hacer según dispone el Artículo 3-105 (3 L.P.R.A. § 786-5), al Sistema en o antes del 

décimo quinto (15to) día del mes siguiente de la fecha en que se hizo la retención. El 

Administrador establecerá la forma y manera en que se remitirán las aportaciones.   

(b) Responsabilidad por las aportaciones. Todo patrono obligado a deducir y retener las 

aportaciones de los participantes del Programa y a remitir las aportaciones de los participantes y 

del patrono que dispone este Capítulo (3 L.P.R.A. § 786-1 a 786-12) será responsable al Sistema 

del pago total de dichas aportaciones. Si el patrono dejare de hacer la retención o remitir las 

aportaciones, las sumas que debió retener y las aportaciones no pagadas serán cobradas al 

patrono por el Administrador siguiendo el procedimiento que establece el Artículo 4-109 de esta 

ley (3 L.P.R.A. § 781a).   

(c) Intereses sobre aportaciones adeudadas. Todo patrono que no remita sus aportaciones y la de 

los participantes del Programa dentro del término establecido será responsable al Sistema del 

pago de intereses al tipo que la Junta determine sobre la aportación adeudada desde el día en que 

la aportación debió ser remitida al Sistema hasta el día en que la aportación se remita. Los 

intereses adeudados por un patrono serán cobrados por el Administrador siguiendo el 

procedimiento que establece el Artículo 4-109  de esta ley (3 L.P.R.A. § 781a).   

(d) Acreditación de rentabilidad de inversión. Si un patrono no remite las aportaciones de los 

participantes del Programa dentro del término de tiempo establecido, el Administrador acreditará 

la cuenta de los participantes del Programa afectados con la rentabilidad de inversión de 

conformidad con el Artículo 3-107 (a)(3) de esta ley [3 L.P.R.A. § 786-7(a)(3)] a partir de la 

fecha límite en que el patrono tenía que remitir las aportaciones. 

 

Artículo  3-105. — Créditos a la Cuenta de Ahorro, Rentabilidad de Inversión y Derechos 

sobre la Cuenta de Ahorro. (3 L.P.R.A. § 786-7) 

 

(a)  Créditos. El Administrador acreditará a la cuenta de ahorro de cada participante del 

Programa las siguientes partidas:   

(1) Balance inicial de transferencia. En el caso de aquellos participantes del Sistema o de 

cualquier otro sistema de retiro del patrono que ejercieron la opción de transferencia que 

concede esta ley, se acreditará el balance inicial de transferencia que sea transferido al 

Programa al establecerse la cuenta de ahorro.   
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(2) Aportación del participante del Programa. Las aportaciones hechas por el participante 

del Programa según requiere este capítulo se acreditarán una vez sean remitidas por el 

patrono al Sistema.   

(3) Rentabilidad de inversión. Se acreditará una rentabilidad de inversión al cierre de cada 

semestre de cada año económico de acuerdo a la alternativa o combinación de alternativas de 

inversión que seleccione el participante del Programa conforme al inciso (b) de este Artículo. 

La rentabilidad de inversión se computará el último día de negocios de cada semestre del año 

económico sobre el promedio mensual del balance en la cuenta de ahorro del participante del 

Programa durante el semestre en cuestión.   

(b)  Alternativas de inversión de la cuenta de ahorro del participante.    

(1) Elección de inversión. Todo nuevo participante del Programa tendrá que seleccionar, en 

múltiplos de diez por ciento (10%) la inversión aplicable a su cuenta de ahorro de entre las 

alternativas o combinación de alternativas de inversión dispuestas en la cláusula (3) de este 

inciso. La elección inicial deberá efectuarse en la forma, manera y fecha que prescriba el 

Administrador.   

(2) Cambios de elección. El participante del Programa podrá cambiar en múltiplos de diez 

por ciento (10%) la elección de inversión aplicable a su cuenta de ahorro a cualquier otra 

alternativa o combinación de alternativas de inversión dispuestas en la cláusula (3) de este 

inciso una vez durante cada año económico. El cambio de elección deberá efectuarse en la 

forma, manera y fecha que prescriba el Administrador y será efectiva el primer día del mes 

del próximo año económico.   

(3) Alternativas de inversión. Los participantes del Programa podrán seleccionar que la 

rentabilidad de su cuenta de ahorro se determine entre las alternativas, o combinación de 

alternativas de inversión siguientes:   

(A) Ingreso fijo. Bajo esta opción, la rentabilidad será igual al rendimiento mensual 

promedio durante cada semestre de cada año económico de las obligaciones del Tesoro 

de los Estados Unidos de América con un vencimiento constante de dos (2) años (Two-

Year Constant Maturity Treasuries ).   

(B) Cartera de inversión del sistema. Bajo esta opción, la rentabilidad será igual al 

noventa por ciento (90%) del rendimiento de la cartera de inversión del Sistema durante 

cada semestre de cada año económico neto de los gastos de manejo (management fees) 

tales como, pero sin limitarse a, honorarios pagaderos a los administradores de la cartera, 

custodia de valores y consultoría de inversiones.  

(C) Alternativas adicionales de inversión. Mediante reglamentación, orden o resolución, 

la Junta podrá establecer alternativas adicionales de inversión.   

(c)  Derechos sobre la cuenta de ahorro para el retiro. Los participantes del Programa siempre 

tendrán cien por ciento (100%) de derechos adquiridos sobre el balance inicial de transferencia 

dispuesto en la cláusula (1) del inciso (a) de este Artículo, sus aportaciones a la cuenta de ahorro 

y la rentabilidad de inversión dispuesta en la cláusula (3) del inciso (a) de este Artículo.   

 

Artículo  3-106. — Débitos a la Cuenta de Ahorro. (3 L.P.R.A. § 786-8) 

 

   El Administrador debitará la cuenta de ahorro que se establezca para cada participante del 

Programa por los gastos de teneduría de la cuenta (record keeping expenses) y por aquellas 
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sumas utilizadas para la compra de una anualidad para el pago de beneficios o para hacer una 

distribución global conforme a los Artículos 3-109 y 3-110 de este Capítulo. Una vez se compre 

la anualidad o se distribuya el balance total de la cuenta de ahorro, la cuenta cesará de existir. El 

Administrador podrá además, debitar la cuenta del participante por el monto de la prima de 

seguro por incapacidad o de otro tipo de seguro que a través de un programa que a esos efectos 

establezca el Administrador y que el participante se acoja ya sea voluntaria o compulsoriamente. 

 

Artículo  3-107. — Beneficios a la Separación del Servicio. (3 L.P.R.A. § 786-9) 

 

(a) Beneficio de Retiro.- Al separarse permanentemente del servicio, cuando la separación no es 

por causa de muerte o incapacidad total y permanente, el balance en la cuenta de ahorro del 

participante del Programa le será distribuido al participante por el Administrador en la forma y 

fecha que a continuación se dispone 

(b) Formas de Pago: 

(1) Participantes del Programa Casados.- Si el participante del Programa está casado a la 

fecha en que se separa permanentemente del servicio, luego de la fecha normal de retiro, el 

Administrador utilizará el balance en la cuenta de ahorro del participante para la compra de 

un contrato de anualidad mancomunada y de sobrevivencia al cincuenta (50) por ciento. El 

Administrador podrá darle al participante del Programa la opción de escoger entre varias 

compañías de seguros autorizadas por el Comisionado de Seguros a hacer negocios en Puerto 

Rico para la compra del contrato de anualidad mancomunada y de sobrevivencia al cincuenta 

(50) por ciento. 

(2) Participantes del Programa Solteros.- Si el participante del Programa no está casado a la 

fecha en que se separa permanentemente del servicio, luego de la fecha normal de retiro, el 

Administrador utilizará el balance en la cuenta de ahorro del participante para la compra de 

un contrato de anualidad vitalicia. El Administrador podrá darle al participante del Programa 

la opción de escoger entre varias compañías de seguros autorizadas por el Comisionado de 

Seguros a hacer negocios en Puerto Rico para la compra del contrato de anualidad vitalicia. 

(3) Pago en suma global del balance en la Cuenta de Ahorro.-No obstante lo dispuesto en 

los incisos (1) y (2), y excepto en los casos comprendidos en el inciso (4), todo participante 

que se separe permanentemente del servicio luego de la fecha normal de retiro, podrá 

solicitar al Administrador el pago de una suma global del balance en su Cuenta de Ahorros. 

Si el participante es casado, la distribución se hará a nombre de ambos, el participante y su 

cónyuge, a menos que se presente ante el Administrador un consentimiento escrito del 

cónyuge del participante a los efectos de que se efectúe la distribución a nombre del 

participante. 

   El monto de esta distribución, en la cantidad que excede el monto aportado por el 

participante, estará sujeto a una tasa contributiva de diez (10) por ciento en lugar de cualquier 

otra contribución impuesta por el Código. Esta contribución deberá ser retenida en el origen 

por el Administrador y depositada con el Secretario de Hacienda de conformidad y sujeta en 

lo pertinente a lo dispuesto en los párrafos (3) al (8) de la sección 1165(b) del Código. 

   Las disposiciones de la Sección 1022 (b)(24) del Código no aplicarán en caso de estas 

distribuciones. 
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(4) Cuentas de Ahorro de Menos de diez mil (10,000) dólares.- Si el balance de la cuenta de 

ahorro del participante del Programa, al momento de separarse permanentemente del servicio 

es menor de diez mil (10,000) dólares, el Administrador le distribuirá al participante el 

balance en un solo pago global. El participante vendrá obligado a incluir dicha cantidad 

como ingreso en su planilla de contribución sobre ingresos y tributarán a las tasas 

contributivas regulares que dispone el Código. 

(5) Transferencia de balance en cuenta de ahorro a cuentas de retiro individual y planes 

cualificados (rollover).- Al momento de separarse permanentemente del servicio, el 

participante podrá solicitar al Administrador la transferencia del balance total en su cuenta de 

ahorro a un plan de retiro cualificado, a una cuenta de retiro individual (IRA, por sus siglas 

en inglés) o a una cuenta de retiro individual no deducible, que cumplan con los requisitos de 

las secciones 1165, 1169 ó 1169B del Código, respectivamente. 

   Para fines de este inciso la transferencia al plan de retiro cualificado, a la cuenta de retiro 

individual o a la cuenta de retiro individual no deducible, deberá efectuarse por el 

Administrador mediante el desembolso del balance de la cuenta del participante directamente 

al fideicomiso que administrará la cuenta o el plan. Cualquier transferencia que se efectúe a 

tenor con esta disposición no estará sujeta a tributación, excepto en el caso que la 

transferencia se haga a una cuenta de retiro individual no deducible. 

   La transferencia del balance del participante en la Cuenta de Ahorro a una cuenta de retiro 

individual no deducible se considerará como una transferencia cualificada para fines de la 

Sección 1169B del Código. El monto distribuido estará sujeto a una contribución de diez (10) 

por ciento, en lugar de cualquier otra contribución impuesta por el Código, que deberá ser 

retenida en el origen por el Administrador y depositada con el Secretario de Hacienda de 

conformidad y sujeta en lo pertinente a lo dispuesto en los párrafos (3) al (8) de la sección 

1165(b) del Código. 

(6) Transferencia de aportaciones a otro sistema de retiro gubernamental. En aquellos casos 

en que un participante del programa se separe del servicio y luego pase a ocupar un puesto en 

el servicio público y con ello participe en otro sistema de retiro gubernamental, podrá 

solicitar al Administrador y ésta último autorizar, la transferencia de sus aportaciones 

directamente al otro sistema de retiro gubernamental para la acreditación de años por 

servicios en el otro sistema de retiro gubernamental. 

(7) Formas Opcionales de Pago.- Mediante reglamentación, orden o resolución, la Junta 

podrá establecer formas opcionales de pago. La selección de cualquier forma opcional de 

pago por un participante del Programa que esté casado, al momento de separarse 

permanentemente del servicio deberá ser consentida por el cónyuge del participante del 

Programa por escrito y ante un representante del Administrador o un notario público.   

 

Artículo  3-108. — Beneficios a la Separación del Servicio por Muerte, Incapacidad o 

Enfermedad Terminal. (3 L.P.R.A. § 786-10) 

 

(a)  Separación del servicio por razón de muerte. El balance en la cuenta de ahorro de todo 

participante del Programa que fallezca se pagará en un sólo pago global a la persona o las 

personas que el participante del Programa haya designado como su beneficiario en la forma y 

manera establecida por el Administrador. En la eventualidad que el participante no haya 
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designado a ninguna persona como su beneficiario, el balance en la cuenta de ahorro se pagará 

en un solo pago global a las personas que tengan derecho bajo las disposiciones de ley aplicable 

sobre comunidad de bienes, sociedad legal de gananciales y herencia.   

(b)  Separación del servicio por razón de incapacidad o enfermedad terminal. El balance en la 

cuenta de ahorro de todo participante del Programa que se separe permanentemente del servicio 

debido a que esté total y permanentemente incapacitado según dispuesto en este capítulo, que se 

separe permanentemente del servicio debido a que esté incapacitado de acuerdo a la Ley Núm. 

127 de 27 de Junio de 1958, según enmendada (25 L.P.R.A. § 376 et seq.), o debido a que 

padezca de una enfermedad terminal, según determinado por el Administrador, le será 

distribuido por el Administrador, a opción del participante, en una suma global, o a través de la 

compra de un contrato de anualidad o cualquier otra forma opcional de pago de conformidad con 

el Artículo 3-109 de esta Ley (3 L.P.R.A. § 786-9).   

(c)  Fecha de compra de contrato de anualidad y comienzo de la distribución. La compra de 

cualquier contrato de anualidad dispuesto en este Artículo se hará luego de la separación del 

servicio por incapacidad total y permanente, incapacidad bajo la Ley Núm. 127 de 27 de Junio de 

1958, según enmendada (25 L.P.R.A. §. 376 et seq.), o enfermedad terminal, pero no más tarde 

de los sesenta (60) días siguientes a esa fecha. Los pagos mensuales dispuestos en este Artículo 

deberán comenzar luego de la separación del servicio por incapacidad total y permanente, pero 

no más tarde de los noventa (90) días siguientes a esa fecha. La distribución en un solo pago 

global del balance de la cuenta de ahorro del participante del Programa deberá efectuarse no más 

tarde de los sesenta (60) días siguientes a la fecha en que el participante del Programa se separe 

permanentemente del servicio.   

 

Artículo  3-109. — Seguro por Incapacidad.  (3 L.P.R.A. § 786-11) 

 

   El Administrador, con la aprobación de la Junta, podrá establecer un programa de beneficios 

por incapacidad a largo plazo o a corto plazo, el cual proveerá una anualidad en caso de 

incapacidad total y permanente. Los beneficios por incapacidad podrán ser provistos a través de 

uno o más contratos de seguro por incapacidad con una o más compañías de seguro autorizadas a 

hacer negocios en Puerto Rico por el Comisionado de Seguros de Puerto Rico. La determinación 

de si una persona está total y permanentemente incapacitada podrá ser hecha por la compañía de 

seguros que emita la póliza de seguro cubriendo a la persona o por el Administrador. Todos los 

participantes del Programa que sean empleados se acogerán al programa de beneficio por 

incapacidad en la manera y forma que establezca el Administrador. 

   Disponiéndose que los participantes que hayan ejercido la opción de transferencia dispuesta en 

el Artículo 3-101 y los que sean nombrados a partir del 1 de enero de 2000, estarán cubiertos por 

las disposiciones de incapacidad establecidas en los Artículos 2-107 y 2-109 hasta que el Sistema 

de Retiro de los Empleados del Gobierno establezca el programa de beneficios por incapacidad 

dispuesto en este Artículo. No obstante, aquellos participantes acogidos a las disposiciones de los 

Artículos 2-107 y 2-109 por mandato de este Artículo, continuarán con dicho beneficio aún 

después que el Sistema implante el programa de beneficios por incapacidad. 

   Luego de que el Administrador haya determinado y notificado la incapacidad bajo las normas 

establecidas y el participante se acoja a una pensión por incapacidad bajo los Artículos 2-107 y 

2-109 de esta Ley, el balance de la cuenta de ahorro del participante será retenido por el Sistema 
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de Retiro y entrará a una cuenta de reserva designada para el participante para sufragar este 

beneficio por lo que, las disposiciones del Artículo 3-110 no les serán aplicables. Si el 

participante opta por recibir el balance en su cuenta de ahorro, se entiende que renuncia a su 

derecho de solicitar y/o recibir una pensión por incapacidad bajo las disposiciones de los 

Artículos 2-107 y 2-109 de esta Ley. 

   Si el empleado se acoge una pensión por incapacidad bajo los Artículos 2-107 y 2-109 de esta 

Ley, y posteriormente, la Administración conforme al Artículo 2-111 realiza un examen y 

determina que procede su reinstalación al comenzar a trabajar, se le reinstituirá en su cuenta de 

ahorros la cantidad, si alguna en la cuenta de reserva del participante que no haya agotado como 

beneficio de pensión por incapacidad. 

   Al morir un participante que se encuentre cobijado bajo las disposiciones de esta Ley, se 

pagará a la persona o persona que el participante designe, la cantidad, si alguna en la cuenta de 

reserva del participante que no haya agotado como beneficio de pensión por incapacidad. 

   La Administración de los Sistemas de Retiro notificará mediante circular a los participantes 

sobre la implantación del Programa de Seguro por Incapacidad. Una vez implantado dicho 

programa, los participantes que se acojan al mismo disfrutarán de exclusivamente de los 

beneficios que otorgue el programa y estarán excluidos de los beneficios bajo los Artículos 2-107 

y 2-109 de esta Ley. Aquellos participantes que no se acojan al Programa de Seguro por 

Incapacidad, no disfrutarán de los beneficios de dicho programa, ni de los beneficios bajo los 

Artículos 2-107 y 2-109 provistos por esta Ley.   

 

Artículo  3-110. — Aplicabilidad de Ley Uniforme de Valores. (3 L.P.R.A. § 786-12) 

 

   El interés de cualquier participante en el Programa no constituirá un valor para propósitos de la 

Ley Núm. 60 de 18 de Junio de 1963, según enmendada (10 L.P.R.A. § 851 et seq.), conocida 

como la "Ley Uniforme de Valores".   

 

CAPÍTULO 4. —ADMINISTRACION DEL SISTEMA E INVERSION. 

 

Artículo  4-101. — Administración. (3 L.P.R.A. § 775) 

 

   El Sistema creado por esta Ley se considerará un fideicomiso. Cualquier cambio en la 

estructura de beneficios que conlleve un aumento en el importe de la anualidad u otros beneficios 

deberá estar sustentado con estudios actuariales previos donde se determine su costo y la 

legislación correspondiente proveerá para su financiamiento. 

   Por la presente se crea y establece una Junta de Síndicos que será responsable de ver que se 

pongan en vigor las disposiciones de esta Ley.  Dicha Junta constará de once (11) miembros y 

cuatro (4) de los cuales serán miembros natos, a saber: el Secretario de Hacienda, el 

Comisionado de Asuntos Municipales, y el Presidente del Banco Gubernamental de Fomento 

para Puerto Rico y el Director de la Oficina de Recursos Humanos.    Tres (3) miembros serán 

nombrados por el Gobernador de Puerto Rico por términos de tres (3) años cada uno y ejercerán 

sus funciones hasta que se nombre un sucesor y éste tome posesión del cargo.  Dos  de estos 

miembros deberán ser participantes del Sistema creado por esta Ley y uno del Sistema de Retiro 

de la Judicatura, ambos deberán tener por lo menos diez (10) años de servicios cotizados a la 
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fecha de su nombramiento. De los otros cuatro (4) miembros, dos (2) deberán ser pensionados de 

cada Sistema, nombrados por el Gobernador por términos de tres (3) años cada uno y ejercerán 

sus funciones hasta que se nombre un sucesor y éste tome posesión del cargo.   Los otros dos (2) 

miembros serán los Presidentes de la Federación de Alcaldes y la Asociación de Alcaldes de 

Puerto Rico.  

   Los miembros natos podrán designar delegados que los representen en las reuniones de la Junta 

y en cualesquiera otras actividades de su incumbencia como miembros de la Junta, no así cuando 

el Presidente de la Junta requiera su presencia. 

   El Sistema creado por esta Ley  se organizará como un organismo del Gobierno de Puerto 

Rico, independiente y separado de otros.  La Junta de Síndicos y la Administración no estarán 

sujetas a las disposiciones de la “Ley de la Administración de Servicios Generales”, ni de la 

“Ley Orgánica de la Oficina de Gerencia y Presupuesto del Gobierno”, y serán administradores 

individuales bajo las disposiciones de la Ley Núm. 184 de 3 de agosto de 2004, según 

enmendada, conocida como la "Ley para la Administración de los Recursos Humanos en el 

Servicio Público". 

 

Artículo  4-102. — Facultades y Deberes de la Junta. (3 L.P.R.A. § 776) 

 

   Para efectuar las disposiciones de esta ley, la Junta nombrará un Administrador del Sistema y 

fijará su sueldo, adoptará reglas para su organización y funcionamiento interno y aprobará y hará 

que se promulguen los reglamentos que de tiempo en tiempo prepare el Administrador para la 

Administración del Sistema, de conformidad con la ley.   

Además de los deberes que surjan de esta ley, la Junta tendrá las siguientes facultades y 

obligaciones:   

(a) Por lo menos trimestralmente cada año, celebrar sesiones ordinarias, y aquellas sesiones 

extraordinarias que se estimen necesarias. Todas las sesiones serán públicas. La Junta llevará 

actas completas de todos sus procedimientos.   

(b) Considerar y tomar acuerdos sobre asuntos que le refiera el Administrador relacionados 

con normas, cambios o revisiones del Sistema.   

(c) Aprobar las inversiones de fondos del Sistema propuestas por el Administrador.   

(d) Investigar y resolver en apelación, a solicitud de parte, controversias surgidas entre 

miembros del Sistema y el Administrador. Para el ejercicio de sus funciones y de la 

jurisdicción apelativa que por esta ley y por otras leyes de retiro se le confiere o se le pueda 

conferir en el futuro a la Junta, a menos que de otra manera se disponga, se atendrá al 

procedimiento y gozará de facultades según se dispone a continuación.   

   La apelación se formalizará presentando un escrito de apelación ante el Secretario de la Junta 

dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha de haberse convertido en final la decisión 

inicial del Administrador, o de haberse depositado en el correo su decisión final en 

reconsideración. En dicho escrito se consignarán los fundamentos en que el reclamante basa su 

apelación indicando la decisión o parte de la misma con que no esté conforme y se notificará a 

otras partes si las hubiere.   

   La Junta celebrará la correspondiente audiencia pública y resolverá de acuerdo con la prueba, 

sosteniendo, modificando o revocando la acción del Administrador, o podrá dictar la resolución 

que en ley debió haber dictado el Administrador o devolver el caso al Administrador. En los 
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procedimientos, el reclamante tendrá derecho a comparecer por derecho propio o asistido de 

abogado.   

   Sólo se admitirá como prueba del apelante aquella que estuvo sometida a la consideración del 

Administrador al tomar su decisión. No obstante, el reclamante podrá presentar todos los testigos 

que crea necesario siempre que una declaración jurada de éstos consignando el testimonio que de 

ellos se espera haya estado sometida a la consideración del Administrador al momento de tomar 

su decisión. Las reglas de evidencia que prevalecen en el Tribunal de Justicia no serán 

obligatorias en ningún procedimiento ante la Junta.   

   Los casos en que la Junta intervenga podrán ser vistos por un solo miembro de la Junta o por 

un examinador designado por ella. Siempre que el caso no fuere visto por la Junta en pleno las 

conclusiones y reconsideraciones de los miembros que estuviesen presentes o del examinador, 

junto con una transcripción de la evidencia y cualquier otra prueba y consideraciones pertinentes 

a las cuestiones planteadas ante él, serán sometidas a los demás miembros de la Junta para su 

decisión final.   

   La Junta y cada uno de sus miembros o representantes y los examinadores por ella nombrados 

estarán facultados para tomar juramentos, requerir la comparecencia de testigos y la presentación 

de cualesquiera documentos o prueba pertinentes a cualquier procedimiento autorizado por esta 

ley o cualquier otra ley de retiro o de pensiones que sea su deber poner en vigor. Cualquier 

persona que dejare de comparecer mediante citación y no presentare excusa justificada de su 

incomparecencia, o se negare a prestar declaración o a presentar cualquier documento 

requerídole, o que a sabiendas prestare falso testimonio, incurrirá en delito menos grave y 

convicta que fuere por el Tribunal de Primera Instancia será castigada con multa máxima de mil 

dólares ($1,000), o cárcel por un término máximo de un año o ambas penalidades.   

   Toda citación expedida por la Junta, o por cualquiera de sus miembros o por el Secretario, 

deberá llevar el sello de la misma y podrá ser notificada en cualquier punto del Estado Libre 

Asociado. Asimismo, deberán llevar dicho sello las certificaciones que expidiere el Secretario a 

petición de la parte interesada.   

   En adición e independientemente de lo anteriormente dispuesto en este Artículo, cuando un 

testigo citado de acuerdo con las presentes disposiciones no comparezca a testificar o no 

produzca los libros, registros o documentos, según haya sido requerido, o cuando cualquier 

testigo así citado rehusare contestar cualquier pregunta en relación a cualquier asunto o 

investigación que esté bajo la consideración de la Junta, el Presidente de la Junta podrá solicitar 

la ayuda del Tribunal Primera Instancia de Puerto Rico para requerir la asistencia y la 

declaración del testigo y la producción la entrega de los libros, registros o documentos 

solicitados en el asunto que esté bajo la consideración de la Junta.   

   Radicada la petición ante el Tribunal Primera Instancia, dicho tribunal expedirá una citación 

requiriendo y ordenando al testigo para que comparezca y declare o para que produzca la 

evidencia solicitada, o para ambas cosas, ante la Junta, y cualquier desobediencia a la orden 

dictada por el tribunal será castigada como desacato.   

   Toda persona, con excepción de los empleados del Gobierno, que sea citada y comparezca ante 

la Junta, como testigo, recibirá por cada día de comparecencia, una suma igual a la que reciben 

los testigos que comparecen ante los tribunales de justicia.   

(e) Tan pronto como sea posible, después de finalizar cada año fiscal económico, pero a más 

tardar el primero (1ro.) de noviembre de cada año revisar, aprobar y ordenar que se someta al 
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Gobernador y a la Asamblea Legislativa un informe anual que contenga, entre otras cosas, un 

balance de situación económica, estado de ingresos y desembolsos para el año, un balance de 

valoración actuarial, estados detallados acerca de las inversiones hechas o liquidadas durante el 

año, un informe sobre los títulos de inversión propiedad del Sistema, y otros datos estadísticos y 

financieros que se consideren necesarios para una adecuada interpretación de la situación del 

Sistema y del resultado de sus operaciones.  La Junta hará publicar, para conocimiento de los 

miembros del Sistema, un resumen del referido informe anual.  Además, hará llegar el 

presupuesto operacional del Sistema aprobado por la Junta para el año fiscal siguiente, a la 

Asamblea Legislativa y al Gobernador, en o antes del quince (15) de junio del año fiscal anterior 

al año en que regirá dicho presupuesto.  También publicará, en o antes de esa misma fecha, dicho 

presupuesto operacional aprobado en la página del Sistema de Retiro en la Internet y tendrá 

disponibles copias del mismo para aquellos miembros o participantes del Sistema que así lo 

soliciten.  El presupuesto así publicado permanecerá en la página del Sistema de Retiro en la 

Internet durante todo el año fiscal en que rija el mismo.  

(f) Hacer contratos, y contratos de servicios profesionales, demandar incluyendo ser demandada 

con el nombre y título del Sistema de Retiro de los Empleados del Gobierno Estatal de Puerto 

Rico y sus Instrumentalidades.   

(g) Con sujeción a las limitaciones y condiciones que en esta ley se prescriben, contratar con el 

Banco Gubernamental de Fomento de Puerto Rico para la inversión de cualesquiera dineros 

pertenecientes al Sistema.   

 

Artículo  4-103. — Facultades y Deberes del Administrador. (3 L.P.R.A. § 777) 

 

   El Administrador dirigirá y supervisará toda actividad técnica y administrativa del Sistema; 

designará a una persona que, bajo su acción inmediata, estará a cargo y será responsable del 

debido funcionamiento del Sistema; adoptará las medidas necesarias para el establecimiento de 

un personal para la Administración y la Junta de Síndicos del Sistema de conformidad con lo que 

establece la Ley 184-2004, según enmendada,  conocida como “Ley para la Administración de 

los Recursos Humanos en el Servicio Público del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”, para 

los administradores individuales; podrá contratar los servicios de técnicos especialistas y velará 

porque se pongan en vigor las disposiciones de esta Ley.  

   El Administrador tendrá, además, las siguientes facultades y obligaciones:   

(1) Establecer una oficina para el Sistema, y bajo la supervisión del Secretario de Hacienda, 

disponer lo necesario para la instalación de un sistema completo y adecuado de contabilidad 

y registros.   

(2) Con el consejo de un actuario, adoptar todas las guías actuariales necesarias para el 

funcionamiento del Sistema; y compilar los datos estadísticos que fueren necesarios para 

hacer, periódicamente, valoraciones y estudios actuariales de las operaciones del Sistema.   

(3) Asistir a todas las reuniones de la Junta y ejecutar todos los acuerdos que le sean 

encomendados por ella.   

(4) Certificar al Secretario de Hacienda los pagos necesarios que han de hacerse según las 

disposiciones de esta ley.  



“Sistema de Retiro de los Empleados del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”                             

[Ley Núm. 447 de 15 de mayo de 1951, según enmendada] 

 
 

Revisado 02 de julio de 2013 www.presupuesto.pr.gov  Página  45 de 70  

(5) Remesar o depositar a nombre del Secretario de Hacienda, y rendir cuentas, de acuerdo 

con la ley y los reglamentos en vigor, de todos los dineros recibidos pertenecientes al 

Sistema.   

(6) Preparar reglamentos para la aprobación de la Junta.   

(7) Hacer recomendaciones a la Junta para la inversión de los fondos del Sistema; efectuar 

las inversiones del Sistema; actuar como custodio de los valores propiedad del Sistema; 

proveer facilidades adecuadas para la conservación de dichos valores en depósito seguro, y 

mantener dichos valores sujetos a la orden de la Junta; cobrar el capital y los intereses de 

todos los valores propiedad del Sistema, según vayan venciendo y sean pagaderos dichos 

intereses y capital y remesar las susodichas cantidades al Secretario de Hacienda para su 

depósito en el fondo especial de fideicomiso mantenido a nombre del Sistema; y someter los 

informes requeridos por la Junta.   

(8) Hacer recomendaciones a la Junta sobre cambios y revisiones del Sistema.   

(9) Preparar el informe anual y someterlo a la Junta para su revisión y aprobación.   

(10) Expedir un estado de cuenta a cualquier participante que lo solicite, mostrando el 

montante de sus aportaciones acumuladas en el Sistema.   

(11) Rendir a la Junta cualquier informe que ésta solicite.   

En la adjudicación de cualquier reclamación bajo las disposiciones de  esta ley o cualquier 

otra ley de retiro cuya administración le sea confiada, a menos que de otra manera se 

disponga en las mismas, el Administrador se atendrá al siguiente procedimiento:   

(a) Instada la reclamación, el Administrador o su representante autorizado procederá a 

hacer las investigaciones pertinentes y resolverá conforme a la prueba.   

(b) El reclamante será notificado de la decisión del Administrador por correo certificado 

y la persona o personas afectadas podrán, dentro del término de quince (15) días desde la 

fecha de la notificación de la decisión, presentar un escrito de reconsideración de la 

decisión. El Administrador, dentro de los veinte (20) días de haberse presentado dicho 

escrito, deberá considerarlo. Si se tomare alguna determinación en su consideración, el 

término para apelar empezará a contarse desde la fecha en que se notifique de la decisión 

del administrador, resolviendo definitivamente el escrito de reconsideración. Si el 

Administrador la rechazare de plano o dejare de tomar alguna acción con relación al 

escrito de reconsideración dentro de los veinte (20) días de haber sido presentado, el 

término para apelar comenzará a correr nuevamente desde que se notifique la denegatoria 

o desde que expiren los veinte (20) días, según sea el caso.   

(c) Si el reclamante no solicitare reconsideración de la decisión en la forma y dentro del 

término aquí dispuesto; o si habiendo solicitado la reconsideración el Administrador se 

reafirmare en todo o en parte y así lo notificare por correo certificado, en uno u otro caso 

la decisión será final.   

(12) El Administrador y sus representantes autorizados estarán facultados para requerir la 

comparecencia de testigos y la presentación de documentos y de cualquier otra prueba 

documental y testifical: tomar juramentos, certificar can relación a actos oficiales y expedir 

citaciones.   

(13) El Administrador estará además facultado para establecer cuando lo considere 

conveniente un programa de orientación pre y post retiro y otros servicios a los participantes 

próximos a retirarse así como a los ya pensionados. Dichos programas podrán incluir, entre 
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otras actividades, las siguientes: celebrar seminarios de orientación pre y post retiro; expedir 

tarjetas de identificación a los pensionados y gestionar para éstos, descuentos en sus compras 

u otras facilidades en servicios.   

(14) Como parte de su Programa de Orientaciones Pre-Retiro de los participantes, el 

Administrador promoverá la participación en actividades de servicio comunitario, ofrecerá 

orientación sobre el tipo de trabajo voluntario que pueden ofrecer los participantes, los 

beneficios para la salud de los participantes y la aportación social, así como la lista de las 

organizaciones comunitarias donde puedan ofrecer los servicios comunitarios, según 

establecidas en el Registro de Organizaciones de Servicio Comunitario adscrito a la 

Comisión Especial Conjunta Sobre Donativos Legislativos de la Asamblea Legislativa de 

Puerto Rico. 

(15) El Administrador podrá entender en la tramitación de expedientes de tutela en los casos 

de participantes mentalmente incapacitados o beneficiarios menores de edad, a los únicos 

efectos del pago de las anualidades o beneficios otorgados en el Sistema. Así mismo, el 

Administrador podrá designar como tutor a cualquier persona ya nombrada tutor del 

incapacitado, a virtud de la Ley Federal de Seguro Social, Ley de Compensaciones por 

Accidentes del Trabajo (11 L.P.R.A. § 1 et seq), o la Ley de Compensaciones por Accidentes 

de Automóvil (9 L.P.R.A. § 2051 et seq.). El Administrador proveerá mediante reglamento 

las normas para el nombramiento, deberes y obligaciones, fiscalización periódica, cambio o 

remoción de los tutores designados.   

 

Artículo  4-104. — Tesorero y Abogado del Sistema. (3 L.P.R.A. § 778) 

 

   El Secretario de Hacienda será el Tesorero del Sistema y deberá:   

(a) Actuar como custodio oficial del efectivo, propiedad del Sistema, y mantener dichos 

efectivos sujetos a la orden de la Junta;   

(b) recibir todas las partidas de efectivo propiedad del Sistema y depositar todas las 

cantidades cobradas de capital e intereses de las inversiones efectuadas por el Administrador 

en un fondo especial de fideicomiso mantenido a nombre del Sistema;   

(c) de acuerdo con las órdenes y autorización del Administrador, hacer los pagos para los 

fines especificados en esta ley, y   

(d) someter aquellos informes periódicos que la Junta requiriese.   

   La División Legal del Sistema representará al Sistema en todo procedimiento judicial y 

aquellos pleitos, causas, acciones y procedimientos de cualquier índole que se relacionen con las 

inversiones que lleve a cabo el Administrador, según se especifican en los Artículos 4-106 y 4-

108.   Los pleitos judiciales que hasta el momento de la aprobación de esta Ley esté llevando el 

Departamento de Justicia, continuarán en dicha agencia hasta que se finalicen los mismos, pero 

lo hará conjuntamente con un abogado(a) de la División Legal del Sistema de Retiro, siendo 

éste(a) igualmente responsable en la defensa y trámites del mismo. 

   El Secretario de Hacienda tendrá jurisdicción sobre la contabilidad del Sistema, así como 

también sobre todos los comprobantes de pago y propiedad pertenecientes al mismo. La 

instalación de los libros, cuentas y registros del Sistema se hará bajo su dirección. Cada año el 

Secretario de Hacienda hará una intervención y examen completo de los libros, cuentas y 

archivos del Sistema, para comprobar los ingresos y desembolsos de éste; todo el activo y pasivo 
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del Sistema. Dicha intervención se extenderá a los métodos y normas de funcionamiento, para 

determinar si se ajustan a los requisitos de las disposiciones de esta ley y a los reglamentos 

aprobados por la Junta.   

 

Artículo  4-105. — Inversiones y Reinversión de Reservas. (3 L.P.R.A. § 779) 

 

(a)  Definiciones. A los fines de este Artículo y de los Artículos 4-106, 4-107 y 4-108 de esta ley  

(3 L.P.R.A. § 779a, 779b y 779c), los siguientes términos tendrán el significado que se expresa a 

continuación:   

(1) Sistema Es el Sistema de Retiro de los Empleados del Gobierno y sus Instrumentalidades. 

(2) Junta Es la Junta de Síndicos del Sistema.   

(3) Administrador. Es el Administrador del Sistema.   

(4) Agencias clasificadoras de crédito. Son aquellas entidades reconocidas, de uso extenso 

dentro de los Estados Unidos, al efecto de establecer la calidad de crédito respecto a los 

valores a ser emitidos en el mercado.   

(5) Capital de riesgo. Es la inversión de capital en empresas nacientes o en desarrollo, de alto 

riesgo donde existe un alto potencial de crecimiento.   

(6) Escalas más altas de crédito Son las primeras cuatro (4) categorías en la clasificación de 

valores en cuanto a calidad crediticia.   

(7) Instrumento del mercado de dinero Cubre valores de corto plazo (un año o menos), tales 

como papel comercial, certificados de depósitos, depósitos a términos y aceptaciones 

bancarias, entre otros.   

(8) Futuros. Son contratos negociados en mercados establecidos que especifican una fecha 

futura de entrega o recibo de una cantidad definida de un producto tangible o intangible de 

carácter específico.   

(9) Opciones. Son derechos a comprar o vender una cantidad fija de un instrumento 

financiero específico a un precio definido por un límite de tiempo.   

(10) Valores para futura entrega Son contratos negociables en mercados interbancarios o de 

corretaje que especifican una fecha futura de entrega o recibo de una cantidad definida de un 

producto tangible o intangible de carácter específico.   

(b)  Tipos de inversiones autorizadas. El Sistema mantendrá invertidos todos los recursos 

disponibles que no se requieran para su operación corriente y podrá invertir en los siguientes 

valores:   

(1)  

(A) Valores de rendimiento fijo. Bonos, pagarés y obligaciones del Gobierno de los 

Estados Unidos, sus agencias e instrumentalidades.   

(B) Instrumentos del mercado de dinero; éstos deberán ser reconocidos y tener la 

clasificación más alta para este tipo de instrumento de corto plazo de cualquiera de las 

agencias clasificadoras de crédito.   

(C) Bonos, pagarés o títulos de deudas, sean éstos valores exentos o tributables, que 

representen obligaciones directas o que estén garantizadas por la buena fe y el crédito de 

entidades gubernamentales, instrumentalidades, empresas o corporaciones públicas y 

cualesquiera otras entidades gubernamentales, creadas al amparo de las leyes del 
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Gobierno de los Estados Unidos, cualquiera de sus estados o del Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico.   

(D) Bonos, pagarés y obligaciones corporativas.   

(E) Bonos, pagarés y obligaciones emitidas y garantizadas por gobiernos centrales de 

países extranjeros.   

(F) Instrumentos financieros constituidos directa o indirectamente sobre obligaciones 

financieras, tales como préstamos hipotecarios, instrumentos colaterizados [sic ] por tales 

préstamos, así como préstamos de automóvil y contratos de arrendamiento.   

Las inversiones autorizadas en los párrafos (C), (D), (E) y (F) deberán estar clasificadas 

por las agencias clasificadoras de crédito en cualquiera de las cuatro escalas más altas de 

crédito.   

(2)  

(A) Acciones. Se autoriza al Sistema a comprar, vender o cambiar acciones comunes o 

acciones preferidas de cualquier corporación creada bajo las leyes de cualquier estado de 

los Estados Unidos o del gobierno federal o el Estado Libre Asociado de Puerto Rico o 

por países extranjeros, sujeto a los siguientes criterios:   

(i) Las acciones a ser adquiridas deben ser cotizadas abiertamente en uno o más 

mercados financieros o sistemas de cotización electrónico de carácter nacional o 

internacional.   

(ii) No se podrán adquirir valores mediante colocaciones privadas.   

(iii) El Sistema no podrá invertir más del sesenta por ciento (60%) del total de sus 

recursos en esta clase de valores.   

(iv) No se podrá invertir en empresas cuya valorización de mercado sea menor de 

cien millones (100,000,000) de dólares (moneda americana).   

(v) El sistema no podrá tener más del cinco por ciento (5%) de las acciones 

autorizadas y en circulación de una empresa.   

(vi) El sistema no podrá tener más del veinte por ciento (20%) de sus fondos 

invertidos en un solo sector económico.   

(3) Propiedades inmuebles. El Sistema podrá invertir hasta un máximo del quince por ciento 

(15%) de sus recursos totales en inversiones directas o indirectas en propiedades inmuebles 

que generen ingresos. En dicha inversión tiene que haber una expectativa razonable de 

rendimiento igual o superior a otros tipos de inversiones y que no se podrá invertir en 

terrenos que no estén desarrollados.   

(4) Capital de riesgo. El Sistema podrá invertir en capital de riesgo, en empresas nacientes, 

en desarrollo, de alto crecimiento o de alto riesgo, donde exista un alto potencial de 

apreciación. En este caso el Sistema podrá controlar más de un cinco por ciento (5%) de las 

acciones autorizadas, sujeto a que los fondos dedicados a este tipo de inversión no excedan 

de un cinco por ciento (5%) del total de los recursos del Sistema.   

(5) Instrumentos financieros. La Junta de Síndicos podrá autorizar al Sistema, mediante 

reglamentación al efecto, a hacer uso de instrumentos financieros, tales como opciones, 

futuros, valores para entrega futura y transacciones relacionadas al intercambio de moneda 

extranjera con el único propósito de reducir riesgo.   

(c)  
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(1)  Restricciones y autorizaciones misceláneas. Las inversiones en países extranjeros no 

excederán del treinta por ciento (30%) del total de los recursos del Sistema.   

(2) No se invertirá en valores de ningún gobierno o empresa localizado en países comunistas 

o totalitarios o que discriminen por razón de sexo, raza, religión o afiliación política.   

(3) Las inversiones del Sistema, tanto de rendimiento fijo como en acciones, podrán estar 

denominadas en moneda de los Estados Unidos o en monedas extranjeras.   

(4) A los fines de realizar las inversiones autorizadas en esta ley (3 L.P.R.A. § 779 et seq.), la 

Junta deberá contratar los servicios profesionales especializados que sean necesarios, 

incluyendo los de consultores y administradores de fondos del Sistema, money managers . 

(5) Cualesquiera inversiones efectuadas bajo las disposiciones de este Artículo se llevarán a 

cabo con la previsión, cuidado y bajo los criterios que los hombres prudentes, razonables y 

de experiencia ejercen en el manejo de sus propios asuntos, con fines de inversión y no 

especulativos, considerando el balance que debe existir entre expectativas de rendimiento y 

riesgo.   

(6) El Secretario de Hacienda, en función de agente cobrador y pagador del Sistema, 

remesará a éste trimestralmente y dentro de los treinta (3) días siguientes al cierre de cada 

trimestre calendario, cualquier sobrante que tenga bajo su custodia, que se produzca como 

resultado del desempeño de dichas funciones.   

(d) Autorización para incurrir en deudas. —  La Junta de Síndicos podrá autorizar al 

Administrador para tomar prestado de cualquier institución financiera, del Gobierno del Estado 

Libre Asociado de Puerto Rico o del Gobierno Federal de los Estados Unidos de América.  Se 

prohíbe la Emisión de Bonos como parte de colocación directa de deuda, garantizada dicha 

deuda por los activos del Sistema.  Para las  colocaciones directas de deuda, garantizando dicha 

deuda por los activos del Sistema,  será necesario el consentimiento de dos terceras partes de los 

miembros de la Junta de Síndicos del Sistema mediante voto secreto y legislación que deberá ser 

aprobada en la afirmativa por la Asamblea Legislativa.   Esta votación se detallará en la minuta 

de la Junta haciendo constar los votos en contra y los votos a favor y/o abstenidos.  De llevarse a 

cabo sin este consentimiento, no será válida ni obligará al Sistema.   En caso de que se presente 

en la Legislatura una enmienda para eliminar lo aquí dispuesto sobre el consentimiento necesario 

para la colocación directa de deuda, garantizando dicha deuda por los activos del Sistema, será 

necesario el consentimiento de dos terceras parte de la Legislatura para dicha enmienda.  

Queremos dejar claro para las futuras generaciones, que el Sistema de Retiro realizó una Emisión 

de Bonos por tres mil millones de dólares con intereses a los bonistas de entre 6.25% a 6.35% 

comprometiendo las aportaciones patronales del Sistema hasta cincuenta años, aun cuando el 

Sistema confrontaba desde hace tiempo un déficit de “Cash Flow” o dinero en caja para pagar 

sus obligaciones.  Esta actuación ha contribuido de manera significativa en la crisis financiera 

del Sistema.  Los intereses devengados por dichas obligaciones estarán exentos de pago de 

contribuciones sobre ingresos al Estado Libre Asociado de Puerto Rico. 

 

Artículo  4-106. — Inversión de Fondos del Sistema en Préstamos a Empleados. (3 L.P.R.A. 

§ 779a) 

 

(1)  Podrán invertirse los fondos del Sistema en préstamos a empleados permanentes, miembros 

del Sistema, para la construcción, ampliación o adquisición de hogares propios o para el 
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refinanciamiento de éstos, así como préstamos personales bajo las siguientes condiciones y 

limitaciones:   

(a) Préstamos hipotecarios. El Sistema podrá otorgar préstamos hipotecarios, sujeto a las 

siguientes condiciones: 

(1) La cantidad máxima a prestar en cada caso no excederá el límite máximo que de 

tiempo en tiempo fije la Junta de Síndicos, tomando en consideración las condiciones del 

mercado de viviendas. Cada préstamo no podrá ser mayor de tres (3) veces el sueldo 

anual del empleado y el de su cónyuge más el monto de las aportaciones individuales que 

a la fecha de tramitar el préstamo tenga acreditadas el empleado más las de su cónyuge, 

de ser éste participante del Sistema.   

(2) El préstamo no podrá exceder del noventa (90) por ciento del valor del inmueble 

adquirido, según tasación efectuada por el Sistema, o propiedad a construirse con el 

importe del préstamo, ni podrá extenderse por más de treinta (30) años.   

(3) El préstamo estará garantizado por primera hipoteca sobre los bienes inmuebles para 

cuya adquisición, ampliación o refinanciamiento se hizo el préstamo, por las aportaciones 

acumuladas y que se acumulen a favor del prestatario en el Sistema, y por la cantidad que 

en caso de muerte del prestatario pueda corresponder a sus herederos o a la persona que 

hubiere él nombrado beneficiario, según lo dispuesto en los Artículos 2-113 y 2-114 ó 

Artículo 3-110 de esta Ley. Dichas aportaciones y cantidades podrán ser aplicadas por el 

Administrador al pago de cualesquiera deudas que tuviere el participante con el Sistema, 

sujeto a la prelación que se dispone en el Artículo 4-110 de esta Ley. 

(4) Cuando el préstamo se conceda para la construcción de un hogar, el prestatario y el 

contratista ofrecerán al Sistema en garantía, mientras se ejecuta la construcción y hasta 

que se otorgue la correspondiente escritura de hipoteca, una fianza o seguro en que 

aparezca como beneficiario el Sistema de Retiro, además de la garantía colateral del 

haber mensual del prestatario, del cual se descontará mensualmente la suma que se haya 

obligado a pagar el prestatario y de las garantías estipuladas en el párrafo (C) de esta 

cláusula.   

(5) El pago de primas por concepto de pólizas de seguro, el pago de contribuciones y 

gastos de escrituras y tasación en relación con los bienes inmuebles hipotecados para 

garantizar el préstamo, así como todos los gastos administrativos, se incluirán en la deuda 

y se descontarán proporcionalmente cada mes, en unión con el descuento para cubrir el 

pago de principal e intereses.   

(6) El Sistema podrá reglamentar la tasa de interés bajo la cual otorgará los préstamos 

hipotecarios.   

(7) La Junta podrá autorizar al Administrador a vender o pignorar los préstamos que 

tenga en cartera, según los términos y condiciones que el Administrador estime 

adecuados y beneficiosos para el plan de inversiones del Sistema. El comprador de los 

préstamos hipotecarios obtendrá los mismos beneficios contributivos otorgados por este 

Artículo al Sistema.   

(8) Estarán exentos del pago de todo tipo de contribuciones los intereses que devenguen 

los préstamos asegurados con estas hipotecas.  

(9) El Sistema podrá establecer, mediante reglamento, uno o más planes de seguro en 

relación con los préstamos de cualquier naturaleza que el Sistema conceda a sus 
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miembros. El Sistema podrá actuar como asegurador en cualquiera de dichos planes. A 

tal fin la Junta queda facultada para autorizar que se tomen de los fondos generales del 

Sistema, mediante aprobación del Secretario de Hacienda, las sumas que determine sean 

necesarias para establecer los fondos especiales de reserva de cada uno de dichos planes 

de seguro. Las sumas así tomadas serán reintegradas a los fondos generales del Sistema, 

según los fondos especiales así creados vayan acumulando las reservas necesarias de los 

ingresos provenientes de las primas a ser cobradas a los asegurados en cada uno de 

dichos planes.   

(10) El Sistema separará, de sus fondos, la cantidad de tres millones de dólares 

($3,000,000.00) anuales para el [otorgamiento] de préstamos hipotecarios para la 

adquisición de solares vacantes. El préstamo estará garantizado por primera hipoteca 

sobre los bienes inmuebles para cuya adquisición se hizo el préstamo. La vida del 

préstamo no excederá de quince (15) años. Dichos préstamos se otorgarán a la tasa de 

interés vigente en el mercado o, conforme a lo aplicable a otros tipos de préstamos 

hipotecarios que ofrezca el Sistema de Retiro.   

Para este tipo de préstamo, el Sistema deberá establecer un tope máximo a concederse 

por préstamo, el cual deberá guardar relación con los precios promedios de los terrenos 

en las distintas zonas rurales o urbanas de Puerto Rico, y se establecerán las siguientes 

condiciones:   

a. El terreno que se fuera a adquirir deberá estar localizado en una zona clasificada 

residencial o, en caso de no estar clasificado, cuya mejor o más probable clasificación 

sea residencial.   

b. El terreno que se adquiera mediante el préstamo deberá ajustarse a las dimensiones 

apropiadas para una residencia, es decir, no podrá por su tamaño considerarse como 

una finca.   

c. La vivienda que se edifique deberá constituir primera residencia para el prestatario.   

   La Junta de Síndicos adoptará un reglamento específico para la administración de esta 

inversión en préstamos para la adquisición de solares vacantes, disponiendo otros 

requisitos necesarios que propicien mejores condiciones para esta inversión.   

(b) Préstamos personales. El Sistema podrá otorgar préstamos personales sujeto a lo 

siguiente:   

(1) Préstamos personales a participantes y pensionados del Sistema. La Junta 

determinará, mediante reglamento, las condiciones y procedimientos pertinentes para la 

concesión de estos préstamos, incluyendo la fijación del límite máximo a concederse, la 

tasa de interés y recargos por atrasos, independientemente de lo dispuesto en cualquier 

otra ley.   

(2) Además, se autoriza al Sistema a invertir en préstamos personales a los pensionados 

por una suma no menor de quinientos dólares ($500) ni mayor de cinco mil dólares 

($5,000) para el único propósito de proveer a éstos una fuente de financiamiento para el 

pronto pago de hogares para uso exclusivo del pensionado.   

(3) La Junta podrá autorizar al Administrador a vender o pignorar los préstamos que 

tenga en cartera, según los términos y condiciones que el Administrador estime 

adecuados y beneficiosos para el plan de inversiones del Sistema. El comprador de los 
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préstamos hipotecarios obtendrá los mismos beneficios contributivos otorgados por este 

Artículo al Sistema.   

(4) Estarán exentos del pago de todo tipo de contribuciones los intereses que devenguen 

estos préstamos.  

(2) El importe total de los préstamos hipotecarios y personales que se autorizan en los apartados 

(a) y (b) del inciso (1) de este Artículo a ser originado en la cartera de préstamos del Sistema no 

podrá exceder del veinticinco por ciento (25%)  de los recursos totales del Sistema.  

(3) Todo patrono remitirá a la Administración las cantidades descontadas mensualmente a sus 

empleados participantes para el pago correspondiente de los préstamos personales, culturales e 

hipotecarios otorgados por el Sistema, dentro de los quince días siguientes a la terminación del 

mes al que correspondan los descuentos realizados. Todo patrono remitirá al Banco Cooperativo 

de Puerto Rico o a las Cooperativas de Ahorro y Crédito que no participen del programa que  

desarrolle el Banco Cooperativo según dispuesto en el Artículo 4-110 de esta Ley, las cantidades 

descontadas mensualmente a sus empleados participantes para el pago correspondiente de los 

préstamos otorgados con las Cooperativas de Ahorro y Crédito y el Banco Cooperativo de Puerto 

Rico, según dispuesto en el Artículo 2-119 de esta Ley, dentro de los quince días siguientes a la 

terminación del mes al que correspondan los descuentos realizados.  

 

Artículo  4-107. — Depositario. (3 L.P.R.A. § 779b) 

 

(1)  Todas las obligaciones del Gobierno de los Estados Unidos o de sus estados y sus 

subdivisiones, u otras inversiones que se originen dentro de los límites de los Estados Unidos que 

el Sistema posea deberán ser puestas bajo la custodia de un depositario especial que ofrezca la 

debida seguridad y que esté dentro de los límites de los Estados Unidos continentales. Los bonos, 

hipotecas y demás títulos de deuda que el Sistema posea y que hubieren sido emitidos y 

originados en Puerto Rico, los retendrá bajo su custodia el Administrador; entendiéndose, que 

todos o cualquiera de los referidos valores podrán ser traspasados al agente custodio del 

Secretario de Hacienda de Puerto Rico en los Estados Unidos continentales o al Secretario de 

Hacienda en Puerto Rico, en caso que el Administrador determine que dicho traspaso fuere 

deseable o necesario. La designación de uno o más bancos custodios deberá contar con la 

aprobación del Secretario de Hacienda.   

(2)  Todas las obligaciones que el Sistema posea fuera del territorio de Estados Unidos deberán 

ser puestas bajo la custodia de un depositario especial que ofrezca la debida seguridad y que esté 

dentro de los límites territoriales convenientes.   

 

Artículo 4-108. — Preservación de Beneficios. —  [Nota: La Sección 29 de la Ley 3-2013 

añadió este Artículo] 

 

(a) Los beneficios bajo esta Ley de los participantes del Sistema que se pensionaron en o antes 

del 30 de junio de 2013 no serán modificados, incluyendo los beneficios que reciben o recibirían 

sus beneficiarios en caso de su muerte.   

(b) Se preserva el derecho de todo participante que, al 30 de junio de 2013 era elegible a recibir 

una pensión diferida por cumplir con todos los requisitos de ésta, a recibir dicha pensión 

independientemente de que la haya solicitado. 



“Sistema de Retiro de los Empleados del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”                             

[Ley Núm. 447 de 15 de mayo de 1951, según enmendada] 

 
 

Revisado 02 de julio de 2013 www.presupuesto.pr.gov  Página  53 de 70  

(c) Se preserva el derecho de todo empleado que haya solicitado una pensión por incapacidad 

antes de entrar en vigor esta Ley y se encuentre pendiente de evaluación por el Sistema.  

(d) En el caso de un pensionado que se había reintegrado al servicio público antes del 30 de junio 

de 2013, se preservarán sus aportaciones hasta esa fecha, al amparo de la opción seleccionada 

bajo el inciso (c) del Artículo 2-101 de la Ley Núm. 447 del 15 de mayo de 1951, según 

enmendada. Una vez se separe permanentemente del servicio, se le otorgará el beneficio bajo el 

inciso (c) del Artículo 2-101 antes mencionado, con los salarios y aportaciones que había 

realizado hasta el 30 de junio de 2013; disponiéndose que a partir del 1ro de julio de 2013, 

pasará a formar parte del Programa Híbrido de Contribuciones Definidas establecido en el 

Capítulo 5 de la Ley Núm. 447 del 15 de mayo de 1951, según enmendada.  

(e) Todo pensionado que se reintegre al servicio público a partir del 1ro de julio de 2013, le 

aplicarán las disposiciones del inciso (c) del Artículo 2-101 de la Ley Núm. 447 del 15 de mayo 

de 1951, según enmendada. 

 

Artículo 4-109. — Presentación de Solicitudes antes del 30 de junio de 2013. — [Nota: La 

Sección 30 de la Ley 3-2013 añadió este Artículo] 

 

   Todo participante del Sistema que interese solicitar una transacción de retiro antes de la fecha 

de preservación de beneficios del 30 de junio de 2013, deberá presentar ésta ante la 

Administración de los Sistemas de Retiro para los Empleados del Gobierno y la Judicatura. El 

Administrador establecerá el procedimiento para atender estas solicitudes. 

 

Artículo  4-110. — Reglamento. — (3 L.P.R.A. § 779c) 

 

   La Junta de Síndicos adoptará reglamentos para la administración de las inversiones en los 

mercados de capital y préstamos a empleados autorizadas por esta ley. El reglamento de 

inversiones en mercados de capital deberá incluir, sin que se entienda como una limitación, lo 

siguiente:   

(1) Los criterios, requisitos y condiciones para la selección, contratación y evaluación de las 

ejecutorias de los administradores de fondos y bancos custodios que deberán contratar para 

realizar las inversiones autorizadas por esta ley.   

(2) La política para inversión de los recursos del Sistema en los mercados de capital.   

(3) Las normas para la administración, arrendamiento, venta, gravamen o ejecución de bienes 

inmuebles adquiridos para generar ingresos.   

 

Artículo  4-111. — Penalidades. — (3 L.P.R.A. § 781a) 

 

(a) Todo titular de una agencia, empresa pública o municipio, que dejare de retener a sus 

empleados las aportaciones y pagos de préstamos  al Sistema o dejare de remesar al Sistema las 

aportaciones y pagos de préstamos descontados a sus empleados o dejare de remesar al Sistema 

las aportaciones patronales correspondientes, será interpelado por el Administrador, por escrito 

mediante correo certificado con acuse de recibo, requiriéndole la entrega inmediata de los 

fondos.  
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(b)  Será obligación de dicho titular remitir inmediatamente al Sistema los fondos adeudados o 

en caso de verse impedido para ello por razón de insuficiencia de recursos fiscales o de existir 

discrepancias en cuanto al monto de la deuda reclamada, éste tendrá la obligación de certificar 

fehacientemente este hecho dentro de los quince (15) días siguientes a la fecha en que fue 

oficialmente interpelado por el Administrador del Sistema.   

(c)  En caso de que el titular se vea impedido de remesar los fondos al Sistema por insuficiencia 

de recursos, éste tendrá la obligación de así notificarlo a la Oficina de Gerencia y Presupuesto y a 

las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Representantes, con el propósito de 

que se atienda con prioridad la falta de recursos que le impide satisfacer la deuda con el Sistema.   

(d)  En caso de que el titular no remita los fondos por razón de que existen discrepancias en 

cuanto al monto de la deuda, así deberá notificarlo a la Comisión para Resolver Controversias 

sobre Pagos y Deudas entre Agencias Gubernamentales, creada por la Ley Núm. 80 de 3 de 

Junio de 1980 (3 L.P.R.A. § 1751 et seq.). Los procedimientos investigativos que puedan 

efectuarse al amparo de las mencionadas secciones no tendrán el efecto de interrumpir los 

términos establecidos en el Artículo 1-110 (3 L.P.R.A. § 782) y para la separación de una 

empresa pública o de un municipio del Sistema.   

(e) Si el titular no cumple con la obligación impuesta en esta Sección de efectuar la certificación 

y notificación correspondiente, incurrirá en delito menos grave y convicto que fuere se le 

impondrá pena de reclusión de seis (6) meses o pena de multa de cinco mil (5,000) dólares o 

ambas penas a discreción del Tribunal.  Dicha multa la pagará con su propio pecunio. 

(f) En caso de que el titular de una agencia, empresa pública o municipio, a sabiendas, 

voluntariamente y sin causa justificada, dejare de entregar al Sistema los fondos adeudados 

después de haber sido interpelado para ello por el Administrador, incurrirá en delito grave y 

convicto que fuere será sancionado con pena de reclusión por un término fijo de seis (6) años o 

multa de diez mil (10,000) dólares o ambas penas, a discreción del tribunal.  Dicha multa la 

pagará con su propio pecunio. 

(g) Las deudas por concepto de remesas de aportaciones patronales e individuales, pago por 

aumentos trienales, bono de medicamentos, bono de verano, aguinaldo navideño, aportación de 

dos mil dólares ($2,000.00) según legislado bajo la Ley Núm. 3-2013 y cualquier otro beneficio 

legislado en beneficio a un pensionado que el municipio tenga que sufragar, tanto como las 

retenciones del salario de los empleados para el pago de préstamos, planes de pago de 

participantes o patronos o cualquier deuda que tengan los municipios, por más de treinta (30) 

días de atraso, tendrán prelación contra cualquier otra deuda que tenga un municipio o cualquier 

entidad municipal que tenga participantes del Sistema de Retiro.  Si este municipio o entidad 

municipal dejare de entregar al Sistema de Retiro dentro de los próximos treinta (30) días de la 

retención, los fondos y remesas antes indicadas, el Administrador procederá a enviar una 

Certificación de la deuda al CRIM y de inmediato éste remesará al Sistema la cantidad adeudada 

siguiendo el mismo itinerario de pago que utiliza para pagar a los municipios, es decir, en o antes 

del día quince (15) de cada mes. Además, previo a que el CRIM le adelante una remesa a un 

municipio, el propio municipio deberá solicitar y obtener del Sistema de Retiro una certificación 

a los efectos de que el municipio está en cumplimiento con el pago de las deudas con el Sistema 

de Retiro. Esta Certificación de la deuda al CRIM incluirá el pago de intereses al por ciento que 

determine la Junta por concepto de la ganancia que hubiese obtenido dicho dinero si se hubiera 
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invertido por el Sistema, de haberlo recibido oportunamente. Esta deuda no podrá ser condonada 

ni por el Administrador ni la Junta del Sistema.  

(h) Las deudas por concepto de remesas de aportaciones patronales e individuales, pago por 

aumentos trienales, bono de medicamentos, bono de verano, aguinaldo navideño aportación de 

dos mil dólares ($2,000.00) según legislado bajo la Ley Núm. 3-2013 y cualquier otro beneficio 

legislado en beneficio a un pensionado que el patrono tenga que sufragar, tanto como las 

retenciones del salario de los empleados para el pago de préstamos, planes de pago de 

participantes o patronos o cualquier deuda con el Sistema de Retiro, por más de treinta (30) días 

de atraso, tendrán prelación contra cualquier otra deuda que tenga una agencia, empresa pública 

o cualquier entidad con participantes al Sistema de Retiro. Si una agencia, empresa pública o 

cualquier entidad con participantes del Sistema de Retiro dejare de entregar a su Sistema 

correspondiente dentro de los próximos treinta (30) días de la retención, los fondos de 

aportaciones patronales, individuales que le haya retenido a sus empleados participantes de su 

Sistema correspondiente, el Administrador procederá a enviar una Certificación de la deuda al 

Secretario de Hacienda y de inmediato éste remesará al Sistema la cantidad adeudada. Esta 

Certificación de la deuda al Departamento de Hacienda incluirá el pago de intereses al por ciento 

que determine la Junta por concepto de la ganancia que hubiese obtenido dicho dinero si se 

hubiera invertido por el Sistema, de haberlo recibido oportunamente. Esta deuda no podrá ser 

condonada ni por el Administrador ni la Junta del Sistema.  

   Además, el Sistema de Retiro podrá descontar las deudas antes mencionadas, de los pagos que 

realiza al Departamento de Hacienda por concepto de la diferencia entre las aportaciones 

patronales e individuales e ingresos que recibe, de los pagos de pensiones y beneficios que 

realiza dicho Departamento.   

 

Artículo  4-112. — Cobro de Préstamos y Prelación de Créditos. — (3 L.P.R.A. § 785a) 

 

   Se faculta al Administrador a cobrar, de cualquier suma que tenga derecho a recibir un 

participante como liquidación final por concepto de vacaciones regulares o licencia por 

enfermedad acumuladas que le adeude la agencia, dependencia o departamento en que trabajaba 

o de la liquidación de ahorros que le tenga que hacer la Asociación de Empleados del Gobierno 

de Puerto Rico, o de las aportaciones o intereses acumulados en el Sistema, cualquier cantidad 

que por concepto de préstamos personales, préstamo cultural, hipotecario o préstamo originado, 

según lo dispuesto en el Artículo 2-119 de esta Ley, adeude dicho participante cuando cese o se 

separe permanentemente del servicio. Las deudas con el Sistema por concepto de préstamos 

personales, culturales o hipotecarios y los otorgados o adquiridos por una Cooperativa de Ahorro 

y Crédito  y el Banco Cooperativo de Puerto Rico, según dispuesto en el Artículo 2-119 de esta 

Ley, tendrán prelación sobre cualquier otra deuda del participante. El Administrador determinará 

la forma y condiciones bajo las cuales se cobrarán dichos préstamos y sus intereses acumulados 

con relación a los préstamos del Sistema. 

   Los préstamos personales originados o adquiridos por una Cooperativa de Ahorro y Crédito y 

el Banco Cooperativo de Puerto Rico, hasta el límite que se dispone en el Artículo 2-119 de esta 

Ley, y los préstamos personales, hipotecarios y culturales originados por el Sistema, estarán 

garantizados con prelación a cualquier otra deuda por las aportaciones y las que se acumulen 

posteriormente en el Sistema, la pensión, beneficio o reembolso, que excede las aportaciones 
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asignadas por el participante o pensionado conforme los Artículos 2-119 y 4-106, y por la 

cantidad que en caso de muerte del participante o pensionado pueda corresponder a sus herederos 

o cualquiera de los beneficiarios que el hubiere designado, según las disposiciones de los 

Artículos 4-105 al 4-108 de esta Ley. El gravamen estatutario creado en este Artículo 4-110 

permanecerá con toda fuerza y vigor en el caso que los préstamos hipotecarios o personales sean 

transferidos por el Administrador a terceros conforme al Artículo 4-106 de esta Ley.  Dichas 

aportaciones y cantidades podrán ser aplicadas por el Administrador al pago de cualquier 

cantidad adeudada por concepto de un préstamo que tuviere el participante o pensionado con el 

Sistema, con las Cooperativas de Ahorro y Crédito o el Banco Cooperativo de Puerto Rico, a 

solicitud de éstas. Los pensionados garantizarán el préstamo con su anualidad por retiro con la 

misma preferencia que los participantes garantizan con sus aportaciones, beneficios o 

reembolsos.  La prelación entre las deudas que tenga un participante o pensionado con el 

Sistema, las Cooperativas de Ahorro y Crédito y el Banco Cooperativo de Puerto Rico, se 

determinará basado en la fecha en que se otorgaron los préstamos. 

   En el caso de los préstamos personales, culturales e hipotecarios otorgados por el Sistema, y 

los préstamos otorgados, según dispuesto en el Artículo 2-119 de esta Ley, con atrasos, el 

Administrador (en el caso de los préstamos originados por el Sistema), las Cooperativas de 

Ahorro y Crédito y el Banco Cooperativo de Puerto Rico, (en el caso de los préstamos originados 

por estas entidades), le concederá al prestatario participante o pensionado un término de 30 días 

mediante notificación escrita enviada por correo certificado, y le advertirá que de no realizar el 

mismo o de no hacer los arreglos necesarios con el Sistema  (en el caso de los préstamos 

originados por el Sistema) o con las Cooperativas de Ahorro y Crédito o el Banco Cooperativo 

de Puerto Rico, (en el caso de los préstamos originados por estas entidades), la deuda será 

declarada vencida en su totalidad, y se procederá a la aplicación y embargo de las aportaciones 

individuales de los participantes o el balance en su cuenta de ahorro, según sea el caso, contra la 

deuda.  En el caso de los préstamos originados por las Cooperativas de Ahorro y Crédito y el 

Banco Cooperativo de Puerto Rico, la aplicación, embargo y pago al Banco Cooperativo de 

Puerto Rico o a las Cooperativas de Ahorro y Crédito, se hará por el Administrador dentro de los 

60 días de ser requerido por el Banco Cooperativo de Puerto Rico o las Cooperativas de Ahorro 

y Crédito, cuyo requerimiento deberá incluir la certificación de la Cooperativa de Ahorro y 

Crédito o del Banco Cooperativo de Puerto Rico, de que transcurrieron 30 días desde la fecha de 

la notificación al prestatario participante o pensionado sin haber recibido pago completo de las 

cantidades atrasadas. 

   En la notificación de cobro, el Administrador (en el caso de los préstamos originados por el 

Sistema), las Cooperativas de Ahorro y Crédito y el Banco Cooperativo de Puerto Rico, (en el 

caso de los préstamos originados por estas entidades), informará al participante sobre las 

consecuencias de la aplicación de sus aportaciones individuales con relación a los beneficios que 

otorga el Sistema. También, le informará de su derecho a devolver dichas aportaciones, con los 

intereses correspondientes, para restaurar los créditos en años de servicio que representan las 

mismas, sujeto a las normas o restricciones que establezca el Administrador. 
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Artículo  4-113. — Aplicabilidad de Ley Uniforme de Valores - Exención de Pago de 

Contribuciones, Aranceles y Derechos. — (3 L.P.R.A. § 786a) 

 

   Se exime a la Administración de los Sistemas de Retiro del Gobierno y la Judicatura del pago 

de contribuciones sobre cualquier propiedad que adquiera o que se encuentre bajo su 

jurisdicción, potestad, control, dominio, posesión o supervisión. Disponiéndose, que cualquier 

contribución sobre la propiedad adeudada al momento de su adquisición o al momento de caer 

bajo su jurisdicción, potestad, control, dominio, posesión o supervisión tendrá que ser pagada en 

su totalidad conforme a las disposiciones del Artículo 315, del Código Político de Puerto Rico 

(13 L.P.R.A. § 462).   

   De igual forma, se le exime del pago de derechos, sellos, aranceles, para cualquier 

procedimiento en los tribunales y otorgamiento de instrumentos públicos y su inscripción en los 

registros de la propiedad en Puerto Rico.   

 

Artículo  4-114. — Aplicabilidad de Ley Uniforme de Valores - Comité de Participación. — 

(3 L.P.R.A. § 786b) 

 

(a)  Se crea un Comité de Participación el cual estará compuesto por tres (3) participantes del 

Sistema de Retiro de los Empleados del Gobierno, por un participante del Sistema de Retiro de la 

Judicatura y por un pensionado. Los participantes de ambos Sistemas deberán tener por lo menos 

cinco (5) años de servicios acreditados.   

(b)  Con el fin de dar una participación libre y equitativa a todos los miembros del Sistema y 

pensionados, los miembros de este Comité se elegirán cada tres (3) años por medio de 

referéndum. El primer referéndum se realizará no más tarde del 31 de diciembre de 1990. La 

Junta determinará mediante reglamento la forma de llevarse a cabo el referéndum y todo lo 

relativo a la elección y certificación de los miembros del Comité.   

(c)  El Comité tendrá facultad para ofrecer sugerencias, oír planteamientos de sus representados, 

evaluar los mismos y someterlos al Administrador. Este tendrá facultad para aceptar, rechazar o 

modificar las recomendaciones del Comité y las decisiones tomadas por el Administrador serán 

finales. El Comité se reunirá por lo menos dos (2) veces al año salvo que por reglamento se 

disponga otra cosa.   

 

Artículo  4-115. — Aplicabilidad de Ley Uniforme de Valores — Obligaciones del Patrono; 

Fraude; Cláusula de Salvedad. — (3 L.P.R.A. § 787) 

 

   Es la intención de esta ley que las aportaciones requeridas del patrono, así como también todas 

las anualidades, beneficios, reembolsos, y gastos de administración constituyan obligaciones del 

patrono.   

   Toda persona que a sabiendas hiciere alguna declaración falsa, o falsificare o permitiere 

falsificar cualquier registro o documento de este Sistema, con la intención de defraudar al 

mismo, será culpable de un delito menos grave, y será castigada de acuerdo con las leyes de 

Puerto Rico; y la Junta tendrá el derecho a recobrar cualesquiera pagos hechos mediante falsa 

representación.   
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   La Junta tendrá derecho a recobrar cualesquiera pagos erróneos o indebidamente hechos, con 

posterioridad a la vigencia de esta ley; Disponiéndose, que la Junta determinará la forma y las 

condiciones bajo las cuales se recobrarán las cantidades así errónea o indebidamente pagadas, e 

informará al Secretario de Hacienda de la acción tomada para los fines correspondientes.   

   En caso de que alguna, sección, oración, cláusula, o frase de esta ley fuere declarada nula o 

anticonstitucional, esta declaración no afectará en modo alguno a las demás secciones, oraciones, 

cláusulas, o frases de esta ley, que permanecerán en toda su fuerza y vigor como si la referida 

sección, oración, cláusula, o frase así declarada nula o anticonstitucional no formare parte de esta 

ley.   

 

Artículo  4-116. — Aplicabilidad de Ley Uniforme de Valores — Intención Estatutaria — 

Derogación. — (3 L.P.R.A. § 788) 

 

   Toda ley o parte de ley que se oponga a la presente queda por ésta derogada. Esta ley no tiene 

el propósito de derogar las diversas leyes citadas en el Artículo 1-103 de la presente ley (3 

L.P.R.A. § 762). En tanto en cuanto estas leyes no estén en pugna con las disposiciones de esta 

ley, y hasta el punto en que sean aplicables en lo que respecta los derechos adquiridos y 

beneficios pagaderos de acuerdo con las mismas, continuarán en vigor después de la fecha de 

vigencia de esta ley.   

 

CAPITULO 5. —PROGRAMA HÍBRIDO DE CONTRIBUCIÓN DEFINIDA 

 

Artículo 5-101. — Creación del Programa Híbrido de Contribución Definida. —  [Nota: La 

Sección 15 de la Ley 3-2013 añadió este Artículo] 

 

(a) Creación del Programa. — Se crea un Programa Híbrido de Contribución Definida el cual 

consiste en el establecimiento de una cuenta con las aportaciones individuales de cada 

participante del Sistema que pasa a formar parte de dicho programa, según dispuesto en este 

Capítulo.  Las cuentas se acreditarán con las aportaciones al Programa Híbrido de cada 

participante y la rentabilidad de inversión de conformidad con el Artículo 5-108 de este Capítulo.  

El beneficio que se proveerá a cada participante luego de su separación del servicio, ya sea por 

jubilación o de otra manera, dependerá de la totalidad de las aportaciones al Programa Híbrido 

acumuladas en su cuenta (incluyendo, en el caso de aquellos empleados que ingresaron al 

Sistema por primera vez en o después del primero de enero del 2000, las aportaciones 

acumuladas en su cuenta de ahorro bajo el Programa de Cuentas de Ahorro para el Retiro que 

son transferidas al Programa Híbrido de acuerdo con el Artículo 5-103 de esta Ley), la 

rentabilidad de éstas y la anualidad vitalicia que se otorga a base de éstas, de acuerdo con el 

Artículo 5-110 de esta Ley. 

(b) Participantes del Programa. — Las siguientes personas participarán en el Programa Híbrido: 

(1) Todo empleado que sea parte de la matrícula del Sistema al 1ro de julio de 2013. 

(2) Todo nuevo empleado que ingrese al Sistema por primera vez después del 1ro de julio de 

2013. 
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Artículo 5-102. — Transferencia al Programa. — [Nota: La Sección 16 de la Ley 3-2013 

añadió este Artículo] 

 

   A partir del 1ro de julio de 2013, todos los empleados que son parte de la matrícula del 

Sistema, incluyendo los alcaldes, independientemente de la fecha de su primer nombramiento en 

el Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, sus instrumentalidades, municipios o 

patronos participantes de este Sistema, pasarán a formar parte del Programa Híbrido de 

Contribución Definida. Los beneficios que recibirán estos participantes son los establecidos en 

este Capítulo.  

   A estos empleados no les aplicarán las disposiciones del Capítulo 1, 2 y 3, salvo que se 

disponga lo contrario en este Capítulo. 

 

Artículo 5-103. — Beneficios Acumulados. — [Nota: La Sección 17 de la Ley 3-2013 añadió 

este Artículo] 

 

(a) Al entrar en vigor esta Ley, se preservarán los beneficios acumulados de los empleados 

participantes del Sistema que comenzaron a trabajar antes del 1ro de enero del 2000 y que al 30 

de junio de 2013 no sean participantes del Programa de Cuentas de Ahorro para Retiro que 

establece el Capítulo 3 de esta Ley, en cuanto a los años de servicio acumulados y la manera de 

calcular la retribución promedio. Aquellos participantes que al 30 de junio de 2013 tenían 

derecho a retirarse y recibir algún tipo de pensión bajo esta Ley por haber cumplido con los 

requisitos de años de servicio y edad aquí dispuestos, podrán retirarse en cualquier fecha 

posterior y tendrán derecho a recibir la anualidad que le corresponda bajo el Capítulo 2 de esta 

Ley a base de los salarios y años de servicios acumulados hasta 30 de junio de 2013, así como la 

anualidad establecida según el Artículo 5-110.  Además, a estos participantes les aplicarán las 

disposiciones de los incisos (a) 7, 8, 9, 10 y 11 de este Artículo. 

   Las siguientes disposiciones aplicarán a los empleados participantes del Sistema que (i) 

comenzaron a trabajar antes del 1ro de enero del 2000, (ii) al 30 de junio de 2013 no sean 

participantes del Programa de Cuentas de Ahorro para Retiro establecido por el Capítulo 3 de 

esta Ley y (iii) al 30 de junio de 2013 no cumplan con los requisitos de años de servicio y edad 

requeridos por el Capítulo 2 de esta Ley para retirarse:  

(1) Nueva Edad de Retiro para los participantes que hayan ingresado por primera vez al 

Sistema antes del 1ro de abril de 1990. —  En el caso de aquellos participantes que para el 

30 de junio de 2013 no hayan cumplido 58 años de edad y completado por lo menos 10 años 

de servicio, o no hayan cumplido 55 años de edad y completado por lo menos 25 años de 

servicio, el retiro será opcional cuando cumplan los siguientes requisitos de edad y servicio: 

(i) Si al 30 de junio de 2013, el participante tiene 57 años, el retiro será opcional cuando 

haya cumplido los 59 años de edad y haya completado por lo menos 10 años de servicio. 

(ii) Si al 30 de junio de 2013, el participante tiene 56 años, el retiro será opcional cuando 

haya cumplido los 60 años de edad y haya completado por lo menos 10 años de servicio. 

(iii) Si al 30 de junio de 2013, el participante tiene 55 años o menos, el retiro será 

opcional cuando haya cumplido los 61 años de edad y haya completado por lo menos 10 

años de servicio. 
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(2) Edad de Retiro para participantes que hayan ingresado por primera vez al Sistema entre 

el 1ro de abril de 1990, y el 31 de diciembre de 1999. — En el caso de aquellos participantes 

que al 30 de junio de 2013, no hayan cumplido 65 años de edad y completado por lo menos 

10 años de servicio, el retiro será opcional cuando el participante alcance 65 años de edad y 

haya completado 10 años de servicio. 

(3) En el caso de los Servidores Públicos de Alto Riesgo que comenzaron a trabajar antes del 

1 de abril de 1990 y que, al 30 de junio de 2013, no hayan cumplido 50 años de edad y 

completado por lo menos 25 años de servicio o no tengan 30 años de servicio, 

independientemente de la edad, el retiro será opcional cuando cumplan 55 años de edad y 

completado 30 años servicio. 

(4) En el caso de los Servidores Públicos de Alto Riesgo que comenzaron a trabajar entre el 1 

de abril de 1990 y el 31 de diciembre de 1999 y que, al 30 de junio de 2013, no tengan 55 

años y hayan completado 25 años de servicio, o no tengan 30 años de servicio, 

independientemente de la edad, el retiro será opcional cuando cumplan 55 años de edad y 

haya completado 30 años servicio. 

(5) Los Servidores Públicos de Alto Riesgo que se separan del servicio activo antes de 

cumplir con los requisitos de edad y servicio dispuestos bajo al inciso (a)3 o (a)4 de este 

Artículo sólo podrán recibir su pensión acumulada cuando cumplan con los siguientes 

requisitos de edad y servicio: 

(i) Si el participante ingresó por primera vez al Sistema antes del 1ro de abril de 1990, 

una vez cumpla los requisitos de edad y servicio establecidos en el inciso (a) 1 de este 

Artículo. 

(ii) Si el participante ingresó por primera vez al Sistema entre el 1ro de abril de 1990 y el 

31 de diciembre de 1999, una vez cumpla los requisitos de edad y servicio establecidos 

en el inciso (a) 2 de este Artículo.  

(6) Cómputo de la Pensión. — Cuando el participante cumpla los requisitos de edad y 

servicio antes establecidos, tendrá derecho a recibir una anualidad calculada a base a los años 

de servicio acumulados al 30 de junio de 2013 y conforme a las siguientes reglas: 

(i) La retribución promedio de los empleados que comenzaron a trabajar antes del 1ro de 

abril de 1990 será la establecida en la definición número 15 del Artículo 1-104 de esta 

Ley.  

(ii) La retribución promedio de los empleados que comenzaron a trabajar desde el 1ro de 

abril de 1990 hasta el 31 de diciembre de 1999 será la establecida en el Artículo 1-108 de 

esta Ley.   

(iii) El cálculo de la pensión de los empleados que comenzaron a trabajar antes del 1ro de 

abril de 1990 será hecho a base del uno y medio por ciento (1.5%) de la retribución 

promedio, multiplicado por el número de años de servicios acreditados hasta veinte (20) 

años, más el dos por ciento (2.0%) de la retribución promedio, multiplicado por el 

número de años de servicios acreditados en exceso de veinte (20) años, en cada caso 

hasta el 30 de junio de 2013. 

(iv) El cálculo de la pensión de los empleados que comenzaron a trabajar desde el 1ro de 

abril de 1990 hasta el 31 de diciembre de 1999, será hecho a base del uno y medio por 

ciento (1.5%) de la retribución promedio, multiplicado por el número de años de 

servicios acreditados hasta el 30 de junio de 2013.  
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(v) Los participantes del Sistema que al 30 de junio de 2013, se encuentran acogidos al 

Plan de Coordinación con los beneficios del Seguro Social, se le  ajustará la anualidad, 

según lo dispuesto en el inciso (e) del Artículo 2-101 de esta Ley. Disponiéndose, que 

hasta tanto el participante tenga derecho a acogerse a los beneficios del Seguro Social, 

podrá recibir una anualidad según lo establece el Artículo 5-103 de esta Ley.    

(vi) Esta pensión se recibirá conjuntamente con la anualidad acumulada por un 

participante al amparo del Artículo 5-110 de esta Ley. 

(7) A partir del 1ro de julio de 2013, el participante no acumulará años de servicio adicionales 

para determinar la retribución promedio y computar una pensión bajo la Sección 5-103(a)(4).  

Tampoco podrá el participante recibir reconocimiento por servicios no cotizados, transferir 

aportaciones o devolver aportaciones sobre periodos trabajados antes del 30 de junio de 2013, 

excepto por aquellas excepciones expresamente establecidas en esta Ley.  

(8) Las disposiciones del Artículo 2-119 de esta Ley le aplicarán a las aportaciones de los 

participantes. 

(9) Reembolso de Aportaciones: A partir del 1ro de julio de 2013, los participantes que se 

separen permanente del servicio tendrán derecho a la anualidad provista por este Artículo y no 

tendrán derecho al reembolso de las aportaciones por separación del servicio voluntario, 

involuntario o en casos de incapacidad. Las aportaciones de aquellos participantes del sistema 

que comenzaron a trabajar antes del  31 de diciembre de 1999 y que al 30 de junio de 2013, no 

cuentan con diez (10) años de servicio, se traspasarán a la cuenta del participante bajo el 

Programa Híbrido.  

(10) Muerte de un Participante en Servicio Activo: A la muerte de cualquier persona que esté 

prestando servicios y que tuviere aportaciones acumuladas en el Sistema, éstas serán 

reembolsadas a la persona o personas que el participante hubiere designado por orden escrita 

debidamente reconocida y presentada ante el Administrador, o sus herederos, si tal designación 

no hubiere sido hecha.  El reembolso será equivalente al importe de las aportaciones e intereses 

devengados hasta seis (6) meses después de la fecha de muerte o la fecha del pago de éstas por 

parte del Sistema, lo que ocurra primero. El Administrador cobrará de las aportaciones cualquier 

deuda que tuviera el participante con el Sistema. 

(11) Muerte de un Participante Pensionado: Salvo que, de acuerdo con esta Ley, fuere pagadera 

una anualidad por traspaso, a la muerte de un participante que estuviere recibiendo una anualidad 

por retiro, se pagará a la persona o personas que éste hubiere nombrado en una orden escrita 

debidamente reconocida y presentada ante el Administrador, o a sus herederos si no hubiese 

hecho tal nombramiento, un beneficio por defunción en una sola cantidad en efectivo. Ese 

beneficio consistirá del exceso, si lo hubiere, de las aportaciones acumuladas hasta el 30 de junio 

de 2013 a favor del participante hasta la fecha de su retiro, sobre la suma total de todos los pagos 

de anualidad por retiro recibidas por él antes de su muerte.  Si la muerte de un participante 

retirado sobreviniere dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha del retiro, se interpretará 

para propósito de cualquiera de las disposiciones de esta Ley como ocurrida en servicio, no 

obstante cualquier otra disposición de esta Ley que disponga lo contrario. 

(b) Aquellos participantes que comenzaron a trabajar en o después del 1ro de enero del 2000 o 

aquellos que al 30 de junio de 2013 eran participantes del Programa de Ahorros para el Retiro y 

que al 30 de junio de 2013 podían retirarse del servicio por contar con sesenta (60) años de edad, 

podrán retirarse en cualquier fecha posterior y tendrán derecho a recibir la anualidad que se 
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pueda adquirir con el balance de las aportaciones bajo el Programa de Cuentas de Ahorro para el 

Retiro y aquellas que acumule bajo el Programa Híbrido de Contribución Definida. 

(1) A los empleados que ingresaron al Sistema por primera vez en o después del 1ro de enero 

del 2000, se transferirá al Programa Híbrido de Contribución Definidas su cuenta de ahorro 

bajo el Programa de Cuentas de Ahorro para el Retiro.  Se dispone que si al 30 de junio de 

2013 no han cumplido sesenta (60) años de edad, tendrán derecho a la anualidad que se 

establece en el Artículo 5-110 de esta Ley,  cuando cumplan los siguientes requisitos de 

edad: 

(i) Si al 30 de junio de 2013, el participante tiene 59 años, el retiro será opcional cuando 

haya cumplido los 61 años de edad. 

(ii) Si al 30 de junio de 2013, el participante tiene 58 años, el retiro será opcional cuando 

haya cumplido los 62 años de edad. 

(iii) Si al 30 de junio de 2013, el participante tiene 57 años, el retiro será opcional cuando 

haya cumplido los 63 años de edad. 

(iv) Si al 30 de junio de 2013, el participante tiene 56 años, el retiro será opcional cuando 

haya cumplido los 64 años de edad. 

(v) Si al 30 de junio de 2013, el participante tiene 55 años o menos, el retiro será opcional 

cuando haya cumplido los 65 años de edad. 

(2) En el caso de los Servidores Públicos de Alto Riesgo que comenzaron a trabajar después 

del 31 de diciembre de 1999 y que, al 30 de junio de 2013, no tengan 55 años, el retiro será 

opcional cuando cumplan 55 años de edad.  

 

Artículo 5-104. — Establecimiento de Cuentas de Aportaciones para el Programa Híbrido 

de Contribución Definida. — [Nota: La Sección 18 de la Ley 3-2013 añadió este Artículo] 

 

   El Administrador establecerá y mantendrá en el Sistema una cuenta con las aportaciones de 

cada participante al Programa Híbrido, la cual será acreditada y debitada de conformidad con los 

Artículos 5-108 y 5-109 de este Capítulo. 

(a) En el caso de los empleados participantes del Sistema que comenzaron a trabajar antes del 

1ro de enero del 2000 y que al 30 de junio de 2013 no son participantes del Programa de Cuentas 

de Ahorro para el Retiro, su cuenta se nutrirá de las aportaciones que realicen a partir del 1ro de 

julio de 2013.  Las aportaciones individuales que realizaron antes del 30 de junio de 2013, serán 

utilizadas para el pago de la anualidad provista por el Artículo 5-103 de esta Ley. 

(b) En el caso de los empleados participantes del Sistema que comenzaron a trabajar en o 

después del 1ro de enero de 2000, su cuenta se nutrirá del balance, al 30 de junio de 2013, de su 

cuenta de ahorro bajo el Programa de Cuentas de Ahorro para el Retiro y de las aportaciones que 

realicen a partir del 1ro de julio de 2013, con excepción de lo dispuesto en el Artículo 5-103(b). 

   Las disposiciones del Artículo 2-119 de esta Ley aplicarán a estas aportaciones.  

 

Artículo 5-105. — Aportaciones de los Participantes del Programa Híbrido. — [Nota: La 

Sección 19 de la Ley 3-2013 añadió este Artículo] 

 

(a) Aportación a la Cuenta. — Todo participante del Programa Híbrido tendrá que aportar 

compulsoriamente a su cuenta el diez por ciento (10%) de su retribución mientras sea empleado.  
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(b) Aportaciones bajo el Plan de Coordinación con los beneficios del Seguro Social. — los 

participantes del Sistema que al 30 de junio de 2013, se encuentran acogidos al Plan de 

Coordinación con los beneficios del Seguro Social aportarán al Programa Híbrido: 

(1) Efectivo el 1ro de julio de 2013, aportarán el siete por ciento (7%) de su retribución 

mensual hasta quinientos cincuenta dólares ($550) y el diez por ciento (10%) de la 

retribución mensual en exceso de dicha cantidad. 

(2) Efectivo el 1ro de julio de 2014, aportarán el ocho punto cinco por ciento (8.5%) de su 

retribución mensual hasta quinientos cincuenta dólares ($550) y el diez por ciento (10%) de 

la retribución mensual en exceso de dicha cantidad. 

(3) Efectivo el 1ro de julio de 2015, aportarán el diez por ciento (10%) de la totalidad de la 

retribución mensual. 

   Los Participantes del Programa bajos los incisos (a) y (b) de este Artículo podrán aportar 

voluntariamente a su cuenta una suma adicional a la aquí establecida. Estas aportaciones se 

acreditarán a la cuenta de aportaciones de cada participante del Programa Híbrido.  El 

Administrador establecerá la manera en que los participantes pueden realizar las aportaciones 

adicionales.  

(c) Aportación Compulsoria para la Compra de Seguro por Incapacidad. — Todo participante 

del Programa Híbrido aportará compulsoriamente al seguro por incapacidad  dispuesto en el 

Artículo 5-112 de este Capítulo, para lo cual tendrá que aportar aquellas sumas, fijadas en 

dólares o porcentaje de la retribución, que el Administrador, con la aprobación de la Junta, 

determine que son necesarias para proveer el beneficio por incapacidad, siempre y cuando la 

aportación requerida por el Administrador sea igual o menor a un cuarto por ciento (0.25%) de la 

retribución del participante. Las aportaciones hechas conforme a este inciso podrán ser 

acreditadas contra y reducir las aportaciones que el participante del Programa venga obligado a 

hacer a la Asociación de Empleados del Estado Libre Asociado de Puerto Rico según dispone la 

Sección 8 de la Ley Núm. 133 de 28 de junio de 1966, según enmendada.  Las aportaciones bajo 

este inciso no se acreditarán a la cuenta del participante. 

 

Artículo 5-106. — Aportaciones del Patrono. — [Nota: La Sección 20 de la Ley 3-2013 

añadió este Artículo] 

 

   Todo patrono, comenzando el 1ro de julio de 2013 aportará compulsoriamente al Sistema una 

suma equivalente al doce punto doscientos setenta y cinco por ciento (12.275%) de la retribución 

de cada participante del Programa mientras el participante sea un empleado.  Estas aportaciones 

se depositarán en el Sistema para aumentar el nivel de activos del Sistema, reducir el déficit 

actuarial y viabilizar la capacidad del Sistema para cumplir con sus obligaciones futuras.  A 

partir del 1ro de julio de 2014, hasta el 30 de junio de 2016, el tipo mínimo de aportación 

patronal de doce punto doscientos setenta y cinco por ciento (12.275%) se incrementará 

anualmente cada 1ro de julio sucesivo en un uno por ciento (1%) de la retribución que 

regularmente reciban los participantes.  A partir del 1ro de julio de 2016 hasta el 30 de junio de 

2021, el tipo mínimo de aportación patronal que esté en efecto al 30 de junio de cada año se 

incrementará anualmente cada 1ro de julio sucesivamente en uno punto veinticinco (1.25%) de la 

retribución que regularmente reciban los participantes. Se dispone que los aumentos establecidos 

aplicables a los municipios para los años fiscales 2012-2013 y 2013-2014, serán incluidos en la 
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petición presupuestaria sometida por la Oficina de Gerencia y Presupuesto a la Asamblea 

Legislativa. 

 

Artículo 5-107. — Obligaciones del Patrono, Sanciones. — [Nota: La Sección 21 de la Ley 3-

2013 añadió este Artículo] 

 

   Todo patrono que tuviere la obligación de deducir y retener las aportaciones de los 

participantes del Programa y de hacer aportaciones al Sistema conforme dispone este Capítulo, 

tendrá las siguientes obligaciones: 

(a) Obligación de Deducir y Retener las Aportaciones de los Participantes y de Remitir las 

Aportaciones de los Participantes y del Patrono al Sistema. — Todo patrono de un participante 

del Programa deberá deducir y retener de la retribución del participante las aportaciones que 

dispone el Artículo 5-105.  Se autoriza al Secretario de Hacienda o a cualquier oficial pagador 

del patrono, a hacer los descuentos aunque la retribución que hubiere que pagarse en efectivo al 

participante como resultado de estos descuentos, quede reducida a menos de cualquier mínimo 

prescrito por ley.  Las aportaciones de los participantes del Programa deberán ser remitidas por el 

patrono, conjuntamente con las aportaciones patronales que viene obligado a hacer según 

dispone el Artículo 5-106, al Sistema en o antes del décimo quinto (15to.) día del mes siguiente 

de la fecha en que se hizo la retención.  El Administrador establecerá la forma y manera en que 

se remitirán las aportaciones. 

(b) Responsabilidad por las Aportaciones. — Todo patrono obligado a deducir y retener las 

aportaciones de los participantes del Programa y a remitir las aportaciones de los participantes y 

del patrono que dispone este Capítulo será responsable al Sistema del pago total de dichas 

aportaciones.  Si el patrono dejare de hacer la retención o remitir las aportaciones, las sumas que 

debió retener y las aportaciones no pagadas serán cobradas al patrono por el Administrador 

siguiendo el procedimiento que establece el Artículo 4-111 de esta Ley. 

(c) Intereses sobre Aportaciones Adeudadas. — Todo patrono que no remita sus aportaciones y 

la de los participantes del Programa dentro del término establecido será responsable al Sistema 

del pago de intereses al tipo que la Junta determine sobre la aportación adeudada desde el día en 

que la aportación debió ser remitida al Sistema hasta el día en que la aportación se remita. Los 

intereses adeudados por un patrono serán cobrados por el Administrador siguiendo el 

procedimiento que establece el Artículo 4-111 de esta Ley. 

(d) Acreditación de Rentabilidad de Inversión. — Si un patrono no remite las aportaciones de los 

participantes del Programa dentro del término de tiempo establecido, el Administrador acreditará 

la cuenta de los participantes del Programa afectados con la rentabilidad de inversión de 

conformidad con el Artículo 5-108 de este Capítulo a partir de la fecha límite en que el patrono 

tenía que remitir las aportaciones. 

 

Artículo 5-108. — Créditos a la Cuenta de Aportaciones, Rentabilidad de Inversión y 

Derechos sobre la Cuenta de Aportaciones. — [Nota: La Sección 22 de la Ley 3-2013 añadió 

este Artículo] 

 

(a) Créditos. — El Administrador acreditará a la cuenta de cada participante del Programa 

Híbrido las siguientes partidas: 
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(1) Balance Inicial de Transferencia. — En el caso de aquellos participantes del Programa de 

Cuentas de Ahorro para el Retiro, se acreditará el balance de la cuenta de ahorros e ingresos 

que sea transferido al Programa Híbrido. 

(2) Aportación del Participante del Programa Híbrido. — Las aportaciones hechas por el 

participante del Programa Híbrido según requiere esta Ley se acreditarán una vez sean 

remitidas por el patrono al Sistema. 

(3) Rentabilidad de Inversión. — Se acreditará una rentabilidad de inversión al cierre de cada 

semestre de cada año económico.  La rentabilidad de inversión se computará el último día de 

negocios de cada semestre del año económico sobre el promedio mensual del balance en la 

cuenta de aportaciones del participante del Programa Híbrido, durante el semestre en 

cuestión.  La rentabilidad de la inversión será determinada por la Junta y nunca será menor al 

80% del rendimiento de la cartera de inversión del Sistema durante cada semestre de cada 

año económico neto de los gastos de manejo (management fees) tales como, pero sin 

limitarse a, honorarios pagaderos a los administradores de la cartera, custodia de valores y 

consultoría de inversiones. 

(b) Derechos Sobre la Cuenta de Aportaciones. — Los participantes del Programa Híbrido 

siempre tendrán derecho al cien por ciento (100%) del balance inicial de transferencia dispuesto 

en el apartado (1) del inciso (a) de este Artículo y de sus aportaciones a la cuenta del Programa 

Híbrido. 

 

Artículo 5-109. — Débitos a la Cuenta de Aportaciones. — [Nota: La Sección 23 de la Ley 3-

2013 añadió este Artículo] 

 

   El Administrador debitará la cuenta de Aportaciones que se establezca para cada participante 

del Programa Híbrido por aquellas sumas utilizadas para la otorgación de una anualidad para el 

pago de beneficios o para hacer una distribución global conforme a los Artículos 5-110 y 5-111 

de este Capítulo.  Una vez se otorgue la anualidad o se distribuya el balance total de la cuenta de 

aportaciones, la cuenta cesará de existir.  El Administrador podrá, además, debitar la cuenta del 

participante por el monto de la prima de seguro por incapacidad. 

 

Artículo 5-110. — Beneficios a la Separación del Servicio. — [Nota: La Sección 24 de la Ley 

3-2013 añadió este Artículo] 

 

(a) Beneficio de Retiro. — Al separarse permanentemente del servicio, cuando la separación no 

es por causa de muerte o incapacidad total y permanente, el balance en la cuenta del participante 

del Programa Híbrido le será distribuido al participante si el participante cumple con cualquiera 

de los siguientes requisitos: (i) ha cotizado menos de cinco (5) años en el servicio público o, (ii) 

tiene acumulado en el Sistema una cantidad igual o menor de diez mil dólares ($10,000). 

(b) Fecha de otorgación de Contrato de Anualidad y Comienzo de Distribución. — En aquellos 

casos en que el participante (i) se separe permanentemente del servicio después de haber 

cotizado cinco (5) años o más en el servicio público y, (ii) haya acumulado en el Sistema una 

cantidad igual o mayor a diez mil dólares ($10,000), tendrá derecho a una anualidad vitalicia 

calculada en base al balance de sus aportaciones de acuerdo con el inciso (c) del Artículo 5-110 
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de esta Ley.  La edad a partir de la cual podrá comenzar a recibir esa anualidad, proveyéndose 

que se separe permanentemente del servicio, será la siguiente: 

(1) Participantes que hayan ingresado por primera vez al Sistema antes del 1ro de abril de 

1990 y que no sean participantes del Programa de Cuentas de Ahorro: a la edad que hubiesen 

tenido derecho a una pensión al amparo del inciso (a)(1) del Artículo 5-103 de esta Ley.  

(2) Participantes que hayan ingresado por primera vez al Sistema entre el 1ro de abril de 

1990 al 31 de diciembre de 1999 y que no sean participantes del Programa de Cuentas de 

Ahorro: a la edad que hubiesen tenido derecho a una pensión al amparo del inciso (a)(2) del 

Artículo 5-103 de esta Ley. 

(3) En el caso de los Servidores Públicos de Alto Riesgo que comenzaron a trabajar en o 

antes del 31 de diciembre de 1999: a la edad que hubiesen tenido derecho a una pensión al 

amparo de los incisos (a)(3), (a)(4) y (a)(5) del Artículo 5-103 de esta Ley. 

(4) Participantes que hayan ingresado por primera vez al Sistema del 1ro de enero de 2000 

hasta al 30 de junio de 2013: a la edad que hubiesen tenido derecho a una anualidad al 

amparo del inciso (b) del Artículo 5-103 de esta Ley. 

(5) Participantes que comenzaron en el servicio público a partir del 1ro de julio de 2013: a 

los 67 años.  

(6) En el caso de los Servidores Públicos de Alto Riesgo que comenzaron en el servicio 

público a partir del 1ro de julio de 2013, a los 58 años. 

(c) La anualidad vitalicia de cada participante será calculada al retirarse de la siguiente manera: 

se dividirá (i) el balance acumulado de sus aportaciones en la cuenta del participante en el 

Programa Híbrido a la fecha de retiro por (ii) un factor, establecido por la Junta en consulta con 

sus actuarios y determinado a base de la expectativa de vida actuarial del participante y una tasa 

de interés particular. 

(d) Anualidad por traspaso: Los participantes del Programa Híbrido podrán extenderle una 

pensión a un dependiente según dispone el Artículo 2-105 sobre anualidades por traspaso. 

(e) Las anualidades concedidas bajo este Capítulo 5 tendrán carácter vitalicio y serán pagaderas 

en plazos mensuales, y éstas no podrán aumentarse, disminuirse, revocarse o derogarse, salvo 

cuando hubiere sido concedida por error, o cuando en forma explícita se disponga de otro modo.  

El primer pago de una anualidad se hará por la fracción de mes que transcurra hasta la 

terminación del primer mes; y el último pago se hará hasta el final del mes en que sobreviniere la 

muerte del participante. 

   Los patronos vendrán obligados a someter a la Administración toda la documentación 

requerida dentro de los sesenta (60) días siguientes a la fecha de solicitud de los beneficios de 

retiro o solicitud de fondos.  La Administración tramitará la solicitud de los beneficios o la 

liquidación de fondos dentro de los sesenta (60) días siguientes a la fecha de radicación de la 

solicitud con la documentación según requerida por el Sistema de Retiro. 

   Si un patrono incumple la obligación establecida en este Artículo advendría responsable del 

pago al participante de una cantidad equivalente a un mes del sueldo que recibía éste a la fecha 

de la solicitud de los beneficios de la pensión o de la liquidación de los fondos. 
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Artículo 5-111. — Beneficios  por Muerte, Incapacidad o Enfermedad Terminal. — [Nota: 

La Sección 25 de la Ley 3-2013 añadió este Artículo] 

 

(a) Muerte de Participante en Servicio Activo. — A la muerte de cualquier persona que esté 

prestando servicios, y que tuviere aportaciones acumuladas en el Programa Híbrido, éstas serán 

reembolsadas a la persona o personas que el participante hubiere designado por orden escrita 

debidamente reconocida y presentada ante el Administrador, o sus herederos, si tal designación 

no hubiere sido hecha.  El reembolso será equivalente al importe de las aportaciones y réditos de 

la inversión hasta la fecha de la muerte del participante.  El Administrador cobrará de las 

aportaciones cualquier deuda que tenga el participante con el Sistema. 

(b) Muerte de un Pensionado. — En aquellos casos que fallezca un pensionado sin antes haber 

consumido todas sus aportaciones por concepto del pago de la pensión, sus beneficiarios 

designados ante el Sistema o, en su defecto, sus herederos, continuarán recibiendo los pagos 

mensuales de la pensión hasta que se consuma por completo las aportaciones realizadas por el 

participante.  

(c) Separación del Servicio por Razón de Incapacidad o Enfermedad Terminal. — El balance en 

la cuenta de aportaciones de todo participante del Programa Híbrido que se separe 

permanentemente del servicio debido a que esté total y permanentemente incapacitado, que se 

separe permanentemente del servicio debido a que esté incapacitado de acuerdo a la Ley Núm. 

127 de 27 de junio de 1958, según enmendada, o debido a que padezca de una enfermedad 

terminal, según determinado por el Administrador, será distribuido por el Administrador, a 

opción del participante, en una suma global, o a través de la otorgación de una anualidad o 

cualquier otra forma opcional de pago de conformidad con el Artículo 5-110 de esta Ley. 

   A partir del 30 de junio de 2013, no se concederán pensiones por incapacidad conforme a los 

Artículos 2-107 a 2-111 de esta Ley. 

 

Artículo 5-112. — Seguro por Incapacidad. — [Nota: La Sección 26 de la Ley 3-2013 añadió 

este Artículo] 

 

   El Administrador, con la aprobación de la Junta, establecerá un programa de beneficios por 

incapacidad, el cual proveerá una anualidad temporera en caso de incapacidad total y 

permanente. Los beneficios por incapacidad podrán ser provistos a través de uno o más contratos 

de seguro por incapacidad con una o más compañías de seguro autorizadas a hacer negocios en 

Puerto Rico por el Comisionado de Seguros de Puerto Rico.  La determinación de si una persona 

está parcial o total y permanentemente incapacitada será hecha por la compañía de seguros que 

emita la póliza de seguro cubriendo a la persona.  Todos los participantes del Programa que sean 

empleados se acogerán al programa de beneficio por incapacidad en la manera y forma que 

establezca el Administrador. 
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Artículo 5-113. — Aplicabilidad de Ley Uniforme de Valores. — [Nota: La Sección 27 de la 

Ley 3-2013 añadió este Artículo] 

 

   El interés de cualquier participante en el Programa Híbrido no constituirá un valor para 

propósitos de la Ley Núm. 60 de 18 de junio de 1963, según enmendada, conocida como la Ley 

Uniforme de Valores. 

 

Artículo 5-114. — Reciprocidad entre los Sistemas de Retiro; Servicios no cotizados de 

Veteranos (as); Aportación Voluntaria al Programa Híbrido. — [Nota: La Sección 28 de la 

Ley 3-2013 añadió este Artículo] 

 

(a) A partir del 1ro de julio de 2013, no existirá reciprocidad, al amparo de la Ley Núm. 59 del 

10 de junio de 1953, según enmendada, entre el Sistema de Retiro de los Empleados del 

Gobierno y los otros sistemas de retiro, sobre los empleados que cotizan en otros sistemas y 

pasan a formar parte del Sistema de Retiro de los Empleados del Gobierno. 

(b) Las disposiciones del inciso E del Artículo 4 de la Ley 203-2007, según enmendada y 

conocida como la Carta de Derechos del Veterano Puertorriqueño del Siglo XXI, continuarán 

aplicando a los participantes del Sistema que sean veteranos o veteranas sólo respecto a los 

servicios prestados hasta el 30 de junio de 2013. No obstante, no habrá fecha límite para que los 

veteranos soliciten la acreditación de servicios no cotizados que se prestaron en o antes del 30 de 

junio de 2013.  

(c) Cualquier participante del Programa Híbrido que, en o después del 1ro de julio de 2013 se 

encuentre bajo una licencia militar por estar en el servicio activo en las Fuerzas Armadas de los 

Estados Unidos de América y no tenga la obligación de aportar compulsoriamente bajo el 

Artículo 5-105(a) de esta Ley, podrá hacer aportaciones voluntarias a su cuenta en el Programa 

Híbrido por el tiempo que se encuentre bajo dicha licencia militar.  No habrá fecha límite para 

que los veteranos realicen dichas aportaciones voluntarias.  Estas aportaciones se acreditarán a la 

cuenta de aportaciones de dicho participante del Programa Híbrido.  El Administrador 

establecerá la manera en que estos participantes podrán realizar estas aportaciones voluntarias a 

su cuenta en el Programa Híbrido. 

 

Artículo 5-115. — Disposiciones Transitorias. — [Nota: La Sección 39 de la Ley 3-2013 

añadió este Artículo] 

 

(a) Servicios Acreditables no Cotizados. —   

(1) Todo aquel participante que, en o antes del 30 de junio de 2013, solicite al Administrador 

un plan de pagos, a tenor con lo dispuesto en el inciso (b) del Artículo 1-107, para satisfacer 

el costo de servicios acreditables podrá elegir realizar los pagos a una tasa especial de interés 

compuesta de nueve punto cinco por ciento (9.5%).   

(2) Todo aquel participante que, en o antes del 30 de junio de 2013, solicite al Administrador 

un préstamo personal especial para el pago global de servicios acreditables no cotizados, a 

tenor con lo dispuesto en el inciso (c) del Artículo 1-107, podrá elegir realizar los pagos a 

una tasa especial de interés compuesta de nueve punto cinco por ciento (9.5%). 
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(3) Todo participante que se beneficie de la tasa especial de los anteriores incisos (1) y (2) y 

hubiese comenzado en el servicio público en o antes del 1ro de abril de 1990 solo podrán 

acumular hasta un máximo de sesenta por ciento (60%) de la retribución promedio en caso de 

completar treinta (30) años de servicio. 

(4) Para propósitos de este inciso (a) los servicios acreditables no cotizados tienen que 

haberse rendido en o antes del  30 de junio de 2013. 

(b) Todo aquel participante que comenzó en el servicio público en o antes del 1ro de abril de 

1990 y que a tenor con las disposiciones del Capítulo 2, hubiese tenido derecho a retirarse en o 

antes del 31 de diciembre de 2013 con treinta (30) años de servicio podrá hacerlo bajo los 

siguientes términos: 

(1) Para los que hubieren completado treinta (30) o más años de servicios acreditados y no 

hayan cumplido cincuenta y cinco (55) o más años de edad, el cincuenta y cinco por ciento 

(55%) de la retribución promedio. 

(2) Para los que hubieren completado treinta (30) o más años de servicios acreditados y 

cumplido cincuenta y cinco (55) o más años de edad, el sesenta por ciento (60%) de la 

retribución promedio.  

(3) Los participantes que se acojan a este inciso (b) realizarán la aportación compulsoria que 

dispone el Artículo 5-105 para beneficio del Sistema y no se incluirá dicha cuantía en la 

cuenta de aportaciones de cada participante del Programa Híbrido. Cualquier exceso a la 

aportación compulsoria se acreditará a la cuenta de aportaciones de cada participante. 

 

Artículo 5-116. — [Nota: La Sección 4 de la Ley 32-2013 añadió este Artículo] 

 

   En aquellos casos que se apruebe una ventana de retiro, entiéndase cualquier medida que se 

establezca con la intención de adelantar el retiro del empleado o servidor público, reduciendo los 

años de servicio o la edad requerida para acogerse a los beneficios del retiro, ya sea por 

legislación especial o al amparo de la Ley de Municipios Autónomos, el costo actuarial de la 

ventana de retiro que determine el Administrador de los Sistemas de Retiro de los Empleados del 

Gobierno, será pagado, por adelantado, por el patrono a la Administración de los Sistemas de 

Retiro de los Empleados del Gobierno y la Judicatura. Dicho costo actuarial consistirá de:  

(i) la diferencia entre el valor presente de la pensión acelerada que establece la ventana de 

retiro y el valor presente de una pensión por años de servicio, bajo las disposiciones de la Ley 

Núm. 447 de 15 de mayo de 1951, según enmendada; y  

(ii) las aportaciones patronales e individuales correspondientes a tres (3) años luego de que el 

participante hubiese alcanzado la edad requerida bajo el plan para poder acogerse al retiro. 

   Se dispone, además, que el patrono compensará a la Administración de los Sistemas de Retiro 

de los Empleados del Gobierno y de la Judicatura, por los costos incurridos para la implantación 

y administración de la ventana de retiro y todos los estudios actuariales que hayan sido 

solicitados patrono.  
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Artículo 5-117. — [Nota: La Sección 4 de la Ley 32-2013 añadió este Artículo] 

 

(a) Con el propósito de solventar el déficit de flujo de caja del Sistema, cada año fiscal, y 

comenzando desde el año fiscal 2013-2014, hasta el año fiscal 2032-2033, el Sistema recibirá 

una aportación igual a la Aportación Adicional Uniforme. 

(b) Para cada año fiscal, la Administración de los Sistemas de Retiro de los Empleados del 

Gobierno y la Judicatura: (i) determinará la porción de la Aportación Adicional Uniforme 

correspondiente a cada patrono participante del Sistema en base al por ciento del total de las 

aportaciones patronales correspondientes a dicho patrono para el año fiscal en curso y (ii) enviará 

al Director de la Oficina de Gerencia y Presupuesto y a cada corporación pública y municipio 

cuyos empleados están cubiertos bajo esta Ley una certificación del monto correspondiente a 

dicho patrono. 

(c) Los recursos para cubrir la aportación del Gobierno Central descrita en 5-117(b) serán 

consignados por la Oficina de Gerencia y Presupuesto en el Presupuesto General Recomendado 

del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico.  Cada corporación pública y municipio 

cuyos empleados estén cubiertos bajo esta Ley serán directamente responsables por cubrir la 

aportación certificada como correspondiente a dicho patrono según 5-117(b).  No obstante lo 

anterior, la Oficina de Gerencia y Presupuesto, para cualquier año fiscal, consignará en el 

Presupuesto de Gastos del Gobierno del Estado Libre Asociado recursos suficientes para asumir 

total o parcialmente la porción de la Aportación Adicional Uniforme correspondinte a cualquier 

corporación pública, municipio o instrumentalidad gubernamental, incluyendo la Rama Judicial, 

cuyos gastos de funcionamiento no se pagan total o parcialmente por la Resolución Conjunta del 

Presupuesto General, que la Oficina de Gerencia y Presupuesto subsiguientemente determine, 

durante dicho año fiscal y en su absoluta discreción, que no tiene la capacidad financiera para 

asumir dicha obligación. 

 

Artículo  5-118. — Vigencia. — Esta ley, por ser de carácter urgente y necesaria, empezará a 

regir el 1ro. de Julio de 1951. 

 
 
 

Nota.  Este documento fue compilado por personal de la Oficina de Gerencia y Presupuesto del 

Gobierno de Puerto Rico. Aunque hemos puesto todo nuestro esfuerzo en la preparación del 

mismo, este no es una compilación oficial y podría no estar completamente libre de errores.  En el 

mismo se han incorporado todas las enmiendas hechas a la Ley  a fin de facilitar su consulta. 

Para exactitud y precisión, refiérase a los textos originales de dicha ley.  

Compilado por la Biblioteca de la Oficina de Gerencia y Presupuesto.  
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